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Introducción
La relación de trabajo es una noción jurídica de uso universal con la que se hace referencia a la relación que existe entre una persona, denominada "el empleado" o "el asalariado" y otra persona, denominada "el empleador", a quien aquella proporciona su trabajo bajo ciertas condiciones, a cambio de una remuneración. Es mediante la relación de trabajo, independientemente de la manera en que se la haya definido, como se crean derechos y obligaciones recíprocas entre el empleado y el empleador. La relación de trabajo fue, y continúa siendo, el principal medio de que pueden servirse los trabajadores para acceder a los derechos y prestaciones asociadas con el empleo en el ámbito del derecho del trabajo y la seguridad social. Es el punto de referencia fundamental para determinar la naturaleza y la extensión de los derechos de los empleadores, como también de sus obligaciones respecto de los trabajadores.

Los profundos cambios que se están produciendo en el mundo del trabajo, y especialmente, en el mercado de trabajo, han dado lugar a nuevas formas de relaciones que no siempre se ajustan a los parámetros de la relación de trabajo. Si bien esas nuevas formas han aumentado la flexibilidad del mercado de trabajo, también han contribuido a que no esté clara la situación laboral de un creciente número de trabajadores, y que, consecuentemente, queden excluidos del ámbito de la protección normalmente asociada con una relación de trabajo.

En el año 2004 el Director General de la OIT se refirió a ese desafío de la siguiente manera: "El Estado tiene que desempeñar un papel fundamental, creando un marco constitucional propicio para que, al responder a la evolución de las exigencias de la economía global, se concilie la necesidad de flexibilidad que tienen las empresas con la necesidad de seguridad que tienen los trabajadores [...] Una estrategia dinámica para gestionar el cambio del mercado de trabajo resulta fundamental para las políticas nacionales destinadas a dar respuesta a los desafíos sociales de la globalización.

La pregunta clave es ¿qué es una relación laboral?, esta interrogante, común en el tradicional Derecho Laboral, hoy día parece merecer un nuevo examen, dada la aparición de formas de nexos del trabajo, que resultan discutibles, a la luz de los principios legales.

Así, cuando se establece en Venezuela que el trabajo es un hecho social y que la relación laboral existe cuando una persona presta su servicio para otra, quien lo recibe, mediante una contraprestación en dinero, que es la remuneración, lo que ha querido fijarse, es precisamente un vínculo que trasciende a la propia esfera individual de los sujetos vinculados, para constituir un asunto que interesa a todos.

En otras palabras, el trabajo se reputa un hecho social, puesto que la sociedad está interesada en que las condiciones de los trabajadores sean dignas y adecuadas, ya que siendo Venezuela un país en desarrollo, esas condiciones constituyen parte de los objetivos del Estado venezolano, para lograr sus metas de prosperidad y avance de su población, fines últimos que encierra el bien común.

De suyo, ello explica entonces el principio de protección oficial del trabajo, garantizado constitucionalmente, sin ápice de dudas (artículo 89 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela del año 1.999), pues lo laboral constituye un proceso fundamental y básico de este país (in fine artículo 3 ejusdem).

La otra pregunta que hay que hacerse es la siguiente, ¿cuál es la razón para considerar como proceso fundamental para Venezuela al hecho social trabajo?, no cabe duda que la Carta Magna de 1.999 es de neto corte social. Su preámbulo recoge la búsqueda del bien común, la justicia social, el derecho al aseguramiento del trabajo y la preservación de los derechos humanos, bajo el signo de una democracia participativa y protagónica, y un Estado de justicia social. 

Para poder garantizar todo lo señalado, es menester el predominio de una sociedad igualitaria y sin discriminaciones, que defienda y sostenga el desarrollo de la persona y el respeto a su dignidad.

Venezuela, en la actualidad y más que en ninguna otra oportunidad, está comprometida con el desarrollo de sus habitantes y de su sociedad, para obtener un estado de satisfacción, que le permita prosperidad, dado el gravísimo momento de pobreza crítica y de desnutrición que azota a la mayor parte de su población, que vive en miserables ranchos, pese a la inmensa fortuna que ha salido de los pozos petroleros de este país. 

Debe decirse que no es casual que, tanto Venezuela, como los demás países latinoamericanos, sufren el terrible azote de la pobreza, que golpea a su clase intermedia, llevándola a niveles extremos nunca antes conocidos, y también a la clase obrera y a los trabajadores informales. Ello se localiza cuando se observa la proletarización de los niveles medios, hasta casi la desaparición de la clase media y también en el éxodo de profesionales universitarios hacia países avanzados, lo cual representa la dolorosa y grave “fuga de cerebros”, que luego de grandes esfuerzos para formarlos, resulta sumamente difícil recuperarlo. Y en los estratos más bajos, los graves números de la pobreza crítica, que lleva a la población a la indigencia, sin lugar a dudas.

Esta situación nos permite diagnosticar que es imprescindible atacar ese flagelo de la pobreza, y de allí que el trabajo sea un proceso fundamental para Venezuela.

Este segundo aspecto, señalado anteriormente, es el que se corresponde a la forma de mantener la relación laboral. Nuestra Constitución en su artículo 93 establece la garantía de estabilidad, limitando toda forma de despido.

Ahora, mantener un vínculo del trabajo genera específicos lineamientos constitucionales en cuanto a la duración máxima de la jornada de trabajo, al descanso semanal obligatorio y al derecho a vacar (artículo 90), el derecho a un salario digno y a utilidades (artículo 91), a prestaciones sociales (artículo 92), a sindicalizarse (artículo 95), a contratación colectiva (artículo 96) y a huelga (artículo 97).

Estas disposiciones, que buscan elevar la calidad de vida del trabajador, concretan en la práctica, los supremos derechos humanos del venezolano y de quienes conviven con él en este país: el derecho a la vida (por cuanto al tener acceso a un empleo digno, puede subsistir o existir, junto a los suyos); el derecho a la salud (pues con su salario puede obtener alimentos, medicinas, ropas, etc. que lo proteja plenamente, aparte de su acceso a la seguridad social); derecho a una vivienda (porque con empleo tendrá mayor oportunidad de obtenerla, a través de su salario, prestaciones o caja de ahorro, o por lo menos de exigir de su sindicato el acceso a cooperativas para adquirirla); derecho a la educación (porque tendrá acceso a planes de capacitación del INCE, la obtención de becas para él y sus hijos conforme al respectivo convenio colectivo de trabajo, etc.); derecho al desarrollo de su personalidad (a través de los planes de creación y recreación que deben existir en empresas y sindicatos, incluso con la asesoría del Instituto Nacional de Creación y Recreación de los Trabajadores (INCRET), instituto dependiente del Ministerio del Trabajo, para desarrollar actividades como: bibliotecas, teatros, grupos corales, planes vacacionales, etc., que incluso generan actividad cultural y turística); y así, una gran cantidad de derechos que se hacen realidad evidente.

En cuanto a la tercera situación, relativa a retener la relación laboral, es evidente que esto se refiere a que el trabajador tiene garantizado el derecho de recuperar su trabajo, cuando lo ha perdido. Es decir, que el laborante puede ser reintegrado a su empleo, cuando fuere despedido injustificadamente, toda vez que el texto constitucional, en el artículo 93, reputa nulo todo acto de esa naturaleza, por ser contrario a la Carta Magna.

La institución de la estabilidad laboral ha existido, desde hace muchos años en Venezuela (a través de los procedimientos de calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos, de la estabilidad absoluta y relativa), sin embargo, si se lee con detenimiento la actual Carta Magna puede atribuirse una nueva dirección, sin lugar a dudas; la forma como está redactada esta norma constitucional plantea nuevos lineamientos, que parecieran ser más rigurosos. Todo ello se concretará con la próxima reforma laboral.

La garantía del cumplimiento de cada una de las obligaciones y de los compromisos establecidos constitucional y legalmente reside en cada ciudadano, quien se encuentra respaldado por la institución de la Defensoría del Pueblo, facultada por los artículos 280, 281 y 282 de la Carta Magna para actuar en los casos atinentes a la defensa y preservación de los derechos laborales. Además de la existencia de los órganos administrativos del trabajo (Procuraduría, Inspectoría, etc.). Ello no obsta a que las organizaciones (sindicales o de cualquier otra índole) puedan actuar al respecto, debiéndose agregar, que cuentan también con el recurso especial de amparo constitucional, previsto en artículo 11 de la ley laboral.

Todo esto es de suma importancia, por cuanto el cumplimiento de las referidas normativas constituye garantía para que se logre alcanzar la elevación en el nivel de vida del trabajador venezolano. Debe señalarse que la satisfacción de las necesidades del trabajador trae como elemental consecuencia su identificación con la empresa y elevación de su auto-estima, pues se siente cómodo y agradado, por lo cual su respuesta (en la ejecución de su prestación de servicio y trato) será más satisfactoria, indudablemente, lo cual valoriza la calidad de la prestación, la productividad y el mejor manejo en la administración de la empresa por el patrono.
Relación de trabajo 
a.- Concepto de Relación 


La relación de trabajo es una noción jurídica de uso universal con la que se hace referencia a la relación que existe entre una persona, denominada «el empleado» o «el asalariado» (o, a menudo, «el trabajador»), y otra persona, denominada el «empleador», a quien aquélla proporciona su trabajo bajo ciertas condiciones, a cambio de una remuneración. Es mediante la relación de trabajo, independientemente de la manera en que se la haya definido, como se crean derechos y obligaciones recíprocas entre el empleado y el empleador. La relación de trabajo fue, y continua siendo, el principal medio de que pueden servirse los trabajadores para acceder a los derechos y prestaciones asociadas con el empleo en el ámbito del derecho del trabajo y la seguridad social. Es el punto de referencia fundamental para determinar la naturaleza y la extensión de los derechos de los empleadores, como también de sus obligaciones respecto de los trabajadores.


La relación de trabajo es un concepto jurídico subyacente al funcionamiento del mercado de trabajo en muchos países. Esto fue confirmado, en particular, en las discusiones sobre el «trabajo en régimen de subcontratación» en la Conferencia Internacional del Trabajo en 1997 y 1998, discusiones que precedieron a la adopción del Convenio  sobre  las  agencias  de  empleo  privadas,  1997  (núm.  181),  los  estudios nacionales llevados a cabo por la OIT, la Reunión de expertos sobre los trabajadores en situaciones en las cuales necesitan protección y la discusión general de la Conferencia de 2003 sobre el ámbito de la relación laboral. También se refleja en una gran cantidad de normas internacionales del trabajo: algunos de los convenios y recomendaciones de la OIT se aplican a todos los trabajadores sin distinción alguna, mientras que otros hacen referencia específicamente a los trabajadores independientes o trabajadores por cuenta propia, y otros se aplican sólo a las personas vinculadas por una relación de trabajo.

b.- La Presunción de Existencia 

Aun cuando la ley contenga disposiciones claras para la regulación de la relación de trabajo, puede ser difícil, o inclusive casi imposible, establecer en el caso concreto la existencia de una relación de trabajo. En muchos casos un trabajador no recurrirá ante los tribunales mientras dure su contrato de trabajo por temor de perder el caso o de perder su empleo; y una vez que el contrato ha concluido puede resultarle todavía más difícil reunir y presentar pruebas en su favor.

La legislación comparada revela la existencia de diversos medios para aliviar la tarea probatoria del trabajador y facilitar la labor del juez de determinar en el caso concreto la existencia de una relación de trabajo. Tal vez la más significativa es la vigencia universal del llamado principio de la primacía de la realidad.

La determinación de la existencia de una relación de trabajo debe ser guiada por los hechos de lo que realmente fue convenido y llevado a cabo por las partes, y no por la manera como una de las partes o las dos partes describen la relación de trabajo. Esto es lo que se conoce en derecho como el principio de la primacía de la realidad. 
En general, el juez debe decidir en base a los hechos. Por ejemplo, en muchos países la ley dice que el contrato de trabajo puede ser explícito o implícito. Admitir la posibilidad de un contrato implícito significa dar valor a los hechos que han rodeado el acuerdo de voluntades entre el empleador y el trabajador, cuando el mismo no conste por escrito   y,   probablemente   también,   cuando   los  hechos   demuestren   una   realidad contractual distinta de la que pueda aparecer de un contrato escrito. La idea del contrato implícito tiene una importancia creciente en la jurisprudencia.

Otras leyes definen al trabajador como la persona que se ha comprometido a poner su actividad profesional, mediante remuneración, bajo la dirección y la autoridad del empleador; y a continuación indican que para determinar la condición del trabajador no se debe tener en cuenta ni el estatuto jurídico del empleador ni el del trabajador. De modo semejante, un código del trabajo establece que cuando ha sido judicialmente establecido que un contrato civil regula en realidad una relación de trabajo entre un empleado y un empleador, deben aplicarse las disposiciones de la legislación del trabajo a esas relaciones.  
En los países donde se aplica el derecho consuetudinario, los jueces basan su decisión en ciertos criterios, entre ellos los llamados criterios de control, integración en la empresa, realidad económica (¿Quién soporta el riesgo financiero?) y obligaciones mutuas. 
En Argentina, un contrato es nulo si ha sido celebrado mediante simulación o fraude a la ley laboral, sea aparentando normas contractuales no laborales, interposición de personas o de cualquier otro medio; en tales casos la relación queda regulada por la Ley de Contrato de Trabajo. También en Argentina la ley se refiere al uso fraudulento de la figura de la cooperativa para evadir la aplicación de la legislación del trabajo y estimula la regularización de la relación de trabajo mientras al mismo tiempo desestimula la evasión a través de la imposición de multas y exenciones a las contribuciones y multas en caso de cumplimiento voluntario. En Chile, además de la responsabilidad solidaria entre el empleador y los terceros, el Código prevé la imposición de multas al empleador que simule la contratación de trabajadores a través de terceros y a quienes utilicen cualquier subterfugio, ocultando, disfrazando o alterando su individualización o patrimonio con el objeto de eludir el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales. A este efecto, subterfugio significa cualquier alteración realizada a través del establecimiento de razones sociales distintas, la creación de identidades legales, la división de la empresa, u otras que signifiquen para los trabajadores disminución o pérdida   de   derechos   laborales   individuales   o   colectivos.   Además,   el   plazo   de prescripción  para  intentar  acciones  y  reclamar  derechos  en  esta  materia  ha  sido extendido a cinco años. Finalmente, algunas leyes protegen al trabajador a domicilio aun cuando su relación con el empleador consista en comprarle materiales para luego venderle los productos hechos con estos materiales como si se tratara de una operación comercial de compraventa. 
Primeramente el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo establece una presunción Iuris tantum, de que existe un relación de trabajo entre quien presta un servicio y quien lo recibe. Lo cual, da a indicar que si una persona presta un servicio personal a otra y esta lo recibe estamos ante una relación de trabajo, claro está acepta prueba en contrario. 

Segundo Jurisprudencia Nº 535 Del 18/12/2000, de la sala de casación social estableció en el caso D. I. P. O. S. A., la existencia de un contrato como el que se ha señalado en dos personas jurídicas no se puede hacer valer frente al actor que es una persona natural y distinta de las sociedades mercantiles que celebraron la convención; pues de esta manera se desconoce el principio de relatividad de los contratos consagrado en el artículo 1.166 del Código Civil. En razón de ello, estiman que el Juez dejó de aplicar la mencionada norma jurídica, así como el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo que consagra la presunción de la existencia de la relación de trabajo, ya que la sola existencia de un contrato mercantil entre sociedades de comercio no determina la inexistencia de la prestación de un servicio personal

c.- El Concepto que es el Art. 65 y 67 LOT

Artículo 65. “Se presumirá la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba.

Se exceptuarán aquellos casos en los cuales, por razones de orden ético o de interés social, se presten servicios a instituciones sin fines de lucro con propósitos distintos de los de la relación laboral”.

Artículo 67. “El contrato de trabajo es aquel mediante el cual una persona se obliga a prestar servicios a otra bajo su dependencia y mediante una remuneración”.

La palabra presunción atendiendo a sus raíces, se compone de la preposición prae y el verbo sumtus, que significan tomar anticipadamente, porque las presunciones – a decir de Caravantes – se deducen en juicio u opinión de las cosas y de los hechos, antes de que estos se nos demuestren o aparezcan por sí mismos. 

Los clásicos dividieron las presunciones en leves, medianas y vehementes, según el grado de certeza o probabilidad producida por la presunción. Las leves son aquellas que sólo inclinan – como su nombre lo indica – levemente el ánimo del Juez a tener por probado el hecho que de ellas puede inferirse. En las medianas, la probabilidad de la existencia del hecho se encuentra, por así decirlo, balanceada, porque del mismo hecho se infieren simultáneamente razones en pro y en contra de fuerza igual para considerarlo probado. 
Las vehementes llevan al juez a la certeza en gran medida de que el hecho tiene gran probabilidad de ser verdadero, y en consecuencia, a apreciarlo así. 
La Ley define a las presunciones como la consecuencia que la propia Ley o el Juez sacan de un hecho conocido para comprobar la existencia de otro desconocido. El término se aplica igualmente al hecho que sirve de base a la inferencia como a esta misma. Las Leyes de Partida la llamaban “la gran sospecha”, subrayando así el carácter meramente probable del hecho que se trata de demostrar con la presunción. 
La presunción que contiene esta norma es juris tantum, por lo cual quedará desvirtuada si de las pruebas se desprende que el servicio personal es objeto de una  obligación de distinta índole jurídica. 
Probada la prestación del servicio personal se presume el contrato de trabajo o relación laboral, pero no su duración ni el monto del salario, extremos estos que deben ser demostrados por el actor. Por lo contrario, si de los autos no se desprende la prestación personal de servicios, la presunción carece de base y no puede surtir los efectos que le atribuye la ley, entre ellos el de dispensar de toda prueba a quien la tiene a su favor. 
La presunción de la existencia de la relación de trabajo tiene su ratio legis, en la eliminación de toda posibilidad de que las partes utilicen cualquier otra forma jurídica a los fines de evadir los efectos naturales de la vinculación laboral. 
En la nueva normativa laboral se establece con claridad en el Art. 65 de la Ley Orgánica del Trabajo una presunción sobre la existencia de la relación de trabajo. Hay que dejar claro que el legislador no define la relación de trabajo sino que establece dos formas como puede presumirse la existencia de la relación de trabajo. La presunción apunta a desarrollar una protección amplia al trabajador, en el sentido de reconocer consecuencias jurídicas sólo al hecho de la prestación de servicio personal, mediante la incorporación de una presunción juris tantum a favor del mismo. 

La presunción admite prueba en contrario y por lo tanto, puede ser desvirtuada pero en el supuesto de que se negare la existencia de la relación de trabajo, bien por razones de orden ético o de interés social por prestación de servicios e instituciones sin fines de lucro con propósitos distintos a los de la relación de trabajo, o por la existencia de un contrato distinto de prestación de servicio, la carga de la prueba recae sobre la persona del patrono, ya que de no hacerlo, debe considerarse esta prestación de servicio personal como de naturaleza laboral, consideración ésta que deberá hacerse, aún cuando se hayan utilizado o adoptado figurar que simulen otros nexos jurídicos de diferente naturaleza. 
La presunción de la relación de trabajo se encuentra consagrada en el Artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo y es una institución que tiene mucha importancia práctica, toda vez, que no es necesaria la existencia de un Contrato de Trabajo (documento escrito, donde se establezcan las condiciones del trabajo) para que exista la Relación de Trabajo. Con la consagración de la Relación de Trabajo se trata de proteger a todas aquellas personas que prestan servicios personales a cambio de una remuneración y que no llegan a suscribir un documento que demuestre la existencia de vínculo jurídico. 

Para determinar la existencia de la relación de trabajo se toma en cuenta lo dispuesto en los Artículos 65 y 66 de la Ley Orgánica del Trabajo. Estas presunciones tienen doble importancia a saber: 

En primer lugar, porque ella invierte la carga de la prueba dentro del proceso, al eximir a la persona que invoca derechos derivados de la supuesta existencia de la relación de trabajo de demostrar la existencia de esta figura. 

La presunción ofrece fundamento a la teoría de la simulación, ya que al ser elevada al rango constitucional de verdad legal la existencia de la relación de trabajo, el legislador se declara opuesto, en principio, a toda forma jurídica convencional con que las partes pretendan regular una prestación personal de servicios. 

En la Ley Orgánica del Trabajo, específicamente en su artículo 67 se establece una definición del contrato de trabajo, el cual se configura por el acuerdo voluntario de prestación de servicios, en donde exista una relación de dependencia remunerada. En la ley, a nuestro parecer, al incorporarse complementariamente, tanto la figura de la relación de trabajo como la del contrato de trabajo, la cual dicho sea de paso, no pierde importancia por ello, se quiso asegurar la aplicación de la normativa protectora a toda prestación de servicio personal, independientemente de la causa que la genere, bien sea de naturaleza contractual o por la simple incorporación o acto que no tenga el mencionado carácter contractual. 

Al igual que la relación de trabajo en el contrato de trabajo podemos ubicar la presencia de tres elementos esenciales al mismo, como lo son: la prestación del servicio personal, la situación de dependencia en que se presta el servicio y el pago de la remuneración. Adicionalmente a los elementos especialísimos del contrato de trabajo, este contrato debe cumplir con los elementos comunes a todos los contratos, los cuales se encuentran tipificados en el Código Civil. 

Subordinación 

El concepto subordinación es clave para determinar el ámbito de aplicación de la ley laboral. En especial, este concepto permite desenmascarar las formas encubiertas de relaciones de trabajo.  En el país, se han consolidado desde hace tiempo una serie de prácticas creadas con la finalidad de evadir totalmente la aplicación del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Las más comunes son obligar a los trabajadores a celebrar contratos mercantiles o civiles para la prestación de servicios. El encubrimiento de  la  relación  de  trabajo  no  es  una  práctica  mayoritaria  en  el  país,  pero  ha  aumentado considerablemente en los últimos años. Existen sectores, como transporte aéreo y transporte de alimentos y bebidas, que contratan a gran parte de su personal bajo relaciones encubiertas. En las líneas aéreas nacionales todo el personal de vuelo presta sus servicios bajo modalidades de fraude a la ley laboral. La externalización del proceso productivo ha llevado a un aumento de las relaciones jurídicas en las cuales el trabajador que presta sus servicios al empleador a través de tercero.
Las  relaciones triangulares o tetratriangulares son consecuencia de la diversificación y segmentación del mercado del trabajo y no responden necesariamente a mecanismos de fraude laboral, pero sí, en buena parte de los casos, a la búsqueda de reducción de costos laborales. El traslado del trabajador desde la empresa matriz  hacia pequeñas empresas, que se hacen cargo de parte del proceso productivo que antes realizaba la primera, ha tenido como consecuencia una desmejora en las condiciones de trabajo, ya que normalmente el trabajador pierde una parte importante de los beneficios que disfrutaba en la empresa matriz. La externalización ha afectado las relaciones colectivas de trabajo, pues en el país predominan los sindicatos y la negociación colectiva por empresa. El trabajador al salir de la empresa queda excluido del sindicato y del contrato colectivo, a pesar de que existen disposiciones que obligan en ciertos casos a equipar las condiciones de trabajo entre la contratante y contratista.

a.- Dependencia Jurídica del Trabajador frente al Patrono. Clausula de Reserva (Caso Pelotero) 

Finalmente, el aspecto más importante es la dependencia jurídica, que consiste en la potestad que tiene el empleador de dar órdenes al trabajador dentro de los límites legales y contractuales, y la obligación del trabajador de cumplirlas. 
Es el estado de sometimiento o sujeción en que se encuentra un trabajador frente a los poderes jerárquicos de su patrono. Antes se hablaba de dos tipos de dependencia: una técnica y otra económica; hoy en día esto se ha superado y se considera que existe dependencia en tres aspectos: 

Económica: Si yo soy trabajador dependo del salario, pero este tipo de dependencia no es definitiva, pudiera no estar presente. Pueden haber otros tipos de dependencia (jurídica y técnica), claro está que si hay dependencia económica la relación jurídica existente entre el trabajador y el patrono es más clara.

Técnica: El trabajador recibe instrucciones de su patrono y por tanto, no puede hacer lo que le venga en gana en su trabajo. Este aspecto puede o no estar presente y sucede lo mismo que con la dependencia económica, si está presente la relación es más clara.

Jurídica: Es el aspecto fundamental, es el estado de sometimiento en que se encuentra el trabajador frente a los poderes jerárquicos de su patrono. Ej: Cumplir horario, trabajar de lunes a viernes, etc. Sin embargo, ese sometimiento no es absoluto, el patrono no pudiera pedirle al trabajador que haga el papel de payaso porque este último pudiera negarse a hacerlo alegando que afecta su dignidad. 

En todo caso, este tipo de ajenidad es graduable, está presente en mayor o menor grado en la relación laboral. Mientras esté más presente el trabajado recibe mayor cantidad de instrucciones. Lo importante es que exista la dependencia, no tanto que sea ejercida efectivamente por el patrono, este tipo de dependencia no implica la supervisión directa del trabajador por parte del patrono, es por ello que se dice que es tan trabajador el que trabaja en su domicilio como el que trabaja en una oficina.

Finalmente, este tipo de dependencia, al igual que las demás, pudiera o no estar presente.

Entre estos casos se encuentran los contratos de los peloteros de beisbol, del mismo se puede explicar primero lo que es el monopsonio. 

Es una situación en la que hay un único comprador de un bien o servicio en particular en un determinado mercado. 
Otro concepto monopsonio seria, situación que puede darse en un mercado cuando existen varios oferentes y un sólo comprador – demandante. 
Antes de ciertas reformas recientes, el monopsonio del mercado laboral era   una característica importante de un buen número de deportes profesionales. Debido a  una argucia legal, tal vez basada en la  idea  de que los deportes son un pasatiempo más que un negocio,  se  permitió que los  patrones formaran carteles. El instrumento más  importante del cartel era la "cláusula de reserva", que en efecto convertía al jugador en propiedad exclusiva del  equipo  que  lo  contrataba  primero,  o  al  cual  era  vendido.  Si  un  jugador  se  negaba a aceptar el salario que le ofrecía su patrón asignado, no se le permitía jugar en cualquier otro equipo en el cartel. 


  Gerald W. Scully investigó el efecto de la cláusula de reserva en las ligas mayores del béisbol. Anticipó que si el cartel de los compradores era un monopsonio  efectivo, las tasas de salarios (ha) serían más bajos que el ingreso del producto marginal (rnrpa). 


  Sin  embargo,  en  primer  Jugar  era  necesario  tomar  en  cuenta  las  diferencias  en  la  calidad. 


  Utilizando datos de 1968 y 1969, Scully estimó el mrpa  “bruto" calculando la contribución de cada jugador a los ingresos por ventas en taquilla y por la venta de los derechos de difusión. 

Sin embargo, en ese período, los patrones estaban incurriendo en  considerables costos del desarrollo de los  jugadores (del orden de $300 000) antes de saber qué tan exitoso sería el atleta.  El  cálculo  de  este  gasto  y  otros  más  condujo al estimado del mrpa "neto". En condiciones de competencia  se esperaría  que, en promedio, las tasas  salariales en cualquier nivel  de  calidad  fueran  iguales  al  mrpa   neto.  Por  otra  parte,  si  la  situación  real  era  un monopsonio, los salarios promedio no deberían llegar al mrpa  neto. 

  La tabla indica que, en el caso de los jugadores "mediocres", el salario durante este periodo excedió  al  mrpa   y  de  hecho,  este  último  era  negativo.  Pero  en  el  caso  de  los  jugadores "promedio", y en especial de las  "estrellas", el mrpa  neto estaba muy por encima del salario recibido. Por tanto, esta evidencia sugiere un considerable poder de monopsonio. 
El Concepto de Deportistas Profesionales 
Algunas personas que practican un deporte lo hacen con ánimo de encontrar en dicha práctica una satisfacción personal, en tanto que otros persiguen un ánimo lucrativo. Sin embargo, la frontera entre el deporte aficionado o “amateur” y el profesional no resulta clara, pues se dan casos de atletas que participan en competencias calificadas por las organizaciones deportivas como aficionadas, y sin embargo perciben una remuneración y se encuentran bajo la dependencia de una organización deportiva. 

No encontramos en la Ley una definición de lo que debe entenderse por deportista profesional, sin embargo el Art. 302 LOT exige que el deportista profesional actué bajo dependencia de otra persona y mediante una remuneración. Estas características, que son las propias de toda relación de trabajo, nos permiten en primer lugar concluir que no todos los deportistas profesionales los podemos considerar trabajadores, así quienes practican deportes individuales, como boxeadores, tenistas, etc., no necesariamente se encuentran en relación de dependencia con sus agentes o representantes. Generalmente la cualidad de trabajadores se reserva para aquellos deportistas que practican deportes selectivos, que pertenecen a clubes, organizaciones deportistas, etc. 
Con base en la previsión del referido Art. 302 podremos decir que para que a un deportista se le considere trabajador, a los efectos de la protección de la Ley, se requiere: Que se trate de un deportista que actué con carácter profesional, es decir, que haya hecho de la actividad del deporte su profesión, su medio de vida; que la actividad deportiva profesional la ejecute bajo la dependencia de una persona, de un club o de una entidad deportiva; y, que por tal actividad perciba una remuneración. 
La Ley considera igualmente como deportistas profesionales a los directivos técnicos, entrenadores, preparadores físicos, cuando presten sus servicios en las condiciones señaladas, es decir cuando presten sus servicios para entidades deportivas que exploten el deporte lucrativamente, pues es frecuente el caso de entrenadores, preparadores físicos, etc., que trabajen para entidades como colegios, clubes, y otras organizaciones en las cuales se practiquen el deporte aficionado, en cuyo caso no tendría razón el someter a estos trabajadores a un régimen especial. 
El Art. 310 señala cual es el régimen especial aplicable a estos trabajadores: 
“Las relaciones de trabajo de los deportistas profesionales se regirán por las normas de este Capítulo y de los convenios y acuerdos con organizaciones deportivas de otros países que no colidan con el ordenamiento jurídico vigente en Venezuela”. 
La norma en comento plantea dos situaciones, la primera, en orden inversa, se refiere a la coexistencia de reglas aplicables a la práctica del deporte profesional. Por ejemplo, los clubes de futbol, se encuentran afiliados a la FIFA, la cual tiene una reglamentación especial sobre la práctica del deporte, las competencias, etc., que incluso establece un régimen disciplinario de multas, suspensiones, etc. Pues bien, esas disposiciones serán aplicables siempre que no constituyan una desmejora para el trabajador o una violación de una norma de orden público. 
El otro problema se deriva de la forma como ha sido redactado el encabezamiento del artículo: “Las relaciones de trabajo de los deportistas profesionales se regirán por las normas de este Capítulo…” ¿quiere decir esto que a los deportistas profesionales no se les aplican la generalidad de las disposiciones de la Ley Orgánica del Trabajo, sino sólo las contenidas en el Capítulo V del Título I y no tendrían, por ejemplo, derecho a la prestación de antigüedad ni a la estabilidad en su caso? Creemos que una respuesta negativa se impone. Lo que el legislador quiso fue regular ciertas situaciones especiales que se dan en el caso de los deportistas profesionales, tales como lo relativo a la duración de los contratos, o al régimen de las cesiones y transferencias, o a lo que tiene que ver con el salario, pero de ninguna manera los ha querido excluir de la protección general que corresponde a todos los trabajadores. 
Es de hacer notar que los antecedentes que hemos encontrado en la jurisprudencia venezolana sobre deportistas trabajadores, todos se refieren a causas en las cuales los deportistas reclaman el pago de prestaciones al momento de finalizar su contrato de trabajo. 
La Contratación del Deportista Profesional 
El Art. 70 LOT establece la preferencia por el contrato de trabajo escrito. Sin embargo, en el caso de los deportistas profesionales, el artículo 303 es preciso al exigir que el contrato debe suscribirse por escrito. Tal exigencia se fundamenta en las especiales condiciones que rodean la prestación de servicios en el deporte profesional, especialmente en dos aspectos: la duración del contrato y el régimen de cesiones y transferencias. 
Pese a la exigencia legal de la forma escrita, habrá que concluir que en caso de que no se observe tal requisito, pero el deportista haya efectivamente prestado servicios, éste no verá afectados los derechos que se derivan del sólo hecho de la prestación de servicio. En este sentido, Francisco Carrasquero, apunta que “la omisión de la escritura no determina la inexistencia del contrato, el cual conserva su plena vigencia; si la omisión fuese el caso, los jugadores que hayan sido contratados verbalmente y tienen la misma calidad de los jugadores que lo hayan hecho por escrito, tendrán derecho a que se les aplique el mismo régimen y condiciones.
Duración del Contrato

La práctica del deporte exige ciertas condiciones físicas que se pierden en el tiempo relativamente corto, de allí que se justifique la limitación de tiempo. Por otra parte, en el campo deportivo es común que los equipos cuando participan en ciertos campeonatos internacionales, como por ejemplo, la Serie del Caribe en el Beisbol profesional contraten como refuerzos a deportistas que están en otros clubes. De allí que el legislador del año 90 no se contentó con la revisión general del litera a) del artículo 77, sino que expresamente en el Art. 305 LOT, inspirado en el Art. 293 de la Ley Federal del Trabajo de México, estableció que la relación de trabajo de los deportistas profesionales puede, además de la modalidad general de duración por tiempo determinado, adoptar modalidades especiales de duración, como lo sería la contratación para la celebración de uno o varios eventos, competencias o partidos. Esta previsión, que no existía en el Reglamento de 1973, no significa que no puede contratarse un deportista profesional a tiempo indeterminado. Antes, por el contrario, el propio Art. 305 prevé que a falta de estipulación expresa la relación de trabajo será a tiempo indeterminado. Parece claro, sin embargo, que en la perspectiva de la Ley Orgánica del Trabajo, la preferencia por las relaciones de trabajo a tiempo indeterminado, manifiesta en los Arts. 73, 74 y 75 LOT, no se extingue a los deportistas profesionales. Es por ello comprensible que el legislador del 90 se haya abstenido de acoger la segunda parte del mencionado Art. 293 de la Ley Mexicana que dice: “si vencido el término o concluida la temporada no se estipula un nuevo término de duración o otra modalidad y el trabajador continua prestando sus servicios, la relación continuará por tiempo indeterminado. 
Jornada de Trabajo

La actividad deportiva no puede estar sometida a la reglamentación que en materia de jornada y descansos ha previsto el legislador en el régimen ordinario. De allí que el Art. 306 LOT la someta a las modalidades y características de la respectiva actividad; no obstante, mantiene la limitación a cuarenta y cuatro horas semanales, con la especial referencia a que el tiempo de entrenamiento se considera como parte de la jornada. 
Ha previsto la ley que el deportista profesional no se rija por las disposiciones relativas, ni al trabajo nocturno (muchos eventos deportivos tiene lugar en horarios nocturnos), ni al trabajo extraordinario. Ahora bien, como quiera que en el deporte profesional no puede excederse la jornada semanal de 44 horas, el legislador ha contemplado la posibilidad de que, en razón de algunos eventos de competencias, puede excederse el número de horas de la jornada semana, en cuyo caso se ha previsto que el patrono establezca “compensaciones especiales”. Nada dice el legislador acerca de la naturaleza de tales compensaciones. Sin embargo creemos que lo más lógico, dada la inaplicabilidad de la normativa en materia de horas extras, tales compensaciones deben ser en tiempo libre del que pueda disfrutar el deportista una vez concluido el evento que haya motivado el exceso de la jornada semanal. 
Por lo que respecta al transporte debemos tener presente que el artículo 304 LOT, coloca a cargo del patrono el suministro de éste cuando los juegos tengan lugar fuera de la sede de la entidad deportiva. De allí que el legislador haya expresamente establecido la inaplicabilidad del Art. 193 que establece que la mitad del tiempo de transporte se considera como jornada efectiva cuando el suministro del transporte sea una obligación legal o convencional del patrono. 
Como quiera que los eventos deportivos frecuentemente se celebran los días domingo el legislador ha dispuesto que a los deportistas se le dé otro día de descanso compensatorio. 
Remuneración 

La remuneración de los deportistas profesionales está igualmente sujeta a ciertas modalidades. Una de ellas es la que se refiere a la posibilidad de que le convenga un salario no sólo por unidad de tiempo, sino para uno o varios eventos, partidos o funciones o para una o varias temporadas. La posibilidad de estipular el salario por temporada, frecuente en el beisbol profesional, no sujeto a la aplicabilidad de los lapsos fijados para el pago del salario establecido en el Art. 150 LOT. En relación a esta modalidad se plantea la duda acerca de si la remuneración convenida por varias temporadas incluirá todos los debidos beneficios que ordinariamente le deben corresponder al trabajador tales como vacaciones, participación en los beneficios y prestación de antigüedad, en otras palabras, si puede convenirse un “salario integral” como lo hace la legislación colombiana. Creemos que en Venezuela esto no resulta posible por lo que en caso de que se convenga un salario para varias temporadas será necesario hacer la distribución del “paquete” de remuneraciones detallando lo que corresponde por salario y lo que corresponde por beneficios y prestaciones distintos a aquél. 
En el deporte profesional se suele, además, premiar a los deportistas con primas y otros estímulos con base en los resultados obtenidos por el club o por el deportista en particular; ganar una competencia, un partido, goles o carreas. Hay que tener presente que tales primas tienen una naturaleza salarial. 
Por último, una disposición muy lógica contenida en el Art. 313 LOT, establece que la estipulación de salarios diferentes para trabajos iguales no constituye la violación del principio de igualdad del salario. Los criterios a utilizar para los casos diferentes serán la experiencia o habilidad del deportista, la categoría de los eventos o las funciones desempeñadas.
Cesiones y Transferencias 
La práctica común en el mundo del deporte la transferencia o traspaso de el deportista de un club a otro, es decir, los clubes tienen derecho a que un trabajador preste sus servicios con carácter de exclusividad para sí, pero existe posibilidad de que el club o la entidad deportiva deba entonces prestar sus servicios en ese nuevo club o entidad deportiva que adquiere tales derechos. 
La mayoría de los autores critican esta institución. Así, Néstor de Buen, citado por Bernardoni y otros, dice que “el derecho irrestricto de los clubes a negociar con los trabajadores y, por regla general, sin el consentimiento de los interesados, constituye la expresión actual de la antigua esclavitud. Sobre el deportista profesional se crea un derecho de propiedad que lo vincula indefinidamente si las circunstancias así lo determinan. La carta de transferencia se convierte así en título de crédito que, en vez de representar dinero expresar fuerza de trabajo; el hombre como objeto y no como sujeto, de transacciones mercantiles. Y se puede dar la curiosa, increíble paradoja, de que un deportista tenga que adquirir su propia carta de transferencia para recuperar su libertad”. 
Nuestro legislador si bien mantiene la posibilidad de que se den las transferencias de deportistas, no obstante la somete a dos limitaciones de especial importancia: 
a.- El Art. 304 LOT establece el derecho del deportista profesional a una participación en los beneficios económicos que produzca al patrono la transferencia del jugador. La participación no puede ser inferior al 25% del beneficio obtenido. La Ley deja a la administración la tarea de establecer las condiciones bajo las cuales se ejercerá tal derecho. Creemos que la participación del deportista en los beneficios que le produzca al patrono la transferencia tiene carácter salarial, puesto que no se fundamenta en la disponibilidad de los servicios del trabajador por parte del patrono. 
b.- La otra limitación en cuanto a las transferencias se refiere es la contenida en el Art. 312 que le da al deportista el derecho a oponerse a la transferencia pero condiciona la oposición a la existencia de una causa justificada. 
Conducta de los Deportistas 


Las organizaciones deportivas a las cuales encuentran afiliados tanto las entidades o clubes deportivos en los que prestan sus servicios los deportistas profesionales, como éstos mismos, han establecido una serie de reglamentaciones para la práctica del deporte profesional, ya hemos visto que los deportistas están obligados a cumplir con esta normativa en la que generalmente se exige una conducta, por parte de los que practican el deporte, que garantice lo que se llama el “juego limpio”. De allí el sentido de la norma del Art. 314 LOT ya que prohíbe a los deportistas todo maltrato de palabra o de obra a los jueces o árbitros, a los compañeros de equipo y a los jugadores del equipo contrario. 
Caso de Francisco Rodríguez (K-Rod) 
Mets invitación la micción del contrato de K-Rod. Ayer, los Mets anunciaron que Francisco Rodríguez tiene un ligamento desgarrado en su pulgar derecho, sufrida durante el presunto altercado miércoles pasado en el Citi Field con su padre en la ley. " 

Rodriguez did not travel with the team to Houston, as he underwent an MRI at the Hospital for Special Surgery which revealed the tear, and surgery has been recommended, which would sideline him for the rest of the season.Rodríguez no viajó con el equipo a Houston, como se sometió a una resonancia magnética en el Hospital de Cirugía Especial que reveló la rotura, y la cirugía ha sido recomendado, que dejar de lado por el resto de la temporada. 

The Mets are telling people they are exploring ways to possibly void the remainder of Rodriguez's contract. Los Mets están diciendo a la gente que están explorando maneras de anular posiblemente el resto del contrato de Rodríguez. 

From what I have been told, there are a few ways the Mets can go here, from doing nothing to trying to trade him this winter, to being able to void the roughly $3 million due to him this season (by way of suspension) to being able to void all of the money due to him between now and next season, as well as his 2012 $17.5 million option… and then preparing for the inevitable grievance from the Players Union. Por lo que he dicho, hay varias formas de los Mets pueden ir aquí, de no hacer nada para tratar de intercambiarlo este invierno, para poder anular la aproximadamente $ 3 millones por él esta temporada (a modo de suspensión) a poder de anular todo el dinero que le debe desde ahora hasta la próxima temporada, así como sus 2.012 $ 17.500.000 opción... y luego prepararse para el inevitable reclamo del Sindicato de Jugadores. 

In either case, the buzz from Citi Field indicates the issue will not drag on, and the team is likely to announce a decision sooner than later.En cualquier caso, los rumores de Citi Field indica que el problema no se prolongue, y el equipo es probable que anuncie una decisión más pronto que tarde. 

For what it's worth… ¿Para qué vale la pena ... 

Last season, while with the Astros, in the manager's office, Shawn Chacon physically attacked the team's GM, Ed Wade. La temporada pasada, mientras que con los Astros, en la oficina del director, Shawn Chacón agredido físicamente el equipo de GM, Ed Wade. 

Chacon was given his unconditional release, with the Astros invoking Paragraph 7 (b) (1) of the Uniform Players Contract, which voided his contract. Chacón se le dio su puesta en libertad incondicional, con los Astros de invocar el párrafo 7 (b) (1) del Contrato Uniforme de Jugadores, que anuló su contrato. 

Naturally, Chacon filed an appeal. Naturalmente, Chacón presentó una apelación. However, it was recently announced that a three-person arbitration panel denied the his 'grievance.' Sin embargo, recientemente se anunció que un panel de arbitraje de tres personas les niega el su "queja". 

According to Biz of Baseball , “Shyam Das, the chairman of the panel which also included representatives from MLB and the MLB Players Association, stated that the Astros were within their rights to terminate Chacon's contract.” Según Biz de Béisbol ", Shyam Das, el presidente del grupo que también incluyó a representantes de MLB y la Asociación de Jugadores de Grandes Ligas, dijo que los Astros estaban en su derecho de rescindir el contrato Chacón."

K-Rod a perderse el resto de la temporada con lesión en el pulgar. Guess how he got it. Adivina cómo lo consiguió. Múltiples puntos de venta están informando de que Francisco Rodríguez tiene una lesión del ligamento del pulgar que requieren cirugía, que lo puso fuera de la temporada. And yep, you guessed it: the injury came when he punched his girlfriend's father last week . Y sí, lo has adivinado: la lesión se produjo cuando le dio un puñetazo al padre de su novia, la semana pasada . 

I don't suppose the result of the punches he threw render the intention to throw those punches and dumber, but it certainly makes the results far more disastrous for him. No creo que el resultado de los golpes que tiró hacer que la intención de lanzar los golpes y más tonto, pero sin duda hace que los resultados mucho más desastrosos para él. 

Now the big question comes: can the Mets refuse to pay him his salary or even go so far as to void his contract as a result of all of this? Ahora viene la gran pregunta: ¿pueden los Mets se niegan a pagarle su salario o incluso ir tan lejos como para anular su contrato como resultado de todo esto? Obviously the man is innocent until proven guilty — and obviously the union would have a lot to say about this before any decision was ultimately made — but it is hard to see how this injury isn't the result of the player engaging in misconduct, however it is ultimately characterized, legally speaking. Es evidente que el hombre es inocente hasta que se pruebe su culpabilidad - y, obviamente, el sindicato tendría mucho que decir acerca de esto antes de cualquier decisión fue tomada en última instancia - pero es difícil ver cómo este perjuicio no es el resultado de la participación del jugador en mala conducta, sin embargo , en definitiva, caracteriza, en términos legales.

Esta materia se rige por una cláusula en el reproductor de Contrato Uniforme de Beisbol,  con todas las señales de los jugadores. The clause is entitled “Termination,” and it can be found at paragraph 7(b). La cláusula se titula "terminación", y se puede encontrar en el párrafo 7 (b). It reads as follows: Dice lo siguiente: 

7.(b) The Club may terminate this contract upon written notice to the 7. (B) El club puede rescindir el presente contrato, previa notificación por escrito al Jugador (pero sólo después de solicitar y obtener la exención de este contrato 
from all other Major League Clubs) if the Player shall at any time: de todos los demás clubes de Grandes Ligas) si el Jugador en cualquier momento: 

(1) fail, refuse or neglect to conform his personal conduct to the (1) no, denegación o abandono de conformar su conducta personal a la 
standards of good citizenship and good sportsmanship or to keep normas de civismo y buen espíritu deportivo o para mantener himself in first-class physical condition or to obey the Club's traininga sí mismo en la condición física de primera clase o de obedecer a la formación del Clubrules; or reglas, o 

(2) fail, in the opinion of the Club's management, to exhibit sufficient (2) no, en opinión de la gerencia del Club, para exhibir suficiente 
skill or competitive ability to qualify or continue as a member habilidad o capacidad competitiva para calificar o continuar como miembro 
of the Club's team; or del equipo del Club, o 

(3) fail, refuse or neglect to render his services hereunder or in (3) no, denegación o abandono de prestar sus servicios a continuación o en 
any other manner materially breach this contract. cualquier otra forma incumple el presente contrato. 


Es obvio; ¡se quieren olvidar de K-Rod!. Una nota divulgada hoy en el Daily News firmada por los reporteros Roger Rubin y Kristie Ackert asegura que durante la noche del martes los Mets recogieron todos los objetos existentes en el locker del cerrador venezolano Francisco Rodríguez. Lo único que queda es la placa con su nombre en la parte superior. Más nada. 


Este es el nuevo episodio del drama que experimenta el relevista y que tuvo su punto de origen el pasado 11 de agosto, cuando lo colocaran bajo custodia policial por la presunta agresión física a su suegro, Carlos Peña, dentro de uno de los salones del mismísimo Citi Field. 


Por el suceso de aquella noche se le acusó por acoso y agresión en tercer grado. Cinco días después se supo que tenía el pulgar derecho lesionado y que ameritaba operación. Los medios de la Gran Manzana no tardaron en vincular el golpe con el altercado familiar. 
¡Tremendo lío!. 


A los Mets no le hizo ninguna gracia el asunto, hasta el punto que fue colocado en la lista de descalificados para dejarlo sin el sueldo que le correspondía por el resto de la campaña (3,1 millones de dólares). Como si esto fuese poco, el dinero que K-Rod devengaría en las próximas dos temporadas (11,5 millones de la próxima y 17,5 de 2012) también está en veremos. 


El asunto parece obvio: en Nueva York no quieren de regreso a Rodríguez pero la Asociación de Peloteros defiende al venezolano. De no haber un arreglo, el árbitro Shyam Das decidirá en una audiencia si las medidas tomadas por la novena resultaron justificadas. 


Por lo pronto el Kid tiene en agenda para el próximo 14 de septiembre asistir a una corte criminal de Queens para definir su estado legal por la agresión a su suegro. Los cargos a los que se enfrenta pudieran convertirse en el peor de los casos, para él, en un año de prisión. 


Vaya o no a la cárcel, ya los Mets se tomaron la molestia de recoger las cosas que habían en su locker en el clubhouse de Citi Field. Obviamente no fue para ayudarle a ordenar sus objetos ni tan poco para abrirle espacio a los peloteros que subirán en septiembre. Amanecerá y veremos. 


Los Mets de Nueva York tomaron una decisión en torno al caso de su cerrador, el venezolano Francisco Rodríguez. Los metropolitanos colocaron al Kid en la lista de jugadores inactivos por infracciones contractuales (o lista de descalificados), lo que les da el derecho de dejarlo sin salario hasta que pueda volver a jugar. 


Según el portal de ESPN los Mets basaron su decisión en que K-Rod, supuestamente, dijo a trainer del equipo que se lesionó en la pelea con su suegro. 


Rodríguez, quien perderá 3.1 millones de dólares que le correspondían por esta campaña,  se rompió un ligamento del pulgar de la mano de lanzar durante la pelea en Citi Field, y se sometió hoy a una cirugía para corregir esa lesión, con lo que no volverá a jugar en esta campaña. 


Ahora el venezolano tendrá que recuperarse y demostrar que puede jugar para volver a cobrar su sueldo. 

Francisco Rodríguez enfrenta nuevos cargos. El cerrador venezolano de los Mets de Nueva York, Francisco Rodríguez, compareció este martes a una audiencia de rutina en la Corte Criminal de Queens, en el marco del proceso legal que se lleva en su contra por la agresión al padre de su novia el pasado mes de agosto en el Citi Field. 

Rodríguez, que está imputado por agresión en tercer grado, enfrenta un nuevo cargo, esta vez por acoso y violación de orden de alejamiento, tras haber enviado alrededor de 56 mensajes de texto a su novia, Dayan Peña, cuando se suponía que no podía estar en contacto con ella, indicó el asistente del fiscal de Distrito de Queens, Scott Kessler. 

La próxima audiencia de Rodríguez está pautada para el 7 de octubre y al parecer se espera la sumatoria de otros cargos. 

En uno de los textos, K-Rod reconoce que podría tener problemas por enviar el mensaje, pero agregó: "Ya he perdido a mi esposa, mi casa, mis hijos". 

También escribió: "La única cosa que entiendo es que cometí un error, el más grande de mi vida, pero te quiero." 

Rodríguez, quien en su primera presentación en la Corte se declaró inocente, está imputado ahora por acoso en segundo grado.

El pasado 11 de agosto Francisco Rodríguez y su suegro tuvieron un cruce de palabras que terminó a golpes en el salón familiar del Citi Field, una vez que concluyó un partido entre Mets y Colorado.  

Por el hecho, Rodríguez fue demandado y después de su comparecencia inicial, el juez dictó órdenes de protección para que el lanzador criollo se mantuviese alejado de su novia y su padre. 

Tras el incidente, el pitcher se rompió el ligamento en su dedo pulgar, en su mano de lanzar, y tuvo que someterse a una cirugía por lo que fue colocado en la lista de incapacitados. Los Mets suspendieron su sueldo y actualmente ambas partes discuten la continuidad de su contrato. 

K-Rod se declara culpable en caso de asalto, evita la cárcel. Mets Francisco Rodríguez se declaró culpable el viernes de intento de asalto para resolver cargos de que atacó al padre de su novia en el Citi Field en la temporada pasada un acuerdo que le ahorra tiempo en la cárcel, pero lo manda a las clases adicionales de gestión de la ira.
Los años 28 relevista había sido acusado de asalto después de que fue acusado de tocar el dominicano Carlos Peña , acarreo él en un túnel cerca de la sala de estar de la familia por debajo del equipo de béisbol y puñetazos en la cara después de un juego de 11 de agosto.
Él se rompió un ligamento en el pulgar de su mano de lanzar y se sometió a una cirugía de final de temporada después de que el altercado.
La lucha costo Rodríguez más de 3,14 millones dólares, además de más de siete semanas de baja. Y que ha pasado meses tratando de reparar su imagen, pidiendo disculpas a los fans ya la liga en varias ocasiones.
El cuatro veces All-Star dejó la corte sin hablar con los periodistas.
"El señor Rodríguez está muy contento de tener este incidente detrás de él", dijo su abogado, Christopher Booth. "Está muy arrepentido de lo que pasó. Ha sido un enorme coste en él, emocional y profesionalmente."
Rodríguez debe someterse a 52 semanas de control de la ira, que incluye el grupo y uno-a-uno sesiones. Asistente del fiscal Scott Kessler dijo que las sesiones fueron ordenados por los fiscales no, la Liga Mayor de Béisbol.
Fue condenado a libertad condicional, es decir, siempre y cuando se completa el tratamiento que se quedará fuera de la cárcel. Rodríguez ya había estado tomando clases de manejo de la ira, Booth, dijo, pero las clases no cuentan para su condena. Si no cumple, se enfrentará a 120 días en la cárcel.
"Estamos encantados de que Francisco ha aceptado la responsabilidad por sus acciones", dijo a los Mets en un comunicado. "Nos alienta que seguirá a someterse a terapia y se compromete a tomar medidas para mejorar el mismo."
Booth dijo que la mano del lanzador estaba sanando bien. "Él está mirando hacia adelante a la temporada 2011", dijo el abogado.
Rodríguez también se declaró culpable el viernes de dos cargos de conducta desordenada para enviar decenas de mensajes de texto pidiendo a su novia Daian Peña perdón después de haber sido informado por un juez de no comunicarse con ella.
Él le envió 56 mensajes de texto en las semanas después de su fecha de corte. Los mensajes que comenzó contritos, pero iba haciéndose cada vez más enojado. "Gracias por hundimiento mí dar la espalda, tenga mucho cuidado de mis hijos ... y ahora veo que tú estabas conmigo por el dinero ..." escribió en el mensaje final el 23 de agosto, según la oficina del fiscal de distrito de Queens.
Peña, quien es la madre de los gemelos con Rodríguez, nunca respondió. Juez Mary O'Donoghue Rodríguez ordenó alejarse de la Penas de dos años. También se le ordenó pagar 14.444 dólares en facturas médicas por Carlos Peña y fue multado con $ 1,000. Él tiene 30 días para pagar.
Las declaraciones de culpabilidad resolver tanto el caso que involucra a Carlos Peña y la violación de la orden de restricción contra Daian Peña. Rodríguez se había enfrentado a un año de cárcel por el cargo de superior de asalto en tercer grado.
El jugador de los Mets es de Venezuela y podría haber enfrentado a la deportación, pero Booth dijo que no iba a suceder en los términos del acuerdo con los fiscales.
Rodríguez fue restringida durante dos días sin goce de sueldo después de la detención inicial y fue abucheado cuando llegó a la lomita.
El sindicato de jugadores había presentado una queja formal protesta por cómo el equipo a cargo del caso después de que los Mets se negó a pagarle en la lista de descalificados. También trataron de ejercer un derecho contractual para convertir el resto de sus $ 37 millones, contrato de tres años para no garantizada, lo que significa que podría tratar de evitar el pago de la mayor parte de lo que queda de ella.
La queja fue resuelta 19 de octubre. En virtud del acuerdo entre las Grandes Ligas y la asociación de jugadores, los Mets dejó de tratar de convertir el resto del contrato a no garantizada.
Rodríguez se espera lanzar esta temporada. Él firmó con los Mets después de salvar 62 partidos con los Angelinos en el 2008. Fue 4-2 con 25 salvamentos y una efectividad de 2.24 la temporada pasada.
El fiscal de distrito de Queens Richard Brown dijo que era importante para Rodríguez para asumir la responsabilidad por sus acciones, "por su propio bien y el de su familia."

K-Rod audiencia contrato rescindido. Los Mets La audiencia con Francisco Rodríguez, prevista para el lunes ha sido cancelado los lados se acercan a un acuerdo monetario.

Los Mets habían tratado de hacer contrato de K-Rod no garantizada, pero las partes están trabajando para alcanzar un compromiso. Los Mets planean mantener K-Rod, como parte del equipo, a pesar de que pueden tratar con el comercio más cercano.
K-Rod se lesionó el pulgar en un incidente donde fue arrestado por presuntamente golpear el abuelo de sus hijos.

El New York Post informó por primera vez la audiencia había sido cancelada. 

K-Rod podrá resolver quejas Mets. Francisco Rodríguez se queja contra los Mets de no ir a un arbitraje prevista la audiencia del lunes porque las partes involucradas se sienten como si se están moviendo hacia una solución negociada, el Post ha aprendido. En la actualidad existe la creencia entre los partidos que un acuerdo podría ser anunciado antes de este lunes o martes. Eso significaría que el caso nunca llegaría árbitro Shyam Das. En cambio, Rodríguez, los Mets , la Asociación de Jugadores y la Oficina del Comisionado han estado trabajando entre bastidores para llegar a un compromiso.

Resultará histórico el juicio KRod-Mets-MLB. El juicio Francisco Rodríguez-Mets, pasará a la historia de las relaciones de Major League Baseball (MLB) con la Major League Baseball Players Association (MLBPA). Porque desde Marvin Miller, los equipos han cumplido con los contratos sin chistar y talmente, así el jugador se lesione practicando la ruleta rusa, vaya preso por violador o, en el caso de los lanzadores, se les olvide cómo ganar juegos. No pueden dejarlos libres sin pagarle sus honorarios por todos los años que hayan sido firmado. 


Pero en cambio, si el equipo deja de cumplir, por ejemplo, con que haya curitas en el clubhouse, en seguida MLBPA demanda a la organización, a la MLB y a todo el que se atraviese. Este juicio, que será vía arbitraje, va a resultar un precedente muy interesante. Yo que les digo.



Los Mets se niegan a pagarle a Rodríguez los 15 millones restantes de su contrato, hasta 2011, porque se lesionó pegándole al abuelo de sus mellizas, según él mismo confesó, y porque ha incurrido tres veces en agresiones durante su permanencia en el sitio de trabajo.


** LA SERIE del Caribe 2013 será en Hermosillo, como publicó ayer el diario "Expreso",  de esa ciudad. El Gobernador de Sonora, Guillermo Padres, le ganó la primicia a la Confederación de Beisbol del Caribe (la cual debería ser también y del Pacífico), al hacer el anuncio con carácter de oficial.


** BOBBY Thomson, quien sacó "el jonrón que se oyó en el mundo entero", el tres de octubre de 1951, murió el lunes, a los 86 años, en Savannah, Georgia. Aquella tarde, con dos en bases, le sacó la bola a Ralph Branca para dejar en el terreno a los Dodgers en victoria de 5-4. Quien bateaba después de Bobby, y ya no tuvo por qué hacerlo, era Willie Mays. Dato histórico...: Los Gigantes le habían dado a Thomson como bono, 100 dólares.


** EL PITCHER abridor de los Twins, Scott Baker, acerca de Omar Vizquel (Medias Blancas)...: "Es el mejor guante en las Mayores. No he visto nada igual en mi vida. Y a los 43 años es capaz de hacerlo todo bien".


** Y DICE Todd Jones, quien fuera relevista en Grandes Ligas...: El pitcheo puede llevar a los Rangers hasta la Serie Mundial. Y tienen tres bateadores buenos en medio de la alineación, Josh Hamilton, Michael Young y Vladimir Guerrero. El problema de ellos es la defensiva".

** UN LANZADOR, doble A, de los Cardenales, llamado Shaun Garceau, fue dejado libre por vender oxycodone, en Florida. Shaun fue el abridor del juego inaugural del Springfield este año, pero su record era de 0-6, 5.45. Cumplirá 23 años de edad, el sábado de la semana que viene...

"El colmo de la funeraria es que el negocio esté muerto"... Anónimo.-

Gracias a la vida que me ha dado tanto

b.- Concepto de Ajenidad 

Es un elemento muy importante, el trabajador por cuenta ajena es aquel que no disfruta los frutos de su lugar de trabajo, él simplemente recibe una remuneración a cambio de sus labores. Por esta razón, el trabajador no se puede ver perjudicado en sus beneficios laborales si la empresa está quebrada, es decir, la situación del trabajador no se puede ver afectada por las posibilidades económicas de su lugar de trabajo, él debe continuar percibiendo su remuneración y sus beneficios de la manera en que estaba estipulado en el contrato laboral. La situación del lugar de trabajo es problema del patrono, quien pase lo que pase debe pagarle a sus trabajadores, es decir, si hay ajenidad en los beneficios, también hay ajenidad en los riesgos. 

En otras palabras, es ajena a cualquier relación de trabajo la pérdida, el trabajador gana en la medida en que la empresa gane, cuando es posible que el individuo sufra una pérdida en su remuneración (disminución de salario y afines) producto de un desmejoro en la situación económica de su lugar de trabajo, se hablará de una figura distinta a la del trabajador. Ej: La persona no será trabajador, sino un socio.

Ahora bien, por lo general en aquellos casos en que la subordinación no es suficiente para determinar si existe o no una relación de trabajo se recurre a la ajenidad, por ser más eficaz en este aspecto. Ej: Si yo soy socio de un escritorio, pero no puedo hacer lo que me dé la gana (debo cumplir horario de trabajo, etc.). ¿Soy Trabajador?: No, porque en las relaciones de sociedad hay elementos similares a los de la relación de dependencia, pero es probable que no haya ajenidad, y esto es lo que se tiene que determinar para saber frente a qué tipo de relación nos encontramos.

La relación de ajenidad constituye un modo originario de adquirir la propiedad por parte de persona distinta a quien trabaja.

Dicho de otro modo "el trabajador presta sus servicios para otra persona que adquiere, en virtud del contrato de trabajo, la titularidad originaria sobre los frutos de ese trabajo.
La definición del concepto de ajenidad puede abordarse desde varias vertientes:

Ajenidad en los frutos: los frutos del trabajo son atribuidos inicial y directamente a persona distinta de quien lo presta. Se trata de una atribución ab inito. No obstante, la cesión es onerosa, lo que determina la obligación de pagar una compensación económica.

Ajenidad en la utilidad patrimonial: los bienes o servicios producidos por el trabajador no le reportan a éste un beneficio económico directo, sino que tal beneficio corresponde al empresario, que compensa al trabajador con una parte de esa utilidad.

Ajenidad en los riesgos: la deuda contractual del trabajador es una deuda de actividad y no de resultado, por lo tanto, independiente de los beneficios y también de los riesgos que pueda generar dicha actividad.

Cabe recordar que la nota de ajenidad viene íntimamente ligada a la forma de retribución, constituyendo un claro indicio de la existencia de relación laboral el hecho de que la retribución obedezca a un parámetro fijo.

La Ajenidad. Se puede explicar bajo 2 ópticas o puntos de vista:

Ajenidad en los riesgos, trabajar por cuenta ajena significa que el trabajador con un contrato de trabajo no asume los riesgos de la actividad en la que interviene de tal manera que a cambio de su trabajo recibe un salario garantizado, con independencia de los resultados de la Empresa. Es verdad que hoy en día hay trabajos que parte del salario depende del resultado de la empresa, pero si hay Ajenidad por lo menos parte del salario está garantizado.

Ajenidad en los frutos de trabajo. Los resultados del trabajo se atribuyen no al trabajador sino al empresario. Los bienes o servicios que produce el trabajador no le va a reportar a él directamente ningún beneficio económico directo, ese beneficio económico corresponde al empresario o Empresa.

El Empresario compensa al trabajador con una parte de ese beneficio, pagando una retribución de salario.

Desde estas 2 perspectivas se puede explicar esta Ajenidad.

Todos aquellos trabajos que se presten para otro sin obtener una retribución queda fuera del contrato de trabajo (ejemplo: voluntariado social (presta servicios gratuitos).

Otro concepto para poder entender la ajenidad es el trabajar por cuenta ajena, la misma puede ser: 

En los frutos.- todos los resultados del trabajo pertenecen, desde el primer momento, al empresario

En los riesgos .- al trabajador se le ha de pagar siempre por el trabajo realizado, sean los resultados del empresario positivos o negativos. 

c.- Elementos del Contrato de Trabajo. Art. 67 LOT


Artículo 67. “El contrato de trabajo es aquel mediante el cual una persona se obliga a prestar servicios a otra bajo su dependencia y mediante una remuneración”.

De acuerdo con Alfonzo G., Rafael J. (2001): el contrato de trabajo, como todos los de derecho común, requiere para su existencia de consentimiento, objeto y causa. 
Los llamados elementos del contrato, en los que la jurisprudencia administrativa y judicial ha cifrado la existencia de este tipo de vinculación (prestación personal de servicio, subordinación y salario), son, tan sólo, el objeto y la causa del contrato de trabajo. La prestación de servicios subordinada es el objeto de la obligación del trabajador, y a su vez, la causa del pago del salario. Este es, de su parte, el objeto de la obligación del patrono y la causa de la del trabajador. La subordinación o dependencia se presenta como una de las características propias del servicio personal, o sea, del objeto de la obligación del empleado u obrero. 
Capacidad. Consentimiento. La Ley Orgánica del Protección para la Protección del Niño y del Adolescente reconoce a los adolescentes, a partir de los 14 años de edad, el derecho a celebrar válidamente actos, contratos y convenciones colectivas relacionados con su actividad laboral y económica, así como para ejercer las respectivas acciones en defensa de sus derechos e intereses, inclusive el derecho de huelga, ante las autoridades administrativas y judiciales competentes (Art. 100). Esa misma ley declara el derecho de esos adolescentes de constituir libremente las organizaciones sindicales que estimen convenientes, así como de afiliarse a ellas de conformidad con la ley y con los límites derivados de las facultades legales que correspondan a sus padres, representantes o responsables (Art. 101). 
El Consejo de Protección puede autorizar, en condiciones debidamente justificadas, el trabajo de adolescentes por debajo de la edad mínima, siempre que la actividad a realizar no menoscabe su derecho a la educación, sea peligrosa o nociva para su edad o desarrollo integral, o se encuentre expresamente prohibida por la Ley. 
La capacidad del patrono para celebrar contratos de trabajo, nos merece un comentario 

especial. La habilitación del menor para trabajar se explica por razones que conciernen a exigencias de la vida misma; a la necesidad de trabajar para comer, vestirse, etc. La derogación de las reglas generales sobre la capacidad jurídica para celebrar contratos y realizar actos de disposición del patrimonio, propios de la condición de quien tiene a su cargo la explotación de la empresa o faena, carece de fundamento en relación con éste. A nuestro modo de ver, el patrono requiere, para celebrar contratos de trabajo, tener mayoría de edad o ser emancipado y autorizado por su curador, según lo dispone el Código de Comercio. 
Objeto. Caracteres. La actividad, el trabajo que constituye el objeto de la obligación del trabajador, debe ser: a) Personal, de lo cual deriva que el empleado u obrero no puede ser sustituido físicamente por otro sin previo consentimiento del patrono. El trabajador tampoco está obligado a ofrecer un sustituto en caso de impedimento de su parte para prestar sus servicios. Este carácter personal del servicio suele dar a todo el contrato de trabajo el de intuitu personae, es decir, el de ser celebrado en atención a las cualidades propias de quien ha de ejecutar la labor; profesión, destreza profesional, experiencia, etc. Asimismo, es infungible, carácter que explica que el servicio debe ser efectuado en forma personal, y no por un tercero, y que la muerte del trabajador extinga la obligación nacida del contrato, por no ser transmisible a los herederos; b) Licito, o sea, conforme a la moral, las buenas costumbres y la Ley; c) Subordinado: el trabajador está sujeto a la potestad jurídica del patrono de dictar reglas de técnica y de conducta en relación con el trabajo, no formuladas por el trabajador. La subordinación implica para el patrono el poder de dirección, organización, vigilancia y disciplina en la entidad jerarquizada que es la empresa, y, para el trabajador, la obligación de obedecer ese poder. Para algunos autores, el poder jurídico del patrono es un poder de disposición de la energía de trabajo. Para nosotros, como lo dejamos dicho, es un poder de disposición de la persona toda del trabajador. 
Ni la subordinación técnica, representada por la sujeción a instrucciones científicas o artísticas del patrono para la ejecución de las labores, ni la de orden económico, que se manifiesta en la dependencia pecuniaria de quien presta un servicio con respecto a quien lo retribuye, son verdaderamente decisivas para calificar de trabajador a quien ejecuta obras o servicios por cuenta ajena. Tan sólo la subordinación jurídica, expresada en el deber de sometimiento continuado, aunque temporal, del trabajador a una voluntad diferente de la suya, coloca a éste dentro del campo de aplicación de la legislación del Trabajo. 
Es de observar que la subordinación, como concepto jurídico, es siempre la misma: un deber continuado de sujeción; empero, suele manifestarse mediante situaciones de hecho que cambian con la naturaleza y modalidad de los servicios. Así, en las profesiones intelectuales o liberales la subordinación presenta formas distintas que en el trabajo concertado por tiempo, o en el realizado a domicilio; d) Remunerado: el servicio personal amparado por la Ley del Trabajo no es el gratuito, sino el que tiene como causa una remuneración; y e) Por cuenta ajena: La actividad del trabajador se ejecuta en provecho y bajo el riesgo del patrono. De la expresión por cuenta ajena, usada por nuestro legislador en el Artículo 39, para identificar al empleado y al obrero, derivan algunos tratadistas uno de los efectos más resaltantes del contrato de trabajo, cual es la transferencia al patrono de los derechos del trabajador sobre el resultado de su esfuerzo. 
Caracteres Variables del Servicio. Diversos tratadistas encuentran, además, que el servicio debe ser profesional, es decir, fuente habitual de subsistencia del trabajador; exclusivo, ya que generalmente es incompatible con otras actividades simultáneas remuneradas; y, por último, estable, permanente o no ocasional. 
Desde el punto de vista de Longa S., Jorge R. (1999), en la definición de la Ley Orgánica del Trabajo se aprecian nítidamente los elementos constitutivos del contrato de trabajo, a saber: la prestación personal de servicio, la dependencia o subordinación y la remuneración. 

La Prestación de Servicio. Es la actividad, el trabajo mismo y es inseparable de la persona física del trabajador. El servicio debe ser personal, licito, subordinado, remunerado y no ejecutado para sí sino en provecho y bajo el riesgo del patrono. 

Subordinación. Cardozo considera que el concepto de subordinación en el contrato de trabajo ha evolucionado de modo extraordinario en el decurso del tiempo. En relación con la flexibilización del concepto de subordinación, el doctor Hernández Álvarez, se expresa así: “Las tendencias de flexibilización están afectando un concepto de gran importancia en el Derecho del Trabajo cual es el de la subordinación, que requiere ser examinado a la luz del marco que, como hemos visto, plantean las nuevas realidades laborales. La innovación tecnológica no supone, al menos en nuestro criterio, un cambio total en la noción de subordinación, pero si requiere una revisión de los criterios que la doctrina y jurisprudencia han venido tradicionalmente empleando para determinar los supuestos de hecho que la configuran”. 
La determinación de la subordinación no podrá apoyarse fundamentalmente en hechos tales como la obligación de cumplir horarios previamente establecidos por el patrono y de prestar servicios en la sede de la empresa, atendiendo a las órdenes e instrucciones emitidas por la misma a través de capataces y supervisores. Y es que tales circunstancias se están modificando y se modificarán notablemente en un mundo industrial en que el trabajador llegará a no estar sujeto a horarios rígidos, ni obligado a asistir la empresa o a depender de las órdenes de su capataz para la realización de su trabajo. 
La Remuneración. En el Título III. Capítulo I de la Ley Orgánica del Trabajo se define el salario, además en el Derecho comparado encontramos que “es la retribución que el patrono debe pagar al trabajador como compensación del trabajo realizado” (República Dominicana), “Salario es la retribución que el empleador debe pagar al trabajador con motivo de la relación, y comprende no sólo pagado en dinero y especie, sino también las gratificaciones, percepciones, bonificaciones, primas, comisiones, participación en las utilidades y todo ingreso o beneficio que el trabajador reciba por razón del trabajo o como consecuencia de éste” (Panamá); “Es la remuneración o ganancia, sea cual fuere su denominación o método de cálculo, que pueda evaluarse en efectivo, debida por un empleador a un trabajador en virtud de los servicios u obras que éste haya efectuado o deba efectuar, de acuerdo con lo estipulado en el contrato de trabajo” (Paraguay), es evidente que en la mayoría de los textos legales definen a la remuneración como la suma total devengada por el trabajador como retribución o compensación de su trabajo. 
I. Defensa del Contrato de Trabajo

Evidentemente que el Estado debe ser el patrocinante mayor del acceso de todo ciudadano a una relación laboral adecuada y estable, sin que ello excluya la participación de la familia y la sociedad (sobre todo de los protagonistas directos: organizaciones patronales y de trabajadores) quienes están expresamente comprometidos como indica la Carta Magna en su artículo 7 (in fine), pues no debe olvidarse que el trabajo constituye un proceso fundamental para la nación venezolana.

Este compromiso se localiza en tres instantes, que indican la vinculación del trabajador con la relación laboral: formas de obtenerla, mantenerla y retenerla.

En el primer momento, se trata del acceso del individuo al puesto (obtenerlo). En tal sentido, en Venezuela existe la declaratoria del derecho y el deber del trabajo, en condiciones de dignidad, siendo una obligación del Estado. Así, el artículo 87 de la Carta Magna (1999), indica que: 

Toda persona tiene derecho al trabajo y el deber de trabajar. El Estado garantizará la adopción de las medidas necesarias a los fines de que toda persona pueda obtener ocupación productiva, que le proporcione una existencia digna y decorosa y le garantice el pleno ejercicio de este derecho. Es fin del Estado fomentar el empleo. La ley adoptará medidas tendentes a garantizar el ejercicio de los derechos laborales de los trabajadores y trabajadoras no dependientes. La libertad de trabajo, no será sometida a otras restricciones que las que la ley establezca. Todo patrono o patrona garantizará a sus trabajadores y trabajadoras condiciones de seguridad, higiene y ambiente de trabajo adecuados. El Estado adoptará medidas y creará instituciones que permitan el control y la promoción de estas condiciones.

Se observan claramente las obligaciones que atañen a cada una de las personas (Estado y particulares) comprometidas con esta primera situación (acceso al empleo o forma de obtenerlo). 

Ahora, para el ingreso, el legislador ha buscado regular el período de prueba, por cuanto como se trata de un lapso de reconocimiento de las partes, la ruptura que se produce en su curso es sui géneris, puesto que se efectúa sin aviso previo y sin indemnización alguna, aunque el patrono está obligado a cancelar los salarios que se produzcan, por jornada cumplida. Por estas circunstancias, ese período de prueba no puede exceder de noventa (90) días continuos, conforme indica el artículo 103, parágrafo segundo, literal (a) de la Ley Orgánica del Trabajo (1.997), consagrándose la total igualdad del hombre y la mujer al ejercicio del derecho del trabajo (artículo 88 de la Carta Magna), estableciéndose constitucionalmente el principio de la no discriminación por razones políticas, de sexo, de raza, edad, religión o credo o cualquiera otra condición. (artículo 89, numeral 5º ejusdem).

Para el ingreso al trabajo, para obtener una relación laboral adecuada y estable, es indudable que deben potenciarse los mecanismos de acceso, a saber:

Debe aplicarse una sostenida política de reducción de las jornadas laborales, llevándose a treinta y seis horas semanales, la diurna, aplicándose la reducción en igual proporción a las otras dos jornadas. Ello permitirá la incorporación de muchos trabajadores para cubrir las horas que quedan libres. De paso, quienes obtienen una ampliación del tiempo libre, desarrollarán actividades de recreo que incentivan las áreas de distracciones y espectáculos (creándose otros puestos).

2. La implementación de planes de rigurosos controles para reducir los trabajos extraordinarios (horas extras) en las empresas y las violaciones de las jornadas laborales (en general). Así mismo, debe crearse causales para poder permitirse el trabajo por horas, el cual será excepcional y sujeto a autorización. Y en caso de existir, al trabajador debe garantizársele los beneficios del seguro social obligatorio, descansos semanal y anual obligatorios remunerados y otros, con el fin de que sean transformado en un trabajo regular y no por horas.

3. Planes de capacitación (INCE, televisoras regionales, casas comunales de los barrios, etc.) para preparar a los jóvenes y a los otros trabajadores que desean seguir progresando. En este punto, es importante el concurso de los jubilados, quienes pueden ayudar a capacitar las nuevas generaciones, para darles paso y así no se repita el vicio que continúen laborando por contrato, pues ello genera desempleo. 

4. Mejor organización y tratamiento a las agencias de empleo, así como a la información sobre mercado de trabajo, modernizándolas.

Desde otra perspectiva, debe garantizarse que, al ingresar al trabajo un laborante, se aplique el principio de la conservación de la relación laboral, es decir, aquel que predica que todo nexo del trabajo se reputa a tiempo indeterminado, a menos que sea indispensable conforme a los casos específicos establecidos excepcionalmente en los artículos 75 y 77 de la Ley Orgánica del Trabajo. Ello genera la seguridad en la permanencia del laborante en el puesto, lo cual evita las angustias del grupo familiar y del trabajador ante la ruptura del vínculo. 

Este segundo aspecto, señalado anteriormente, es el que se corresponde a la forma de mantener la relación laboral. Nuestra Constitución en su artículo 93 establece la garantía de estabilidad, limitando toda forma de despido.

Ahora, mantener un vínculo del trabajo genera específicos lineamientos constitucionales en cuanto a la duración máxima de la jornada de trabajo, al descanso semanal obligatorio y al derecho a vacar (artículo 90), el derecho a un salario digno y a utilidades (artículo 91), a prestaciones sociales (artículo 92), a sindicalizarse (artículo 95), a contratación colectiva (artículo 96) y a huelga (artículo 97).

Estas disposiciones, que buscan elevar la calidad de vida del trabajador, concretan en la práctica, los supremos derechos humanos del venezolano y de quienes conviven con él en este país: el derecho a la vida (por cuanto al tener acceso a un empleo digno, puede subsistir o existir, junto a los suyos); el derecho a la salud (pues con su salario puede obtener alimentos, medicinas, ropas, etc. que lo proteja plenamente, aparte de su acceso a la seguridad social); derecho a una vivienda (porque con empleo tendrá mayor oportunidad de obtenerla, a través de su salario, prestaciones o caja de ahorro, o por lo menos de exigir de su sindicato el acceso a cooperativas para adquirirla); derecho a la educación (porque tendrá acceso a planes de capacitación del INCE, la obtención de becas para él y sus hijos conforme al respectivo convenio colectivo de trabajo, etc.); derecho al desarrollo de su personalidad (a través de los planes de creación y recreación que deben existir en empresas y sindicatos, incluso con la asesoría del Instituto Nacional de Creación y Recreación de los Trabajadores (INCRET), instituto dependiente del Ministerio del Trabajo, para desarrollar actividades como: bibliotecas, teatros, grupos corales, planes vacacionales, etc., que incluso generan actividad cultural y turística); y así, una gran cantidad de derechos que se hacen realidad evidente.

En cuanto a la tercera situación, relativa a retener la relación laboral, es evidente que esto se refiere a que el trabajador tiene garantizado el derecho de recuperar su trabajo, cuando lo ha perdido. Es decir, que el laborante puede ser reintegrado a su empleo, cuando fuere despedido injustificadamente, toda vez que el texto constitucional, en el artículo 93, reputa nulo todo acto de esa naturaleza, por ser contrario a la Carta Magna.

La institución de la estabilidad laboral ha existido, desde hace muchos años en Venezuela (a través de los procedimientos de calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos, de la estabilidad absoluta y relativa), sin embargo, si se lee con detenimiento la actual Carta Magna puede atribuirse una nueva dirección, sin lugar a dudas; la forma como está redactada esta norma constitucional plantea nuevos lineamientos, que parecieran ser más rigurosos. Todo ello se concretará con la próxima reforma laboral.

Para el cumplimiento de las obligaciones del Estado, indicadas en las formas anteriores, la normativa constitucional ha establecido seis principios básicos, a saber: (a) Intangibilidad, progresividad y primacía de la realidad: Establece que ninguna norma podrá alterar los derechos y beneficios de los trabajadores, los cuales tienen carácter progresivo (es decir, que siempre se conservarán los derechos adquiridos y no podrán disminuirse ni eliminarse, sino superarse siempre). Y, además, debe predominar lo que existe, la realidad, sobre las formalidades. Ello con el objeto de la protección del trabajo frente a la simulación y al fraude. (b) El principio de la irrenunciabilidad de los derechos laborales: con los cuales se tratan de evitar los atentados contra los beneficios del laborante. (c) La interpretación de las normas laborales a favor del trabajador, cuando haya dudas o cuando existan varias normativas. (d) La absoluta nulidad, tanto en su existencia como en sus efectos, de todo acto contrario a los lineamientos constitucionales del trabajo. (e) La consagración del principio de la no discriminación. (f) La protección de los menores contra toda explotación económica y social.

La garantía del cumplimiento de cada una de las obligaciones y de los compromisos establecidos constitucional y legalmente reside en cada ciudadano, quien se encuentra respaldado por la institución de la Defensoría del Pueblo, facultada por los artículos 280, 281 y 282 de la Carta Magna para actuar en los casos atinentes a la defensa y preservación de los derechos laborales. Además de la existencia de los órganos administrativos del trabajo (Procuraduría, Inspectoría, etc.). Ello no obsta a que las organizaciones (sindicales o de cualquier otra índole) puedan actuar al respecto, debiéndose agregar, que cuentan también con el recurso especial de amparo constitucional, previsto en artículo 11 de la ley laboral.

Todo esto es de suma importancia, por cuanto el cumplimiento de las referidas normativas constituye garantía para que se logre alcanzar la elevación en el nivel de vida del trabajador venezolano. Debe señalarse que la satisfacción de las necesidades del trabajador trae como elemental consecuencia su identificación con la empresa y elevación de su auto-estima, pues se siente cómodo y agradado, por lo cual su respuesta (en la ejecución de su prestación de servicio y trato) será más satisfactoria, indudablemente, lo cual valoriza la calidad de la prestación, la productividad y el mejor manejo en la administración de la empresa por el patrono.

Es interesante anotar que Lares Soto (1998) ha indicado que la mayoría de los enfoques sobre la satisfacción en el trabajo le asigna una connotación positiva, de manera explícita o implícita. Agregando que la misma debe ser maximizada. Y ello es verdad, porque con buena productividad los empresarios obtienen mejores dividendos, lo cual hace posible un desarrollo sostenido.

Como corolario surge que todo ello contribuye ostensiblemente a la paz social, el progreso y prosperidad en todo el ámbito del país.

II. Capacidad de las Partes 

El patrono o empleador. El señalamiento de la persona del patrono persigue un objetivo categórico, que no es otro que mostrar con claridad la persona natural o jurídica responsable de las cargas y obligaciones que tal condición entraña. 
El logro del indicado objetivo implica, pues, la necesidad de distinguir sin equívoco entre todas las personas que, en el seno de la empresa, ejercen simultáneamente facultades de dirección y de mando sobre el trabajador; y, también, entre quienes contratan empleados y obreros para la ejecución de obras y servicios, y las personas beneficiarias de éstos. 
Ante el trabajador aparecen, con frecuencia imprecisas y de indefinidos contornos, las figuras del patrono; de sus representantes; del intermediario y del contratista. 

La noción del patrono en la ley venezolana proviene del Código de Trabajo de la República de Chile, de 1931: “Artículo 49. Se entiende por patrono o empleador la persona natural o jurídica que en nombre propio, ya sea por cuenta propia o ajena, tiene a su cargo una empresa, establecimiento, explotación o faena, de cualquier naturaleza o importancia, que ocupe trabajadores, sea cual fuere su número. Cuando la explotación se efectúe mediante intermediario, tanto éste como la persona que se beneficia de esa explotación se considerarán patronos”. 

La frase por cuenta propia alude, primeramente, a la persona que explota la empresa en su condición de propietario de la misma. 
Hemos sostenido el criterio de que la expresión “o (por cuenta) ajena”, usada seguidamente por nuestro legislador, resulta jurídicamente inaplicable, y que su inclusión sólo se explica por el error de concepto de pretender atribuir por medio de ella cualidad de patrono a todo aquel que, sin poseer el título de propietario, explota, mediante contrato con éste, una empresa en donde trabajan obreros y empleados. Empero, para lograr esa finalidad bastaba, a nuestro juicio, la locución por cuenta propia, utilizada previamente en la misma disposición. Puede señalarse, en efecto, que las personas naturales o jurídicas que se encarguen de una empresa o faena, para explotarla en su propio beneficio y bajo su propio riesgo, en razón de contrato expreso o tácito con el titular de la propiedad de la misma, no obran por cuenta ajena, sino por cuenta propia. 
El patrono aparece corrientemente identificado por la exigencia y el cumplimiento de sus más notables derechos y obligaciones. Se identifica con la persona física que contrata a los trabajadores, organiza y fiscaliza el trabajo diario, ejerce el poder de mando y de disciplina que le confiere la subordinación; facilita la materia prima, las herramientas, el local y, en general, lo necesario para que el empleado u obrero preste el servicio convenido; finalmente, el patrono luce dibujado como la persona que recibe y dispone del trabajo ejecutado, asumiendo el riesgo de la empresa. 
Esa condición de patrono es incompatible con la de trabajador dentro de una misma relación jurídica, pero no en distintas. De este modo, si el director, gerente o representante de una compañía de comercio, jamás puede ser conceptuado simultáneamente como dependiente y empleador, al estilo de cierta vieja jurisprudencia venezolana, nada impide que actué como empleado de su compañía mercantil y, al mismo tiempo, como patrono de sirvientes domésticos o de otra categoría de trabajadores en relaciones jurídicas diferentes. 
Mas, las anteriores cualidades o características de hecho, a pesar de su importancia, sólo sirven para revelar materialmente – a veces de modo engañoso, por la complejidad de la moderna empresa – al patrono, que es, esencialmente, un concepto jurídico. Sólo es posible identificar al responsable del cumplimiento de las cargas y obligaciones legales y contractuales, mediante la determinación de precisas nociones de índole estrictamente jurídica, según las cuales el patrono es el propietario o poseedor de la empresa y, por ende, el titular del derecho de propiedad sobre el objeto producido o el resultado del servicio (salvo las invenciones debidas a la iniciativa y personalidad del trabajador). Finalmente, como consecuencia de los dos conceptos anteriores, es siempre el titular del riesgo. 
Trabajadores. La otra parte en el contrato de trabajo, que ejecuta personalmente obras o servicios de cualquier clase por cuenta del patrono, por una remuneración, es el trabajador (Art. 39 LOT). De este modo, el trabajador es la figura jurídica contrapuesta a la de su empleador, que realiza su actividad por cuenta propia. 
Hay dos especies de trabajadores: empleados y obreros, según que el predominio del esfuerzo realizado por cuenta ajena sea, respectivamente intelectual o manual. Cuando el obrero adquiere conocimientos prácticos por causa de la experiencia, o de entrenamiento especial o aprendizaje, se denomina obrero calificado (Art. 44 LOT). 
Nuestra Ley Orgánica del Trabajo distingue entre empleado y overo con varias finalidades especificas: a) En cuanto a la duración máxima de los contratos a término, para permitir a los obreros vincularse mediante contratos a plazo fijo de una duración no mayor de un año, y a los empleados, de tres años (Art. 76 LOT); b) Para establecer los plazos de pago del salario (Art. 150 LOT); c) Para determinar el régimen de los trabajadores del Estado, ya que los empleados públicos no se rigen plenamente por sus normas, que, en cambio, son aplicables a los obreros; d) Para la provisión de sillas en los establecimientos comerciales e industriales: el patrono comerciante debe mantener un número suficiente de sillas a disposición de sus obreros, “cuando la naturaleza de las funciones que prestan lo permita” (Art. 239 LOT); e) Para la colocación de padres de familia en las obras publicas. El Art. 29 de la Ley obliga a dar preferencia a los jefes de familia, hasta en un 75% de los trabajadores en toda clase de empresas, explotaciones o establecimientos públicos; f) A nuestro modo de ver, los oficios de dirección y de confianza, a que se refieren los artículos 42 y 45 de la Ley Orgánica del Trabajo, pueden ser únicamente desempeñados por empleados. 
Salvo en esas seis situaciones específicas, la calificación de un trabajador como empleado u obrero no establece diferencias entre ellos. En caso de duda sobre la clasificación de un trabajador (porque desempeñe simultáneamente más de un oficio, uno de predominio manual y otro no manual: por ejemplo: mesonero y cajero del establecimiento; o porque su desempeño acarree más responsabilidad que otro de la misma especie: por ejemplo: conductor de sumas de dinero y de valores, respecto al porteador de efectos sin valor, la jurisprudencia se ha inclinado, según la misma regla del predominio, por la función preponderante entre las varias ejecutadas por el trabajador, y, en ocasiones, por el grado de responsabilidad que implica (el porteador de valores es empleado, el de bultos es obrero). Según el Art. 48 LOT, toda duda se resolverá en el sentido más favorable al trabajador. Más, por expresa declaración de la ley, en vista de las dificultades prácticas para la clasificación, los trabajadores que preparan o vigilan el trabajo de los obreros, son considerados obreros. 
d.- Clasificación del Contrato. Art. 74 y 77 LOT

Artículo 74. “El contrato celebrado por tiempo determinado concluirá por la expiración del término convenido y no perderá su condición específica cuando fuese objeto de una prórroga.

En caso de dos (2) o más prórrogas, el contrato se considerará por tiempo indeterminado, a no ser que existan razones especiales que justifiquen dichas prórrogas y excluyan la intención presunta de continuar la relación.

Las previsiones de este artículo se aplicarán también cuando, vencido el término e interrumpida la prestación del servicio, se celebre un nuevo contrato entre las partes dentro del mes siguiente al vencimiento del anterior, salvo que se demuestre claramente la voluntad común de poner fin a la relación”.

Artículo 77. “El contrato de trabajo podrá celebrarse por tiempo determinado únicamente en los siguientes casos:

a) Cuando lo exija la naturaleza del servicio;

b) Cuando tenga por objeto sustituir provisional y lícitamente a un trabajador; y 
c) En el caso previsto en el artículo 78 de esta Ley”

Desde el ámbito civil, los contratos se dividen en unilaterales o bilaterales, gratuitos u onerosos y finalmente en principales o real: 

El contrato es unilateral cuando una de las partes se obliga para con otra que no contrae obligación alguna; y bilateral, cuando las partes contratantes se obligan recíprocamente. (Art. 1439 Código Civil).

El contrato es gratuito o de beneficencia cuando sólo tiene por objeto la utilidad de una de las partes, sufriendo la otra el gravamen; y oneroso, cuando tiene por objeto la utilidad de ambos contratantes, gravándose cada uno a beneficio del otro. (Art. 1440 Código Civil).

El contrato oneroso es conmutativo, cuando cada una de las partes se obliga a dar o hacer una cosa que se mira como equivalente a lo que la otra parte debe dar o hacer a su vez; y si el equivalente consiste en una contingencia incierta de ganancia o pérdida, se llama aleatorio. (art. 1441 Código Civil).

El contrato es principal cuando subsiste por sí mismo sin necesidad de otra convención, y accesorio, cuando tiene por objeto asegurar el cumplimiento de una obligación principal, de manera que no pueda subsistir sin ella. (art. 1442 Código Civil).

El contrato es real cuando, para que sea perfecto, es necesaria la tradición de la cosa a que se refiere; es solemne cuando está sujeto a la observancia de ciertas formalidades especiales, de manera que sin ellas no produce ningún efecto civil; y es consensual cuando se perfecciona por el solo consentimiento. (Art. 1443 Código Civil).

En el ámbito laboral, el contrato tiene todos los elementos y requisitos propios de un acto jurídico cuales son los elementos personales, elementos reales y elementos formales.

Elementos personales. Los sujetos del contrato pueden ser personas físicas o jurídicas con la capacidad jurídica, y de obrar, necesaria para obligarse. En este sentido pues, la capacidad en derecho se subdivide en capacidad de goce (la aptitud jurídica para ser titular de derechos subjetivos, comúnmente denominada también como capacidad jurídica) y capacidad de ejercicio o de obrar activa o pasiva (aptitud jurídica para ejercer derechos y contraer obligaciones sin asistencia ni representación de terceros, denominada también como capacidad de actuar).

Elementos reales. Integran la denominada prestación, o sea, la cosa u objeto del contrato, por un lado, y la contraprestación, por ejemplo, dar suma de dinero, u otro acuerdo.

Elementos formales. La forma es el conjunto de signos mediante los cuales se manifiesta el consentimiento de las partes en la celebración de un contrato. En algunos contratos es posible que se exija una forma específica de celebración. Por ejemplo, puede ser necesaria la forma escrita, la firma ante notario o ante testigos, etc.

El contrato de trabajo por tiempo determinado, es el tipo de contrato que tiene una fecha de inicio y una fecha de expiración estipulada desde el inicio del vínculo contractual, debe efectuarse por escrito para que aparezca en forma inequívoca la voluntad de vincularse por tiempo determinado. Es preciso señalar que la ley restringe los lapsos de duración de este tipo de contrato. En el caso de obreros sin calificación o empleados, será un año como máximo, en el primero de los casos, y tres años en el segundo. 
Este contrato puede ser objeto de una prórroga sin que opere la tacita reconducción, pero si se produjeren dos o más prórrogas, se considerará como de tiempo indeterminado, a no ser que existan razones especiales que justifiquen estas y excluyan la intención presunta de continuar la relación. 
Se considerará prórroga la celebración entre las partes de un nuevo contrato dentro del mes siguiente a la expiración del anterior, a menos que se demuestre claramente la voluntad común de poner fin a la relación laboral. En este tipo de contrato no existe la figura del preaviso. 
La ley establece taxativamente los únicos tres casos en los cuales se pueden celebrar los contratos a tiempo determinado: 
a) Cuando se refiere a la naturaleza del servicio, está indicando la norma, que hay que atender a la esencia y propiedad característica de éste. No creemos posible efectuar una enumeración taxativa en una futura reglamentación de estos servicios por lo que habría que atender a cada caso en concreto. Sin embargo, a manera de ejemplo, podríamos citar al personal adicional que la industria y el comercio tienden a contratar en determinadas épocas del año, por producirse en ellas, un incremento de la demanda y de las ventas; es también de naturaleza transitoria, la contratación para tareas específicas que no forman parte del giro normal de la empresa, como lo establece el Art. 73 LOT, el trabajador contratado para dicha labor, una vez terminada ésta no puede exigir se le coloque en otro puesto dentro de la empresa, en los casos en que se entrena a personal, el patrono está invirtiendo en dicha formación y necesita asegurarse que, por un lapso mínimo que justifique su inversión, el trabajador debe prestar servicios para él. 
b) La sustitución provisional y lícita de un trabajador. Esta sustitución no debe ir contra lo dispuesto en el Art. 33 LOT; estas sustituciones provisionales y lícitas se producen por lo general en los casos de suspensión de la relación de trabajo, el cual, como se sabe, no pone fin a la vinculación jurídica existente entre el patrono y el trabajador. 
c) El caso previsto en el Art. 78 LOT, se refiere al contrato de trabajo para venezolanos que prestan servicios en el extranjero.  
La forma escrita en los contratos de venezolanos que vayan a prestar servicios fuera del país es de observación obligatoria, al igual que los contratos para obra determinada; para los deportistas (Art. 303 LOT), para los tripulantes de buques (Art. 335 LOT) y para los contratos colectivos. 
Elementos que conforman la relación laboral 
Elementos Comunes. No parecían ser muchas, al comienzo, las dificultades que planteaba el análisis de los contratos de trabajo a la luz de la teoría general de los contratos civiles. Se admitía entonces – y se sigue admitiendo hoy por la mayoría de los autores – que el contrato de trabajo es consensual, bilateral, oneroso, de tracto sucesivo, y no solemne, ni ritual. Se aceptaba también, sin grandes hesitaciones, que como cualquier otro contrato, el de trabajo debía tener un objeto propio y una causa determinada y licita. Algunas discrepancias se formularon ya desde entonces sobre el carácter conmutativo del contrato de trabajo, pero esas discrepancias tenían un fondo más bien ideológico o entrañaban un análisis económico a posteriori. El tiempo se encargaría de demostrar, sin embargo, que el contrato de trabajo suponía variantes significativas, en cuanto a algunos de los elementos comunes antes enunciados, y presentaba además ciertas características particulares. 

En los inicios de la disciplina, cuando el desarrollo industrial era aún limitado y el análisis del contrato de trabajo se hacía a la luz de la teoría general de las obligaciones, se llegó incluso a discutir si se estaba frente a un contrato nominado o innominado. Esta duda se suscitaba en esa época cuando se intuía que era algo más que el arrendamiento de servicios o la locatio conductio operis, pero surgían reticencias en cuanto a su clasificación como una entidad contractual nueva y distinta de la tipología heredada del derecho romano. La duda guardaba, a su vez, relación con la decisión que unos pocos países, encabezados por Suiza, tomaron a principios del siglo de situar la temática laboral dentro del código de las obligaciones. Civilistas de la talla de Planiol se resistían a su vez a aceptar que escapara de su normativa el cada vez mas importante “arrendamiento de trabajo”, pero el derecho positivo, representado inicialmente por la legislación belga de 1900, se encargó de decir la última palabra al ubicar el contrato de trabajo en el campo laboral y reconocer su especificidad propia. El ejemplo de Bélgica se fue generalizando a otros países, y así fue ganando reconocimiento la idea de que el contrato de trabajo era efectivamente un corpus novus que recogía, no obstante, algunos de los elementos que los códigos civiles habían establecido para los contratos en general. Algunos Códigos de Trabajo de América Latina, como los de Paraguay y Ecuador, encabezaron su normativa referente al contrato de trabajo con la enunciación de las características que éste compartía con los otros contratos. 

Se admitía, así, que el contrato de trabajo tenía su naturaleza propia vinculada a su preponderante contenido humano y valor social, pero al propio tiempo se reconocía que ello no excluía ni eliminaba ciertas influencias civilistas. Se tuvo entonces interés en examinar la manera cómo los antes mencionados elementos comunes habían sido incorporados al contrato de trabajo. Poco a poco, se fueron precisando las alteraciones que esos elementos comunes experimentaban al aplicarse en la esfera del trabajo. 

El consentimiento, por ejemplo, muchas veces no era pleno, como ocurre con otros contratos, sino que se presentaba en forma un tanto disminuida y peculiar. Los vicios del consentimiento raras veces se verificaban en la práctica, y también eran distintas las reglas que se utilizaban para determinar la capacidad de las partes. Era, también, poco frecuente que se efectuara una discusión o negociación previa entre las partes sobre los términos del contrato individual de trabajo. A medida que se difundía la contratación colectiva, crecía la trama normativa y se desarrollaba la administración de personal; las condiciones de trabajo se hallaban, por lo general, preestablecidas y, en vez de una discusión, lo que tenía lugar era una explicación del contenido del convenio y del reglamento de empresa o la simple entrega de un modelo impreso. Sin embargo, conviene advertir desde ahora que esa crisis o declive del consentimiento es más bien propia de las grandes empresas y exagera un tanto el impacto de la negociación colectiva. 

Se daba por sentado, al propio tiempo, que el contrato de trabajo no era solemne, es decir, que podía ser verbal o escrito y que no estaba sujeto a formalidades pero se llegó pronto a advertir que había casos en los que se concertaba con la gente del mar o con respecto a la expatriación de trabajadores. Era claro, por otra parte, que si bien para la generalidad de los contratos de trabajo, ni la forma escrita ni el cumplimiento de formalidades eran requeridos ad substantiam, tales condiciones si podían resultar necesarias ad probationen. Procede señalar que en Ecuador la forma escrita se exige para nueve categorías de contratos individuales, y que en el Salvador y Honduras dicha exigencia se aplica con carácter general. 

No eran muchas, por otra parte, las dificultades que se planteaban con respecto a los elementos del objeto y la causa de los contratos. El objeto estaba representado por la prestación de trabajo y ésta debía ser determinada, posible y lícita. Carecían de valor, en consecuencia, los contratos que no llegaban a precisar una especie de prestación de servicios, así como los que se referían a labores prohibidas por la ley, contrarias a la moral pública o de imposible realización. Visto ese mismo elemento con un enfoque más moderno, el objeto se configura hoy en forma más amplia como cualquier actividad humana susceptible de ulterior utilidad para el empleador y útil, en sentido inmediato y directo, para el trabajador. Habría también que recordar que el objeto no es aquí una mera cosa sino una aptitud inseparable de la persona que ejecuta el contrato. 

También la causa ha de ser lícita: para el trabajador es sin duda la remuneración que se le ofrece; para el empleador es el provecho que espera obtener de los servicios que presta el trabajador. Este intercambio, se presume, existe y es licito por el mero hecho de la ejecución del trabajo y mientras no se pruebe lo contrario por alguna de las partes. Y es precisamente el hecho de que esa causa se traduce en una relación personal que tiene profundas repercusiones sociales, lo que le imprime tipicidad al contrato y le separa tanto de los contratos innominados como del arrendamiento, la compra-venta, el mandato y otras figuras contractuales. La única de estas que tiene ciertos puntos de contacto con el contrato de trabajo es el contrato de sociedad, sólo que éste, muchas veces, constituye un proyecto por realizar o bien un subterfugio que busca encubrir una relación de trabajo y evitar la aplicación de las leyes de protección del trabajo. 

La bilateralidad suscitó algunos problemas al comienzo, en razón del uso frecuente de  intermediarios y la inclinación de algunos empleadores a eludir responsabilidades. Esos problemas fueron superados tan pronto como la legislación definió los distintos tipos de agentes reclutadores, intermediarios, contratistas, subcontratistas y representantes patronales, así como los distintos tipos de responsabilidad principal, subsidiaria o solidaria. 

Más complejas resultaron, en cambio, las discusiones dirigidas discernir hasta qué punto existía reciprocidad y, por ende, sinalagma entre los términos de la ecuación prestación de trabajo-salario. Dejando a un lado las controversias doctrinales derivadas de la teoría marxista de la plusvalía, era patente que las partes contrataban desde planos económicos muy diferentes y que aun los casos más obvios en los que las soluciones eran claras en otros contratos provocaban dudas a soluciones distintas en el campo laboral. Si el trabajador se abstiene de realizar su trabajo o el empleador de abonar el salario, el contrato debería quedar en principio resuelto, de conformidad al menos con los principios generales del derecho civil. En materia laboral hay, sin embargo, ciertas excepciones provenientes de la trama institucional que cubre y condiciona la prestación del trabajo. El trabajador puede no efectuar su trabajo en los casos de suspensión del contrato que prevé la legislación laboral, sin que por ello quede por tanto resuelto el contrato. En algunos países puede, incluso, percibir su salario sin realizar su trabajo, en caso de huelga declarada legal y justa. Se esté, pues, frente a un elemento conmutativo que pareciendo común al contrato de trabajo y a otros contratos produce efectos distintos en uno y otro caso, y requiere, por tanto, adaptaciones cuando se invoca por las partes de un contrato de trabajo. 

No se discute, en cambio, la procedencia del carácter oneroso del contrato de trabajo, elemento común éste que guarda relación con el elemento propio de la remuneración y del derecho del empleador de retener para sí el producto del trabajo. Tanto los trabajadores como el patrono, persiguen un fin patrimonial al concluir un contrato de trabajo, sólo que la más débil posición económica del trabajador hace que el Estado rodee el contrato de límites y protecciones, que no se dan en otras ramas del derecho. Los trabajos que se realizan a título gratuito o por motivos altruistas, benévolos o de amistad, así como los que se hacen confines de afición, caridad, amor al arte o ayuda desinteresada, quedan al margen de la contratación laboral. Algunas dudas surgen con relación a los que desempeñan empleos honorarios o meritorios en una empresa con vista a adquirir experiencia u obtener reconocimiento cuando la empresa vaya a adquirir experiencia u obtener reconocimiento cuando la empresa vaya a cubrir vacantes futuras. Estos casos son, sin embargo, excepcionales y en algunos países están incluso prohibidos, pues abren la puerta a la explotación y conducen a un enriquecimiento indebido del patrono. 

Tampoco se tienen dudas sobre el hecho de que el contrato de trabajo contiene una obligación de hacer del trabajador, combinada con una obligación de dar del empleador. La obligación de hacer no se consuma, por lo general, en un solo acto sino que se refleja en una serie de actividades más o menos prolongadas, lo que le imprime el carácter de contrato de tracto sucesivo. En la etapa inicial del derecho laboral prevaleció la idea de que ese tracto no debía ser demasiado prolongado como reacción contraria a toda forma de servidumbre; más tarde se propició la continuidad, dándole preferencia a los contratos por tiempo indefinido, y es en épocas recientes que, por razones distintas relacionadas con las altas tasas de desempleo, ha vuelto a plantearse la cuestión de la prolongación en el tiempo del contrato. Por su parte, la obligación de dar del empleador se complementa con deberes de asistencia y protección que no existen en los otros contratos civiles. Tampoco lo son incidentalmente los deberes de fidelidad y obediencia (más o menos condicionada), que se añaden a la obligación de hacer del trabajador. 

Apenas resulta necesarios agregar que la índole continuada de la obligación de hacer se corresponde con el carácter recurrente o de cumplimiento sucesivo de los pagos a cargo del empleador, si bien el marco institucional del contrato de trabajo interviene también aquí para fijar los plazos máximos en que debe hacerse efectivo el salario. 

El concepto del contrato de trabajo se completa, por último, con un elemento no visible en los demás contratos y que responde a la naturaleza de la empresa moderna, a saber lo que algunos autores italianos llaman la “concatenación” o integración del trabajador en un proceso único y colectivo a favor del empresario. Se trata, según el decir de esos autores de un “ensamblamiento”, no estático sino dinámico, activo e inteligente, que plasma un fenómeno de “colaboración”. 

Los Elementos Propios. Superados los problemas relativos a la conceptualización del contrato de trabajo, la atención de los laboristas se concentró en la determinación de sus elementos propios. Tanto la doctrina como la legislación pronto establecieron lo que pudieran calificarse como los cuatro elementos fundamentales inherentes al contrato-relación de trabajo. Hace falta, en primer lugar, que exista una prestación de servicios personal y voluntaria. En segundo lugar, esa prestación debe hacerse por cuenta ajena, o lo que es igual, para otro u otros. En tercer lugar, se requiere que las obras o servicios de que se trate se efectúen en una relación de dependencia o subordinación con respecto al empleador. Y, es preciso, por último, que medie una remuneración o salario. 

El carácter personal de la prestación de trabajo se refiere a las personas naturales; los servicios que realizan las personas jurídicas no pertenecen al derecho laboral. Se hallan asimismo excluidos del ámbito laboral los trabajos forzosos o involuntarios. La regulación laboral supone la libertad de trabajo, lo que significa que tanto las formas clásicas de la esclavitud o servidumbre; como las más modernas formas de movilización y utilización coercitivas de la mano de obra con fines de fomento, educación política o castigo, se sitúan al margen del derecho laboral. El Art. 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, consagra el principio del derecho al trabajo y a la libre elección de la ocupación u oficio. Varios convenios internacionales se han encargado a su vez de proscribir las diversas formas de trabajo forzoso. En la práctica, la voluntariedad del trabajo se traduce en la facultad que tiene el trabajador de resolver o dar por terminada en cualquier momento la relación. Es posible que algunas legislaciones prescriban avisos previos e incluso, en ciertos casos, indemnizaciones de daños y perjuicios, pero tales disposiciones no impiden el derecho del trabajador a poner término a su obligación de trabajo. 

El que los servicios y obras se realicen por cuenta ajena constituye un elemento que en realidad está implícito en el propio concepto de lo que es un contrato o relación. Si el trabajo no se prestare para otro sino para sí mismo, se estaría frente a una forma de trabajo autónomo o independiente que en esta etapa de la evolución de los estudios laborales no se pensaba que merecía protección. Ya se verá después que este enfoque limitativo experimentó mas tarde una importante modificación en el campo de la seguridad social, y es en la actualidad motivo de serias reflexiones con respecto a lo que debería ser el ámbito propio del derecho laboral. 

Una indagación más profunda de este elemento pone de relieve que al trabajar el obrero para otro u otros, habrá de ser éste (el empleador) quien aproveche para sí la utilidad del producto de trabajo y al propio tiempo corra con las pérdidas que puedan sufrirse. El trabajador queda exonerado del riesgo y de la responsabilidad correspondiente al mismo; ni la quiebra de la empresa ni la insolvencia del acreedor de trabajo deberían en principio afectarle. Esta ajenidad al riesgo de la empresa es al propio tiempo una garantía contra posibles perjuicios y una muestra de las diferencias que existen entre el contrato de trabajo y el de la sociedad. 

Algunos autores conciben la ajenidad en un sentido amplio que incluye a los otros elementos propios (la remuneración y la dependencia). Nadie trabajaría por cuenta ajena, arguyen, si no es por una remuneración y pocos estarían al propio tiempo dispuestos a abonar un salario si el trabajo no se efectúa bajo su dirección y supervisión. Hay otros laboralistas que piensan, por el contrario, que no es necesario mencionar específicamente al trabajo por cuenta ajena, ya que el mismo está comprendido en la relación de dependencia o subordinación. 

La existencia de una remuneración de cualquier clase, representa asimismo una característica esencial del contrato-relación, sobre todo si se recuerda su carácter oneroso y el hecho de que desde la regulación civilista del arrendamiento de obras o de servicios se había ya establecido que era indispensable el señalamiento de un precio cierto. Ambas partes celebran el contrato con un propósito patrimonial (del lucro o ganancias) y para el trabajador esa ganancia ha de ser cierta y positiva. La jurisprudencia de varios países iberoamericanos ha establecido que el pago o compensación al trabajador ha de existir y prescribirse de manera específica, sin que dependa, por tanto, de las alternativas financieras de la empresa en términos tan absolutos o estrechos que pueda suceder que no se obtenga en cuantía alguna y menos que pueda resultar en una pérdida o desembolso. 

a.- Indemnizaciones del Contrato a Tiempo Determinado y para una Obra Determinada 

Está previsto en el Art. 108 LOT, la cual sustituye la denominación que se venía utilizando, a saber la de “indemnización” por la de “prestación de antigüedad” mas apropiado en atención a su naturaleza jurídica. 

En efecto el término indemnización significa satisfacción, compensación o reparación de una ofensa, daño o agravio. Este supuesto está contemplado en el Art. 1185 CC: “El que con intención, o por negligencia o por imprudencia, ha causado un daño a otro, está obligado a repararlo. Debe igualmente reparación quien haya causado un daño a otro, excediendo, en el ejercicio de su derecho, los límites fijados por la buena fe o por el objeto en vista del cual le ha sido conferido ese derecho”. Este no es el caso del artículo, puesto que la prestación de antigüedad le corresponde al trabajador en virtud de ser un derecho adquirido sin que sea necesario que sea causado por determinada conducta patronal, cosa diferente es el supuesto del Art. 125 LOT en el cual se conserva la obligación del patrono de indemnizar al trabajador que fuere despedido sin justa causa. 
El Art. 110 LOT, contempla la indemnización que le corresponde pagar a la parte que da término, de manera anticipada a los contratos de trabajo para obra determinada o por tiempo determinado antes de la conclusión de la obra o del vencimiento del término. Cuando el patrono despide injustificadamente al trabajador, debe a éste, además de la prima de antigüedad por todo el tiempo que ha debido durar el contrato, una indemnización de daños y perjuicios equivalente al monto de los salarios que hubiere devengando el trabajador hasta el vencimiento del término de duración del contrato o hasta la conclusión de la obra. 
b.- Los Beneficios de la Relación del Contrato de Trabajo a Tiempo Determinado 

Este tipo de contrato tiene una fecha de inicio y una fecha de expiración estipuladas desde el inicio del vínculo contractual, debe efectuarse por escrito para que aparezca en forma inequívoca la voluntad del vinculante por tiempo determinado. Es preciso señalar que la ley restringe los lapsos de duración de este tipo de contrato. En el caso de obreros sin calificación o empleados, será un año como máximo, en el primero de los casos, y tres años en el segundo. 

Este contrato puede ser objeto de una prórroga sin que opere la tácita reconducción, pero si se produjeren dos o más prórrogas, se considerará como de tiempo indeterminado, a no ser que existan razones especiales que justifiquen éstas y excluyan la intención presunta de continuar la relación. 
Se considerará prórrogas la celebración entre las partes de un nuevo contrato dentro del mes siguiente a la expiración del anterior, a menos que se demuestre claramente la voluntad común de poner fin a la relación laboral. En este tipo de contrato no existe la figura del preaviso. 
c.- La Licitud del Trabajo Encomendado. Realidad Prestacional 

El principio de primacía de la realidad o de los hechos no significa otra cosa que la preeminencia de la verdad sobre la falsedad, por lo que en cierta forma es un principio rigurosamente lógico que, en razón de las máximas de experiencia, ha parecido conveniente expresarlo legislativamente. Primero apareció en el literal c) del Art. 8 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual expresa que “los principios aludidos en el literal e) de la Ley Orgánica del Trabajo serán, entre otros, sin perjuicio de su previsión expresa en la legislación laboral, los siguientes: (…) c) primacía de la realidad de los hechos, frente a la forma o apariencia de los actos derivados de la relación jurídico laboral”. Luego, en la Constitución de la República en el Art. 89.1 y en la Cuarta Disposición Transitoria, numeral 4°, que da las pautas para la elaboración de esta Ley adjetiva laboral. Finalmente, en esta nueva ley adjetiva laboral. Por virtud de este principio, “los órganos jurisdiccionales en materia laboral deberán, en ejecución de sus potestades, desentrañar la verdad más allá de la mera apariencia y de las formalidades que pudiere revestir un determinado acto”.  
El Art. 89.1 de la Constitución de la República señala que “en las relaciones laborales prevalece la realidad sobre las formas o apariencias”. A este fin coadyuva la regla general de valoración de las pruebas fundada en la sana crítica, descartándose la tarifa legal reglada por el Código Civil en orden a las pruebas instrumentales principalmente. 
La aplicación de este principio ha llevado, indebidamente, a afirmar que la prestación de servicios no es un contrato sino una relación jurídica. Cuestión que nos parece razón errónea e innecesaria para dar entrada a una valoración sana y crítica de los elementos de juicio (prestación, remuneración, subordinación) que deben concurrir para verificar la cualidad de las partes, pues nadie trabaja sino por un acto de voluntad que tiene por causa principal la remuneración; y la bilateralidad de ambas voluntades es lo que se llama contrato. 
Obligación de las partes 
Obligaciones del Empleador o Patrono

Son obligaciones esenciales del empleador: 

· Poner a la disposición de los trabajadores, salvo estipulación en contrario, los instrumentos adecuados y las materias primas necesarias para la realización de las labores. 

· Procurar a los trabajadores, locales apropiados y elementos adecuados, de protección contra los accidentes y enfermedades profesionales en forma que se garanticen razonablemente la seguridad y la salud. 

· Prestar inmediatamente los primeros auxilios en caso de accidentes o enfermedad. 
· Pagar la remuneración pactada en las condiciones, períodos y lugares contenidos. 

· Guardar absoluto respeto a la dignidad personal del trabajador, a sus creencias y sentimientos. 

· Conceder al trabajador las licencias necesarias para el ejercicio del sufragio; para el desempeño de cargos oficiales transitorios de forzosa aceptación; en caso de grave calamidad doméstica debidamente comprobada; para desempeñar comisiones sindicales inherentes a la organización o para asistir al entierro de sus compañeros. 

· Dar al trabajador que lo solicite, a la expiración del contrato, una certificación en que conste el tiempo de servicio, la índole de la labor y el salario devengado; e igualmente, si el trabajador lo solicita, hacerle practicar examen sanitario y darle certificación sobre el particular, si al ingreso o durante la permanencia en el trabajo hubiere sido sometido a examen médico. 

· Pagar al trabajador los gastos razonables de venida y regreso, si para prestar sus servicios lo hizo cambiar de residencia, salvo si la terminación del contrato se origina por culta o voluntad del trabajador. Si el trabajador prefiere radicarse en otro lugar, el patrono le debe costear su traslado hasta la concurrencia de los gastos que demandaría su regreso al lugar en donde residía anteriormente. En los gastos de traslado del trabajador se entienden comprendidos los de los familiares que con él convivieren. 

· Cumplir el reglamento y mantener el orden, la moralidad y el respeto a las leyes. 

Prohibiciones del Empleador 


Se prohíbe a los empleadores: 

· Deducir, retener o compensar suma alguna del monto de los salarios y prestaciones en dinero que corresponda a los trabajadores, sin autorización previa escrita de éstos para cada caso, o sin mandamiento judicial, con las excepciones legales. 

· Obligar en cualquier forma a los trabajadores a comprar mercancías o víveres en almacenes o proveedurías que establezca el empleador. 

· Exigir o aceptar dinero del trabajador como gratificación para que se le admita en el trabajo o por otro motivo cualquiera que se refiera a las condiciones de éste.

· Limitar o presionar en cualquier forma a los trabajadores en el ejercicio de su derecho de asociación. 

· Imponer a los trabajadores obligaciones de carácter religioso o político, dificultarles o impedirles el ejercicio del derecho de sufragio. 

· Hacer, autorizar o tolerar propaganda política en los sitios de trabajo. 

· Hacer o permitir todo género de rifas, colectas o suscripciones en los mismos sitios. 

· Ejecutar o autorizar cualquier acto que vulnere o restrinja los derechos de los trabajadores o que ofenda su dignidad. 

Obligaciones del Empleado o Trabajador
Son obligaciones del trabajador: 
· Realizar personalmente la labor, en los términos estipulados; observar los preceptos del reglamento y acatar y cumplir las órdenes e instrucciones que de modo particular le imparten el empleador o sus representantes, según el orden jerárquico establecido. 

· No comunicar con terceros, salvo autorización expresa, las informaciones que tenga sobre su trabajo, especialmente sobre las cosas que sean de naturaleza reservada o cuya divulgación pueda ocasionar perjuicios al empleador, lo que no obsta para denunciar delitos comunes o violaciones del contrato o de las normas legales del trabajo ante las autoridades competentes. 

· Conservar y restituir en buen estado, salvo el deterioro natural, los instrumentos y útiles que le hayan sido facilitados y las materias primas sobrantes. 

· Guardar rigurosamente la moral en las relaciones con sus superiores y compañeros. 
· Comunicar oportunamente al empleador las observaciones que estime conducentes a evitarle daños y perjuicios. 
· Prestar la colaboración posible en caso de siniestro o de riesgo inminente que afecten o amenacen las personas o las cosas de la empresa o establecimiento. 
· Observar las medidas preventivas higiénicas prescritas por el médico del empleador o por las autoridades del ramo. 
· Observar con suma diligencia y cuidado las instrucciones y ordenes preventivas de accidentes o de enfermedades profesionales. 
Prohibiciones al Trabajador 


Se prohíbe a los trabajadores: 
· Sustraer de la fábrica, taller o establecimiento, los útiles de trabajo y las materias primas o productos elaborados sin permiso del empleador. 
· Presentarse al trabajo en estado de embriaguez, o bajo la influencia de narcóticos o drogas enervantes. 
· Conservar armas de cualquier clase en el sitio del trabajo, a excepción de las que con autorización legal puedan llevar los celadores. 
· Faltar al trabajo sin justa causa de impedimento o sin permiso del empleador, excepto en los casos de huelga, en los cuales debe abandonar el lugar del trabajo. 
· Disminuir intencionalmente el ritmo de ejecución del trabajo, suspender labores, promover suspensiones intempestivas del trabajo o excitar a su declaración o mantenimiento, o sea que se participe o no en ellas. 
· Hacer colectas, rifas y suscripciones o cualquier clase de propaganda en los lugares de trabajo. 
· Coartar la libertad para trabajar o no trabajar, para afiliarse o no a un sindicato, o permanecer en él o retirarse. 
· Usar los útiles o herramientas suministradas por el empleador en objetos distintos del trabajo contratado. 
Obligación del salario. ART. 66 LOT


Artículo 66. “La prestación de servicio en la relación de trabajo será remunerada”.


El término remuneración según Quillet, es acción y efecto de remunerar, lo que sirve o se da para remunerar. Remunerar, por su parte, es pagar de alguna forma un servicio, especialmente con dinero. Toda prestación de servicio debe ser en consecuencia, retribuida, pagada, onerosa, no gratuita. 

La Ley del Trabajo derogada, en su artículo 19 establecía que la prestación de los servicios en el contrato de trabajo, individual y colectivo, debe ser remunerada. Se eliminó pues la mención de individual y colectivo, al respecto Alfonzo Guzmán comentaba que “No está demás hacer énfasis para finalizar el comentario del Art. 19 de nuestra Ley, en otro aspecto de la obligatoriedad de remunerar la prestación de servicios en el contrato de trabajo individual o colectivo. A nuestro juicio, esta afirmación de la ley – formulada dentro de las disposiciones generales sobre los contratos de trabajo, clasificados en individuales y colectivos – es, sino inexacta, por lo menos redundante en cuanto a la remuneración de los servicios prestados colectivamente. Bastaría con decir, que en el contrato de trabajo la prestación de servicios debe ser remunerada. Así nos referiríamos, mas técnicamente, a la contratación individual, ya que la colectiva sólo amplía económicamente las obligaciones engendradas por aquella”. 

En los contratos de trabajo no producen ningún efecto las estipulaciones o condiciones que desmejoren la situación del trabajador en relación con lo que establezca la legislación laboral. Todo trabajo ejecutado en virtud de ellas, que constituya por sí mismo una actividad lícita, da derecho al trabajador para reclamar el pago de sus salarios y prestaciones legales por el tiempo que haya durado el servicio. 
a.- La Prestación debe ser Remunerada

El término remuneración según Grijalbo (comentado por Longa, Jorge), es acción y efecto de remunerar, lo que sirve o se da para remunerar. Remunerar, por su parte, es pagar de alguna forma un servicio, especialmente con dinero. Toda prestación de servicio debe ser en consecuencia, retribuida, pagada, onerosa, no gratuita. 

La Ley de Trabajo derogada, en su Art. 19 establecía que la prestación de los servicios en el contrato de trabajo, individual y colectivo, debe ser remunerada. Se eliminó pues la mención de individual y colectivo, al respecto Alfonzo Guzmán comentaba que “No está demás hacer énfasis para finalizar el comentario del Art. 19 de nuestra ley, en otro aspecto de la obligatoriedad de remunerar la prestación de servicios en el contrato de trabajo individual o colectivo. A nuestro juicio, esta afirmación de la ley, formulada dentro de las disposiciones generales sobre los contratos de trabajo, clasificados en individuales y colectivos – es, sino inexacta, por lo menos redundante en cuanto a la remuneración de los servicios prestados colectivamente. Bastaría con decir, que en el contrato de trabajo la prestación de servicios debe ser remunerada. Así nos referiríamos, mas técnicamente, a la contratación individual, ya que la colectiva sólo amplia económicamente las obligaciones engendradas por aquellas”. 
En los contratos de trabajo no producen ningún efecto las estipulaciones o condiciones que desmejoren la situación del trabajador en relación con lo que establezca la legislación laboral. Todo trabajo ejecutado en virtud de ellas, que constituya por sí mismo una actividad lícita, da derecho al trabajador para reclamar el pago de sus salarios y prestaciones legales por el tiempo que haya durado el servicio. 
El trabajo no dependiente
Lo primero que se nota al estudiar la subordinación es la imprecisión conceptual con que se nos presenta en sus formaciones doctrinales. Ya en la propia terminología se advierte gran imprecisión, de un lado, al sinonimizar subordinación y dependencia que responden a nociones parecidas pero no idénticas; de otro lado, el poder antonimizar trabajo independiente, pero no trabajo “insubordinado”, que conlleve a resonancias infractoras, y de otro lado, por el uso frecuente de la expresión trabajo autónomo como sinónimo de trabajo independiente, cuando en rigor responden a diversas acepciones (autónomo es el que se da normas a sí mismo). 

Longa Sosa, determina que, prescindiendo de precisiones terminológicas, cabe advertir tres significados en dichas expresiones, de orden económico, técnico y jurídico. 

a) En una primera acepción económica, la subordinación puede indicar a sus tres contenidos: 

· Una especie de sometimiento personal del trabajador al empresario en cuanto que sus necesidades vitales y las de su familia dependen de la retribución, acepción que puede ser útil en momentos históricos de sumisión personal, pero no hoy en que la retribución tiene connotaciones jurídicas diferentes. 

· Sometimiento a una organización económica empresarial a la que pertenece como miembro, acepción que aún siendo estimable pugna con la incorporeidad jurídica de la organización empresarial. 

· Una especie de sumisión a quien dispone de su trabajo en razón a que el riesgo productivo recae sobre éste. 

En tales sentidos económicos, se podría decir que todo trabajo por cuenta propia es independiente, mientras que todo trabajo por cuenta ajena es subordinado. 
b) En una segunda acepción técnica, la dependencia implica un acatamiento a las órdenes técnicas impartidas por quien dispone sobre el trabajo ajeno, es decir, la sumisión al poder organizativo técnico de éste. En tal sentido, se podría decir que el trabajo por cuenta propia es siempre independiente, toda vez que la organización técnica de la actividad laboral emana siempre de quien dispone de su propio trabajo. En cambio, resulta disponible la proposición inversa, es decir, el trabajo por cuenta ajena puede o no estar sometido a la dependencia técnica (los directivos técnicos, con amplia autonomía en las decisiones técnicas e incluso organizadoras del trabajo, son trabajadores por cuenta ajena). 
c) En una tercera acepción jurídica, numerosos intentos doctrinales han pretendido configurarla, bien como derivación de la relación personal de servicios dentro de una jerarquía funcional, bien como aspecto pasivo de un poder jurídico del empresario, bien como compulsión interna a la prestación en una relación obligacional, bien como derivada de la incorporación o inserción al ámbito organizativo empresarial, o bien como contrapunto del poder de dirección empresarial, con lo que la subordinación se degrada al equipararse al mero deber de obediencia en el seno de la relación laboral individual. 
Al modo de ver de Longa, Jorge, la subordinación y dependencia no son más que consecuencias normales, no esenciales, de la enajenación del trabajo, a que se les quiere atribuir un rango de esencialidad causal que no les corresponde. En efecto, al no poderse escindir la persona de su trabajo, la enajenación de la actividad productiva conlleva normalmente una vinculación personal del trabajo, que le hace aparecer como trabajador subordinado. Es decir, la cesión de la disposición sobre su trabajo que realiza el trabajador, implica conexamente una puesta a disposición de su propia persona, lo cual supone tanto la subordinación económica, como la dependencia técnica y la subordinación jurídica, fundamentando en sus últimas raíces el poder de dirección empresarial. 
Así, la enajenación del trabajo, que conlleva la puesta a disposición o disponibilidad del trabajador, explica por sí misma, cuando la actividad productiva se realiza en una empresa organizada, que se exija al trabajador la incorporación o inserción en la empresa y a sus exigencias organizativas, en base a esa vinculación personal derivada de la enajenación del trabajo. Pero, también, la propia enajenación del trabajo es capaz de explicar la vinculación personal y la subordinación cuando la actividad no se realiza en el marco organizado de la empresa, sino en la simple relación laboral. 
Estos trabajadores no dependientes, gozan del derecho de sindicalización de conformidad con los Arts. 400 y siguientes de la Ley Orgánica del Trabajo, asimismo pueden celebrar acuerdos similares a las convenciones colectivas del trabajo. 
El trabajo de dirección. ART. 42 LOT


Artículo 42. “Se entiende por empleado de dirección el que interviene en la toma de decisiones u orientaciones de la empresa, así como el que tiene el carácter de representante del patrono frente a otros trabajadores o terceros y puede sustituirlo, en todo o en parte, en sus funciones”.

En la Ley Orgánica del Trabajo, se establece claramente, la distinción entre las nociones de trabajadores de confianza y trabajadores de dirección la cual se venía ya pergeñando en similares notas en el Reglamento de la Ley del Trabajo derogada. En efecto, dicho reglamento señalaba expresamente que “Son empleados de dirección los trabajadores que tengan el carácter de representantes generales del patrono frente a otros trabajadores o terceros y pueden sustituirlos en todo o en parte de sus funciones de administración comprometiendo la responsabilidad del patrono, y de cuya actividad y alto grado de responsabilidad depende el buen resultado de los trabajos”. (Art. 15). 
Sin embargo, para Alfonzo-Guzmán, a pesar del esfuerzo para distinguir entre “empleados de dirección” y “empleados de confianza”, el resultado es manifiestamente vano. La simple lectura basta para convencer al intérprete – argumenta el citado autor -, de que, según el texto, todos los empleados de dirección son trabajadores de confianza, pues “los representantes generales del patrono, capaces de sustituirlo en todo o en parte de sus funciones de administración, comprometiendo responsabilidad, y de cuya actividad y grado de responsabilidad depende el buen resultado de los trabajos”, son también personas en posesión de los secretos industriales o comerciales del patrono”, y participan, de una u otra forma, “en la administración del negocio o en la supervisión de los demás trabajadores. a la inversa, es igualmente veraz la observación. La definición de tales conceptos – pretensión a la que ha renunciado la misma OIT -, deja siempre al intérprete tan perplejo y falto de seguridad como si la definición no existiera. 
Villasmil, a cuya opinión nos adherimos, opina que los empleados de dirección son los altos ejecutivos, directores o gerentes, que intervienen directamente en la toma de decisiones, que determinan en la toma de decisiones, que determinan el rumbo de los negocios de la empresa y que pueden representarla u obligarla frente a los demás trabajadores o a los terceros. Por ello señala el comentarista patrio – cuando el legislador se refiere a esta categoría de empleados, calificándolos como aquellos que intervienen en la toma de decisiones u orientaciones de la empresa, no está, desde luego, apuntando a considerar como tal a cualquier trabajador que de alguna manera tome o transmita decisiones; puesto que en cierta forma un gran número de trabajadores intervienen diaria y rutinariamente en la toma de ciertas decisiones dentro del proceso productivo; pero esa sola circunstancia no basta para calificarlos como empleados de dirección. 
a.- Representante del Patrono. Art. 50, 51 y 52 LOPT. Procedimientos 

Artículo 50. “Cuando por la naturaleza de la relación jurídica sustancial que sea objeto del proceso no pudiere pronunciarse sentencia útilmente sin la presencia o el emplazamiento de todos los interesados, tanto demandantes como demandados deberán comparecer y ser emplazados en forma legal”.

En las relaciones laborales realmente es difícil encontrar casos en el que haya verdadero litisconsorcio necesario, el cual puede ser definido como aquel en el que la cualidad (legitimatio ad causam) de una única relación sustancial controvertida esta fraccionada o repartida entre dos o mas personas (por ejemplo, impugnación de paternidad, Art. 208 CC9. Por ello parece innecesaria la reglamentación de este artículo, basado en el Art. 56 Código Modelo Procesal Civil para Iberoamérica. El litisconsorcio necesario aquí regulado no debe confundirse con la conexión jurídica de causas que provoca una acumulación intelectual de las mismas en cuanto siendo múltiples las relaciones sustanciales (laborales) todas ellas requieren una misma solución jurídica. 
Podría parecer que la sustitución de patronos es un caso. Pero en realidad no lo es, como tampoco la solidaridad de patronos fundada en el Art. 21 del RLOT, en razón de haber un Grupo Económico de Producción al cual pertenece el empleador a quien demanda. El Art. 90 LOT señala que la sustitución del patrono no afectará las relaciones de trabajo existentes. El patrono sustituido será solidariamente responsable con el nuevo patrono por las obligaciones derivadas de la Ley o de los contratos, nacidas antes de la sustitución, hasta por el término de prescripción previsto en el Art. 61 LOT. De esta disposición surge evidenciada la solidaridad entre las empresas deudoras de los créditos litigiosos. Pero ninguna solidaridad acarrea obligatoriamente la integración de un litisconsorcio necesario en un proceso judicial. El actor es libre de demandar a uno, a varios o a todos los codeudores solidarios, ya que, según reza el Art. 1221 CC “la obligación es solidaria cuando varios deudores están obligados a una misma cosa, de modo que cada uno pueda ser constreñido al pago por la totalidad…”. La solidaridad nada obsta la antigüedad en la prestación de servicios a los fines de calcular las prestaciones sociales, de acuerdo a lo que señala el Art. 92 LOT. 
La pertenencia de una persona jurídica, ajena a la prestación de servicios del trabajador pero incluida en el grupo económico de producción al cual también pertenece el empleador (Art. 177 LOT y Art. 21 RLOT), genera también una solidaridad entre todas las empresas que conforman ese grupo, según señala jurisprudencia de la Sala de Casación Social abajo copiada, pero ello no significa que baste demandar a una de las entidades para obtener cosa juzgada y hacer ejecutoria contra una cualquiera de las otras personas jurídicas, pertenecientes al grupo, que no han sido demandadas. Como expresa la decisión de la Sala: “la participación de los trabajadores en su distribución (utilidades), se efectuará atendiendo al concepto de unidad económica, ello, con prescindencia de que la explotación de la actividad se encuentre diseminada en personas jurídicas diferentes”; de suerte que el efecto de Derecho sustantivo que pueda haber, o empecé la personalidad jurídica, y – por ende su condición de parte o de tercero no interviniente – de cada una de las empresas integrantes del grupo o holding. 
Respecto a los sujetos activos de la relación procesal, o sea, los trabajadores, es imposible que la legitimación a la causa esté fraccionada y deba completarse con la concurrencia de todos ellos; tal hipótesis repugna a la naturaleza de la relación de trabajo que presupone una vinculación personal y por tanto singular, no compartida, de la cualidad. De allí que el Tribunal Supremo de Justicia haya concluido que no puede haber sustitución de trabajador. Las disposiciones sobre jornada de trabajo, salario mínimo, riesgos profesionales, etc., no pueden aplicarse a las personas jurídicas. Una persona jurídica puede obligarse a ejecutar determinados trabajos y puede hacerlos realizar por conducto de sus trabajadores, pero no puede ejecutarlos directamente. 
La Ley Orgánica del Trabajo, en su Art. 39 define claramente a quien debe considerarse trabajador. El referido artículo es del tenor siguiente: “…Se entiende por trabajador la persona natural que realiza una labor de cualquier clase, por cuenta ajena y bajo la dependencia de otra…”. Por su parte, el Art. 49 del Capítulo IV del Título I de la misma Ley, diferencia muy claramente la condición de patrono, el cual debe ser necesariamente una persona natural o jurídica, en cambio el trabajador debe ser siempre una persona natural, haya existido, ni exista, relación laboral alguna pues no es factible que entre personas jurídicas exista este tipo de vínculo laboral, toda vez que la Ley Orgánica del Trabajo, en su Art. 39 define claramente a quien debe considerarse trabajador. El referido artículo es del tenor siguiente: “…Se entiende por trabajador la persona natural que realiza una labor de cualquier clase, por cuenta ajena y bajo la dependencia de otra…”. 
El Art. 279 CPC concierne solamente a litisconsortes demandados solidarios condenados en costas. La solidaridad sustancial se traslada al ámbito del proceso, y por tanto responden de las costas in solidum et non in partibus. El fundamento de esta norma radica en el hecho de que no se hace más onerosa la situación del deudor solidario perdidoso si se le conmina a pagar lo mismo que hubiese pagado caso de habérsele demandado a él solo. Marcano Rodríguez, citado por Henríquez La Roche, fundamenta este principio de extensión de la solidaridad a las costas en el carácter expreso, no implícito, de la solidaridad. 
“Si examinamos el vínculo de solidaridad en relación con los litisconsortes demandados – expresa Chiovenda, citado por el mismo autor -, la cuestión varía según la naturaleza del vínculo: si éste supone, de manera indudable, la responsabilidad de uno de los obligados en cuanto a las costas de otro (fianza), la solidaridad respecto a las costas existirá no sólo si se trata de las comunes, sino independientemente de ello y también, por tanto, en cuanto a las costas especiales de uno. Basada la condena en costas en la relación de medio a fin en que se encuentran con el derecho y debiendo gozar las costas de iguales ventajas que el derecho que se reconoce o declara, es evidente que si el derecho se declara solidariamente contra varios, lo mismo ha de entenderse para las costas. En este caso se da la solidaridad tanto en razón del vínculo primitivo como por la identidad de objeto, por lo cual se comprende que los legisladores, tan opuestos en general a la solidaridad en materia de costas, la hayan admitido en caso de vínculo solidario; solidaridad que no es bastante por si sola a producir la de las costas especiales”. 
Artículo 51. En el caso de litisconsorcio necesario activo, si no hubieren comparecido todos los interesados, el Tribunal no dará curso a la demanda hasta tanto se cumpla ese requisito. La misma facultad tendrá tratándose del litisconsorcio necesario pasivo, mientras la parte actora no proporcione los datos necesarios para que todos los litisconsortes puedan ser emplazados en fonda legal.

La disposición parece innecesaria también, y un tanto confusa, pues ya el artículo anterior establece que debe haber comparecencia y emplezamiento de actores y/o demandados, lo cual es un requisito de validez del proceso atinente a cualquier litigante, individual o litisconsorcial. Por otra parte, es confusa porque no señala en qué momento debe hacerse la comparecencia, por lo que hemos de presuponer que se trata de la Audiencia Preliminar so pena de ser declarado desistido el procedimiento. 
La norma debió añadir que tal desistimiento surte efectos sólo contra el litisconsorte activo no compareciente, ya que los colitigantes son independientes entre sí y los actos u omisiones de uno no aprovechan ni perjudican a los otros. 
La legislación conjunto de marido y mujer que prevé el Art. 168 CC, no tiene aplicación en la causa principal de los juicios laborales, ya que en estos nunca se pretenden derechos reales que son, justamente, los que requieren la actuación en juicio de ambos consortes y el consentimiento uxsoris en ciertos negocios jurídicos señalados por dicha norma. 
Hemos de aclarar que el trabajador no tiene acción contra un solo heredero por la totalidad de sus créditos frente al patrono de cujus ya que los créditos laborales corresponden netamente a obligaciones divisibles, y por ende será menester demandar a todos los 

coherederos, para quienes el litisconsorcio será uniforme (Art. 148 CPC). 
El litisconsorcio uniforme presupone la necesidad de que haya una decisión del mismo contenido frente a todos los colitigantes en razón de una vinculación común en el objeto (solidario en el pago, entre de cosa indivisible). No es este un litisconsorcio necesario, pues al estar fraccionada el crédito o la obligación laboral entre todos los herederos (según solidaridad de acreedores o de deudores), existen propiamente varias relaciones sustanciales y no una sola. Cada heredero del empleador está obligado por su porción y cada heredero del trabajador tiene derecho sólo a su porción. 
Artículo 52. Quien tenga con alguna de las partes relación jurídica sustancial, a la cual no se extiendan los efectos jurídicos de la sentencia pero que pueda afectarse desfavorablemente si dicha parte es vencida, podrá intervenir en el proceso como coadyuvante de ella.

Podrán también intervenir en el proceso, como litisconsortes de una parte, los terceros que sean titulares de una determinada relación jurídica sustancial, que pueda verse afectada por la sentencia que se va, a dictar y que por ello estén legitimados para demandar o ser demandados en el proceso.

La intervención voluntaria de un tercero, que tiene interés legitimo en las resultas del juicio, puede hacerse efectiva en cualquier estado o grado del proceso, a favor del demandante o del demandado. En la jurisdicción civil no hay necesidad de presentar una demanda en forma, bastante estampar al efecto una diligencia, por lo que el interviniente coadyuva la defensa del demandado o la pretensión del coadyuvado, sea argumentando razones de derecho, sea interponiendo recurso contra alguna providencia. Pero en el proceso laboral, el Art. 53 requiere que la intervención se ajuste a las formas previstas para la demanda, en lo que fuere aplicable. 
Esta norma prevé la intervención coadyuvante y la litisconsorcial. Difieren una de otra en la pretensión: por la primera, el tercero ayuda al triunfo de la parte principal, pudiendo “hacer valer todos los medios de ataque o defensa admisibles en tal estado de la cusa, siempre que sus actos y declaraciones no estén en oposición con los de la parte principal” (Art. 380 CPC); por la segunda, la litisconsorcial, hace valer una pretensión propia, la de la relación sustancial conexa afectada por la causa pendiente, y por tanto el tercero asume el ejercicio de una pretensión (se ayuda a sí mismo), o de una defensa independiente que le da autonomía de actuación en el juicio (Art. 381 CPC). El interviniente voluntario litisconsorcial no tiene oportunidad ad hoc para contestar la demanda; pero si acaso fuere un litisconsorte necesario, tendrá derecho a que se reponga el juicio al estado de poder adversar él también la pretensión del actor. Un ejemplo sería el del cónyuge del reo que no ha sido demandado con él, no obstante estar sujeta la cosa litigiosa al régimen proteccionista del Art. 168 CC: pero este supuesto no se da en el proceso laboral porque, como ya hemos dicho, en los juicios del trabajo no se dilucidan pretensiones reales sino sólo derechos de créditos atinentes a relaciones de trabajo, o a créditos resarcitorios derivados de actos ilícitos conexos a la actividad laboral, de los cuales queda excluidos, por cierto, los bienes propios y la parte de los bienes comunes del cónyuge del empleador o empleadora (Art. 167 CC). 
Existe una delimitación entre el régimen coadyuvante y el litisconsorcial que denota el Art. 381 CPC. El primero se da cuando el adherente es sujeto de una relación sustancial que tiene con uno de los litigantes, a la cual no se extienden los efectos jurídicos de la sentencia más que indirectamente o por una eficacia refleja. El régimen litisconsorcial corresponde, en cambio, a los casos en los que el efecto de la sentencia interesa directamente a la relación jurídica en la cual es sujeto sustancial el interviniente, y que por ende, podía o debió haber sido demandante o demandado originario. 
Cuando existe una conexión objetiva o de accesoriedad entre una u otra relación jurídica (por ejemplo la solidaridad entre patronos sucesivos), el sujeto sustancial de una de ellas, que no es parte en el juicio, entra en éste como litisconsorte, y no como adherente, desde que propiamente se ayuda a si mismo antes que a su colitigante. 
Otro caso de intervención litisconsorcial (no adherente) es el de las legitimaciones anómalas pasivas; aquellas que corresponden al tercero dador de hipoteca (Arts. 1900 y 1902, segunda parte CC) o dador de prenda (Art. 1843 CC) en el juicio de ejecución de hipoteca o de prenda. La Ley manda llamarlos a juicio (Art. 661 CPC) como partes formales necesarias; aunque sin integrar con el deudor, contrayente de la obligación garantida, un litisconsorcio necesario, pues la causa no le es inherente del mismo modo. Los terceros dadores de garantía no son titulares de la obligación garantida, y por tanto no tienen una cualidad normal; pero forzosamente tienen que ser demandados, si el pago se pretende con cargo a la garantía real dada por ellos, mobiliaria o inmobiliaria. Por tanto, son terceros en la relación sustancial garantida y son parte en la relación sustancial garante. Si ellos, pues, irrumpen en el proceso, su intervención no será adherida sino litisconsorcial. 
Los obreros. ART. 43 LOT


Artículo 43. “Se entiende por obrero el trabajador en cuya labor predomina el esfuerzo manual o material”.


Serán considerados obreros los trabajadores que preparan o vigilan el trabajo de los demás obreros, tales como vigilantes, capataces y otros semejantes. Si el trabajador, conforme a lo pactado o a la costumbre, asociare a su trabajo a un auxiliar o ayudante, el patrono de aquél lo será también de éste.

La distinción que se hacía entre los conceptos de “empleado” y “obrero”, era básicamente establecida en función del predominio del esfuerzo manual o del intelectual. Esta tenue diferenciación ha ido desapareciendo, ya que no existe ningún trabajo humano en que uno de los dos tipos de esfuerzo, intelectual o manual, excluya totalmente al otro. Por elevada que sea la participación de la inteligencia, siempre se requiere el trabajo material para hacerla patente y exteriorizarla. Las modernas codificaciones laborales tienden marcadamente a suprimir la discriminación que en el trato legal se había mantenido tradicionalmente entre ambas especies de trabajadores. En este sentido, nuestra Ley Orgánica del Trabajo sólo distingue en función como ya se dijo en el caso de los trabajadores de dirección, del régimen de los empleados públicos y la duración del trabajo a tiempo determinado. 
1.-  OBRERO CALIFICADO. ART. 44 LOT


Artículo 44. “Se entiende por obrero calificado el que requiere entrenamiento especial o aprendizaje para realizar su labor”.

La clasificación de los trabajadores en la legislación laboral venezolana en “obreros” y “empleados”, permitió a la jurisprudencia ubicar una categoría que posteriormente se incluiría en la Ley Orgánica del Trabajo constituida por los obreros especializados o calificados, los cuales adquieren por la práctica, la experiencia y la habilidad personal, conocimientos que van a calificar el servicio prestado sin llegar a la categoría de quien necesita adquirir conocimientos por estudio y dejar de ser así un simple obrero. 

Una vieja sentencia de la entonces Corte Federal, del 6 de noviembre de 1956 expresaba al respecto: “… entre ambos extremos es admisible, y así resulta en la realidad, que el oficio, al parecer puramente manual, adquiere por la práctica, la experiencia y la habilidad personal, conocimientos que califican el servicio prestado… la doctrina y la jurisprudencia así lo admiten, estableciendo categorías de obreros llamados calificados o especializados. Son éstos, aquellos que por la práctica, la experiencia o la habilidad personal sin estudios previos especiales, superan el elemento manual en su actividad sin alcanzar el predominio de lo intelectual, el cual exige estudios previos”. 
2.-  EL TRABAJADOR DE CONFIANZA 

Los cargos calificados como de confianza, son los que generan obligaciones para el que lo asume o lo desempeña, en el sentido de que su cumplimiento va a comprometer jurídicamente y laboralmente al patrono o empleador frente a los trabajadores o frente a los trabajadores o frente a terceros. El titular conoce pues, de manera intima el universo de la empresa y está penetrado en sus fines institucionales, de su destino económico y de los planes y programas para el desarrollo de su función en el seno de la comunidad donde se desenvuelve. 
Como se ve, es difícil deslindar la figura del trabajador de “dirección”, del de “confianza”. Bien lo dice Alfonzo Guzmán, “la simple lectura basta para convencer al intérprete de que, según el texto, todos los empleados de dirección son trabajadores de confianza, pues los representantes generales del patrono, capaces de sustituirlo en todo o en parte de sus funciones de administración, comprometiendo su responsabilidad, y de cuya actividad y grado de responsabilidad depende el buen resultado de los trabajos, son también personas en posesión de los secretos industriales o comerciales del patrono”, por otra parte Rafael Caldera, en este sentido afirma que en principio, todos los empleados de una empresa o explotación, son de confianza, desde el momento en que han sido contratados y son mantenidos por el empleador en la prestación de los servicios. 
Se entiende por empleado de confianza aquel a quien se le imponen obligaciones cuyo cumplimiento compromete legalmente al patrono ante otros trabajadores o ante terceros, ya que ellos representan al empleador y expresan su voluntad. Igualmente, participan en la supervisión de los demás trabajadores y tienen acceso a los secretos comerciales o industriales de la empresa en la cual laboran, por estar en contacto intimo con las personas que la dirigen o participan en la dirección del negocio. 
A su vez el artículo 18 del citado Reglamento establece: “La calificación de un cargo como de dirección, de confianza o de vigilancia o el carácter continuo o discontinuo de la labor, dependerá de la naturaleza real de los servicios prestados, independientemente del calificativo que a tal efecto haya sido convenido por las partes o del que unilateralmente hubiese establecido el patrono”. 
Es decir, que para poder establecerse que un trabajador es de confianza es necesario que se fijen los hechos que permitan apreciar que realiza actividades propias de un empleado que tiene tal condición. 
3.-  LOS TRABAJADORES DE DIRECCIÓN Y CONFIANZA 

Son empleados de dirección aquellos que administran y manejan recursos de la empresa, y de confianza quienes tienen acceso a información privilegiada o confidencial del empleador. Por lo tanto, en principio no todos los colaboradores de una compañía pueden ser de dirección, manejo o confianza. Para establecerlo es necesario verificar las funciones que realizan y sus obligaciones contractuales. 

Ahora, el que los empelados de dirección, manejo o confianza no estén sujetos al cumplimiento de la jornada máxima legal, no quiere decir que no deban cumplir con un horario de trabajo, pues es apenas lógico que tienen que ingresar y salir de las instalaciones de la empresa y en horas laborales, o al menos razonables, a menos que puedan trabajar desde sus casas. 

Así, el llevar una planilla de control de ingreso y salida no presenta ningún riesgo para el empleador, pues incluso sirve como mecanismo de seguridad, al igual que el control devisitantes. 

En síntesis es recomendable que se estudie individualmente cada contrato para establecer si en realidad el trabajador puede ser catalogado como de dirección, manejo o confianza, y así evitar contingencias laborales. 

Otra descripción sería, se entiende como trabajador de dirección y confianza, aquel trabajador que por su cargo y por las funciones que presta, tiene una gran responsabilidad dentro de la estructura administrativa de la empresa, en cuanto poseen mando y jerarquía frente a los demás trabajadores.
Los trabajadores de dirección y confianza actúan como representantes del patrono o empleador, y en tales condiciones, las actuaciones del estos trabajadores frente a los demás empleados, obligan al empleador o patrono, tal como lo establece el Código sustantivo del trabajo. 

De forma infundada no se puede considerar como empleado de dirección y confianza a un trabajador que no desempeña funciones de tal naturaleza, o que no ostenta facultades de este tipo.
Es importante tener presente que en la figura del empleado de dirección o confianza, prima la naturaleza de las funciones sobre lo estipulado en el contrato de trabajo.
Recordemos que por expresa disposición legal, la jornada laboral máxima no se aplica a los trabajadores de dirección y confianza, lo que es utilizado por algunas empresas como una estrategia para burlar la jornada máxima legal.
Algunas empresas le dan la característica de empleados de dirección y confianza a casi todos los empleados, de modo que a casi ninguno le respetan la jornada laboral máxima permitida por la ley.
Sobre esta práctica, hay que decir que no es posible elevar a la categoría de empleado de confianza a un trabajador que no cumple funciones de dirección o de confianza, pues esta figura es exclusiva para los empleados que desempeñan este tipo de funciones.

Finalmente, otra opinión sería la siguiente, El personal de confianza, se define en el artículo 45 de la Ley Orgánica del Trabajo L.O.T, que nos dice que el trabajador de confianza, es aquel que tiene conocimientos sobre los secretos industriales o comerciales del patrono, o que participe en la administración del negocio o que supervise a otros trabajadores.

Los empleados de confianza, mas allá de tener un cargo de confianza para la empresa y un sueldo mejor, podemos decir que no tienen grandes beneficios, sino más bien muchas responsabilidades y deberes.

Los empleados o trabajadores de confianza se encuentran amparados por la estabilidad 

relativa (indemnización en función a los años de servicios prestados por el trabajador) de conformidad con el artículo 112 de la Ley Orgánica del Trabajo.

El Artículo 198: “Los empleados o trabajadores de confianza, no estarán sometidos a las limitaciones establecidas en los artículos de la jornada laboral, que van desde el artículo 189 hasta el artículo 197. Pero no podrán trabajar más de 11 horas diarias y tendrán derecho a un descanso de una 1 hora diaria”.

El Artículo 514: “El patrono está obligado a negociar y celebrar una convención colectiva de trabajo, con el sindicato que represente la mayoría absoluta de los trabajadores…”

El Artículo 515: “A los fines de determinar la mayoría requerida en el artículo anterior, no se tomará en consideración a los trabajadores de dirección o de confianza”. 

Los empleados o trabajadores de confianza se pueden excluir de la convención colectiva, pero las condiciones de trabajo, derechos y beneficios que disfruten no podrán ser inferiores a los demás trabajadores.

De acuerdo con Hernández, Oscar, empleados de dirección son aquellos que, como los define el Art.42 LOT, intervienen en la toma de decisiones u orientaciones de la empresa, así como el que tiene el carácter de representante del patrono frente a terceros o frente a otros trabajadores y puede sustituirlo en todo o en parte de sus funciones. 

Comúnmente se les llama también, altos empleados o altos ejecutivos de la empresa. Prácticamente este tipo de empleados se identifica con la persona del patrono. 

El criterio utilizado por la jurisprudencia nacional para caracterizar los empleados de dirección es muy restringido, pues señala que tal noción es únicamente aplicable a los altos ejecutivos o gerentes de las empresas que participan en lo que se conoce como “grandes decisiones”, es decir, la planificación de la estrategia de producción, en la selección, contratación, remuneración o movimiento de personal, en la representación de la empresa y en la realización de actos de disposición de su patrimonio, exigiendo algunas sentencias que todos estos elementos se den en forma acumulativa. 
Nótese que la Ley emplea el término empleado de dirección, y no trabajador de dirección, por cuanto esta categoría de trabajadores está limitada a los empleados; no se concibe un obrero de dirección. 
Los empleados de dirección al igual que los trabajadores de confianza, están sometidos a un régimen de jornada excepcional que puede durar hasta 11 horas con una de descanso (Art. 198 LOT) y además están excluidos de la protección de la estabilidad prevista en el Art. 112 LOT. 
La Jurisprudencia nacional ha sostenido que las funciones señaladas en el artículo 42 no son acumulativas y que basta con que se dé uno de los tres supuestos para que se califique a un empleado como de dirección (Juzgado Superior Tercero del Trabajo del Área Metropolitana. Sentencia del 13-06-94). 
Sustento de la relación de trabajo 
a.- Sujeto de la Relación Laboral. Art. 39 LOT 

Artículo 39. “Se entiende por trabajador la persona natural que realiza una labor de cualquier clase, por cuenta ajena y bajo la dependencia de otra.

La prestación de sus servicios debe ser remunerada”.

El término “trabajador” que en la lengua castellana es originalmente un adjetivo aplicable al que “trabaja mucho” – nos dice Longa Sosa – se ha sustantivizado, y si en términos generales se podía aplicar a todo el que realiza un trabajo, de cualquier naturaleza que éste sea, en su sentido propio se aplica a quien habitualmente vive de su trabajo. La circunstancia de vivir de su trabajo es la que en sentido económico caracteriza al trabajador. 
El mismo autor define al trabajador como “todo individuo que necesita del producto de su trabajo para poder vivir y hacer vivir a su familia”, aclarando que “vivir” incluye “todos los aspectos de la existencia humana normal, esto es, alimentación, vestuario, habitación, transporte, higiene, educación, recreación y previsión condignos, o mejor, medianamente satisfactorios, no sólo para el individuo sino para su familia toda”. 
La Ley Orgánica del Trabajo usa indistintamente los términos “trabajador”, “empleado” y “obrero”, para indicar a la persona que trabaja por cuenta ajena, bajo la dependencia de otra y mediante una remuneración. 
El ordenamiento laboral venezolano admite pues, la acostumbrada clasificación de los trabajadores tomando en cuenta si en sus labores predomina respectivamente, el esfuerzo intelectual o físico. 
La jurisprudencia ha creado una tercera especie de trabajador, intermedio entre el empleado y el obrero, que sería el obrero especializado o calificado que adquiere por la práctica, la experiencia y la habilidad personal, conocimientos que califican el servicio prestado sin alcanzar la categoría de quien necesita adquirir conocimientos por el estudio y dejar de ser así, un simple obrero. La Ley Orgánica del Trabajo en su artículo 44 recogió esta categoría definiéndola claramente. 
El trabajador es una persona natural; debido al carácter personal de la prestación de servicios, sólo las personas naturales pueden tener el carácter de trabajadores. La clase de servicio que se preste carece de importancia a los efectos del concepto de trabajador. El trabajador realiza una actividad por cuenta ajena, no la hace para sí mismo, sino para otro. Esta actividad debe ejecutarse bajo subordinación o dependencia; sustituyendo su voluntad, en lo que corresponde a la ejecución del servicio, bajo las órdenes e instrucciones del patrono. La remuneración es otra nota distintiva del contrato de trabajo. 
I. Trabajador no Dependiente. Art. 40 LOT

Artículo 40. “Se entiende por trabajador no dependiente la persona que vive habitualmente de su trabajo sin estar en situación de dependencia respecto de uno o varios patronos.

Los trabajadores no dependientes podrán organizarse en sindicatos de acuerdo con lo previsto en el Capítulo II del Título VII de esta Ley y celebrar acuerdos similares a las convenciones colectivas de trabajo según las disposiciones del Capítulo III del mismo Título, en cuanto sean aplicables; serán incorporados progresivamente al sistema de la Seguridad Social y a las demás normas de protección de los trabajadores, en cuanto fuere posible”.

La vigente Ley Orgánica del Trabajo, en el artículo 40 nos da una definición de lo que es el trabajador no dependiente en la forma siguiente: “Se entiende por trabajador no dependiente la persona que vive habitualmente de su trabajo sin estar en situación de dependencia respecto de uno o varios patronos. Los trabajadores no dependientes podrán organizarse en sindicatos de acuerdo con lo previsto en el capitulo segundo del título séptimo de esta ley y celebrar acuerdos similares a las convenciones colectivas de trabajo según las disposiciones del capítulo tercero del mismo título. En cuanto sean aplicables, serán incorporados progresivamente al sistema de la seguridad social y a las demás normas de protección de los trabajadores, en cuanto fuere posible.” Esta norma es pertinente relacionarla con el artículo primero de la mencionada ley, que nos expresa que ella regirá las situaciones y relaciones jurídicas derivadas del trabajo como hecho social. De manera que, según este último artículo, el objeto del derecho del trabajo es el trabajo en sí, considerado en su dimensión social; y por ello la ley regula esas situaciones jurídicas y relaciones derivadas del desarrollo del trabajo, independientemente de que sea realizado en condiciones de dependencia o no y de la naturaleza de la actividad. De allí que resulta clara la intención del legislador de brindar protección a quien realiza un trabajo en forma no dependiente. 

Como ejemplo de estos trabajadores podemos mencionar el dueño de su propio vehículo que trabaja como taxista; el buhonero o comerciante ambulante que atiende su propio puesto de venta, etc. Cabe mencionar que son muy escasas las normas que tiene la Ley Orgánica del Trabajo que se aplican a estos trabajadores, siendo ellas las mencionadas en los artículos 87, 400 al 468 (que se refieren a los sindicatos, y los artículos 469 al 506 (que tratan de las convenciones colectivas de trabajo). También a estos trabajadores se les pueden aplicar las normas de seguridad social en cuanto fuere posible; porque el aludido artículo 40 prevé la posibilidad que ellos sean incorporados progresivamente al sistema de la seguridad social y a las demás normas de protección de los trabajadores, en cuanto fuere posible. 

Otro orden de ideas, resulta interesante señalar que en el proyecto de reforma constitucional que presentó el ciudadano Presidente de la República a consideración del electorado, el cual fue rechazado en referendo celebrado el 2 de diciembre del pasado año, establecía en su artículo 87, entre otros aspectos, “A los fines de garantizar el ejercicio de los derechos laborales de los trabajadores y trabajadoras no dependientes, como taxistas, transportistas, motorizados y motorizadas, comerciantes, artesanos y artesanas, pequeños mineros y pequeñas mineras artesanales, barberos y barberas, peluqueros y peluqueras, pescadores y pescadoras, agricultores y agricultoras, trabajadores y trabajadores temporales, amas de casa, empleados y empleadas domésticos, cultores y cultoras populares, profesionales y todo aquel que ejerza por cuenta propia cualquier actividad productiva para el sustento de sí mismo y su familia, la ley creará y desarrollará todo lo concerniente a un fondo de estabilidad social para trabajadores y trabajadoras por cuenta propia, para que con el aporte del Estado y del trabajador o trabajadora, puedan estos y estas gozar de los derechos laborales fundamentales, tales como jubilaciones, pensiones, vacaciones, reposos, pre y post natal y otros que establezcan las leyes.” 

Esta norma constitucional abarcaba el denominado trabajador no dependiente, así como trabajadores que están amparados por normas de los regímenes especiales a que se contrae la Ley Orgánica del Trabajo en el titulo quinto; entre mezclando entonces, al trabajador no dependiente con los trabajadores sujetos a un régimen especial, pero que prestan un servicio subordinado. 

En conclusión, podemos señalar que el mencionado artículo 40 de la Ley Orgánica del Trabajo, referente al trabajador no dependiente lo condiciona a que viva habitualmente de su trabajo sin estar en situación de dependencia con respecto a uno o varios patronos, y admite la aplicación de las normas de esa ley en dos aspectos siguientes: A) Las normas relacionadas con los sindicatos, ya que estos trabajadores pueden organizarse en sindicatos; y B) Las normas relacionadas con las convenciones colectivas de trabajo, puesto que ellos pueden celebrar acuerdos similares a esas convenciones. Además prevé la norma, su incorporación progresiva al sistema de seguridad social en cuanto fuere posible. 

Pero para aplicar esto último, se hace necesario emprender estudios en mayor profundidad dirigido a buscar soluciones factibles a una realidad ineludible: Casi la mitad de los trabajadores venezolanos corren el riesgo de exclusión en el nuevo sistema de seguridad social venezolano, por lo exiguo de los ingresos de estos trabajadores; a pesar de que en este se enfatiza su carácter universal y la obligatoriedad de afiliación para todos los trabajadores.   
II. Quien es Empleado. Art. 41 LOT

Artículo 41. “Se entiende por empleado el trabajador en cuya labor predomine el esfuerzo intelectual o no manual. El esfuerzo intelectual, para que un trabajador sea calificado de empleado, puede ser anterior al momento en que presta sus servicios y en este caso consistirá en estudios que haya tenido que realizar para poder prestar eficientemente su labor, sin que pueda considerarse como tal el entrenamiento especial o aprendizaje requerido para el trabajo manual calificado”.

En el ordenamiento jurídico venezolano se contempla la distinción entre los trabajadores según predomine el esfuerzo intelectual o físico en el desempeño de su correspondiente labor. Empleado será pues, la persona natural en cuya actividad prevalece el esfuerzo intelectual sobre el material. 

Existe la presunción de que el trabajo intelectual es por naturaleza, más agotador que el físico o incluso más aceptable y apreciable socialmente que éste. El esfuerzo intelectual puede ser simultáneo o anterior al momento en que el trabajador presta sus servicios, cuando es anterior, debe consistir en estudios previos, que el empleado ha tenido que efectuar para poder ejecutar su obligación. 

Para Longa Sosa, empleado es quien colabora en la empresa, y obrero es quien, trabajando en la empresa, no colabora con la misma. Este autor propugna la teoría de “la colaboración”. Colaboran en la empresa – prosigue el autor citado -, aquellos trabajadores que con su actividad administrativa o técnica contribuyen a la organización de la empresa; no colaboran en la empresa, aunque trabajen en ella, quienes prestan simple mano de obra y, estando en la organización no contribuyen, sin embargo, a prepararla, contribuyendo sólo a la actividad económica para la cual la empresa está organizada: los primeros son empleados de la empresa; los otros son obreros”. 

Según Longa Sosa, citando a Pergolessi existe una inseguridad en la línea divisoria entre ambas categorías de trabajadores, orienta su pensamiento sobre la misma teoría precedente: “El trabajo del obrero es un trabajo que el empresario dirige y organiza, pero a cuya ejecución resulta extraño, mientras que el trabajo del empleado incide plenamente en las funciones que son personales del empresario”. 
No obstante lo dicho, a efectos de la aplicación de la ley laboral, la condición de empleado u obrero no necesariamente puede coincidir con la calificación que le hayan dado las partes contratantes en la relación de trabajo, bien sea de forma unilateral o de mutuo acuerdo. Hay que atender a la naturaleza del servicio a prestar  corresponderá pues, en caso de conflicto, al Ministerio del Trabajo por medio de las Inspectorías del Trabajo la debida calificación atendiendo a cada caso en concreto, siendo la decisión definitiva potestad de los Tribunales laborales si persistiere el desacuerdo en la calificación. 
III. Trabajador de Dirección o Empleado de Dirección. Art. 42 LOT


Artículo 42. “Se entiende por empleado de dirección el que interviene en la toma de decisiones u orientaciones de la empresa, así como el que tiene el carácter de representante del patrono frente a otros trabajadores o terceros y puede sustituirlo, en todo o en parte, en sus funciones”.

El empleado o trabajador de dirección en Venezuela, está contemplado en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Trabajo (LOT), es la persona que interviene en la toma de decisiones y orientaciones de la empresa, es el representante del patrono frente a los trabajadores o terceros, como también sustituirlo en todo o en parte en sus funciones.

De esta definición se extraen dos (2) supuestos autónomos, no concurrentes, que describen los rasgos esenciales del empleado de dirección:

a) El que interviene en la toma de decisiones u orientaciones de la empresa; y 

b)  El que tiene carácter de representante del patrono frente a otros trabajadores o terceros y puede sustituirlo, en todo o en parte, en sus funciones.

Las funciones  señaladas en el artículo 42 LOT gozan de autonomía y, por ende, no es menester que sean concurrentes  en un mismo sujeto para que se le califique legalmente como tal, ya que con la presencia de un solo componente, es plenamente calificado como empleado de dirección, 

Supuestos establecidos en la Ley.

a) Intervención en la toma de decisiones u orientaciones de la empresa. Como se indico ut supra  el  empleado de dirección será aquel que intervenga en la toma de decisiones u orientaciones de la empresa. Su matiz distintivo radica en la ostentación de poderes de decisión u orientación influyente sobre el proceso productivo de la empresa, o en su defecto sobre un segmento vital o importante  circunstancia que lo posiciona dentro de la pirámide estructural corporativa de la empresa. Muchas veces su base de poder se refleja en la decisión con efectos subordinatorios,  y de carácter obligante en su acatamiento, así como en la administración de los medios de producción, todo lo cual perfila el sentido del objeto o política de la corporación. 

La idea de posicionamiento dentro de la estructura piramidal corporativa es un elemento indicador del matiz del empleado de dirección pero no es necesario o condicionante, ya que se puede ser empleado de dirección, y aun  no pertenecer al nivel superior de la estructura jerárquica de la empresa (Presidente, Vicepresidente, Directores Ejecutivos, Consejos de Administración Etc.). 

Sin embargo, En sentencia Sentencia Nº 801 de la Sala de Casación Social del  TSJ  del  5  de Junio  2008:  (Caso TELECARIBE).- se asentó que los presidentes de las empresas pueden ser empleados de las mismas, esta decisión  abandono el criterio jurisprudencial de la  Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia del 12 de junio de 2001 (caso INVERBANCO), el cual establecía  que los miembros de la junta directiva de una sociedad no revisten el status de trabajadores, de conformidad con lo pautado en el artículo 39 LOT.  Por tal virtud, la noción de empleado de dirección puede o no pertenecer a los niveles jerárquicos de la estructura corporativa, por lo cual aquellos trabajadores que rinden cuenta directamente al empleador (o al órgano de autoridad) e intervienen en el proceso de dirección, organización y disciplina de la empresa son empleados de dirección. 

b)   Poder de sustitución en todo o en parte de las funciones del patrono. El segundo supuesto que define al trabajador como  empleado de dirección es aquel que posea la facultad de  representar al empleador  frente a sus trabajadores o terceros y que, por ende, puede sustituirlo –en todo o en parte- en el ejercicio de las funciones propias del patrono (organización, dirección y disciplina de la unidad productiva). Para definir al representante del patrono, traigo a colación lo dispuesto en el  artículo 50 LOT: “A los efectos de esta Ley, se considera representante del patrono toda persona que en nombre y por cuenta de éste ejerza funciones jerárquicas de dirección o administración”, por su parte el artículo 51 euisdem precisa un listado de cargos cuyas funciones resultan propias de quienes ostentan la cualidad de representantes patronales:“Los directores, gerentes, administradores, jefes de relaciones industriales, jefes de personal, capitanes de buque o aeronaves, liquidadores y depositarios y demás personas que ejerzan funciones de dirección o administración se considerarán representantes del patrono aunque no tengan mandato expreso, y obligarán a su representado para todos los fines derivados de la relación de trabajo.”

Se concluye que aquel trabajador que ejecute funciones de representación del empleador en los términos antes indicados es empleado de dirección. En este sentido, el artículo 47 LOT dispone: “La calificación de un cargo como de dirección, confianza, inspección o vigilancia, dependerá de la naturaleza real de los servicios prestados, independientemente de la denominación que haya sido convenida por las partes o de la que unilateralmente hubiese establecido el patrono.” En ese orden de ideas el trabajador que desempeñen cualesquiera de los cargos enumerados en el artículo 51 LOT, realmente se ajusta a el estatus de empleado de dirección, y ostenta funciones de dirección o administración de la empresa, por tanto, la norma (segundo supuesto previsto en el artículo 42 LOT) se refiere a aquellos empleados que ostenten la representación del empleador ex lege o por voluntad de éste (estatutos sociales, mandato, contrato de trabajo, etcétera) y que, por tal virtud, ejerzan, total o parcialmente, las funciones que le son propias.

Ventajas y beneficios de los trabajadores o empleados de dirección:
· Mejores condiciones de trabajo y mejor sueldo.

· Un trabajador puede ser de dirección y también puede ser un trabajador de confianza.

Desventajas de los trabajadores o empleados de dirección:
· Los trabajadores que tengan cargo de dirección quedan excluidos de la protección de la inamovilidad laboral especial.

· Los trabajadores de dirección, no se regirán por la jornada laboral descrita en los artículo 189 hasta el artículo 197 de la LOT y no podrán trabajar más de 11 horas diarias y solo tendrán una hora diaria de descanso.

· Los trabajadores de dirección, no se toman en consideración para determinar la mayoría de los sindicatos, pero las condiciones de trabajo, derechos y beneficios que disfrute el trabajador de dirección, no podrán ser inferiores a la de los demás trabajadores.
IV. Obrero. Art. 43 LOT 

Artículo 43. “Se entiende por obrero el trabajador en cuya labor predomina el esfuerzo manual o material.

Serán considerados obreros los trabajadores que preparan o vigilan el trabajo de los demás obreros, tales como vigilantes, capataces y otros semejantes. Si el trabajador, conforme a lo pactado o a la costumbre, asociare a su trabajo a un auxiliar o ayudante, el patrono de aquél lo será también de éste”.

El término obrero se emplea para referirse a las siguientes cuestiones: a aquel que trabaja, a los trabajadores y a todo aquello relativo a los mismos.

De todas maneras el uso más difundido es para referirse al trabajador manual asalariado, conocido también como operario.

El obrero suele desempeñarse en obras, tal como se denomina al edificio o la estructura en construcción en la cual se está llevando a cabo una construcción, o en su defecto se está arreglando alguna edificación rota. Los tres obreros que contratamos no alcanzaron para terminar la obra en la terraza y por ello tuvimos que extenderla unos días más.

Y el otro ámbito laboral en el cual también es recurrente la presencia de los obreros es en la industria, conocidos también como operarios aquí, los obreros son los que tienen la misión de llevar a cabo la producción de la industria en cuestión.

El obrero integra, forma parte, de lo que se conoce como clase obrera, que es la clase social a la cual pertenece el conjunto de individuos que aparecerían como consecuencia del trabajo asalariado.

En una economía moderna como la de nuestros días, la clase obrera es aquella que aporta al sistema económico el factor trabajo a instancias de la producción, en tanto, a cambio de ello reciben un salario de parte de los dueños de los medios de producción.

La Clase obrera se encuentra en una escala social menor a la clase capitalista que es justamente la que aporta el capital en el proceso de producción.

Por otra parte, el concepto clase obrera se emplea para distinguir a los trabajadores industriales asalariados de otros grupos tales como los trabajadores rurales, los autónomos, los empleados de servicios, entre otros.

V. Obrero Calificado. Art. 44 LOT


Artículo 44. “Se entiende por obrero calificado el que requiere entrenamiento especial o aprendizaje para realizar su labor”.

De acuerdo con Progreso para Todos, el obrero calificado es la persona directamente relacionada con el proceso de producción, que realiza labores de complejidad media, que requieren conocimientos o habilidades específicas. Por ejemplo mecánico industrial, técnico en electrónica y operador de maquinaria.

Por ejemplo, un artesano es un obrero calificado en un comercio o artesanía. Es considerado entre un trabajador y un profesional, con un alto grado de conocimientos teóricos y prácticos de su oficio. En las culturas en que las carreras profesionales son muy apreciadas, no puede haber una escasez de trabajadores manuales cualificados, lo que llevó a la apertura de mercados lucrativos en los comercios. La formación de un comercio de la cultura europea ha sido una tradición formal de muchos siglos. Un artesano suele comenzar como aprendiz en un trabajo y aprender de un maestro, y después de varios años es liberado del servicio de su amo, como un jornalero. Después de un jornalero, se ha demostrado que su gremio del comercio puede establecerse como un maestro y puede trabajar por sí mismo, y con el tiempo tener sus propios aprendices.

Desde el siglo XX, este proceso ha cambiado de muchas maneras. Un artesano aún empieza como aprendiz, pero el aprendizaje se lleva a cabo en parte a través del trabajo de un comerciante y en parte a través de una escuela vocacional acreditada por un período determinado de tiempo (generalmente alrededor de 4 años), después de que él / ella está plenamente cualificado. Pocos oficios hacen una distinción entre un comerciante y un maestro cualificado. En algunos países una cualificación reconocida es obligatoria para una persona que se registre como artesano o constructor, en otros no es el caso. Esto puede llevar a los operadores sin escrúpulos a entrar en el mercado en busca de tomar ventaja de los propietarios. Por esta razón, es importante que los residentes de países como el Reino Unido e Irlanda soliciten a los artesanos cualificados y no deberían tomar un título por sentado. En la falta de un regulador en estos mercados, una serie de empresas privadas se han creado para defender los contratistas y garantizar que sean adecuados para los servicios anunciados.

Un Jack en todos los oficios es un término coloquial para alguien que tiene un cierto grado de destreza y cualificación en más de un comercio, pero no ha hecho una carrera continua. En muchos casos, el comercio ha sido eliminado en gran parte por el cambio social o tecnológico y los trabajadores calificados han encontrado empleos en sectores similares (por ejemplo, los tipógrafos se han convertido en su mayor parte obsoletos, debido a la impresión electrónica).

VI. Trabajador de Confianza. Art. 45 LOT


Artículo 45. “Se entiende por trabajador de confianza aquel cuya labor implica el conocimiento personal de secretos industriales o comerciales del patrono, o su participación en la administración del negocio, o en la supervisión de otros trabajadores”.

Los cargos calificados como de confianza, son los que generan obligaciones para el que lo asume o lo desempeña, en el sentido de que su cumplimiento va a comprometer jurídicamente y laboralmente al patrono o empleador frente a los trabajadores o frente a terceros. El titular conoce pues, de manera íntima el universo de la empresa y está penetrado en sus fines institucionales, de su destino económico, y de los planes y programas para el desarrollo de su función en el seno de la comunidad donde se desenvuelve. 
Como se ve, es difícil deslindar la figura del trabajador de “dirección”, del de “confianza”. Bien lo dice Alfonzo Guzmán: “la simple lectura basta para convencer al intérprete de que, según el texto, todos los empleados de dirección son trabajadores de confianza, pues los representantes generales del patrono, capaces de sustituirlo en todo o en parte de sus funciones de administración, comprometiendo su responsabilidad, y de cuya actividad y grado de responsabilidad depende el buen resultado de los trabajos, son también personas en posesión de los secretos industriales o comerciales del patrono”, por otra parte Rafael Caldera, citado por Longa Sosa, en ese sentido afirma que en principio, todos los empleados de una empresa o explotación, son de confianza, desde el momento en que han sido contratados y son mantenidos por el empleador en la prestación de los servicios. 
De acuerdo a Hernández, por trabajadores de confianza entiéndase, aquellos cuya labor implica el conocimiento personal de secretos industriales o comerciales del patrono, o su participación en la administración del negocio, o en la supervisión de otros trabajadores. 

Eliminó el Art. 45 LOT, otro de los elementos que el Art. 17 del Reglamento de 1973 establecía como constitutivo de la figura del trabajador de confianza, como era el prestar servicios personales al patrono. 

A diferencia del caso de los empleados de dirección si podemos encontrar obreros que puedan ser calificados como trabajadores de confianza, aún cuando no sea una figura muy frecuente, como sería el caso de los capataces. 

Otro aspecto muy importante es que los trabajadores de confianza si es muy importante es que los trabajadores de confianza si se encuentra protegidos por la estabilidad contemplada en el Art. 112 LOT, no así los empleados de dirección. La derogada Ley contra Despidos Injustificados no era aplicable a los trabajadores de confianza. 
La Jurisprudencia nacional ha sostenido que las funciones señaladas en el Art. 42 LOT no son acumulativas y que basta con que se dé uno de los tres supuestos para que se califique a un empleado como de dirección. 
VII. Trabajador de Inspección o Vigilancia. Art. 46 LOT


Artículo 46. “Se entiende por trabajador de inspección o vigilancia el que tenga a su cargo la revisión del trabajo de otros trabajadores o el resguardo y seguridad de bienes”.

En la Ley del Trabajo derogada, se consideraban como obreros los que, sin prestar trabajo por sí mismos, preparaban o vigilaban el de los demás, tales como vigilantes, capataces y otros semejantes. En la Ley Orgánica del Trabajo, se eliminó esta indicación expresa y se les considera “trabajadores” cuya labor se va a limitar, no a desempeñar las mismas tareas de sus compañeros, sino a la revisión o supervisión del trabajo de éstos, y por otra parte, al resguardo y seguridad de los bienes de la empresa, faena o explotación. Entre los primeros tendríamos por ejemplo, a los capataces, supervisores, etc., entre los últimos, personal de seguridad de la empresa, vigilantes, etc. 
VIII. Patrono o Empleador. Art. 49 LOT

Artículo 49. “Se entiende por patrono o empleador la persona natural o jurídica que en nombre propio, ya sea por cuenta propia o ajena, tiene a su cargo una empresa, establecimiento, explotación o faena, de cualquier naturaleza o importancia, que ocupe trabajadores, sea cual fuere su número.

Cuando la explotación se efectúe mediante intermediario, tanto éste como la persona que se beneficia de esa explotación se considerarán patronos”.

El termino patrono, deriva del latín patronus que significa amparador, defensor. Esta connotación paternalista hizo que un sector de la doctrina prefiriera el termino empresa; aunque a ésta última expresión se le cuestionado el carácter económico que predomina en su concepción. 

La definición nos dice: 

a) Que el patrono o empleador es una persona natural o jurídica. Las personas naturales, individuales, físicas, simples o concretas son los individuos de la especie humana y sólo ellos. Por otra parte, las personas jurídicas en sentido estricto, colectivas, morales, complejas o abstractas, son todos los entes aptos para ser titulares de derechos y deberes y que no son individuos de la especie humana. Se subdividen en personas jurídicas de Derecho Público y Derecho Privado. Distinguir conceptualmente entre ambas  es tan difícil como distinguir conceptualmente entre los Derechos Públicos y Privados. 
b) Que tiene a su cargo una empresa, establecimiento, explotación o faena, de cualquier naturaleza o importancia, que ocupe trabajadores, sea cual fuere el número. Se define a la empresa como organización de los factores de producción, capital y trabajo, para la realización de efectos económicos. 
El establecimiento es el local donde se desarrolla la actividad comercial o industrial, mientras que en un sentido más amplio se le considera como toda entidad u organización dotada de bienes muebles o inmuebles, que desempeña una actividad o presta un servicio sin ser productora directa de tales bienes y servicios. 
La explotación tiene como meta primaria la satisfacción de necesidades dentro de un mismo centro de actividad económica, no está organizada como las empresas y establecimientos, finalmente faena es el conjunto de actividades que envuelven la prestación del trabajo en cualesquiera condiciones, puede ser dentro de la empresa, del establecimiento o la explotación. 
c) El patrono o empleador se hace cargo, en nombre propio, ya sea por cuenta propia o ajena. La Ley Orgánica del Trabajo al indicar este elemento de cuenta propia acoge simultáneamente en su orientación las tesis tradicionales de la dominicanidad (de dominus, señor) y la contractualidad. 
Cuenta propia va a significar que es la persona natural o jurídica en cuya utilidad se realiza la obra o se prestan los servicios, por otra parte es el titular de la responsabilidad económica del negocio, bien sea por el aporte del capital y por la asunción de los riesgos que ese aporte y la dirección técnica y económica de la empresa implican. 
La expresión cuenta ajena, bajo la Ley del Trabajo derogada, conducía a la conclusión de que era jurídicamente implicable, así lo consideraba Alfonzo Guzmán, el cual señalaba al respecto que sólo es explicable por error de concepto de pretender atribuir mediante ella cualidad de patrono al propietario y, además, a todo aquel que, sin poseer este título, explota una empresa en donde se ocupe trabajadores, pensamos que con la adición de la expresión “en nombre propio”, se subsanó dicho error. 
El intermediario es definido por el autor citado como “toda persona que, autorizada expresa o tácitamente por otra, en cuyo nombre actúa, contrata trabajadores para que ejecuten en beneficio y bajo la dependencia directa de ésta, obras o servicios. 
b.- Derecho del Trabajador. Art. 24 LOT, Art. 18 RLOT 

Artículo 24. “Toda persona tiene derecho al trabajo. El Estado procurará que toda persona apta pueda encontrar colocación que le proporcione una subsistencia digna y decorosa”.

Esta norma no se refiere al derecho de trabajar en la actividad que se escoja, mas bien es el título jurídico que a todo hombre se le reconoce, de hallar una ocupación para asegurar la subsistencia de la familia y la suya propia. 
Todo ser humano tiene derecho a subsistir, y el trabajo deviene en fuente primordial de tal subsistencia, ergo, nace otro derecho a exigir de la sociedad que se le de acceso al trabajo y también que se ayude a subsistir a quienes sin falta propia no lo puede lograr. 
El derecho al trabajo está consagrado en muchas constituciones contemporáneas de variadas tendencias y en las más recientes declaraciones internacionales aunque el principio tiene más de dos siglos de existencia. 
Artículo 18 RLOT. “El trabajador o trabajadora observará, entre otros, los siguientes deberes fundamentales:

a) Prestar el servicio en las condiciones y términos pactados o que se desprendieren de la naturaleza de la actividad productiva.

b) Observar las órdenes e instrucciones que, sobre el modo de ejecución del trabajo, dictare el patrono o patrona; y
c) Prestar fielmente sus servicios, con ánimo de colaboración, y abstenerse de ejecutar prácticas desleales o divulgar informaciones sobre la actividad productiva que pudieren ocasionar perjuicios al patrono o patrona”.

Sin perjuicio del deber de obediencia, el trabajador podrá abstenerse de ejecutar las labores ordenadas cuando fueren manifiestamente improcedentes, es decir, incompatibles con su dignidad, o pusieren en peligro inmediato su vida, salud o la preservación de la empresa.

El trabajador deberá manifestar al patrono su disconformidad con las labores ordenadas, en los supuestos previstos en el artículo 69 de la Ley Orgánica del Trabajo, y ratificarlo, a la brevedad posible, mediante escrito que comunicará, igualmente, a la Inspectoría del Trabajo de la jurisdicción y, si fuere el caso, al Comité de Higiene y Seguridad de la empresa, a los efectos de que se adopten las medidas pertinentes.

En todo caso, el patrono deberá brindar respuesta explicativa, dentro de los cinco (5) días siguientes, al trabajador y demás instancias involucradas. La falta de respuesta oportuna, equivaldrá a una aceptación de las circunstancias expresadas por el trabajador.

Si el trabajador fuere despedido o discriminado en el empleo, con ocasión de su negativa justificada a cumplir las órdenes patronales, podrá ejercer la acción prevista en el artículo 14 del presente Reglamento. De igual modo, si el patrono persistiere en las órdenes a pesar de la disconformidad manifestada por el trabajador, éste podrá retirarse invocando el hecho como causa justificada para ello.

c.- Derechos Laborales a Nivel General 


El propósito es brindar una visión sobre los Derechos Fundamentales en el Trabajo en Venezuela, partiendo de la Declaración OIT (1998) sobre Principios y Derechos Fundamentales en el  Trabajo. En  este  sentido  se  comienza  observando  el  trabajo  como  derecho  humano fundamental, seguido de la situación general de los derechos humanos laborales, para de manera efectiva analizar cada uno de los derechos fundamentales en el trabajo, a saber: libertad sindical, protección contra trabajo forzoso, no discriminación y abolición del trabajo infantil.  Se hace una consideración sobre la base normativa y las principales manifestaciones al efecto, destacando que el país ha ratificado la gran mayoría de los convenios sobre derechos fundamentales. Además es estudiado  el  acceso  a  la  justicia  laboral  como  derecho.  Finalmente  se  establece  que  La problemática de la efectividad de estos derechos debe ser el centro de atención de nuestro tiempo, y que es vital que Venezuela y el resto de los países del mundo, garanticen a los trabajadores los derechos fundamentales laborales, en aras de la justicia social, del trabajo decente y del bienestar colectivo, ya que así se podrá preservar para las generaciones futuras, un mundo digno para vivir humanamente. 
d.- Irrenunciabilidad. Art. 3 LOT

Artículo 3º. “En ningún caso serán renunciables las normas y disposiciones que favorezcan a los trabajadores.

Parágrafo Único.- La irrenunciabilidad no excluye la posibilidad de conciliación o transacción siempre que se haga por escrito y contenga una relación circunstanciada de los hechos que la motiven y de los derechos en ella comprendidos. La transacción celebrada por ante el funcionario competente del trabajo tendrá efecto de cosa juzgada”.

La Ley establece la irrenunciabilidad de las normas y disposiciones que favorezcan a los trabajadores. Esta protección tiene su fundamento en la desigualdad jurídica existente entre éstos y el patrono, ya que es este último el que cuenta con el poder económico y ello lo podría llevar a evadir el cumplimiento de las leyes laborales. es por eso que la norma aludida tiene su fundamento constitucional en el artículo 85 – parte in fine – de nuestro máximo cuerpo legal: “Son irrenunciables por el trabajador las disposiciones que la ley establezca para favorecerlo o protegerlo”. 
Sin embargo, esta irrenunciabilidad no excluye que se pueda conciliar o transar siempre que se haga por escrito y se relacione pormenorizadamente los hechos y el derecho comprendidos en dicha composición. Una vez finalizada la relación laboral, estos derechos engendrados entran a formar parte del patrimonio del trabajador el cual puede optar por la transacción o por la conciliación para precaver un litigio que a la postre le resultaría oneroso, siempre por supuesto respetando la irrenunciabilidad. Se podría transar, verbigracia, sobre la forma de pagar las obligaciones derivadas de la terminación de la relación laboral, pero no sobre la existencia del derecho mismo, ni de su quantum. Es de notar que la transacción 
celebrada por ante el funcionario del trabajo tiene el mismo efecto que la cosa juzgada. 
El trabajador no puede convenir en un contrato de trabajo sobre indemnizaciones o prestaciones que concede la ley, pero si podría hacerlo sobre aquellas que por la ley laboral no le corresponden por no darse los presupuestos previstos para su procedencia. 
e.- El Principio Pro Operario conjuntamente con el Art. 65 LOT. Se relaciona con la Estabilidad Laboral

Artículo 65. “Se presumirá la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba.

Se exceptuarán aquellos casos en los cuales, por razones de orden ético o de interés social, se presten servicios a instituciones sin fines de lucro con propósitos distintos de los de la relación laboral”. 
La palabra presunción atendiendo a sus raíces, se compone de la preposición prae y el verbo sumtus, que significan tomar anticipadamente, porque las presunciones – a decir de Caravantes, citado por Longa Sosa – se deducen en juicio u opinión de las cosas y de los hechos, antes de que éstos se nos demuestren o aparezcan por sí mismos. 
Los clásicos dividieron las presunciones en leves, medianas y vehementes, según el grado de certeza o probabilidad producida por la presunción. Las leves son aquellas que sólo inclinan – como su nombre lo indica – levemente el ánimo del Juez a tener por probado el hecho que de ellas puede inferirse. En las medianas, la probabilidad de la existencia del hecho se encuentra, por así decirlo, balanceada, porque del mismo hecho se infieren simultáneamente razones en pro y en contra de fuerza igual para considerarlo probado. 
Las vehementes llevan al Juez a la certeza en gran medida de que el hecho tiene gran probabilidad de ser verdadero, y en consecuencia, a apreciarlo así. 
La Ley define a la presunción como la consecuencia que la propia Ley o el Juez sacan de un hecho conocido para comprobar la existencia de otro desconocido. El término se aplica igualmente al hecho que sirve de base a la inferencia como a esta misma. Las Leyes de Partida la llamaban “la gran sospecha”, subrayando así el carácter meramente probable del hecho que se trata de demostrar con la presunción. 
La presunción que contiene esta norma es juris tantum, por lo cual quedará desvirtuada si de las pruebas se desprende que el servicio personal es objeto de una obligación de distinta índole jurídica. 
Probada la prestación del servicio personal se presume el contrato de trabajo o relación laboral, pero no su duración ni el monto del salario, extremos éstos que deben ser demostrados por el actor. Por lo contrario, si de los autos no se desprende la prestación personal de servicios, la presunción carece de base y no puede surtir los efectos que le atribuye la ley, entre ellos el de dispensar a toda prueba a quien la tiene a su favor. 
La presunción de la existencia de la relación de trabajo tiene su ratio legis, en la eliminación de toda posibilidad de que las partes utilicen cualquier otra forma jurídica a los fines de evadir los efectos naturales de la vinculación laboral. 
Sala Casación Social. Sentencia 0290. Fecha: 26-03-2010. Expediente 08-1405. Magistrado: Omar Alfredo Mora Díaz. 

En el juicio que por cobro de diferencia de prestaciones sociales y otros conceptos laborales sigue el ciudadano LUIS MANUEL OCANTO PRADO, contra la entidad mercantil BANCO OCCIDENTAL DE DESCUENTO, BANCO UNIVERSAL, C.A. (BOD); el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, con sede en Valencia, mediante sentencia publicada en fecha 2 de julio de 2008, declaró parcialmente con lugar el recurso de apelación ejercido por la parte actora, parcialmente con lugar el recurso de apelación ejercido por la parte demandada en contra de la decisión proferida por el Juzgado Tercero de Primera Instancia de Juicio de la misma Circunscripción Judicial, en fecha 15 de mayo de 2008 y, en consecuencia, declaró parcialmente con lugar la demanda intentada por el actor en la presente causa.  
Contra la sentencia de Alzada, ambas partes anunciaron y formalizaron oportunamente recurso de casación. 
En fecha 31 de julio de 2008, se dio cuenta en Sala del presente recurso de casación, correspondiéndole la ponencia al Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz.
En fecha 9 de febrero de 2010, por auto de Sala, se ordenó fijar la celebración de la audiencia oral y pública para el día jueves once (11) de marzo del año en curso, a las once y quince minutos de la mañana (11:15 a.m.).
Celebrada la audiencia oral y habiendo esta Sala pronunciado su decisión de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, bajo las siguientes consideraciones:
 RECURSO DE CASACIÓN ANUNCIADO POR LA PARTE DEMANDADA. Como quiera que las dos denuncias planteadas por la demandada recurrente, se circunscriben a la determinación de la naturaleza jurídica del “bono por metas alcanzadas”, esta Sala por razones de orden práctico, pasará a analizarlas de manera conjunta, en los siguientes términos:

ÚNICA. De conformidad con el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal de Trabajo, delata el formalizante la violación por parte de la recurrida del artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, por errónea interpretación.
 Arguye la demandada que, yerra el Superior en la interpretación del artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, toda vez que le otorga carácter salarial a una ventaja o facilidad dada por la demandada al actor.
 Igualmente, considera quien formaliza, que incurre el Superior en violación del artículo 177 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, al apartarse de la doctrina establecida por la Sala de Casación Social.
En este sentido, ha dicho la Sala que “…a los fines de esclarecer el sentido y alcance del artículo 133, Parágrafo Primero, de la Ley Orgánica del Trabajo vigente del cual no sólo depende el carácter salarial o no de los tickets sino de todas las asignaciones no salariales, analizarlas cuidadosamente tomando en consideración la definición de salario contenida en la primera parte del artículo 133 eiusdem, según la cual ´…se entiende por salario la remuneración, provecho o ventaja, cualquiera fuere su denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo, que corresponda al trabajador por la prestación de su servicio…´
Al confrontar ambos preceptos, se evidencia que entre ellos hay una antinomia, toda vez que si los subsidios son una ayuda de carácter familiar que complementa el salario, no pueden, a la vez ser salario, de donde se infiere que el Parágrafo Primero del artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo vigente, debe ser interpretado en el sentido de que los subsidios o facilidades que el patrono otorga al trabajador con la finalidad de obtener bienes y servicios para mejorar su vida y la de su familia no son salario, pues sería ilógico y jurídicamente imposible que los subsidios y facilidades referidos sean al mismo tiempo, salario y complemento del salario…”.
 Para decidir, la Sala observa:

El Dispositivo Técnico Legal 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, define al salario como “…la remuneración, provecho o ventaja, cualquiera fuere su denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo, que corresponda al trabajador por la prestación de su servicio y, entre otros, comprende las comisiones, primas, gratificaciones, participación en los beneficios o utilidades, sobresueldos, bono vacacional, así como recargos por días feriados, horas extras o trabajo nocturno, alimentación y vivienda. Parágrafo Primero: los subsidios o facilidades que el patrono otorgue al trabajador con el propósito de que éste obtenga bienes y servicios que le permitan mejorar su calidad de vida y la de su familia tienen carácter salarial…Parágrafo Segundo: A los fines de esta Ley se entiende por salario normal, la remuneración devengada por el Trabajador en forma regular y permanente por la prestación de su servicio. Quedan por tanto excluidos del mismo las percepciones de carácter accidental, las derivadas de la prestación de antigüedad y las que esta Ley considere que no tienen carácter salarial. Para la estimación del salario normal ninguno de los conceptos que lo integran producirá efectos sobre si mismo…”. 

En el caso objeto de estudio, alega el demandante que la demandada le cancelaba un “bono por metas alcanzadas” en su labor como Gerente de Sucursal. 
 Ahora bien, dicho bono, no fue incluido en el pago de las prestaciones sociales otorgadas al actor por parte de la empresa demandada y, por tales razones reclama las diferencias que ello origina.
Ante tales hechos, quien Juzgó en Alzada, en cuanto al bono por metas alcanzadas, señaló expresamente lo que de seguida se transcribe:
 “…La parte actora refiere en su libelo de demanda que la accionada pagaba un Bono por metas alcanzadas, bono éste al cual le atribuye carácter salarial, por cuanto aduce que el mismo procedía por la prestación del servicio, el cual no eran reflejados en los recibos de pago, sin embrago le eran abonados a su cuenta, indicando que el promedio anual del año inmediatamente anterior a la extinción de la relación de trabajo fue de bs. 43.408.103,49.
La accionada alegó que el pago de dicho bono constituye una política que el banco tiene para con los trabajadores de alto nivel, como los gerentes, no siendo una contraprestación por los servicios del actor, sino por resultados colectivos.
De lo anterior se infiere que salario es cualquier provecho o ventaja, evaluada en dinero y que corresponde por la prestación del servicio…el salario normal es aquel que se encuentra integrado por todas las percepciones devengadas habitualmente por el trabajador, de anera regular y permanente, causado por la prestación del servicio y que de ninguna manera puede ser de carecer accidental.
Las primas y gratificaciones otorgadas por el empleador forman parte de lo que se denomina salario integral  a tenor de lo previsto en el artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, en la presente causa se observa que el actor aduce que el patrono le otorgaba una bonificación por metas alcanzadas, esto es, por ocasión de la prestación del servicio, aun cuando no existe un patrón determinante o fijo para su percepción, el mismo constituye una ventaja para el trabajador que facilita su calidad de vida, pues este se integra en su patrimonio., no siendo demostrado por la accionada que el mismo constituía una política de la empresa, tal como lo alegó en la contestación, por consiguiente la percepción dineraria denominada ‘Bono por metas alcanzadas’ tiene carácter salarial y forma parte del salario integral. Y así se decide…”.
Continúa expresando la referida decisión, lo expuesto a continuación:
Con esta revisión el legislador patrio rectifica la falta de técnica en la cual incurrió en 1990, pues confundía a ciertas modalidades para el cálculo del salario (unidad de tiempo, unidad de obra, por pieza o a destajo) con percepciones de eminente naturaleza salarial, y además eliminó la frase “para los efectos legales” contenida en la versión modificada, definiendo así el concepto de salario para todos los efectos. Asimismo, cuando la reforma considera salario a toda remuneración, provecho o ventaja, cualquiera que sea su método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo y que corresponda al trabajador por la prestación de su servicio y establece además que los subsidios o facilidades de iniciativa patronal para la obtención de bienes y servicios que le permitan mejorar su calidad de vida y la de su familia, también constituyen salario, concibe a éste en términos amplísimos (con las únicas exclusiones previstas en la norma en su parágrafo tercero) y aplica el principio de la primacía de la realidad cuando identifica como tal, a toda remuneración provecho o ventaja percibida por la prestación del servicio, independientemente de la denominación que las partes puedan darle a la percepción, reiterando el contenido patrimonial del salario al precisar que éste debe ser, en todo caso, evaluable en efectivo”. (Subrayado de la presente decisión). 
 Así las cosas, ha considerado la Sala, tal y como se desprende de la sentencia antes citada, que “…esta interpretación dada al artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo en cuanto a que los beneficios, ventajas o provechos obtenidos por el trabajador al estar destinados para la realización de su labor, forman parte del salario, resulta errada a la luz de los actuales criterios doctrinales y jurisprudenciales, ya que debe considerarse al salario como un medio remunerativo del trabajo; como una contraprestación al trabajo subordinado y, en consecuencia, no todas las cantidades, beneficios y conceptos que un patrono pague a un empleado durante la relación de trabajo, tendrá naturaleza salarial…”.
En el presente caso, alega el actor haber devengado un bono, denominado por la empresa “bono por metas alcanzadas”, el cual, se desprende de autos y de los alegatos y defensas de las partes, era cancelado a los Altos Gerentes una vez al año, como consecuencia de las metas colectivas alcanzadas en la empresa, lo cual constituye política de la accionada, es decir, se trata de un incentivo producto de resultados colectivos y no de la prestación individual del servicio. 
DECISIÓN SOBRE EL FONDO DE LA CONTROVERSIA. Alega el actor que, comenzó a prestar sus servicios para la demandada Valencia Entidad de Ahorro y Préstamo, C.A., en el cargo de Supervisor de Caja para la agencia El Parral, desde el 25 de septiembre del año 2000. Luego en diciembre del año 2002, la entidad bancaria, cambió de denominación a Banco Occidental de Descuento (B.O.D.), continuando con su prestación del servicio en la misma sede. En fecha 1 de diciembre de 2003, alega haber sido ascendido al cargo de Gerente, teniendo la empresa la denominación de Banco Occidental de Descuento (B.O.D.).
Dicha relación se mantuvo, hasta que en fecha 1° de junio de 2007, la Vicepresidenta de Banca Comercial, prescindió de sus servicios de manera injustificada.
Señala que, a partir del 1° de enero de 2004, la empresa le canceló un bono semestral, el cual era otorgado de manera fija y permanente y con ocasión a los servicios prestados. Sin embargo, no fue tomado en cuenta para el cálculo de sus prestaciones sociales.
Así mismo, expone que la empresa le canceló, un bono por metas alcanzadas en su labor como Gerente de Sucursal. Al respecto, alega que “este bono me era cancelado por la prestación de mis servicios y con ocasión de ellos, si bien es cierto que estos bonos no eran reflejados en los recibos de pagos, estos me eran abonados a mi cuenta y reflejados en los estados de cuenta, aunado con los comprobantes de retención de Impuesto Sobre la Renta que la empresa me entregaba…Estas remuneraciones fueron constantes y reiteradas y que de conformidad con lo establecido en nuestra Ley Especial Laboral, tiene carácter salarial…la intención del patrono era otorgar un beneficio económico a mi persona para mejorar mi calidad de vida y para que así obtuviera una facilidad más para la obtención de bienes y servicios, es claro y por ende ha de considerarse que es salario esa remuneración que recibí en los meses que me fue otorgada…Igualmente en cuanto al “Bono por Metas Alcanzadas” su promedio anual percibidos en el año inmediatamente anterior al despido (01/6/07) es de Bs. 43.408.103.49 es decir a razón de Bs. 3.617.341.96 mensuales o Bs. 120.578.07 diarios que será tomado en cuenta para determinar el salario integral…”. Sin embargo, arguye que, el bono antes referido, no fue incluido en el pago de las prestaciones sociales.
 Expone, que el salario por él devengado sufrió aumentos durante toda la relación laboral, señalando que al comienzo de la relación se le cancelaban horas extras, las cuales no reclama en esta oportunidad, sino que arguye que las mismas inciden para el cálculo del salario normal e integral.
 Que tenía una antigüedad de 6 años, 8 meses y 25 días. Concluye haber percibido un salario integral mensual de Bs. 8.392.722,16, para el mes inmediatamente anterior al despido
En este sentido, reclama los siguientes conceptos: 1) Prestación de antigüedad Bs. 47.468.755,05; 2) Intereses sobre prestaciones sociales Bs. 13.471.131,79; 3) Diferencia de utilidades Bs. 43.220.300,75; 4) Vacaciones no disfrutadas y Bono Vacacional desde el 25/09/200 al 01/06/2007 Bs. 45.312.202,53; 5) Días adicionales de antigüedad Bs. 11.749.811,03; 6) Indemnización de antigüedad Bs. 41.963.610,82; 7) Indemnización Sustitutiva del Preaviso Bs. 16.785.444,33; 8) Diferencia entre lo acreditado o pagado (artículo 108 literal C de la Ley Orgánica de Trabajo) Bs. 5.595.148,11, lo que arroja un total de bolívares doscientos veinticinco millones quinientos sesenta y seis cuatrocientos cuatro con cuarenta y un céntimos (Bs. 225.566.404,41), monto al que debe restársele la cantidad de treinta millones trescientos nueve mil cuatrocientos veintiocho con sesenta céntimos (Bs. 30.309.428,60), el cual alega haber recibido por parte de la accionada. 
Estimó su reclamación en la cantidad de CIENTO NOVENTA Y CINCO MILLONES DOSCIENTOS CINCUENTA Y SEIS MIL NOVECIENTOS SETENTA Y CINCO BOLÍVARES CON OCHENTA Y UN CÉNTIMOS (Bs. 195.256.975,81 / Bs.f. 195.256,98), por concepto de diferencia de prestaciones sociales.
 La entidad demandada, en su contestación a la demanda, alegó lo siguiente:
-Que el actor prestó servicios para su representada desde el 25 de septiembre de 2000 hasta el 01 de junio de 2007. 
-Que ejerció el cargo de Gerente de la agencia La Esmeralda.
-Que su último salario básico mensual fue de Bs. 2.828.750,00. 
-Que el salario integral mensual al tiempo del despido estaba integrado por: 1. Salario básico: Bs. 2.828.750,00; 
-Que la accionada paga 35 días de bono vacacional, según cláusula 9ª de la Convención Colectiva, por tanto su bono es mayor al reclamado por el actor, de Bs. 275.017,36 y no el reclamado de Bs. 86.617,30.
-Que de la alícuota de las utilidades, le corresponde Bs. 944.916,67 y no Bs. 942.916,70, monto reclamado. 
-Alegó que es falso que el actor devengara Bs. 6.000,00 por horas extras, ya que él era un empleado de dirección y de confianza, por tanto no está sometido a las limitaciones del artículo 198, literal a de la Ley Orgánica del Trabajo, pero sí recibía Bs. 6.000,00, por concepto de subsidio familiar. 
-Que el bono semestral que se le daba al actor era de Bs. 700.000,00 y no de Bs. 909.096,18.
-Que el bono por metas alcanzadas no forma parte integrante del salario, sino que este viene a constituir una política que el Banco tiene con los trabajadores de alto nivel. Con dicho bono no se mide el esfuerzo individual del trabajador, sino que se otorga si se alcanzan unos resultados colectivos, unas metas económicas y financieras, la cual varía conforme a los resultados, por tanto no es una contraprestación por sus servicios.
-Que el actor tenía en cuenta de fideicomiso la cantidad de Bs. 22.278.787,83 y tenía un anticipo a cuenta de las prestaciones de Bs. 3.000.000,00, por lo que la empresa giró un cheque por la diferencia, cuyo monto ascendió a la cantidad de Bs. 9.728.859,85.
-Que el actor desempeñaba un cargo de dirección, por tanto no goza de estabilidad relativa y no le corresponde las indemnizaciones previstas en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo. 
Así las cosas, negó y rechazó cada todas y cada una de las pretensiones solicitadas por el actor en su libelo.
DECISIÓN. En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1) CON LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado por la parte demandada, contra la decisión proferida por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, con sede en Valencia, en fecha 2 de julio de 2008; 2) Se ANULA la decisión recurrida y, en consecuencia, 3) se declara SIN LUGAR la demanda que por cobro de diferencia de prestaciones sociales y otros conceptos laborales intentó el ciudadano Luis Manuel Ocanto Prado, contra la entidad mercantil Banco Occidental de Descuento, C.A.
Se condena en costas del proceso a la parte demandante, de conformidad con los artículos 59 y 64 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.
Data venia del ilustre criterio de la mayoría sentenciadora, el Magistrado Juan Rafael Perdomo salva su voto por las razones siguientes:
 En el caso concreto la mayoría sentenciadora examinó y estimó procedente la primera denuncia del recurso de la parte demandada por error de interpretación del artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, fundados en que el concepto reclamado por el actor, bonos por metas alcanzadas, no posee naturaleza salarial, pues, adolece de la intención retributiva del trabajo, es decir, no fue un pago dado al trabajador por el hecho de la contraprestación del servicio individual, sino un subsidio o ventaja concedido al trabajador como política de la empresa a los gerentes ejecutivos de alto nivel, por lo que en ningún momento puede tener carácter salarial, no obstante que la Alzada estableció que los referidos Bonos constituyen una ventaja para el trabajador que facilita su calidad de vida, pues este se integra en su patrimonio, y la demandada no demostró que se tratara de una política de la empresa, tal como alegó en la contestación.
 Los bonos por metas alcanzadas se pagan periódicamente: mensual, trimestral, semestral o anualmente y son consecuencia de la prestación del servicio del trabajador, se incorporan a su patrimonio, le es pagado directamente, en forma regular y permanente y tiene derecho a disponer de él, razón por la cual la Sala en anterior ocasión lo ha considerado salario (Vid. Sentencia N° 1633 de 2004, bajo la ponencia del que aquí disiente), lo que llevaba necesariamente a la conclusión de que los mismos son salario y que debían tomarse en cuenta para el cálculo de las prestaciones sociales, tal como lo acordó el Tribunal Superior, y por ello ha debido concluirse que la Alzada interpretó el artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, en conformidad con la jurisprudencia de la Sala, lo que hacía desestimable la denuncia.
La Magistrada doctora Carmen Elvigia Porras de Roa disiente de la decisión que antecede, por lo que procede a salvar su voto, con base en las siguientes consideraciones:
En el caso sub iudice, la mayoría sentenciadora declaró con lugar el recurso de casación anunciado por la parte demandada, contra la sentencia dictada por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, en fecha 2 de julio de 2008, que declaró parcialmente con lugar la apelación ejercida por ambas partes y parcialmente con lugar la demanda, y al descender al estudio de las actas del expediente para resolver el mérito del asunto, declaró sin lugar la demanda, entre otros argumentos, por considerar que los Bonos por metas alcanzadas no tienen carácter salarial.
En este orden de ideas, la representación judicial de la demandada recurrente en la audiencia oral de casación, alegó que los Bonos por metas alcanzadas no forman parte del salario; en tal sentido expresó:
 (…) consideramos que el Juez incurrió en dos errores en la apreciación del bono de metas alcanzadas (…), el Tribunal llega a la conclusión de que es salario, ahora bien, tanto el mismo demandante en su libelo de la demanda como el mismo Juez de la sentencia recurrida establece que es una facilidad otorgada por el patrono al trabajador para mejorar su calidad de vida, entonces si es una facilidad o subsidio de acuerdo al artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo por la interpretación de la misma Sala de Casación Social, esa facilidad no forma parte del salario y por lo tanto la conclusión lógica sería llegar a que no es salario.
Igualmente consideramos que el segundo vicio es que el sentenciador de la recurrida viola el criterio o la doctrina establecida por esta Sala, en el caso del Banco Mercantil del año 2003, igualmente del caso del Banco Provincial, igualmente la Sala ya ha establecido que estos bonos o facilidades no se otorgan como retribución directa al trabajo, sino que se otorgan como un subsidio o una facilidad, que por lo tanto, no están remunerando no están retribuyendo el trabajo del empleado, en este caso del demandante, del ciudadano Luis Ocanto, y por lo tanto consideramos que el Juez sentenciador de la recurrida ha debido concluir que esta facilidad o subsidio ha debido aplicar el criterio de la Sala de Casación Social señalando que no era salario.
Esta concepción del salario como remuneración patrimonial que se hace al trabajador con ocasión de la relación de trabajo, excede de la tradicional idea según la cual el contrato de trabajo se limita a establecer un intercambio de prestaciones: la ejecución del servicio a cargo del trabajador y el pago del salario a cargo del patrono. De este modo, el salario se reducía a ser un valor de intercambio que estaba constituido por aquello que el patrono pagaba al trabajador a cambio de su labor.
Ahora bien, la ley sustantiva laboral considera salario a toda remuneración, provecho o ventaja, cualquiera que sea su método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo y que corresponda al trabajador por la prestación de su servicio y establece además que los subsidios o facilidades de iniciativa patronal para la obtención de bienes y servicios que le permitan mejorar su calidad de vida y la de su familia, también constituyen salario; vale decir, concibe al salario en términos amplísimos, con las únicas exclusiones previstas en el parágrafo tercero del mencionado artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, y aplica el principio de la primacía de la realidad cuando identifica como tal, a toda remuneración provecho o ventaja percibida por la prestación del servicio, independientemente de la denominación que las partes puedan darle a la percepción, reiterando el contenido patrimonial del salario al precisar que éste debe ser, en todo caso, evaluable en dinero.
En conclusión, de conformidad con el artículo 133 eiusdem, de los beneficios acordados en el contrato laboral, sólo forma parte del salario el bono por incentivo por cumplimiento de metas (...).  (Sentencia Nº 1633 del 14 de diciembre de 2004, caso: Enrique Emilio Álvarez Centeno contra Abbott Laboratories y Abbott Laboratories C.A.).

Sala Casación Social. Sentencia 0229. Fecha: 04-03.2008. Expediente 07-604. Magistrado: Perdomo. 

En el juicio de estabilidad laboral seguido por el ciudadano LUIS HERNÁN SÁNCHEZ BUITRAGO, contra la sociedad mercantil SCHERING PLOUGH, C.A., el Juzgado Tercero Superior para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, conociendo por apelación de la parte demandada, en sentencia publicada el 12 de febrero de 2007, declaró sin lugar la apelación confirmando la decisión del Juzgado Sexto de Primera Instancia de Juicio para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, que declaró con lugar la demanda.

Contra esa decisión, por escrito presentado oportunamente, interpuso la parte demandada el recurso de control de la legalidad previsto en el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 

RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD. Señala el recurrente que la sentencia recurrida violó normas de orden público contraviniendo lo establecido en los artículos 2° y 168 ordinal 3° de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, referidos al principio de la primacía de la realidad y a la inmotivación, en este caso por examen parcial distorsionado de las pruebas, al declarar que la demandada no logró desvirtuar el test de laboralidad porque el actor recibía mensualmente sumas de dinero de parte de la demandada, de manera regular, evidenciándose la dependencia económica del mismo, sin percatarse que de las comunicaciones emanadas del actor (folios 119 y 120) se evidencia que el actor era propietario del vehículo que manejaba y solicitó un aumento del pago recibido por servicio de taxi debido al aumento de los gastos de uso y mantenimiento del vehículo. 

Asimismo señala el recurrente la violación de la jurisprudencia reiterada de la Sala de Casación Social contenida en la sentencia de 13 de noviembre de 2006 caso: Luz Marina Jiménez contra Clínica Atías Hospitalización y Servicios, C.A., al no aplicar las directrices que en materia laboral deben seguirse para determinar cuándo se está o no, en presencia de una relación laboral, es decir, cuando se desvirtúa la presunción de laboralidad contenida en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Uno de los puntos centrales del Derecho Laboral ha sido la delimitación de los elementos que conforman la relación de trabajo, con miras a diferenciar aquellas prestaciones de servicio efectuadas en el marco de la laboralidad, de otras que se ejecutan fuera de sus fronteras.

Tal preocupación se corresponde con la problemática de las llamadas zonas grises del Derecho del Trabajo, y sobre las cuales esta Sala ha advertido lo siguiente:

Reconoce esta Sala los serios inconvenientes que se suscitan en algunas relaciones jurídicas al momento de calificarlas dentro del ámbito de aplicación personal del Derecho del Trabajo. Es significativa al respecto la existencia de las denominadas “zonas grises” o “fronterizas”, expresiones explicativas de aquellas prestaciones de servicio cuya cualidad resulta especialmente difícil de determinar cómo laboral o extra laboral. (Sentencia de la Sala de Casación Social de fecha 28 de mayo de 2002).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, una vez establecida la prestación personal del servicio surgirá la presunción de laboralidad de dicha relación. 

Por otra parte, podrá contra quien obre la presunción desvirtuar la misma, siempre y cuando alcance a demostrar, que la prestación de servicio ejecutada no concuerda con los presupuestos para la existencia de la relación de trabajo.

Nuestra legislación del trabajo concibe a la relación de trabajo, como una prestación personal de servicio remunerada, que se realiza por cuenta ajena y bajo la dependencia de otro.

Por lo general todos los contratos prestacionales contienen la subordinación como elemento para la adaptación conductual de las partes a los fines de garantizar la concreción del objeto mismo del negocio jurídico, de tal manera que la dependencia no puede continuar considerándose el eje central y casi exclusivo para calificar una relación como de naturaleza laboral.

De esto surge la utilidad de la ajenidad como elemento calificador de las relaciones enmarcadas en el Derecho del Trabajo, la cual viene a suplir las inconsistencias que presenta la dependencia como eje medular de la relación laboral. 

Cuando quien presta el servicio se inserta dentro de un sistema de producción, añadiendo valor al producto que resulta de ese sistema, el cual pertenece a otra persona, dueña de los factores de producción, que asume los riesgos del proceso productivo y de la colocación del producto, obligándose a retribuir la prestación recibida; es lógico justificar que este ajeno adquiera la potestad de organizar y dirigir el mecanismo para la obtención de tales frutos, y es precisamente en este estado cuando la dependencia o subordinación se integra al concepto d4e ajenidad, como una emanación de la misma. De modo que el trabajo dependiente deriva del hecho de prestar un servicio por cuenta de otro.

Todas las conclusiones expuestas por esta Sala resultan encauzadas a la aplicación de un sistema que la doctrina a denominado indistintamente “test de dependencia o examen de indicios”.

Arturo S. Bronstein, señala que el test de dependencia es una de las herramientas esenciales para determinar cuando una persona que ejecuta un trabajo o presta un servicio a favor de otra, ha establecido o no una relación de trabajo con la misma. 

Adicionalmente, la Sala ha incorporado a los criterios arriba presentados, los siguientes:

a) La naturaleza jurídica del pretendido patrono.

b) De tratarse de una persona jurídica, examinar su constitución, objeto social, si es funcionalmente operativa, si cumple con cargas impositivas, realiza retenciones legales, lleva libros de contabilidad, etc.

c) Propiedad de los bienes e insumos con los cuales se verifica la prestación de servicio.

d) La naturaleza y quantum de la contraprestación recibida por el servicio, máxime si el monto percibido es manifiestamente superior a quienes realizan una labor idéntica o similar; 

e) Aquellos propios de la prestación de un servicio por cuenta ajena.

En el caso concreto, la recurrida al establecer la carga de la prueba señaló que cuando el patrono niega la relación laboral fundamentando su negativa en un hecho nuevo cual es la prestación de servicios mediante una relación mercantil, se aplica la presunción prevista en el artículo65 de la Ley Orgánica del Trabajo, por lo cual es el patrono el que tiene que desvirtuar dicha presunción.
DECISIÓN. En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1° CON LUGAR el recurso de control de la legalidad propuesto por la parte recurrente en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Superior para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 12 de febrero de 2007; y, 2° SIN LUGAR la demanda incoada por el ciudadano LUIS HERNÁN SÁNCHEZ BUITRAGO, contra la sociedad mercantil SCHERING PLOUGH, C.A..
No hay condenatoria en costas, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen, antes identificado, todo de conformidad con el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

La presente decisión no la firma el Magistrado, OMAR ALFREDO MORA DÍAZ por no haber estado presente en la audiencia pública correspondiente.

Relación del contrato de trabajo 
a.- Simulación del Contrato de Trabajo, Encubrimiento o Disimulo del Contrato o Relación de Trabajo

La simulación pretende así no sólo evadir el cumplimiento de las obligaciones que la legislación laboral y la seguridad social disponen en cabeza del patrono sino que, además, aseguran la improcedencia de sanciones derivadas de su efectivo incumplimiento, toda vez que el juzgador ante quien se denuncia pudiera estimar que se encuentra frente a una relación jurídica de carácter no laboral, evadiéndose de esta forma la tutela sobre el trabajador. 

Sin embargo, resulta menester advertir la complejidad que entraña el tema, toda vez que una actitud de los órganos judiciales que pretenda identificar toda prestación personal de servicios con una relación de trabajo, generaría – además de una severa inseguridad jurídica – lesiones patrimoniales a los contratantes e inobservancia del ordenamiento jurídico a cuyo amparo se desarrollan otras interacciones personales de naturaleza no laboral. En este orden de ideas, el profesor Alfonzo Guzmán se permite destacar que precisamente por no advertir que toda obligación, cualquiera que fuere su naturaleza, crea una situación de dependencia del deudor frente a su acreedor, nuestra jurisprudencia laboral ha visto subordinación y contratos de trabajo en todos los contratos civiles o mercantiles de actividad personal, y derogado de hecho el vasto complejo normativo y doctrinario civil sobre esas clases de negocios jurídicos. Para los ojos atentos, la subordinación está en la sujeción a órdenes e instrucciones de quien recibe el servicio, sin percatarse que quien desea construir su casa de habitación, por ejemplo, traza pautas obligatorias al ingeniero o arquitecto contratista de la obra sobre estilo, disposición de los ambientes, número de habitaciones, material deseado, etc. De aceptarse como bueno tal concepto de subordinación, esos contratistas civiles vendrían a ser trabajadores en todo caso. En rigor, la subordinación del trabajador se origina en su obligación de trabajar por cuenta ajena, y de permanecer personalmente a disposición de su patrono con el fin de prestarle el servicio en las condiciones fijadas por el contrato o por la Ley. 
Por otra parte, es menester destacar que el problema que se aborda trasciende los límites del derecho individual del trabajo y constituye, en muchos casos, un mecanismo idóneo para desvirtuar el libre ejercicio de la actividad sindical. Así, no debe pensarse ingenuamente que la evasión de las relaciones colectivas de trabajo producto del “disimulo” de la relación individual resulta un mero efecto “preterintencional”. En otros términos, el encubrimiento de los contratos individuales de trabajo suele tener por objeto directo el impedimento del ejercicio de la actividad sindical; en particular lo concerniente a la organización de sindicatos, la negociación colectiva y el ejercicio de medios de acción directa (acción de perfección del conflicto). 
Este último tema, es decir, lo referente a los efectos de la simulación en el ámbito del Derecho Colectivo del Trabajo, será analizado a partir de los comentarios emitidos por el Comité de Libertad Sindical de la Organización Internacional del Trabajo frente a la queja presentada por la Federación de Sindicatos de Pilotos y Aviadores Profesionales de Venezuela (FESPAVEN) contra el Gobierno de Venezuela (Caso N° 1636). La referida queja resulta pertinente por cuanto plantea un supuesto de simulación en el ámbito individual de las relaciones laborales y fija posición en lo relativo a sus posibles consecuencias en materia de libertad sindical. Estimamos que el caso que se analiza resulta particularmente emblemático y constituye un marco de referencia propicio para ilustrar el carácter antisindical que puede revestir el disimulo en las relaciones jurídico-laborales. 
Es prudente, en primer término, destacar los caracteres propios de la simulación y el fraude a la ley en el ámbito del Derecho del Trabajo como premisa para el estudio del tema. 

En el Derecho Común, la “simulación” ha venido siendo entendida como una “ficción” de la realidad y el negocio simulado como aquel que tiene una apariencia contraria a la realidad, bien porque no existe en absoluto (simulación absoluta) o bien porque es distinto de cómo aparece (simulación relativa). 

En otras palabras, la “simulación” en el marco negocial supone el acto o serie de actos ejecutados – concertadamente entre las partes – con la finalidad de “ocultar” la verdadera naturaleza del negocio jurídico, atribuyéndole los caracteres propios de otro, o simplemente, de aparentar su existencia. Involucra, por tanto, una divergencia consciente y deliberada entre la voluntad real y la voluntad declarada, lo cual supone necesariamente el ánimo de engañar. 

En el caso de la “simulación” – si cabe el término – en el Derecho del Trabajo, para aludir al encubrimiento del contrato o relación de trabajo, los elementos constitutivos o requisitos antes apuntados sufren importantes alteraciones producto del desigual status de los sujetos de la relación jurídica laboral (patrono y trabajador). Así, en primer término, en lugar del “concierto” entre las partes del negocio jurídico, el acto o actos que configuran la “simulación” en dicha disciplina son atribuibles en la casi totalidad de los casos, exclusivamente, al patrono; es decir, que la “simulación” es concebida e impuesta unilateralmente por el patrono al trabajador, prevaliéndose para ello de su mayor poder de negociación derivado de su desigual capacidad económica. 

En segundo lugar, el ánimo de engañar a terceras personas – requisitos de la “simulación” en el derecho común – deviene específico en el Derecho del Trabajo, pues se pretende engañar, en particular, a los órganos jurisdiccionales del trabajo. En otras palabras, el ánimo de engañar está dirigido a dichos órganos al efecto de crear en ellos la falsa certidumbre de su propia incompetencia para conocer del asunto debatido, si fuera el caso. Sin embargo, debe reconocerse que este objetivo no es ajeno a la “simulación” en el Derecho Común. 

Sala Casación Social. Sentencia 0808. Fecha: 11-06-2008. Expediente 07-1520. Magistrado: Omar Alfredo Mora Díaz

En el juicio que por cobro de de prestaciones sociales, sigue la ciudadana  MANUELA TOMASELLI MOCCIA, contra la sociedad civil HOET, PELÁEZ, CASTILLO & DUQUE ABOGADOS; el Juzgado Quinto Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva en fecha 25 de junio de 2007, mediante la cual declaró sin lugar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, en consecuencia, confirmó la decisión de Primera Instancia, que declara sin lugar la acción propuesta.

Contra la decisión emitida por la Alzada, la representación judicial de la demandante, anunció recurso de casación, el cual, una vez admitido, fue remitido a esta Sala de CasaciónSocial.

 Recibido el expediente, la representación judicial de la recurrente, presentó por ante la Secretaria de esta Sala de Casación Social escrito de formalización. 

 En fecha 26 de julio de 2007, se dio cuenta en Sala correspondiéndole la ponencia al Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz.
En fecha 10 de abril de 2008, por auto de Sala, se ordenó fijar la celebración de la audiencia oral y pública para el día jueves ocho (8)  de mayo del año 2008, a las once y cuarenta y cinco minutos de la mañana (11:45 a.m.), todo en sujeción a lo regulado por el artículo 173 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Luego, por auto de la Sala de fecha 17 de abril de 2008, en virtud de que los Magistrados se encontrarán ejerciendo funciones propias de la Magistratura,  se ordenó diferir la celebración de la audiencia oral. 

 Celebrada la audiencia oral y habiendo esta Sala pronunciado su decisión de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.  

Con fundamento en el ordinal 3° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia el vicio de inmotivación por carecer la recurrida de los motivo de hecho y de derecho, con violación del artículo 243 ordinal 4° del Código de Procedimiento Civil, aplicable por remisión directa del artículo 11 de la menciona Ley Adjetiva Laboral. En tal sentido, arguye el formalizante que la recurrida no expresó los motivos por los cuales considera que las documentales promovidas por la actora con los números 1, 3, 4 y 7 “no aportan prueba alguna al punto central controvertido en el presente juicio” o “que no dilucidan el punto controvertido”.

Para decidir, la Sala observa:

Ha sostenido esta Sala de Casación Social en reiteradas oportunidades que el vicio de inmotivación puede darse cuando: a) se omite todo razonamiento de hecho o de derecho; b) las razones del juzgador no tienen relación con el asunto decidido; c) los motivos se destruyen unos a otros por contradicciones graves e insubsanables, o son tan vagos o absurdos, que impiden conocer el criterio seguido para decidir; y d) cuando se dejan de analizar las pruebas aportadas a los autos, incurriendo el Sentenciador en el denominado “vicio de silencio de prueba". En este sentido, también se ha precisado que la motivación exigua no es inmotivación, sin embargo, no pueden escasear los motivos hasta el punto de que no sea posible el control de legalidad. 
En el caso en concreto, se observa que la Juez de Alzada al desechar las documentales mencionadas en los puntos 1, 3, 4 y 7 promovidas por la actora, contentivas de constancia expedida a la actora en donde se refiere que la relación laboral con la demandada cesó en julio de 1999 y a partir del 1 de agosto de 1999 pasó a ser asociada, impresiones de páginas informáticas, liquidación de prestaciones sociales por cambio de régimen y recibos de pago, expresó que las mismas no aportaban elementos para demostrar el punto controvertido, con lo cual se cumpliría el requisito de la motivación del fallo de acuerdo con la doctrina de la Sala anteriormente reseñada.
 En consecuencia, se declara sin lugar la presente denuncia. Así se decide.
Con fundamento en el ordinal 3° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se delata el vicio de silencio de pruebas por cuanto la recurrida carece de señalamiento y análisis de los medios probatorios, con violación del artículo 509 del Código de Procedimiento Civil, aplicable por remisión directa del artículo 11 de la mencionada Ley Adjetiva Laboral. Explica el formalizante que la recurrida no señaló a que pruebas se contrae su decisión, en los puntos 3, 4 y 7 de las pruebas de la parte actora, sino que hizo un señalamiento general e impreciso de las mismas. Agrega que de tales pruebas silenciadas se deriva la periocidad de pagos o sueldos el 25 de cada mes, incentivos por cumplimiento de facturación y pago de bonos trimestrales en dólares de los Estados Unidos de América, los cuales son determinantes para clasificar la relación como de carácter laboral.  

Como se aprecia, la recurrida realizó brevemente un pronunciamiento valorativo sobre las pruebas documentales in commento, exponiendo las razones por las cuales no les otorgo valor probatorio, por lo que en consecuencia, no se constata la violación alegada por el formalizante, resultando a todas luces, sin lugar la denuncia planteada. Así se decide.
De conformidad con el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se delata falta de aplicación del artículo 8 literales c) y d)-I del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, por cuanto la Juez de Alzada no estimó ni el monto fijo establecido por concepto del llamado “anticipo mensual”, ni la periodicidad del pago de los mismos, realizados por la demandada durante todo el tiempo que duró la relación de trabajo, lo cual indudablemente constituye salario. 

Para decidir, la Sala observa:
En sentencia N° 1501 de fecha 11 de noviembre de 2005, reiterada en sentencia N° 2 de fecha 15 de enero de 2007, esta Sala de Casación Social, dejó establecido que la delación de una norma de naturaleza sub-legal, -como la aquí denunciada-, debe sustentarse de manera previa, en la infracción de una disposición de rango legal, y en específico, en aquella norma a la cual ésta desarrolla, cuestión que no se observa de la fundamentación de la denuncia que nos ocupa.
En consecuencia, se desecha la presente denuncia. Así se decide.
Al amparo del ordinal 3° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia el vicio de silencio de pruebas, por carecer la recurrida de señalamiento y análisis de las pruebas, con violación del artículo 509 del Código de Procedimiento Civil, aplicable por remisión directa del artículo 11 de la menciona Ley Adjetiva Laboral.

Indica el recurrente, que la prueba silenciada marcada con la letra “Q” (folio 237), fue emanada el 9 de octubre de 2003 por el ciudadano Jorge Acedo, quien es socio de la demandada y la misma consiste en un correo electrónico recibido por la actora, dirigido a los Asociados Corp y al Comité de Recursos Humanos, exigiendo el cumplimiento exacto de las normas sobre el horario, la cual ha debido ser valorada bajo el principio de la comunidad de la prueba junto con los correos electrónicos que también promovió y consignó la demandada.

 Asimismo, alega que se silenciaron las pruebas cursantes a los folios 236 y 238 que consisten en dos (2) instrumentos privados titulados “Bonificación por cumplimiento”, mediante los cuales la Lic. Edith Santos, Contralora de la firma, notificó que depositaría la cantidad de Bs. 20.000,00 y Bs. 50.000,00, como incentivo o bono por facturar oportunamente las horas de tiempo de trabajo.

Para decidir, la Sala observa:
En cuanto a las pruebas cursantes a los folios 236 y 238, se reitera lo señalado en la segunda denuncia, toda vez que el formalizante nuevamente delata el vicio de silencio de prueba sobre las instrumentales aludidas en el punto 4) del análisis probatorio realizado en la recurrida que anteriormente se examinaron.
 En cuanto a la instrumental cursante al folio 237, contentiva de impresión computarizada de correo electrónico, mediante el cual se hace un recordatorio sobre el cumplimiento del horario, se aprecia que la Juzgadora de Alzada estableció lo siguiente:
De tal manera, resulta sin lugar la denuncia aquí planteada. Así se decide.

Tanto en la audiencia oral como en el escrito de formalización presentado por el recurrente, con fundamento en el ordinal 3° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, denuncia el vicio de falsedad en la motivación, inmotivación de hecho o falso supuesto, al no constar en el texto de recurrida, los elementos que constituyeron e hicieron derivar la conclusión del Juez para afirmar que un hecho está probado. A tal efecto, explica el formalizante que la recurrida da por demostrado un hecho con pruebas que no aparecen en autos, hace mención a hechos genéricos o abstractos de lo que constituyó a su juicio los elementos necesarios para determinar que la actora participó en las acciones de la empresa, siendo que de ninguna de las actas que conforman el expediente se aprecia que ésta participase en las acciones, ganancias o pérdidas de la demandada.

 Por otra parte, con fundamento en el ordinal 3° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se delata el vicio por inmotivación adquirida, cuando la recurrida al referirse a la prueba de testigos se limita a indicar “cuya valoración efectuada por el a-quo se encuentra ajustada a derecho”, sin explicar las conclusiones que derivan de las testimoniales y que hecho concreto arroja.

Para decidir, la Sala observa:
De los alegatos del recurrente, se aprecia que lo delatado no encuadraría dentro del denominado vicio de motivación falsa, pues ha sostenido esta Sala de Casación Social en múltiples oportunidades que dicho error de la sentencia se presenta cuando los motivos son tan vagos, generales, inocuos o absurdos que se desconoce el criterio jurídico que siguió el juez para dictar su decisión, situación que no opera en el presente caso. 
Así mismo, si lo pretendido era una denuncia por suposición falsa, la misma debió enmarcarse en el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Adjetiva Laboral, sin embargo, no constata claramente la Sala, lo que intenta el formalizante mediante esta delación, lo cual impide un pronunciamiento justo, ya que partiríamos de hechos poco concretos, claros y específicos.

 Ahora bien, en cuanto a la prueba de testigos resulta pertinente destacar que el formalizante no indicó en la presente delación las razones por las cuales tales testimonios incidirían de manera determinante el dispositivo del fallo y que den lugar a casar el presente fallo.

 En consecuencia, se desecha la presente denuncia. Así se decide.

De conformidad con el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia error de interpretación del artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, por cuanto la recurrida cambió la carga de la prueba, habiendo quedado fuera de la discusión la existencia del servicio personal prestado por la actora, al establecer en su decisión lo siguiente: “...pero para que se determine la naturaleza del mismo debe analizarse si existió o no un fraude, debido a la simulación alegada y que debe ser demostrada por la parte actora…”.

Para decidir, la Sala observa:

 Alega la actora -recurrente-, que la relación de trabajo discutida, pretende ser encubierta por la Asociación Civil Hoet Peláez Castillo & Duque Abogados, al obligar dicha empresa, a su personal de abogados a firmar un “Acuerdo de Asociación”, cuyo fin único es enmascarar la relación  laboral existente.

Ha dicho la doctrina y la jurisprudencia Patria, que la “simulación” pretende la distorsión de la realidad, impulsada por el patrono, quien busca alterar un contrato de naturaleza laboral, ocultándolo en un negocio jurídico de distinta naturaleza, con el objeto de evadir el cumplimiento de obligaciones laborales así como engañar a los órganos jurisdiccionales del trabajo.

Para combatir la figura de la Simulación, tanto en la legislación Laboral Patria como en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, existen una serie de principios, llamados por la doctrina como mecanismos de defensas, los cuales tienen por objeto arruinar los actos simulados, a saber: (i). el principio de la irrenunciabilidad de los derechos laborales; (ii) el principio de la primacía de la realidad de los hechos sobre las formas o apariencias y, (iii) la presunción de laboralidad consagrada en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo.

La presunción en comento, ciertamente reviste carácter de suma importancia, ya que con ella se protege el trabajo como hecho social y así a los prestadores de servicios que a cambio de ella reciben una remuneración y que se encuentran subordinados a las directrices del patrono.

No obstante, dicha presunción necesariamente debe tener un límite, y serán aquellos contratos que sean alegados y probados, en el cual también tengan por objeto la prestación personal de un servicio, pero que generen consecuencias jurídicas distintas a las de un contrato de naturaleza laboral.

De tal manera que, la prueba de la simulación, debe recaer sobre quien la alega, en el presente caso sobre el trabajador, ya que dicho alegato constituye un hecho que ha sido plenamente desconocido por el patrono, al alegar la existencia de un contrato de naturaleza distinta a la laboral, que si bien es cierto, activa la presunción de laboralidad, la misma se encuentra limitada por las condiciones propias del contrato legalmente celebrado y probado, tal y como se expuso precedentemente. En este sentido, debe el trabajador presentar en juicio indicios, señas o síntomas que lleven al juez a la convicción de que ciertamente el contrato ha sido celebrado, simulando un contrato de naturaleza laboral.

Así pues, acertadamente la Alzada distribuye la carga de la prueba en el presente caso, evidenciándose en autos, que la Juzgadora del Superior, analizó las pruebas promovidas por ambas partes, concluyendo que la simulación alegada por la actora no logró ser demostrada por ésta, y en consecuencia,  el análisis y valoración de las pruebas aportadas por la demandada en el juicio, la llevan a la convicción de que la naturaleza jurídica de la relación discutida no es laboral, desvirtuándose así la presunción de laboralidad existente.

En virtud de todo lo anteriormente expuesto, no constata la Sala el vicio aquí delatado, en consecuencia, se declara sin lugar la presente denuncia. Así se decide.

Declaradas sin lugar las denuncias planteadas por la parte recurrente, se declara sin lugar el recurso de casación anunciado, en consecuencia, se confirma la decisión impugnada mediante este recurso. Así se decide.

DECISIÓN. Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social, en nombre de la República y por autoridad de la Ley declara SIN LUGAR el recurso de casación interpuesto por la parte demandante, contra la decisión proferida por el Juzgado Quinto Superior del Circuito Judicial del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 25 de junio de 2007, en consecuencia, se CONFIRMA la decisión del Juzgado Superior antes mencionado.

 Se condena en constas a la parte recurrente, de conformidad con el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.
No firma la presente decisión el Magistrado Alfonso Valbuena Cordero, por no haber estado en la audiencia oral por motivos justificados.
I. La Carga de la Prueba (Presunción) 
Está previsto en los Arts. 72, 86 y 125 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 


Artículo 72. Salvo disposición legal e contrario, la carga de la prueba corresponde a quien afirme hechos que configuren su pretensión o a quien los contradiga, alegando nuevos hechos. El empleador, cualquiera que fuere su presencia subjetiva en la relación procesal, tendrá siempre la carga de la prueba de las causas del despido y del pago liberatorio de las obligaciones inherentes a la relación de trabajo. Cuando corresponda al trabajador probar la relación de trabajo gozará de la presunción de su existencia, cualquiera que fuere su posición en la relación procesal.

La regla general sobre carga de la prueba queda enunciada en la primera parte del precepto, dependiendo de la afirmación o alegato del hecho que configura la pretensión o contrapretensión de uno y otro litigante, entendiéndose por esta ultima la excepción en sentido propio; esto es, aquel alegato del demandado que introduce a la litis hechos nuevos que califican o contradicen por vía de exclusión el afirmado por el actor. Al respecto enseña la doctrina que “corresponde la carga de probar un hecho a la parte cuya petición (pretensión o excepción) lo tiene como presupuesto necesario, de acuerdo con la norma jurídica aplicable; o, expresada de otra manera, a cada parte le corresponde la carga de probar los hechos que sirven de presupuesto a la norma que consagra el efecto jurídico perseguido por ella, cualquiera que sea su posición procesal. O como dice el Art. 177 CPC colombiano: “incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”. 
Ambas normas, la del Código de Procedimiento Civil y la de esta Ley son sustancialmente iguales. La nueva disposición sin embargo ata la afirmación a la pertinencia de la misma al relacionarla con la pretensión que hace valer. En cierta forma, la antigua máxima romana incumbit probatio qui dicit, no qui negat presupone que el dicit es la pretensión o contrapretensión cuyo supuesto de hecho es afirmado por uno y otro litigante. La segunda parte del precepto: corresponde la carga a quien contradice la pretensión alegando nuevos hechos, presupone también la conexión (y por ende la pertinencia) de la afirmación del hecho nuevo con la pretensión del antagonista que se rechaza. Este vínculo del hecho afirmado con la pretensión, confirma la doctrina mas exacta arriba expuesta sobre la carga de la prueba. Esta regla es tan cabal y amplia que obvia todo distingo entre prueba de obligaciones (Art. 1354 CC) y prueba de hechos en general, cuyas normas ha juntado el legislador en el Art. 506 CPC. Una muestra legislativa de esta regla es el Art. 994 CC: “Si hubiere duda sobre cuál de dos o mas individuos llamados recíprocamente a sucederse, haya muerto primero que el otro, el que sostenga la anterioridad de la muerte del uno o del otro deberá probarla…”. 
Presunción de la Laboralidad. Veamos la operatividad de esta premisa respecto a uno de los puntos mas cruciales del Derecho procesal del trabajo cual es la prueba del carácter laboral de una relación jurídica, adelantándonos a aclarar que no es este el ejemplo mas simple, pues aquí actúan presunciones legales que trasladan de uno a otro el onut probando. El Art. 65 LOT señala que “se presumirá la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba…”. Aun cuando esta disposición prevé una presunción; esto es, la prestación de servicio personal por su parte y la determinación del beneficiario o receptor de ese servicio; es decir, que debe probar los dos supuestos de hecho de la norma (Art. 65) que consagra el efecto jurídico que la ley asigna. La conclusión presumida requiere la prueba de los elementos ciertos que soportan la conclusión presumida, reputada cierta. En tal sentido el Art. 118 define que “la presunción es el razonamiento lógico que, a partir de uno o mas hechos probados lleva al Juez, a la certeza del hecho investigado…”. 
Por su parte, el presunto patrono debe probar los hechos que contradicen los supuestos fundantes de la presunción (concretamente, la no prestación del servicio, o el carácter no personal del servicio, o la cualidad de receptor del servicio que se le imputa a él como título jurídico de su cualidad pasiva). Pero también tiene la carga de probar aquellos otros que directamente desvirtúan la naturaleza laboral de la relación jurídica (gratuidad del servicio, no remunerado; ausencia de subordinación o dependencia). La prueba no depende, pues, de las afirmaciones sino propiamente de la estructura de la norma, del supuesto factico normativo. La negación o afirmación puede ser simple modalidad de redacción. La situación no cambia porque se niegue un hecho, en vez de afirmar su inexistencia. No es un hecho impeditivo la afirmación que, conceptualmente, es parte de la contradicción de la demanda. Si el demandado dice que el actor trabajaba para un tercero, no por ello quedará relevado el actor de probar los dos supuestos de la presunción que consagra los Arts. 65 y 39 LOT. 
Al respecto Alfonzo Guzmán, dice, precisamente por no advertir que toda obligación, cualquiera que fuere su naturaleza, crea una situación de dependencia del deudor frente a su acreedor, nuestra jurisprudencia laboral ha visto subordinación y contratos de trabajo en todos los contratos civiles o mercantiles de actividad personal, y derogado de hecho el vasto complejo normativo y doctrinario civil sobre esas clases de negocios jurídicos. Para los ojos poco atentos, la subordinación está en la sujeción a órdenes e instrucciones de quien recibe el servicio, sin percatarse de que quien desea construir su casa de habitación, por ejemplo traza pautas obligatorias al ingeniero o arquitecto contratista de la obra sobre el estilo, disposición de los ambientes, número de habitaciones, material deseado, etc. De aceptarse como bueno tal concepto de subordinación, esos contratistas civiles vendrían a ser trabajadores en todo caso. 
Prueba de la Justificación del Despido. Aparte la presunción desvirtuable de despido sin justa causa (confesión ficta) que establece el Art. 187 LOPT, cuando el patrono no participe los motivos del despido al Juez de Sustanciación, Mediación y Ejecución de su jurisdicción, dentro de los cinco días hábiles siguientes, la doctrina procesal aporta igualmente una exención a la carga probatoria del trabajador en lo que concierne, no propiamente al hecho del despido, cuanto a su calificación como injustificado. 
La justificación o injustificación del despido laboral es un concepto jurídico que está íntimamente vinculado con la culpa en sentido laxo, civilista, porque supone una ilegitimidad. El despido, como acto propio del patrono, presupone siempre una conducta ilegitima en su causa motiva o impulsiva, imputable al patrono si es injustificado o al trabajador, en caso contrario (Art. 102 LOT). 
Test de Laboralidad. En sentencia dictada por la Sala de Casación Social del 13 de agosto de 2002, la Sala consideró de real importancia transcribir los que el autor Arturo S. Bronstein contempla en la Ponencia intitulada Ámbito de Aplicación del Derecho del Trabajo, presentada en el Congreso Internacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. 
A este temario corresponde la cuestión, siempre actual, de las zonas grises o zonas fronterizas entre relaciones laborales y relaciones mercantiles (contratos de colaboración empresarial, tales como los de agencia, la concesión mercantil y la franquicia) y el status jurídico de los trabajadores no dependientes (Art. 87 CRBV y Art. 40 LOT), el cual ha sido abordado por la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia.  
Prueba de la Legitimación Pasiva. Viene al caso abstraer aquí el concepto de cualidad o legitimación a la causa y los casos excepcionales que la ley prevé. Siguiendo la enseñanza de Chiovenda, explicitada por el maestro Loreto, citados por Henríquez La Roche, podemos decir que la cualidad es un juicio de relación y no de contenido, y puede ser activa o pasiva. La primera es aquella que establece una identidad lógica entre el demandante concreto y aquel a quien la ley da la acción; es decir, la posibilidad de pretender la satisfacción de su crédito (demandante abstracto). Y la cualidad pasiva es aquella que establece una identidad lógica entre el demandado concreto y aquel contra quien la ley da la acción (demandado abstracto). La prueba de esta cualidad (activa y pasiva) es requisito indispensable para que prospere la pretensión pues resulta evidente que la obligación del patrono deviene siempre de su título jurídico de empleador. 

Artículo 86. “La parte contra quien se produzca en la audiencia preliminar instrumento privado, como emanado de ella o de algún causante suyo, deberá manifestar formalmente, en la audiencia de juicio si lo reconoce o lo niega. El silencio de la parte a este respecto dará por reconocido el instrumento”.

La carga procesal del reconocimiento pesa sólo respecto a los instrumentos que se reputan emanados de la contraparte o de su heredero o causahabiente. Los que emanan de terceros no tienen que ser reconocidos por la contraparte, aun cuando sea evidente su vinculación con la litis controvertida, ya que mal puede verificar la firma de otro. Dichos documentos deben ser corroborados por el tercero (Art. 79 LOPT). 
La carga de desconocer corresponde sólo a la parte de quien emana - directamente o remotamente – el documento y no al firmante. El firmante (causante, ex– representante o personero, etc.) puede no tener interés alguno en la litis y no puede pesar sobre él una responsabilidad cuyo peso actuaría en la esfera jurídica de la parte en la litis. Consistente con esto, la Corte ha precisado que la carga de desconocer ataña también al mandante respecto a la firma estampada por su mandatario y a las personas jurídicas aunque el firmante ya no sea administrador o representante suyo. 

Artículo 125. “Dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al recibo del expediente, el Tribunal Superior del Trabajo competente, previa audiencia de parte, decidirá la apelación, en forma oral. Contra esta decisión será admisible recurso de casación, siempre que se cumpla con los requisitos establecidos en esta Ley. En todo caso, si no compareciere el demandante a la audiencia fijada por el Tribunal, se entenderá que desistió de la apelación intentada”.

La negativa de la admisión de la demanda es apelable en ambos efectos por ante el Juez sustanciador y para ante el Tribunal Superior del Trabajo, sin intervención alguna del Juez de Juicio. La sentencia oral que resuelve la apelación debe ser documentada, reducida a escrito, pues de otra manera no sería posible que la Sala de Casación Social la revisara caso de interponerse el recurso de casación. 
1. Principio Indubio Pro Operario 


En la duda, hay que estar a favor del trabajador.   Af. Lat. En la duda, a favor del trabajador. Se adopta esta posición, que rompe con el equilibrio genérico de la igualdad procesal, por entenderse que, debido en los más de los casos a su peor situación económica y a su menor ilustración, al menos en los tiempos preté​ritos de generalizado analfa​betismo en las clases humildes, el trabajador puede haber comprometido su posición o dejado de adoptar medidas que habrían salvaguardado sus derechos o intereses. En el fuero laboral, o en los litigios de esta índole allí donde se tramitan ante la jurisdicción ordinaria, cualquier punto dudoso del contrato, de la ley o de la práctica debe resolverse a favor de lo alegado por el trabajador o un patrocinante, e incluso según lo que le beneficie, y hasta no alegado.


De los principios generales del derecho del trabajo, frecuentemente los autores atribuyen espemprobus litigator In dubio pro operario jerarquía al expresado con el aforismo romano: in dubio pro operario, que también encontramos consignado bajo la fórmula: in dubio pro mísero. Y que no es sino la traducción a esta rama del derecho del clásico principio de la legislación penal: in dubio pro reo.


Prescribe el artículo 59 de la Ley Orgánica del Trabajo que “en caso de conflicto de leyes prevalecerán las del Trabajo, sustantivas o de procedimiento. Si hubiere dudas en la aplicación de varias normas vigentes, o en la interpretación de una determinada norma, se aplicará la más favorable al trabajador. La norma adoptada deberá aplicarse en su integridad”. 


Esta disposición fue incorporada en la Ley Orgánica del Trabajo de 1990, con fundamento en el principio orientador de la disciplina del Derecho del Trabajo denominado en la Doctrina “in dubio pro operario”. 


El contenido de éste artículo puede esquematizarse en los siguientes puntos: 


1. Cuando se presente un conflicto de leyes, prevalecerán las leyes laborales, ya sean sustantivas o de procedimiento. 


2. Si existe duda al momento de aplicar ante un supuesto varias normas vigentes, debe aplicarse la norma más favorable al trabajador. En este caso, la norma adoptada debe aplicarse en su integridad. 


3. Al existir dudas en cuanto a la interpretación de una norma debe acogerse la interpretación más favorable al trabajador. 


Por su parte la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, promulgada en el año 1999 acoge este principio en el artículo 89, numeral 3 al precisar: “ Cuando hubiere dudas acerca de la aplicación o concurrencia de varias normas, o en la interpretación de una determinada norma se aplicará la mas favorable al trabajador o trabajadora. La norma adoptada se aplicará en su integridad”. A su vez, el Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, promulgado también en 1999, desarrolla el contenido del artículo 59 mencionado, al enunciar entre los principios fundamentales del Derecho del Trabajo enumerados en el artículo 8 del mencionado Reglamento, al principio protectorio o de tutela de los trabajadores, dentro del cual se distingue: 

1. Regla de la norma más favorable o principio de favor, por virtud del cual si se plantearen dudas razonables en la aplicación de dos o mas normas, será aplicada aquella que más favorezca al trabajador. 


2. Principio in dubio pro operario, en atención al cual en caso de plantearse dudas razonables en la interpretación de una norma, deberá adoptarse aquella que más favorezca al trabajador; y 


3. Principio de la conservación de la condición más favorable, por virtud de la cual deberán ser respetados los derechos que se encuentran irrevocable y definitivamente incorporados al patrimonio del trabajador. 

2. Principio de la Irrenunciabilidad 
El trabajador está imposibilitado de privarse, voluntariamente, de los derechos garantías que le otorga la legislación laboral, aunque sea por beneficio propio. Lo que sea renunciado está viciado de nulidad absoluta. La autonomía de la voluntad no tiene ámbito de acción para los derechos irrenunciables. Esto evidencia que el principio de la autonomía de la voluntad de Derecho privado se ve severamente limitado en el Derecho laboral.

Ej.: Un trabajador no puede renunciar a su salario, o aceptar uno que sea menor al mínimo establecido por el ordenamiento; si la jornada de trabajo diaria máxima es de 12 horas, un trabajador no puede pedirle a su empleador que le deje trabajar durante 18 horas.´
En el futuro creemos que en la conciliación extrajudicial laboral a diferencia de la civil y de familia, es posible utilizar con mayor frecuencia actas con acuerdo parcial (AP), uno de los fines sería el de evitar que se vulnere el principio de irrenunciabilidad de derechos. 

En primer lugar para que esto ocurra, tendría que existir en un procedimiento conciliatorio dos ó más controversias en conflicto, por ejemplo beneficios sociales, remuneraciones, e indemnización por despido; ó en su defecto beneficios sociales que integre diversos conceptos (CTS, Vacaciones, gratificaciones), los cuales podría trabajarse dentro de una negociación la forma de pago de una de ellas dejando a salvo el derecho a reclamar en otra vía los demás conceptos no acordados. 

En segundo lugar, para obtener acuerdos parciales en las audiencias de conciliación extrajudicial, se requiere dos condicionantes. La primera es que las partes asistan a la audiencia con el ánimo y voluntariedad de dialogar, en donde el empleador reconoce la relación laboral, los beneficios sociales y las remuneraciones pendientes de pago, pero no reconoce la indemnización por despido arbitrario, porque considera que no hubo despido por diversas razones: renuncia del trabajador, término del contrato, abandono de trabajo, falta grave, vencimiento del plazo de prescripción (30 días del término de la relación laboral), entre otras razones, que en algunos casos son materia de prueba y de investigación, situaciones que son ajenas a una audiencia de conciliación extrajudicial, conforme a  Ley, por que el conciliador no actúa medios probatorios. 

La segunda condicionante sería de que el trabajador consciente de tal situación deje de lado por un momento la discusión sobre indemnización por despido (evaluando la posibilidad de dilucidar la misma en un proceso judicial), y se centre a negociar las formas de pago de sus beneficios sociales y de las remuneraciones impagas que le corresponde conforme a la liquidación presentada, generando actas con acuerdo parcial y en el mejor de los casos actas con acuerdo total, dejando a salvo su derecho en caso de optar por la primera. 

Como vemos éstos tipos de acuerdo dejan a salvo los derechos del trabajador respecto a las pretensiones que no fueron objeto de acuerdo, a fin de que sí desea las reclame en la vía judicial ó a través de cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos en materia laboral, por lo que de ésta manera se vela por la correcta aplicación del respeto al principio de irrenunciabilidad de derechos del trabajador. 

b.- La Simulación como Mecanismo para la Elevación de las Relaciones Colectivas de Trabajo

Los empleadores han encontrado formas de contratación que vulneran los derechos de los trabajadores. En este caso inducen al trabajador para que firme un contrato de naturaleza civil o mercantil, a pesar que existe una verdadera relación de trabajo. Existe en nuestro país, tanto en el sector privado como el público, varios trabajadores asalariados,  contratados  como  si  fuesen  prestadores  de  servicios  profesionales  a quienes de forma sistemática les han sido violados sus derechos laborales y de la seguridad social.

Estas formas de contratación implican, la negación de todos los derechos que se regulan como garantías mínimas e irrenunciables en la legislación del trabajo. En cuanto a la jornada de trabajo, estos trabajadores se encuentran sujetos a una hora de entrada pero no a una hora de salida, por lo que se incurre a una modalidad de trabajo forzoso. A los trabajadores  se les hace laborar en jornada extraordinaria y no se les remunera ésta como tal, incluso se les obliga indirectamente a laborar por encima de los límites máximos establecidos para la jornada ordinaria o extraordinaria de trabajo. El salario es disfrazado bajo figuras como la del pago de honorarios, y puede con facilidad ser retenido por el patrono, sea en concepto de multa o en pago de supuestas deudas, el mismo se encuentra gravado por impuestos del valor agregado  y el impuesto sobre la renta. 

Contrario a lo que sucede con el salario, los honorarios no se encuentran protegidos contra embargos y no se establece un salario mínimo de conformidad con lo establecido en  los  convenios internacionales en  esta  materia y  en  la  legislación nacional. Los trabajadores no se encuentran protegidos contra despidos injustificados, no existe indemnización ni la reinstalación en el puesto de trabajo en los casos que proceda.

Los trabajadores con contratos simulados se encuentran excluidos de los beneficios de la seguridad social, tanto en lo que se refiere a la protección contra accidentes de trabajo, enfermedad, invalidez, vejez o sobrevivencia; la mujer trabajadora no tiene acceso al goce de los periodos pre y postnatal y lactancia; no se encuentran protegidos en lo que se refiere a la seguridad e higiene en el trabajo. Se impide el accionar de la Inspección General de Trabajo.

Al  no  ser  considerados trabajadores asalariados, no  pueden  acceder  a  la  libre sindicalización, al derecho de la negociación colectiva, ni al derecho de huelga. En lo procesal, el reclamo de sus derechos se encuentra excluido del conocimiento de la competencia privativa de trabajo y se sujetan al procedimiento regulado para el derecho común.


En otras palabras al desnaturalizarse la relación de trabajo, conduce a los trabajadores a condiciones que se desarrollan en el más completo marco de desprotección jurídica y social. “El objeto de simular las relaciones laborales, con la apariencia jurídica civil o mercantil, es, sencillamente, la intención de evadir el cumplimiento de la legislación laboral para disminuir costos y aumentar ganancias, al evadir las prestaciones sociales mínimas, tales como: bonificaciones, aguinaldos, vacaciones, seguridad social, indemnizaciones, etc.”. 

En  un  informe  de  la  Conferencia  Internacional  del  Trabajo,  se  refiere  a  las condiciones de los trabajadores que se les simula el contrato de trabajo y a manera de ejemplo menciona dos países que presentan esta situación. “Los trabajadores envueltos en una relación de trabajo disfrazada formalmente son presentados como trabajadores independientes o por cuenta propia. En Alemania por ejemplo, no se aplican a ellos ni la legislación del trabajo ni la legislación sobre prestaciones por enfermedad, maternidad e indemnización por despido y deben soportar los riesgos a que estén expuestos en materia de seguridad y salud en el trabajo. El acceso a los tribunales de trabajo está limitado a los asalariados y a los cuasiasalariados. En los Estados Unidos, igualmente los trabajadores por cuenta propia caen fuera del campo de aplicación de una serie de leyes de trabajo. 

c.- La suscripción de cualquier convenio distinto al laboral, tiende a qué propósitos: 


Se debe hablar de la simulación, de la firma de cualquier convenio distinto al laboral, está encuadrada dentro de la definición de la simulación, y como no hay simulación, como juez dice no hay contrato de cualquier cosa, sino una relación laboral, por ende, se aplica el salario, y manda a pagar las prestaciones en base al tipo de salario, que generalmente es un salario variable.  
Las normas del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social otorgan al trabajador un determinado grado de protección jurídica con la cual se pretende contrarrestar la desigualdad de orden económico y social  en que se encuentra frente a su patrono, pretendiendo lograr  condiciones más favorables para la búsqueda del ideal de justicia social. Es por ello que se ha afirmado que con tales normas se pretende restablecer, con un privilegio jurídico, la igualdad social. Esta especial protección, que constituye un privilegio para el trabajador, supone correlativamente una carga para el patrono, en cuanto limita su libertad de acción en la empresa y aumenta sus costos de producción. Buena parte de los patronos acepta pacíficamente tal carga, no sólo por respeto y obediencia a la ley laboral, sino también por la convicción de que ésta, al crear normas que coadyuvan al control de la fuerza de trabajo, contribuye al establecimiento de un marco institucional dentro del cual es más factible lograr un sistema adecuado de relaciones de trabajo, que canalice oposiciones de intereses que de otra manera podrían degenerar en conflictos agudos y negativos para los objetivos generales de la producción. Sin embargo, algunos patronos tratan de escapar de los costos y limitaciones que les acarrea la legislación del trabajo y la seguridad social, para lo cual ocultan las relaciones laborales que mantienen con sus trabajadores, bajo el disfraz de una vinculación jurídica de otra naturaleza, generalmente civil o mercantil.

En muchas obras de Derecho del Trabajo se estudia este problema, haciéndolo la mayoría de las mismas bajo el acápite de la simulación. Sin embargo, se ha señalado que la calificación mercantil o civil establecida para ocultar la verdadera naturaleza laboral de una relación jurídica, no constituye un acto de simulación en la acepción que este vocablo tiene en el derecho común, pues no se trata, como lo señala acertadamente Rafael Alfonzo Guzmán ( 1.994) de un acto voluntariamente simulado, mediante el cual las partes declaran una voluntad aparente y ficticia que oculta un negocio verdadero, el cual corresponde a su voluntad real no declarada, de naturaleza secreta o confidencial. En efecto, cuando un patrono, a fin de burlar la legislación laboral, impone a un trabajador dependiente la firma de un contrato mediante el cual se declara la existencia de una relación autónoma civil o mercantil, no puede decirse que existe una voluntariedad para la realización de un acto simulado- el civil o mercantil- ocultando un acto secreto - el laboral - que corresponde a la verdadera pero confidencial voluntad de las partes. Por el contrario, en este caso se trata de la imposición de la voluntad de una de las partes, el patrono, que prevalido de su situación de superioridad frente a la hiposuficiencia económica de la otra, el trabajador, hace que éste acepte dar a la relación laboral que vincula a ambos, una calificación distinta que permite eludir las limitaciones y costos que para el patrono supone la legislación laboral. Es por ello, que parece más adecuado calificar tales situaciones como casos de fraude a la ley, entendiendo por tal al conjunto de "maniobras" o procedimientos tendientes a eludir la aplicación de una ley imperativa. En este orden de ideas, la simulación en materia del trabajo se reduce a otros supuestos, de menor importancia práctica, en los cuales las partes, de común acuerdo, declaran en el orden laboral, situaciones que no corresponden a la realidad verdadera que se oculta tras el acto simulado. Este sería el caso de que una persona declarase ficticiamente tener con otras  personas relaciones laborales que no existen en los hechos o que se estableciese un salario o tiempo de antigüedad diferente a los verdaderos, con lo cual podría perseguirse un fraude a terceros acreedores del patrono o al seguro social o bien facilitar la obtención de un crédito o de un contrato de arrendamiento por parte del trabajador cuyo salario o antigüedad se falsea.

Tampoco pueden confundirse los casos de fraude a la ley laboral con los de mero incumplimiento de la misma. En estas últimas situaciones, el patrono no niega o encubre mediante artificios la relación de trabajo que mantiene, sino que, simplemente, no da cumplimiento a las obligaciones que la Ley le impone como consecuencia de dicha relación.

En fin, es conveniente precisar que el incumplimiento, entendido como la falta de aplicación de la ley,  puede lograrse mediante la simple inobservancia de la misma - incumplimiento puro y simple, que puede ser total o parcial- o mediante el empleo de artificios destinados a lograr tal inaplicación (fraude). A su vez, el fraude puede estar destinado a negar la relación de trabajo dándole la apariencia de una relación de distinta naturaleza, en cuyo caso nos encontraríamos frente a un encubrimiento,  o a crear la apariencia formal de que el trabajador realizó ciertos actos que en la verdad nunca cumplió (p. ej. la firma en blanco de una hoja para ser utilizada posteriormente como carta de renuncia) o que ha disfrutado de beneficios que en la práctica nunca recibió ( p. ej. firma de formatos de recibo en los cuales aparece que un trabajador a comisión percibió, además de sus comisiones, el pago correspondiente a días de descanso y días feriados que nunca le fueron pagados).

Es de observar que, independientemente de que se trate de un incumplimiento puro y simple o por medios fraudulentos, el grado de incumplimiento de la legislación  laboral constituye un grave problema social en Venezuela. 
Diversas han sido las formas utilizadas por algunos patronos para enmascarar sus relaciones de trabajo bajo otras apariencias jurídicas a fin de sustraerlas de la aplicación de la normativa laboral. En el capítulo V del presente describimos con más detalle algunas de estas prácticas. Una de las formas más generalizadas de fraude es la de dar al contrato de trabajo la apariencia de una compraventa mercantil. El trabajador no es calificado como tal, sino como un "comerciante" que "compra" mercancía a una empresa y luego “la vende” en las condiciones determinadas por ésta, obteniendo una "ganancia" o "comisión mercantil”. Especies de este género son los contratos que las empresas hacen firmar a los "concesionarios" o "distribuidores" de cerveza, refrescos, gas doméstico, agua potable y a los vendedores ambulantes de helados, perros calientes y productos similares.  En estos casos, como señala Caldera (1961: 280), las modalidades que acompañan al contrato (reventa por la misma persona del vendedor, exigencia de revender dentro de determinado radio, en determinadas condiciones y bajo la vigilancia de la empresa), sirven frecuentemente para demostrar la existencia de un nexo de dependencia característico del contrato de trabajo.

Otro sistema utilizado es el que califica al trabajador dependiente como "socio industrial", que aporta su trabajo a cambio de unas "utilidades", participando así en una aparente "sociedad" con un "socio capitalista", que a su vez aporta el capital y quien, en la práctica, es el propietario de los medios de producción y se beneficia de los servicios del supuesto "socio industrial". En ocasiones se celebra un "contrato de transporte", mediante el cual se considera como "porteador" o “transportista” que realiza el transporte a cambio de "un flete", a quien en realidad es un trabajador subordinado que transporta productos bajo las instrucciones de un patrono. El contrato de arrendamiento ha sido frecuentemente utilizado para encubrir relaciones laborales. En este sentido, puede registrarse una gran variedad de casos, desde el "arrendamiento de un vehículo", por parte de quien en realidad es un conductor subordinado hasta "el arrendamiento de una silla" por parte de un barbero dependiente o el "arrendamiento de sillas y mesas", por parte del mesonero que presta servicios a una fuente de soda. El contrato de cuentas en participación, el mandato y el con- trato de obras, son otras de las figuras que se han utilizado para evadir la aplicación de las normas laborales.

Un sistema de fraude se ha venido generalizando en las líneas aéreas venezolanas, que obligan a sus pilotos y personal de cabina, quienes prestan servicios bajo condiciones de típica subordinación, a que individualmente constituyan sociedades mercantiles con las cuales realizan "contratos de servicios". Mediante tales contratos las referidas "compañías" (en realidad pilotos y azafatas), se obligan los unos a pilotear los aviones y las otras a atender los pasajeros.

I. La desconocer un salario

El encubrimiento de la relación de trabajo es difícil de cuantificar, pues por su propia finalidad de incumplir la legislación laboral, es una práctica ilegal, no informada en las mediciones oficiales. Por tal razón, no se poseen estadísticas sobre crecimiento, disminución o estabilidad del fenómeno. Pero, sí existen mediciones sobre la evolución y comportamiento de la población asalariada dentro de la fuerza de trabajo. Estos datos nos hablan de la cobertura del derecho del trabajo en el país y por ende nos dan información muy útil sobre el grado de protección que disfruta el trabajador en Venezuela.

Para el primer semestre 1999, la encuesta de hogares de la Oficina Central de Estadísticas e Información (OCEI) reporta 5.119043 de asalariados, lo que representa el 49,89 % de la Población Económicamente Activa (PEA). La cantidad de asalariados disminuyó en 9 % con respecto al año 1990. Ese año, los asalariados representaban el 58.9% de la PEA. Es de señalar, que los asalariados se concentran en el sector formal de la economía, el cual, en 1998, generó sólo el 43% de los empleos urbanos.   Este dato nos habla de la gran segmentación del mercado laboral venezolano, lo que incide fuertemente en la aplicación de las normas laborales.

El perfil de contratación de los asalariados no ha variado significativamente en el país. En 1998, 4.446.333  trabajadores  de un total de 5.226.501 asalariados, prestaban sus servicios en condición de fijos en su empresa, lo que significa que el 85.07% de los asalariados  no están sometidos a formas de contratación inestables. Tampoco las formas de remuneración variables son mayoritarias en las empresas venezolanas. Para 1998, el 89.20% de los asalariados recibían sueldo fijo.   Estos datos nos permiten afirmar que si bien la modalidad es de contratación inestable, así como las de encubrimiento de la relación de trabajo han aumentado, estas prácticas no son aún predominantes en el país. Sin embargo, es posible señalar que en algunos sectores se encuentra generalizado el sistema de prestación de trabajo mediante relaciones encubiertas, así como también que en los últimos años se observa una tendencia expansiva del fenómeno. Así, en los sectores dedicados a la distribución masiva de bebidas y productos alimenticios (refrescos, cerveza, agua potable, helados, perros calientes) tradicionalmente se han empleado contrataciones fraudulentas del personal. Recientemente estas modalidades se han venido implementando en otros sectores, tales como, venta de libros, pilotos y personal de cabinas de las líneas aéreas.

El pago de los beneficios sociales que generan una relación laboral

El aumento de la pobreza y la segmentación del mercado laboral son dos situaciones presentes en la década de los noventa en Venezuela. Ambos fenómenos se vinculan muy estrechamente con el redimensionamiento del rol del Estado, cuya principal expresión ha sido la disminución del gasto social.

Dos tipos de trabajadores conviven el mercado laboral venezolano: los altamente protegidos y los absolutamente desprotegidos. Esta segmentación muy vinculada a la informalización de la economía y a una arraigada cultura patronal de incumplimiento de la ley determina una tendencia hacia la desprotección de los trabajadores, la cual comprende no sólo a los trabajadores bajo relaciones encubiertas, sino también aquellos cuya relación de trabajo es formalmente reconocida y a los trabajadores autónomos.

No obstante, esta situación de orden general, podemos señalar ciertas carencias específicas de desprotección propias de la situación de los trabajadores que prestan sus servicios en condiciones de fraude. Entre estas características específicas podemos mencionar las siguientes:

A. Ausencia de normas protectoras. Dado que los mecanismos de fraude tienden a darle a las relaciones laborales encubiertas una apariencia civil o mercantil, los trabajadores sujetos de las mismas están en la práctica excluidos de la legislación laboral, razón por la cual carecen de la tutela mínima que el Estado venezolano garantiza a los trabajadores subordinados. En consecuencia,  a tales relaciones le son usualmente aplicables sólo las normas establecidas por la legislación civil y mercantil y por los contratos por ellos celebrados, los cuales en la práctica les son unilateralmente impuestos. Tal normativa es inadecuada para prestar una protección suficiente a dichos trabajadores, quienes se ven obligados a acudir a la administración de justicia si desean hacer valer sus derechos conforme a la legislación laboral. El uso de los tribunales normalmente se da por el rompimiento de la relación, por lo cual la acción estatal de reparación ocurre al finalizar la relación encubierta y no durante su vigencia.

B. Las condiciones de empleo y remuneración. El encubrimiento de la relación de trabajo no necesariamente conlleva a condiciones de empleo y remuneración precarias. Por ejemplo, los conductores de camiones de las empresas de bebidas reciben salarios muy por encima del mínimo legal, su jornada suele ser menor que la máxima legal y disfrutan de una estabilidad superior a la usual en el mercado. Los vendedores a comisión, poseen ingresos medianos y altos, al punto que un abogado nos comentó que financian los juicios laborales sin mayores problemas. Los trabajadores de las peluquerías y gimnasios trabajan normalmente jornadas superiores a las 44 horas semanales, pero sus ingresos son superiores al mínimo legal.

Muchas de las empresas que utilizan las formas típicas de encubrimiento de la relación de trabajo están ubicadas en las áreas más competitivas del sector formal de la economía y por ende son las que ofrecen mejores condiciones de trabajo a sus trabajadores. De ahí, que el fraude tiene como finalidad justamente disminuir las incidencias secundarias que ese nivel de ingresos tuviese de ser considerado salario, pero no necesariamente precarizar las condiciones de trabajo. Por ser empresas del sector formal, sus remuneraciones suelen estar muy por encima del salario minino. Justamente el hecho de que sus trabajadores reciban ingresos medianos y altos es el incentivo para que suscriban los documentos necesarios para sustentar el mecanismo de fraude.

Sin embargo, no puede generalizarse como propia de las relaciones encubiertas la existencia de buenas condiciones de empleo y remuneración. En algunos sectores, como la venta de helados y perros calientes, en los cuales se hace uso frecuente de los mecanismos fraudulentos, la remuneración es muy baja.

C. Las condiciones de higiene y seguridad. Por la misma razón de que muchos de los casos de encubrimiento se dan en empresas competitivas del sector formal, no es infrecuente que trabajadores sujetos a dichas relaciones se beneficien de condiciones de higiene y seguridad aceptables. Sin embargo, contra la vigencia de buenas condiciones de higiene y seguridad en las relaciones encubiertas conspiran el hecho de no estar sujetas en la práctica a los procedimientos de inspección propios de las relaciones de trabajo subordinadas. En algunos casos, como es el de la venta de helados y de perros calientes, las condiciones de trabajo son especialmente duras, caracterizándose por jornadas prolongadas, frecuente sometimiento a condiciones climáticas desfavorables, realización de largos trayectos a pie empujando el vehículo respectivo, a lo cual se suelen unir inconvenientes con las autoridades de policía y con el propio público.

En dos de los casos estudiados sobre relaciones encubiertas hay reportes de condiciones de higiene y seguridad riesgosas. Nos referimos a las pequeñas empresas de transporte aéreo y a los conductores de empresas de gaseosas y bebidas. En transporte aéreo, las avionetas que cubren rutas nacionales hacia destinos turísticos  son las que menos respetan las medidas de seguridad para sus trabajadores y usuarios. En el transporte de bebidas suelen observarse deficientes condiciones de los camiones y los trabajadores deben cargar pesos muy considerables.

D. La seguridad social. La seguridad social venezolana, aunque prevé la incorporación de los trabajadores autónomos, está fundamentalmente diseñada para los trabajadores asalariados.  En consecuencia, los trabajadores que prestan servicios en condiciones de fraude, al tomar la apariencia de trabajadores autónomos, encuentran las dificultades que éstos experimentan para obtener la protección de la seguridad social.

d.- Sustitución del Patrono. Art. 88 al 92 LOT


Artículo 88. “Existirá sustitución del patrono cuando se trasmita la propiedad, la titularidad o la explotación de una empresa de una persona natural o jurídica a otra, por cualquier causa, y continúen realizándose las labores de la empresa”.

Para Alfonzo Guzmán, existe sustitución de patronos cuando el propietario o poseedor de una empresa, establecimiento, explotación o faena, transmite sus derechos a otra persona natural o jurídica, que continua la misma actividad económica o, al menos, la prosigue sin alteraciones esenciales. En sentido amplio, se realiza el supuesto legal cuando, sin solución de continuidad en la actividad de la empresa, el nuevo titular de su propiedad la explota como patrono. 

Villasmil, citado por Longa Sosa, define a la sustitución de patronos como la transmisión de la titularidad de una empresa, de una persona natural o jurídica a otra, por cualquier causa y continúen realizándose las labores de la empresa. 
Mario de la Cueva, citado por Longa, afirma que, para que se produzca la sustitución de patronos, no basta que los productos de la negociación parte de la maquinaria, útiles o enseres, se vendan, sino que es preciso que se transmita la empresa misma, como unidad económico-jurídica o una parte de la propia empresa que, a su vez, constituya una unidad económico-jurídica: en el primer caso, la sustitución de patronos es total, en el segundo, sólo se opera en relación a los trabajadores que prestan su servicio en la sucursal o dependencia cedida. 
La sustitución de patronos presupone la continuidad de la industria o giro comercial constitutiva del objeto de la empresa. 
La naturaleza jurídica de la figura que venimos tratando, se asemeja a la de la novación, la cual constituye un modo voluntario de extinción de las obligaciones mediante el cual, una obligación se extingue suplantándose por una obligación nueva; de allí que algunos la definen como la transformación de una obligación en otra; como característica fundamental de la novación, debe señalarse la circunstancia de extinguir una obligación anterior, en este caso, la del patrono cedente, a otro nuevo, quien se obliga a favor del acreedor – el trabajador – liberando al deudor original. La validez de la novación queda sujeta a la aceptación del trabajador, que debe declarar su voluntad de liberar al deudor que le ha hecho la delegación. 
Cuando no se extingue esa obligación anterior y se reemplazada por una obligación nueva, no estaremos en presencia de una novación, sino de cualquier otra figura jurídica. La novación requiere un cambio sustancial en la obligación, es decir, un cambio de los sujetos de la misma (cambio de acreedor o deudor); es decir, estamos ante el caso de lo que la doctrina llama “novación subjetiva”. 

Artículo 89. “Cuando el nuevo patrono continúe el ejercicio de la actividad anterior con el mismo personal e instalaciones materiales, independientemente del cambio de titularidad de la empresa, se considerará que hay sustitución del patrono”.

Los requisitos o condiciones previstos en el Art. 89 LOT, para que se configure la sustitución de patrono, son: la continuidad de la actividad anterior; el uso del mismo personal; el uso de las mismas instalaciones materiales. 
El Art. 88 LOT señalaba que existía sustitución del patrono cuando se transmitía la propiedad, la titularidad o la explotación de una empresa. Esta norma aclara que, a pesar de que no se produzca la transmisión de la titularidad, se puede producir la sustitución patronal en virtud de un comodato, de un arrendamiento, etc. 
Artículo 90. “La sustitución del patrono no afectará las relaciones de trabajo existentes. El patrono sustituido será solidariamente responsable con el nuevo patrono por las obligaciones derivadas de la Ley o de los contratos, nacidas antes de la sustitución, hasta por el término de prescripción previsto en el artículo 61 de esta Ley.

Concluido este plazo, subsistirá únicamente la responsabilidad del nuevo patrono, salvo que existan juicios laborales anteriores, caso en el cual las sentencias definitivas podrán ejecutarse indistintamente contra el patrono sustituido o contra el sustituto. La responsabilidad del patrono sustituido sólo subsistirá, en este caso, por el término de un (1) año contado a partir de la fecha en que la sentencia quede definitivamente firme”.

La solidaridad que establece la norma prevista en el Art. 90 LOT, es la que la doctrina denomina “solidaridad pasiva”, es definida como aquella que existe entre los deudores o sujetos pasivos de la obligación y en virtud de la cual varios deudores están obligados a una misma cosa, de modo que cada uno puede ser constreñido al pago por la totalidad y el pago hecho por uno solo de ellos libera a los otros (Art. 1221 CC). 
Con el establecimiento de la solidaridad entre el patrono cedente y el patrono nuevo, se busca garantizar la acreencia y proteger al mismo tiempo la estabilidad del trabajador en su empleo, anulándose así temporalmente el efecto liberatorio de la novación durante el lapso de un año. 
Sin embargo, el trabajador puede renunciar a los efectos de esta solidaridad, puede ocurrir que esté desempeñando su trabajo en consideración especial del patrono sustituto (intiuitu personae) de manera que no le interese continuar con el nuevo patrono, en consecuencia puede retirarse sin perjuicio de exigir el pago que le correspondería por sus prestaciones e indemnizaciones como si fuera el caso del despido injustificado. 
Concluido el lapso de un año a que se refiere el Art. 61 LOT, que dispone la prescripción de las acciones derivadas de la relación de trabajo por ese término, se extingue la solidaridad, a menos que se hayan incoado juicios laborales antes de la sustitución, dado este supuesto, las sentencias se ejecutarán bien sea contra el patrono sustituido o contra el sustituto. Esta solidaridad subsiste por un año a partir de la fecha en que la sentencia haya quedado definitivamente firme. 
Artículo 91. “La sustitución del patrono no surtirá efecto en perjuicio del trabajador si no se le notificare por escrito a éste. La sustitución deberá además notificarse por escrito al Inspector del Trabajo y al sindicato al cual esté afiliado el trabajador.

Hecha la notificación, si el trabajador considerase inconveniente la sustitución para sus intereses, podrá exigir la terminación de la relación de trabajo y el pago de las prestaciones e indemnizaciones que le corresponderían en caso de despido injustificado”.

En el Art. 91 LOT, la ley impone como formalidad impretermitible, una triple notificación por escrito; una al trabajador con la finalidad de que éste pueda optar por aceptar la sustitución o solicitar su terminación con el consecuente pago de sus indemnizaciones tal como si se tratara de un despido injustificado. De no practicarse esta notificación, no tendrá efectos negativos contra éste, el cual siempre podrá ejercer las opciones mencionadas. 
Las otras dos notificaciones escritas se deben dirigir al Inspector del Trabajo y al sindicato donde esté afiliado el trabajador, esto con el objeto de que el organismo del ramo vele por el cumplimiento de las disposiciones de la Ley Orgánica del Trabajo y de su Reglamento en su jurisdicción, y que el organismo sindical cumpla a su vez con su objeto, cual es, la defensa y protección de los intereses de sus miembros. 

Artículo 92. “En el caso de que se le paguen al trabajador prestaciones e indemnizaciones con motivo de la sustitución del patrono y continúe prestando sus servicios a la empresa, el pago recibido se considerará como un anticipo de lo que en definitiva le corresponda al terminar la relación de trabajo”.

El Art. 92 LOT expresa, que el cambio de patronos no modifica ni extingue la relación de trabajo no obstante la novación del vínculo contractual. 
Esta inalterabilidad de la relación laboral deriva de que, lo que cambia, no es la empresa en sí, considerada como organización productiva, sino su propietario o detentador. En consecuencia, se infiere de lo dicho que las condiciones de trabajo no sufren alteración alguna, no hay interrupción de servicios a los efectos del cómputo de la antigüedad, de manera que si se pagan estas prestaciones e indemnizaciones al momento de la sustitución hay que considerarlo simplemente como un adelanto de lo que en definitiva le va a corresponder al subordinado cuando se retire del trabajo, entonces el pago recibido no tiene el carácter de finiquito, ya que si con posterioridad es retirado injustificadamente, las prestaciones y la antigüedad le serán calculados desde el inicio de la relación laboral y luego se le deducirá lo que ya había recibido con anterioridad. 
Sala Casación Social. Sentencia 0245. Fecha: 06-03-2008. Expediente 07-0751. Magistrado: Perdomo

En el juicio por cobro de diferencia de prestaciones sociales e indemnización por accidente de trabajo que sigue el ciudadano JORGE ANDRÉS ARTEAGA ZANOTTY, contra las sociedades mercantiles OPERADORA CERRO NEGRO S.A., MMR ETT EMPRESA DE TRABAJO TEMPORAL S.A. y AIMVENCA C.A., el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, conociendo por apelación de la parte actora y de las codemandadas Operadora Cerro Negro S.A. y MMR ETT Empresa de Trabajo Temporal S.A., en sentencia publicada en fecha 08 de marzo de 2007, declaró parcialmente con lugar los recursos de apelación, y parcialmente con lugar la demanda, modificando la decisión proferida por el Juzgado Cuarto de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, de fecha 18 de octubre de 2006, que declaró parcialmente con lugar la demanda respecto a las codemandadas Operadora Cerro Negro S.A. y MMR ETT Empresa de Trabajo Temporal S.A., y sin lugar respecto a la codemandada Aimvenca C.A. 

Contra esta decisión de Alzada, la parte actora y las codemandadas con interés anunciaron oportunamente recurso de casación.

MMR ETT Empresa de Trabajo Temporal S.A., desistió de su recurso.

Hubo contestación al recurso de la actora por parte de Aimvenca C.A y MMR ETT Empresa de Trabajo Temporal S.A.

Cumplidas las formalidades legales con el nombramiento de ponente en la persona del Magistrado quien con tal carácter suscribe, la celebración de la audiencia oral, pública y contradictoria y la emisión de la decisión inmediata contemplada en el encabezamiento del artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, pasa en esta oportunidad la Sala a reproducir y publicar la sentencia en los términos siguientes:

RECURSO DE CASACIÓN DE LA PARTE ACTORA. Con fundamento en el ordinal 3º del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo denunció el formalizante manifiesta ilogicidad en la motivación para la aplicación del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, y del 570 de la Ley Orgánica del Trabajo.

La sentencia es inmotivada por haberse incurrido en silencio de pruebas cuando el Juez omite cualquier mención sobre una prueba promovida y evacuada por las partes que consta en las actas del expediente y cuando a pesar de haberse mencionado su promoción y evacuación, el Juez se abstiene de analizar su contenido y señalar el valor que le confiere a la misma o las razones para desestimarla, exigiéndose además que la omisión tenga influencia determinante en el dispositivo del fallo.

Aprecia la Sala que  el Tribunal de alzada omitió la mención y análisis de las pruebas promovidas y evacuadas, solamente analizó de manera parcial el informe resultado de la investigación que realizó el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales (INPSASEL) sobre el accidente, omitiendo aspectos relevantes de dicho informe, lo que configura el vicio de silencio de pruebas. Ahora, para que la deficiencia formal pueda dar lugar a la anulación del fallo es necesario que la misma conlleve una violación del derecho de las partes a una justa resolución de la controversia, esto es, si la violación es capaz de alterar lo decidido por la Alzada, impide el control de la legalidad del fallo o afecta el derecho de defensa; pues no permite determinar el alcance subjetivo u objetivo de la cosa juzgada; o haga imposible su eventual ejecución. 

Así las cosas, considera la Sala que la deficiencia concreta que afecta el fallo recurrido es capaz de alterar lo decidido por la Alzada, pues de haber analizado de manera concordada las pruebas silenciadas habría concluido que estaban dados los supuestos de hecho para la aplicación del artículo 33, Parágrafo Segundo, numeral 3 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo.    

En razón de las consideraciones expuestas la presente denuncia se declara procedente. Así se decide. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, al haberse encontrado procedente la denuncia planteada por el formalizante, la Sala debe pronunciarse sobre el fondo de la controversia.

DECISIÓN SOBRE EL FONDO DE LA CONTROVERSIA. Alega el actor que ingresó a prestar servicios bajo la dependencia de la empresa MMR ETT Empresa de Trabajo Temporal S.A., el día 25 de febrero de 2002 mediante contrato de esa misma fecha; que la relación de trabajo, en principio, culminaría el día 26 de mayo de 2003, pero que el contrato fue prorrogado y la relación culminó el día 06 de mayo de 2004; que dicho contrato de trabajo estaba sujeto a la vigencia del contrato de provisión de trabajadores suscrito entre MMR ETT y la empresa Operadora Cerro Negro S.A., siendo ésta la beneficiaria de sus servicios.

Asimismo, aduce que fue contratado a fin de ser cedido para prestar sus servicios en las instalaciones de la beneficiaria como Técnico Operador de Manejo de Procesos; que cumplía una jornada de trabajo  de dos turnos rotativos comprendidos desde las 7:00 a.m. hasta las 7:00 p.m. y desde las 7:00 p.m. hasta las 7:00 a.m.; que nunca recibió el pago de horas extraordinarias trabajadas, ni de bono nocturno, pago por trabajo efectuado en días feriados y días de descanso, beneficio social para la alimentación, prima por concepto de movilización, gratificación especial de la comunidad y otra serie de beneficios sin especificar cuáles.

Agrega que en el desempeño de su labor comenzó realizando el traslado de coque desde el patio de la Operadora Cerro Negro al patio de la empresa Petrozuata, pero que desde el mes de julio de 2003 empezó a manipular los tambores de coque y a realizar el descabezamiento de los mismos sin haber obtenido certificación previa, que dicha tarea la realizaba siguiendo las indicaciones que le daba el coordinador de manejo de sólidos y las charlas recibidas por los operadores de planta; que el 29 de septiembre de 2003, cuando se encontraba cubriendo el turno diurno siendo aproximadamente las 6:15 p.m. sufrió un accidente de trabajo, que, según él, sucedió de la manera siguiente: siendo aproximadamente las 5:30 p.m. del día indicado, el técnico Luis David Hernández de Operadora Cerro Negro le informa que había que hacer el cierre del tambor de coque D-1301 en la Unidad de Coquización Retardada (UCR), veinte minutos después le dan la orden de entrar al área del tambor e inician la limpieza de la brida del tambor, una vez terminada la limpieza, él se dispuso a colocar la empacadura para proseguir con el procedimiento de cierre, cuando en forma repentina es impactado severamente en la cara por una piedra de coque arrojándolo al piso, perdiendo el conocimiento en el instante.

Continua señalando, que en fecha 26 de marzo de 2004, se le realiza una evaluación de incapacidad residual y se le diagnostica hipoacusia profunda izquierda post-traumática con un ochenta y nueve por ciento (89%) y vértigo objetivo e incapacidad para la marcha con complicaciones de síndrome vertiginoso incapacitante; que en fecha 03 de agosto de  de 2004 el Instituto Venezolano de los Seguros Sociales ratifica que él tiene una incapacidad para el trabajo de cincuenta por ciento (50%) y determina el origen laboral del accidente; que de la misma manera el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales emitió una certificación donde le determina una incapacidad parcial y permanente para el trabajo. 

Alega además, que en fecha 06 de mayo expiró el contrato de provisión de trabajadores que existió entre MMR ETT y Operadora Cerro Negro, y que  ésta celebró inmediatamente contrato de la misma especie con la sociedad mercantil Aimvenca C.A., la cual continuó prestando el mismo servicio con la mayor parte del personal contratado por MMR ETT, operando así, en su decir, una sustitución de patrono; que el día 15 de junio de 2004, la empresa MMR ETT le hizo entrega de un cheque como adelanto de prestaciones por sustitución de patrono.

Aduce que como resultado de la investigación del accidente, el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales emitió un informe en fecha 14 de julio de 2004, en el que se establece que las empresas MMR ETT y Operadora Cerro Negro incumplieron doce normas contenidas en la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, las reglamentaciones técnicas, el Reglamento sobre Condiciones de Higiene y Seguridad en el Trabajo, y las normas COVENIN.

Alega la responsabilidad objetiva por guarda de cosas de la codemandada Operadora Cerro Negro S.A.

La codemandada MMR ETT alegó, como defensa previa al fondo de la demanda, su falta de cualidad en lo que respecta a la pretensión de indemnización por daños materiales con fundamento en la responsabilidad objetiva por guarda de cosas, sostiene que la cosa que produjo el daño al actor no se encontraba bajo su guarda, no era de su propiedad ni estaba en su posesión al momento del infortunio, pues la faena se desarrollaba en instalaciones que no son de su propiedad.

Admitió expresamente la fecha de inicio y de terminación de la relación laboral; el cargo desempeñado por el actor; el horario y el tipo de jornada cumplida por éste; que contrató al actor para que prestara sus servicios en las instalaciones de la empresa Operadora Cerro Negro S.A.; la existencia de la sustitución de patrono entre ella y la empresa Aimvenca C.A., toda vez que ésta absorbió la mayoría del personal que venía siendo administrado por ella y que prestaba sus servicios en las instalaciones de la empresa beneficiaria de tales servicios; que en fecha 15 de junio de 2004 hizo entrega al actor de un cheque por concepto de pago de sus prestaciones sociales por haber operado una sustitución de patrono; y el acaecimiento del accidente de trabajo.

Alegó la inaplicabilidad de la Convención Colectiva de Trabajo de Operadora Cerro Negro S.A., con fundamento en que el cargo desempeñado por el actor se encuentra expresamente excluido de la aplicación por la cláusula 2 de dicha Convención, y en virtud de que su único y exclusivo objeto social es el de poner a disposición de sus clientes, con carácter temporal, trabajadores por ella contratados, por lo que su actividad no es inherente ni conexa con la actividad de exploración, producción y transporte de hidrocarburos.

La codemandada Operadora Cerro Negro S.A., alegó su falta de cualidad con respecto a la pretensión de indemnización prevista en el artículo 573 de la Ley Orgánica del Trabajo, por no considerarse solidariamente responsable, y por estar cubierto el presente caso por el Seguro Social Obligatorio; alegó también, la falta de interés jurídico sustancial en el actor para reclamar indemnización por concepto de lucro cesante, por considerar que su incapacidad puede ser corregida y mejorar su aptitud para el trabajo en un veinte (20) o veinticinco por ciento (25%), y porque la lesión auditiva que padece no le impediría realizar la labor que realizaba como Técnico Operador en Manejo de Sólidos; asimismo, la falta de cualidad con respecto a las pretensiones de pago de prestaciones sociales y demás conceptos laborales con fundamento en la Convención Colectiva de Trabajo, por cuanto, en su decir, ella no fue patrono del actor, y porque al ser el patrono una empresa de trabajo temporal, ésta no puede ser considerada intermediaria suya.

Admitió expresamente la fecha de inicio y de terminación de la relación laboral; el cargo desempeñado por el actor; el horario y el tipo de jornada cumplida por éste; que el actor prestó sus servicios en sus instalaciones; que el actor comenzó realizando actividades de traslado de coque hasta el patio de la empresa Petrozuata y luego fue cambiado a realizar actividades de cierre de las tapas de los tambores de coque, una vez cumplido el proceso de coquificación; la ocurrencia del accidente de trabajo; que el actor padece de hipoacusia producto del accidente; que una vez terminado el contrato de provisión de trabajadores con MMR ETT, contrató con Aimvenca el suministro de personal para realizar las mismas labores.

Afirma que el actor fue adiestrado, capacitado y advertido de los riesgos a los cuales estaba expuesto en las actividades que iba a realizar, y que semanalmente recibía charlas  de inducción; que el accidente ocurrió por imprudencia del actor, por cuanto no esperó que se culminara con el cierre de la tapa superior del tambor para comenzar con el cierre de la tapa inferior.

La codemandada Aimvenca C.A., negó la existencia de la sustitución de patrono, por consiguiente negó también que haya existido relación de trabajo alguna con el actor.       

DECISIÓN. Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1º CON LUGAR el recurso de casación propuesto por la parte actora, y en consecuencia se anula la sentencia proferida en fecha 08 de marzo de 2007, por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui; 2º HOMOLOGADO el desistimiento del recurso de casación de la codemandada MMR ETT Empresa de Trabajo Temporal S.A., y se le condena en las costas de su recurso, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo; 3º PARCIALMENTE CON LUGAR la demanda intentada por el ciudadano JORGE ANDRÉS ARTEAGA ZANOTTY contra las sociedades mercantiles MMR ETT EMPRESA DE TRABAJO TEMPORAL S.A. y OPERADORA CERRO NEGRO S.A. No hay condenatoria en costas del proceso por no haber vencimiento total; y, 4º SIN LUGAR la demanda con respecto a la sociedad mercantil AIMVENCA C.A. No hay condenatoria en costas del proceso en conformidad con el artículo 64 de la Ley Orgánica Procesal de Trabajo. 

Asimismo, se ordena la corrección monetaria sobre las cantidades condenadas a pagar, a partir del decreto de ejecución, si las codemandadas no cumplieren voluntariamente de conformidad con el artículo 185 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, excluyendo únicamente el lapso en que el proceso haya estado suspendido por acuerdo de las partes, o haya estado paralizado por motivo no imputables a ellas, es decir, caso fortuito o fuerza mayor, como vacaciones judiciales o huelgas tribunalicias, lo cual se hará mediante experticia complementaria del fallo, la cual se debe practicar considerando: 1º) Será realizada por un único perito designado por el Tribunal si las partes no lo pudieran acordar; 2º) El perito, a los fines del cálculo de la indexación, ajustará su dictamen a los índices de precios al consumidor para el Área Metropolitana de Caracas, conforme a los respectivos boletines emitidos por el Banco.  
e.- Suspensión. Art. 93 al 97 LOT


Artículo 93. “La suspensión de la relación de trabajo no pondrá fin a la vinculación jurídica existente entre el patrono y el trabajador”.

Martini Urdaneta, citado por Longa Sosa, define a la suspensión como “aquel período del contrato, en el que sin extinguirse dicho contrato, el trabajador no cumple con su obligación de prestar servicios ni el patrono con la de pagar los salarios convenidos, cumpliéndose en todo lo demás y en todo tiempo con los propios y principales efectos del contrato de trabajo”. 
Cabanellas, citado por Longa Sosa, afirma que “la suspensión del contrato de trabajo significa la paralización, durante cierto lapso, de los efectos del contrato, en sus dos consecuencias: prestación de servicios y percepción del salario”. 
La finalidad principal de la suspensión de la relación de trabajo es evitar la disolución o rescisión de ésta. 
La suspensión es de carácter temporal e independiente de la voluntad de las partes como se desprende de sus causales detalladas en el artículo 94 LOT. Se mantienen, como ya se dijo, todos los efectos derivados de la relación laboral por lo que, en caso de que se pretendiera despedir al trabajador durante este período, tendría el patrono que solicitar previamente la calificación de despido ante la Inspectoría del Trabajo. 

Artículo 94. “Serán causas de suspensión:

a) El accidente o enfermedad profesional que inhabilite al trabajador para la prestación del servicio durante un período que no exceda de doce (12) meses, aun cuando del accidente o enfermedad se derive una incapacidad parcial y permanente;

b) La enfermedad no profesional que inhabilite al trabajador para la prestación del servicio durante un período equivalente al establecido en el literal a) de este artículo;

c) El servicio militar obligatorio;

d) El descanso pre y postnatal;

e) El conflicto colectivo declarado de conformidad con esta Ley;

f) La detención preventiva a los fines de averiguación judicial o policial, cuando el trabajador no hubiere incurrido en causa que la justifique;

g) La licencia concedida al trabajador por el patrono para realizar estudios o para otras finalidades en su interés; y

h) Casos fortuitos o de fuerza mayor que tengan como consecuencia necesaria, inmediata y directa, la suspensión temporal de las labores”.

En el Art. 94 LOT, se expresan las causas de suspensión de la relación de trabajo, y detalladamente Longa Sosa expresa lo siguiente: 
a) Cuando la norma se refiere a accidente o enfermedad profesional, está señalando expresamente, que ambas contingencias deben ser consecuencia de la acción violenta de una fuerza exterior que pueda ser determinada y sobrevenida en el curso del trabajo, por el hecho o con ocasión del trabajo en el primer caso, y en el segundo supuesto, la enfermedad debe atribuirse al trabajo realizado o a la exposición al ambiente en que el trabajador se vea obligado a laborar. El accidente no debe ser provocado intencionalmente por la víctima y no tiene que deberse a fuerza extraña al trabajo en caso de no existir riesgo especial. Las personas que ejecutan trabajos ocasionales ajenos a la empresa del patrono, cuando trabajan en los domicilios particulares de éstos o cuando se trate de los miembros de la familia del propietario de la empresa que vivan en el mismo techo y que trabajen para aquél exclusivamente, no están amparados por esta previsión. 
Todas las personas que presten sus servicios en virtud de la relación de trabajo, están cubiertas por la Ley del Seguro Social. Almansa Pastor, citado por Longa Sosa, refiriéndose a la seguridad social dice que “las medidas de previsión social se instrumentan mediante seguros sociales, individualmente obligatorios, de naturaleza jurídico-privada independientemente de la entidad con quien se concierten, a través de la mecánica de seguro concertado a favor de tercero. Esto es, los convenios colectivos podrían prever la obligación empresarial de asegurar a sus trabajadores contra determinadas contingencias y riesgos, y especialmente, la incapacidad profesional, la invalidez, la vejez, la supervivencia y el desempleo, incluso distinguiendo las que de estas pueden derivar de accidentes de trabajo y de enfermedades profesionales a efectos de complementar cuantitativamente la protección de las necesidades básicas”. 
“En tales medidas de previsión social el sujeto protegido trabajador ya no es considerado como mero ciudadano, como ocurría indiferenciadamente en el nivel básico, sino que se toma en consideración su “status” de trabajador, con completa vinculación de la relación jurídica de previsión social complementaria a la relación laboral, de la cual aquélla trae su causa. De aquí la peculiaridad que este régimen complementario de previsión social introduce en la seguridad social laboral respecto de las otras parcelas de seguridad social extralaborales, de las que no son predecibles dichos mecanismos de previsión social complementaria, precisamente en razón de los ámbitos subjetivos. 
Paralelamente, y respecto del ámbito objetivo del nivel complementario de la seguridad social laboral instrumentado a través de medidas de previsión social, la protección considera primordialmente las causas secundarias o riesgos productores de contingencias, distinguiéndolas en comunes y profesionales, y basando en ellos precisamente la razón del aseguramiento. Es así como la cuantía protectora puede ser variable en función del carácter laboral o extralaboral del riesgo”. 
El trabajador, en caso de quedar en condiciones de hacerlo, debe notificar al patrono, a su representante u oficina local, del percance ocurrido, o en su defecto al encargado de dirigir los trabajos donde ocurrió la contingencia. En caso de no hacerlo, el patrono quedará exento de responsabilidad por lo que respecta a las consecuencias de la falta de atención médica, asistencia quirúrgica y farmacéutica. 
El patrono, al recibir la notificación deberá extender una constancia precisando la fecha y la hora del accidente de trabajo o enfermedad profesional y deberá asentar en un libro destinado exclusivamente para ese fin, participará lo ocurrido al Inspector del Trabajo de la jurisdicción por medio de un informe detallado. 
El patrono queda obligado a reincorporar al trabajador después de su completo restablecimiento del accidente surgido o de la enfermedad profesional, a menos que la inhabilitación del trabajador amerite un tiempo mayor de doce meses, en virtud de lo cual cesará la relación de trabajo. 
b) También se incluye en este caso, la suspensión de la relación laboral en virtud de una enfermedad no derivada del hecho del trabajo o con ocasión de él. La pérdida de la salud es una contingencia que puede sufrir cualquier ser humano estando fuera del ámbito de trabajo, y no por ello va a quedar desprotegido y con riesgo de quedarse sin su fuente de ingresos. No puede pues, el patrono despedir al trabajador durante el período de doce meses que dure la inhabilitación. Nótese que el ordinal en referencia se refiere únicamente a enfermedad no profesional, por lo que en caso de accidente procedería la extinción del vínculo laboral. 
Se discute que tipo de enfermedad debe sufrir el trabajador como para justificar la inasistencia al trabajo. Se ha concluido que debe ser de tal naturaleza, que inhabilite al subordinado para la prestación de sus servicios; ya que puede darse el caso de enfermedades leves que en nada afecten la capacidad laboral. En otras palabras, no todas las enfermedades son causa de inasistencias justificadas. Partiendo pues del hecho de que la enfermedad inhabilite al trabajador, es necesario todavía distinguir. 
Si la inhabilitación producida por la enfermedad para el trabajo fuere de carácter permanente, estaría entre los casos de fuerza mayor que ocasionan la terminación de la relación de trabajo. No es pues preciso esperar que se exceda de los doce meses que ordena la ley pues la incapacidad seria total ab-initio, tal sería el caso, a manera de ejemplo, de un relojero que presentara una disminución de importancia en su agudeza visual, o de un aviador a quien por razones de salud se le prohibiera volar. 
c) El llamamiento al servicio militar es considerado como una acontecimiento de fuerza mayor, que impide a las partes cumplir con sus obligaciones contractuales. 
Cabanellas, citado por Longa Sosa, dice que “siendo el servicio militar obligatorio una carga publica, impuesta a todos los ciudadanos, no puede constituir causa justificada del despido del trabajador, ni siquiera de disolución del contrato de trabajo. El contrato en realidad, se interrumpe durante todo el tiempo de la permanencia en el ejército, sea en caso de servicio ordinario, o de movilización especial, como expresa Pinto, citado por Longa Sosa, se trata “de un caso de suspensión del contrato, no de disolución del mismo”. El contrato subsiste y sus efectos se paralizan momentáneamente”. 
Otra obligación patronal es reservarle el empleo durante todo el tiempo que preste el servicio militar obligatorio, pasado dicho término, y encontrándose en libertad debe reintegrarse a su trabajo, de no hacerlo dentro de un término de tres días hábiles, a menos que exista un caso de fuerza mayor, se considera que el trabajador ha renunciado a su cargo. 
Este supuesto comprende el tiempo normal de cumplimiento del servicio militar obligatorio, por lo que, si el trabajador se reengancha, ello va a significar que desea extinguir la relación de trabajo. 
d) La maternidad es protegida especialmente, en los permisos pre y post-natales, durante los descansos a que tiene derecho deberá la trabajadora percibir una indemnización diaria de seis semanas antes de la fecha del parto y seis semanas después del alumbramiento, de conformidad con lo dispuesto en el Art. 11 de la Ley del Seguro Social. Pero ese tiempo no es fijo, puede ser mayor debido al estado fisiológico de la embarazada, que la incapacita para realizar sus labores, así lo prevé el Art.136 del Reglamento del Seguro Social. 
Durante el embarazo, la mujer está protegida por el Instituto Venezolano del Seguro Social, no puede imponérsele al patrono, en este caso, el pago del salario, así que el Seguro Social ha establecido el pago de una prestación compensatoria mientras dure la suspensión. 
e) La huelga y el lock-out o huelga patronal, en principio no rompen la relación de trabajo, sino que la suspenden. Ambas partes conservan la idea de continuar, la una proporcionando ocupación y la otra prestando sus servicios, pero existe en aquella que promueve el conflicto, la aspiración de sustituir el contrato anterior por un nuevo contrato que modifique las condiciones de trabajo. 
La huelga o el lock-out no pueden extenderse ilimitadamente cuando ponen en peligro inmediato la salud o la vida económica social de la población. El Gobierno podrá emitir un decreto de reanudación de faenas en las formas que lo exijan los intereses generales de conformidad con lo dispuesto en el Art. 504 LOT, considerando que el proceso conflictivo de trabajo entre la empresa y el sindicato de trabajadores produce desfavorables repercusiones en la vida económica de la población, y que, a pesar de los esfuerzos realizados no ha sido posible conciliar los intereses de las partes en conflicto, declarando terminado el proceso conflictivo. 
Emitido el Decreto en mención, los trabajadores deben incorporarse al trabajo y el patrono abrir las puertas de la empresa para el reinicio de las labores. 
f) Durante la detención preventiva se ignora si el trabajador es o no culpable del hecho delictivo que se le imputa y hasta que no se demuestre tal culpabilidad, es causa de suspensión de la relación de trabajo. El Art. 252 del novísimo COPP, establece que, a toda persona a quien se le impute participación en un hecho punible, permanecerá en libertad durante el proceso, con las excepciones que el mismo Código impone. La privación de libertad es una medida cautelar, que sólo procederá cuando las demás medidas cautelares sean insuficientes para asegurar las finalidades del proceso. El Juez de Control, a solicitud del Ministerio Publico, podrá decretar la privación preventiva de la libertad del imputado siempre que se acredite la existencia de: 1° Un hecho punible que merezca pena privativa de libertad y cuya acción penal no se encuentre evidentemente prescrita; 2° Fundados elementos de convicción para estimar que el imputado ha sido autor o participe en la comisión de un hecho punible; y 3° Una presunción razonable, por la apreciación de las circunstancias del caso particular, de peligro de fuga o de obstaculización en la búsqueda de la verdad respecto de un acto concreto de investigación. 
En todo caso que el imputado sea aprehendido, deberá ser puesto a la orden del Juez para que éste decida, después de oírlo, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, sobre la libertad o la privación preventiva de ella, cuando el Ministerio Publico solicite la aplicación de esta medida. 
Decretada la privación preventiva de la libertad durante la fase preparatoria del proceso penal, el fiscal deberá presentar la acusación, solicitar el sobreseimiento o, en su caso, archivar las actuaciones, a más tardar dentro de los veinte días siguientes a la decisión judicial. 
Vencido este lapso sin que el fiscal haya presentado la acusación, el detenido quedará en libertad, mediante decisión del Juez de Control, quien podrá aplicarle una medida sustitutiva, todo de conformidad con lo preceptuado en el Art. 259 COPP. 
g) En esta causal de suspensión, se evidencia claramente que va a emanar de un acuerdo entre las partes, mas específicamente por el patrono, el cual decidirá si le otorga o no al trabajador una licencia, claro está que sin el goce de haber, para que éste realice estudios o, dejando abierta cualquier otra posibilidad para efectuar cualquier actividad en su interés. No se determina el tiempo que debe durar otorgarla por el lapso que estime prudencial y necesario. 
h) Para algunos autores, el caso fortuito y la fuerza mayor son acontecimientos que impiden el cumplimiento de la obligación y que generalmente no pueden preverse. Otros sostienen que el caso fortuito y la fuerza mayor tienen como característica principal la de ser circunstancias que impiden el cumplimiento del obligado y que no son imputables al mismo. Esta última característica – que son circunstancias independientes de la actuación o conducta del obligado y no imputables a él – quizás sea la nota más típica y unánime reconocida por la doctrina. 
Para Planiol, Ruggiero y otros, citado por Longa Sosa, el caso fortuito y la fuerza mayor son conceptos que deben definirse en forma negativa; habrá caso fortuito y fuerza mayor cuando no existe culpa, sin que pueda señalarse como casos fortuitos o de fuerza mayor determinados hechos objetivos (como rayos, tormentas, etc.), porque su calificación como tales depende de la circunstancia que rodee el caso en concreto. Para los autores de esta tendencia, es poco riguroso señalar como casos fortuitos o de fuerza mayor a determinados hechos en forma absoluta u objetiva, pues todo depende de las circunstancias concomitantes en cada caso. 
Por ello prefieren definir como caso fortuito o de fuerza mayor aquellos hechos determinantes de un incumplimiento no culposo o aquellos eventos que en cada caso concreto no puedan imputarse al deudor. 
Maduro Luyando nos dice que, un primer criterio diferenciador entre caso fortuito y fuerza mayor es aquel que expresa que el caso fortuito es un acontecimiento que normalmente no puede preverse ni evitarse, mientras que la fuerza mayor es aquel acontecimiento irresistible que ni el padre de familia mas prudente puede evitar. 
Otros autores sostienen que el caso fortuito es aquel que proviene de accidentes naturales o es ajeno a la voluntad humana. En cambio, la fuerza mayor es aquella que proviene de un tercero procediendo éste en forma legítima o ilegítima.
Planiol, citado por Longa Sosa, diferencia ambas nociones según los efectos aquellos que impiden el cumplimiento porque recaen sobre la cosa objeto de la prestación, son casos fortuitos. Cuando impiden el cumplimiento porque recaen sobre la persona del obligado, son casos de fuerza mayor. 
Sin embargo, en Venezuela se sigue la tendencia de la doctrina moderna y de los ordenamientos positivos contemporáneos, en el sentido de no establecer diferencias conceptuales, ni desde el punto de vista de los efectos entre el caso fortuito y la fuerza mayor, salvo en casos muy aislados. 
El literal en cuestión, deja abierta las posibilidades de los casos en que se puede dar el caso concreto y la fuerza mayor. 
Artículo 95. “Durante la suspensión, el trabajador no estará obligado a prestar el servicio ni el patrono a pagar el salario.

Quedan a salvo las prestaciones establecidas por la Seguridad Social o por la convención colectiva y los casos que por motivo de equidad determine el Reglamento, dentro de las condiciones y límites que éste fije”.

Propiamente el Art. 95 LOT, es el efecto directo del contrato de trabajo, salvo otras consecuencias accesorias que puedan pactarse, es el de crear una relación de trabajo. Si la relación no se establece por culpa de alguna de las partes, deberá a la otra la correspondiente indemnización de daños y perjuicios. Y como la relación laboral reside principalmente en dos aspectos, a saber, la prestación de servicios y la remuneración del mismo, podemos decir, siguiendo a Gallart Folch, citado por Longa Sosa, que “los efectos del contrato de trabajo son de una parte, la prestación de los servicios por el trabajador y la transferencia al patrono de todos los derechos que el primero pueda tener sobre el producto del trabajo, y de otra, el derecho del trabajador a la remuneración convenida o a la que jurídicamente le corresponda, en virtud de la Ley, del ordenamiento corporativo o del pacto colectivo”. 
Al configurarse alguna de las causales estudiadas en el comentario del Art. 94 LOT, estas obligaciones emanadas del contrato de trabajo, quedan en una especie de “limbo jurídico”, no se extinguen, sino que ambas partes, trabajador y patrono, quedan eximidos de la prestación de servicios y del pago de salario respectivamente, durante la vigencia de la suspensión, no obstante lo dicho, los beneficios establecidos por la Ley permanecen produciendo sus efectos en lo atinente a las prestaciones establecidas por la Seguridad Social y otras que dimanen de los contratos colectivos. 

Artículo 96. “Pendiente la suspensión, el patrono no podrá despedir al trabajador afectado por ella, sin causa justificada debidamente comprobada mediante el procedimiento establecido en el Capítulo II del Título VII de esta Ley. Si por necesidades de la empresa tuviere que proveer su vacante temporalmente, el trabajador será reintegrado a su cargo al cesar la suspensión”.

El Art. 96 LOT, expresa que puede suceder que la causa de suspensión de la relación de trabajo se produzca simultáneamente con alguna de las causales de despido justificado establecidas en el Art. 102 LOT, o bien ésta se presente durante la vigencia de la suspensión, en consecuencia, el patrono deberá solicitar la calificación de despido por ante la Inspectoría del Trabajo. No compartimos el criterio de un distinguido colega y autor, en el sentido de que el procedimiento de calificación de despido queda paralizada hasta tanto no se cumpla el lapso de la suspensión de la relación de trabajo. Así estaba dispuesto en el proyecto respectivo, pero la redacción definitiva no contempla tal posibilidad. Si se califica el despido como justificado, el patrono podrá dar por terminada la relación laboral, sin esperar la finalización de la suspensión. 

Artículo 97. “Cesada la suspensión, el trabajador tendrá derecho a continuar prestando servicios en las mismas condiciones existentes para la fecha en que ocurrió aquella, salvo lo establecido en el literal a) del artículo 94 y otros casos especiales.

La antigüedad del trabajador comprenderá el tiempo servido antes y después de la suspensión salvo disposición especial”.

El Art. 97 LOT, establece los efectos de la cesación de la suspensión, y desde el punto de vista de Longa Sosa, es el siguiente: finalizado el lapso de suspensión, el trabajador reasumirá su puesto como si no se hubiera ausentado nunca, bajo las mismas condiciones, en su mismo cargo o responsabilidad, es decir que no puede ser trasladado ni desmejorado en las condiciones de trabajo que tenia para la fecha en que ocurrió la suspensión, a menos que, en virtud del accidente o enfermedad profesional sufrido quede inhabilitado por incapacidad parcial y permanente y no pueda seguir prestando sus servicios. El patrón puede reubicarlo en otro puesto de trabajo si ello fuere posible, pero si la inhabilitación no le permite desempeñar las labores para el cual fue contratado, podría optarse por extinguir la relación laboral. 
Sala Casación Social. Sentencia 0155. Fecha: 19-02-2008. Expediente 07-1261. Magistrado: Perdomo 

En el juicio de cobro de indemnización por enfermedad profesional, salarios retenidos, diferencia en prestaciones sociales e indemnización por despido injustificado, seguido por la ciudadana BELKYS BLANCO PÉREZ, contra la sociedad mercantil C.V.G. CARBONES DEL ORINOCO, C.A. (C.V.G. CARBONORCA), el Juzgado Segundo Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, conociendo de la apelación de las dos partes, en sentencia publicada el 2 de marzo de 2007, declaró parcialmente con lugar las dos apelaciones y parcialmente con lugar la demanda, modificando la decisión del Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, que declaró parcialmente con lugar la demanda.

Contra esta decisión de Alzada, la parte demandada anunció oportunamente y formalizó recurso de casación. No hubo contestación.

Cumplidas las formalidades legales con el nombramiento de ponente en la persona del Magistrado quien con tal carácter suscribe, la celebración de la audiencia oral, pública y contradictoria y la emisión de la decisión inmediata contemplada en el encabezamiento del artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, pasa en esta oportunidad la Sala a reproducir y publicar la sentencia en los términos siguientes:

RECURSO DE CASACIÓN. Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, denunció el formalizante que la recurrida incurrió en falta de aplicación del artículo 87 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.

Señala el formalizante que la recurrida dejó de aplicar el artículo 87 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República cuando condenó a la demandada al pago de la indexación conforme a los índices de precios al consumidor, cuando debió hacerlo a la tasa pasiva de los seis (6) primeros bancos del país, como lo ordena la norma.

Aduce que con ello le causó un daño patrimonial a los intereses del Estado puesto que la tasa pasiva bancaria es menor que el Índice de Precios al Consumidor (IPC), por lo cual la recurrida debe ser anulada.

Por las razones anteriores se declara procedente esta denuncia. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, al haberse encontrado procedente la denuncia planteada por el formalizante, la Sala debe pronunciarse sobre el fondo de la controversia.
DECISIÓN SOBRE EL FONDO DE LA CONTROVERSIA. Alega la parte actora que prestó servicio desde el 2 de noviembre de 1992 para la sociedad mercantil C.V.G. CARBONES DEL ORINOCO, C.A. (C.V.G. CARBONORCA), como Analista de Proyectos, hasta el 16 de junio de 1997, cuando fue despedida sin justa causa encontrándose de reposo médico acordado por el Instituto Venezolano de los Seguros Sociales.

Igualmente advierte que aun cuando fue despedida el 16 de junio de 1997 le pagaron su liquidación de prestaciones sociales y otros conceptos laborales el 11 de noviembre de 1997, cuatro (4) meses y diecinueve (19) días después de la fecha del despido, razón por la cual reclama la indemnización por mora prevista en la Cláusula 84 de la Convención Colectiva de Trabajo, así como la diferencia en el cálculo de sus derechos laborales.

Explica que el 6 de junio de 1996, la Dra. Delia Flores de Hernández, médico autorizado por Carbonorca, suscribió un informe en el cual remite a la actora al Servicio de Neumonología del Hospital Carlos Fragachán del Instituto Venezolano de los Seguros Sociales, señalando que la misma no debe permanecer en su área de trabajo ya que el ambiente donde labora es de alta contaminación y que se le deben emitir reposos mes a mes para aislarla.

Durante los reposos post operatorios, la Dra. Delia Flores de Hernández, médico autorizado por Carbonorca emitió un informe de fecha 15 de noviembre de 1996 en el cual indicó que la actora seguía presentando patología bronquial, específicamente “Bronquitis Coagudizada” y “Rinosinusitis Crónica” recomendando examen especial del tórax para descartar patología pulmonar ocupacional.

Por último, informa que la Dra. Odallis Cortez en fecha 6 de mayo de 1997 concluyó de su examen de una tomografía de los senos paranasales que la actora adolece de Sinusitis Frontoedmoidomaxilar, rinopatía obstructiva por desviación septal e hipertrofia de cornetes inferiores; que la Dra. Nelly Saavedra Berti, Médico Neumonólogo al servicio de la División de Tuberculosis y Enfermedades Pulmonares del Ministerio de Sanidad y Asistencia Social, en informe de fecha 11 de julio de 1997 indicó que la actora padecía la enfermedad conocida con el nombre de “Pansinusitis” y que esta patología pudiera ser secundaria a su patología respiratoria superior.

Finalmente, el 7 de agosto de 1997, el Instituto Venezolano de los Seguros Sociales en Planilla de Evaluación de Incapacidad Residual para solicitud o asignación de pensiones, consideró que se mantenía el cuadro irritativo de las vías respiratorias superiores; que no fue factible la reubicación laboral por el tamaño de la empresa y por los altos niveles de contaminación con polvo; y, solicitó la incapacidad parcial y permanente.

DECISIÓN. Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1º CON LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado contra la sentencia publicada el 2 de marzo de 2007, dictada por el Juzgado Segundo Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar; y, 2° PARCIALMENTE CON LUGAR la demanda intentada por la ciudadana BELKYS BLANCO PÉREZ, contra la sociedad mercantil C.V.G. CARBONES DEL ORINOCO, C.A. (C.V.G. CARBONORCA). 

Sala Casación Social. Sentencia 0576. Fecha: 29-04-2008. Expediente 07-1445. Magistrado: Balbuena 

En el juicio que por cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales sigue el ciudadano GILBERTO ANTONIO MARÍN PEDROZA, contra la sociedad mercantil SEGURIDAD Y VIGILANCIA MEGATROM, C.A., el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 30 de mayo del año 2007, declaró parcialmente con lugar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, sin lugar el recurso de apelación ejercido por la parte demandada y parcialmente con lugar la demanda, modificando la sentencia apelada, al condenar a dicha empresa al pago de los salarios caídos a favor del actor.

Contra esa decisión de alzada, la abogada Lili Zuta -co-apoderada judicial de la parte accionada-, propuso el recurso de control de la legalidad del fallo señalado, el cual fue admitido por esta Sala de Casación Social en fecha 09 de agosto del año 2007, fijándose audiencia oral, pública y contradictoria para el día 24 de abril del año 2008, en sujeción a lo regulado por el artículo 173 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Celebrada la audiencia oral y habiendo esta Sala pronunciado su decisión de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los siguientes términos:

ÚNICO. Alega la parte demandada recurrente, que la decisión de segunda instancia atentó contra los derechos primordiales de acceso a la justicia y el debido proceso garantizados en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en su artículo 49, ordinales 1°, 3° y 8°, al declarar procedente el pago de los salarios dejados de percibir por el demandante, sin tomar en cuenta que la providencia administrativa -que en la oportunidad correspondiente ordenó su reenganche y le acordó tal concepto-, no se encuentra aún definitivamente firme, por estar pendiente el pronunciamiento respecto al recurso contencioso administrativo de nulidad planteado por la empresa accionada contra el aludido acto administrativo. Es por lo que solicita a esta Sala de Casación Social, la paralización temporal de los efectos del mismo, así como la reposición de la causa al estado que estime pertinente para restablecer el orden jurídico infringido por la recurrida. 

En consecuencia, solicita a esta Sala que mediante el recurso de control de la legalidad, resuelva la presente solicitud.


Una vez expuestos los alegatos de las partes, la Sala de Casación Social pasa a decidir sobre las siguientes consideraciones:


La sentencia proferida por el Juzgado Superior Primero del Circuito Judicial Laboral de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas en fecha 30 de mayo del año 2007, en su parte pertinente, expresa:
Declarado lo anterior, corresponde a esta Alzada, determinar si procede o no el pago de lo reclamado por concepto de salarios caídos: Así tenemos que disentimos del criterio de (sic) a quo, en cuanto a que lo reclamado por concepto de salarios caídos, corresponde solicitarlo ante la autoridad administrativa, por cuanto en este caso, se evidencia que la etapa de ejecución del reenganche que es lo principal, ya se agotó, incluso se apertura un procedimiento de multa a la demandada, y la indemnización correspondiente a los salarios caídos del procedimiento, es un derecho adquirido por el demandante, que puede ser solicitado mediante el procedimiento ordinario, ante los Tribunales Laborales, en virtud que ya es un Derecho causado, desde el punto de vista patrimonial, que puede ser reclamado conjuntamente con las prestaciones sociales. A todo evento, no consta en el expediente, que se hayan suspendido los efectos de la providencia administrativa, en virtud del recurso de nulidad interpuesto por la demandada, por lo que se mantienen firmes sus efectos, y mal podemos sustraerse (sic) la demandada de estos efectos del acto administrativo. En consecuencia, se modificará la sentencia recurrida en este sentido, y se condena a la demandada al pago de los salarios caídos a favor del demandante, desde 07.09.2004 hasta el 30.11.2005. Así se decide.

DECISIÓN. 
En mérito de las precedentes consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: SIN LUGAR el recurso de control de la legalidad propuesto por la parte demandada, contra el fallo dictado por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en fecha 30 de mayo del año 2007.

No hay condenatoria en costas, dada la naturaleza del presente fallo.

I. Solidaridad que existe por un Año por Parte del Patrono Adquiriente 

El efecto principal de esta institución del Derecho Laboral, es la no afectación de las relaciones de trabajo existentes, o como bien nos dice el profesor dominicano Lupo Hernández Rueda “el efecto principal de la sustitución de patrono, sea esta legal, judicial o convencional, es la subsistencia del vínculo jurídico” 
En la misma relación de ideas expresa Cabanellas, “Tal cambio patronal es el único que puede surtir determinados efectos en relación con la subsistencia del contrato laboral, aun cambiando una de las partes por decisión unilateral de la misma. El contrato es uno, y sigue siendo idéntico contrato: varía únicamente uno de los sujetos de la relación jurídica, pero esa variación es más simbólica que real, por cuanto la continuidad del vínculo se mantiene  en  igual  forma  que  venía  existiendo sin  cambios  (...)  sin trascendencia alguna respecto a su ejecución”.
Este efecto jurídico lo establece expresamente el artículo 90 de la LOT, en su encabezamiento cuando señala: “La sustitución de patronos no afectaré las relaciones de trabajo existentes.” A igual tenor se expresa el artículo 37 del RLOT.
El segundo efecto principal de esta figura es la responsabilidad solidaria entre el patrono sustituto y el patrono sustituido.

El maestro Rafael Albuquerque al analizar las consecuencias jurídicas de la sustitución de patronos, nos señala que: “El patrono sustituto queda subrogado en todos los derechos y obligaciones del patrono sustituido”, es decir, que entre el patrono sustituido y el patrono sustituto, no obstante de la subrogación originada por la transferencia, surge una responsabilidad solidaria de las obligaciones derivadas de la Ley o del contrato de trabajo, hasta por el período de prescripción legal establecido.

En este orden de ideas, se debe señalar la disposición de Ley que establece responsabilidad solidaria entre el patrono sustituto y el patrono sustituido, como consecuencia de la procedencia de la figura bajo estudio, así tenemos que el artículo 90 de la LOT dispone:
La sustitución del patrono no afectará las relaciones de trabajo existentes. El patrono sustituido será solidariamente responsable con el nuevo patrono por las obligaciones derivadas de la Ley o de los contratos, nacidas antes de la sustitución, hasta por el término de prescripción previsto en el artículo 61 de esta Ley.

Concluido este plazo, subsistirá la responsabilidad del nuevo  patrono,  salvo  que  existan  juicios  laborales  anteriores, caso en el cual las sentencias definitivas podrán ejecutarse indistintamente contra el patrono sustituido o contra el sustituto. La responsabilidad del patrono sustituido sólo subsistirá, en este caso, por el término de un (1) año contado a partir de la fecha en que la sentencia quede definitivamente firme.

Como puede observarse la norma transcrita ut supra, establece la forma de responsabilidad solidaria aplicable a la figura de sustitución del patrono una vez ésta configurada, señalando dicha norma que el patrono sustituto es responsable solidariamente por las cargas laborales hasta por un año después de efectuada la transferencia de la empresa, con la excepción de las demandas que existan con anterioridad a la fecha de la negociación de la empresa, cuya sentencia será ejecutable en el patrono sustituto o el patrono sustituido, la prescripción para el patrono sustituido operará hasta por un (1) año después de que la sentencia quede firme.

Surge la interrogante ¿A partir de qué momento se computa el lapso de prescripción para el patrono sustituido?

Tal situación la aclara el artículo 91 LOT y el 37 del Reglamento de la LOT (en lo adelante RLOT), los cuales establecen:
Articulo 91 LOT: La sustitución del patrono no surtirá efecto en perjuicio del trabajador si no se le notificare por escrito a éste. La notificación deberá además notificarse por escrito al Inspector del Trabajo y al sindicato al cual esté afiliado el trabajador.

Hecha la notificación, si el trabajador
considerase inconveniente la sustitución para  sus  intereses,  podrá exigir la terminación de la relación de trabajo y el pago de las prestaciones e indemnizaciones que
le corresponderían en caso de despido injustificado.

Artículo 37 RLOT: Obligación de notificar. Efectos. La sustitución del patrono no afectará las relaciones de trabajo y, en todo caso, deberá ser notificada a los trabajadores involucrados.

La notificación deberá practicarse por escrito, con suficiente antelación, cuando ello dependiere de la voluntad del patrono, y deberá contener una amplia identificación del sustituto, la fecha en que se realizará la sustitución y sus causas.

Si la sustitución fuere inconveniente a los intereses del trabajador, éste podrá invocarlo dentro de los treinta (30) días siguientes a la notificación y exigir, en los términos del artículo 101 de la Ley Orgánica del Trabajo, la terminación de la relación de trabajo y el pago de las indemnizaciones que le hubieran correspondido en caso de despido injustificado.

En el anterior articulado se precisa el momento desde que va a empezar a surtir los efectos la sustitución del patrono, estableciendo que es a partir de la notificación del trabajador, aunque la LOT señala que debe notificarse también a la Inspectoría del Trabajo y al Sindicato al cual esté afiliado el trabajador de ser el caso, en nuestra opinión se plasma que la notificación que va ser efectiva, para que se materialice la sustitución del patrono, es la realizada directamente al trabajador, en virtud de que es él mismo, quien puede determinar si considera inconveniente la sustitución para sus intereses, no así puede determinarlo el Inspector, y con respecto al sindicato no es una notificación que deba ser requisito sine qua non, siendo que no todos los trabajadores están afiliados a sindicatos, es por lo que se opina que la notificación esencial para que opere la sustitución del patrono es la notificación realizada al trabajador directamente.

En este orden de ideas señala Fernando Villasmil “que el fundamento de la sustitución de patrono no puede buscarse en los principios o normas del derecho común. Se trata, a nuestro juicio, de una institución propia de Derecho del Trabajo, cuyo fundamento descansa en los principios de continuidad y de conservación de la relación de trabajo, que emergen y adquieren sustancia, a partir de la naturaleza protectora y de orden público de la normativa laboral”.
Es importante destacar los efectos de la sustitución de patrono en el caso de que la empresa tenga suscrita una Convención Colectiva con un Sindicato, y ésta venda sus activos a otro sujeto, por lo que el nuevo patrono  posee  una  nueva  empresa,  en  ese  caso  evidentemente  se materializa la institución jurídica laboral de la sustitución patronal, pero surge la duda si la Convención Colectiva participa también de los efectos de la sustitución patronal.

En este sentido, se debe afirmar que la Convención Colectiva es un contrato solemne, es decir, es un contrato que reviste una gran importancia y formalidad y cumple con unos requisitos legalmente exigidos para que determinados actos tengan existencia jurídica y validez formal, los cuales al variar sus condiciones externas, como lo son las partes inicialmente contratantes quienes suscribieron tal Convención Colectiva y al desaparecer una  las  partes  contratantes  surge  la  duda  de  la  aplicabilidad  de  dicho contrato, lo cual se contrapone al hecho de los efectos de la sustitución de patronos, por cuanto que, los trabajadores deben mantener y gozar de las mismas condiciones laborales en que se han desenvuelto, con el patrono sustituido.

En nuestro criterio la Convención Colectiva no es transferible como tal, pero sí lo son sus efectos, por vía de la Sustitución Patronal, por ser un contrato solemne realizado entre unas partes específicas, donde una de esas partes ya no existe porque fue sustituida por otra (quien no suscribió la Convención Colectiva), aunque ello no obsta, para realizar una nueva Convención Colectiva, que mejore las anteriores condiciones laborales o por vía de excepción la misma sufra una desmejora.

En tal sentido, las condiciones laborales adquiridas con el anterior patrono son beneficios que deben mantenerse con el nuevo patrono, en aras de la continuidad laboral, si las partes no tienen problemas y es perfecta la armonía entre patrono sustituto y trabajadores, se mantienen las mismas condiciones de la Convención Colectiva suscrita con el patrono sustituido, es decir, subsisten los efectos de la Convención Colectiva pero no la misma como tal, en virtud de ello, el nuevo patrono puede suscribir una nueva convención colectiva con los trabajadores respetando las condiciones laborales anteriormente disfrutadas y adquiridas.

El problema surge, cuando en la nueva Convención Colectiva se toquen o desmejoren condiciones laborales existentes con la antigua Contratación Colectiva, por lo que en estos casos debe privar el Principio de la Primacía de la Realidad sobre las Formas (Artículo 89.1 CRBV) porque dicho principio es aplicable a todos los sujetos de derecho lo contrario sería discriminación, prohibida por la Constitución, así tenemos:

Artículo 19: El Estado garantizará a toda persona, conforme al principio de progresividad y sin discriminación alguna, el goce y ejercicio irrenunciable, indivisible e interdependiente de los derechos humanos. Su respeto y garantía son obligatorios para los órganos del Poder Público de conformidad con la Constitución, los tratados sobre derechos humanos suscritos y ratificados por la República y las leyes que los desarrollen.

El artículo 89.5 por otro lado preconiza que se prohíbe la discriminación por cualquier condición, y hay que ver que el trabajo como hecho social es un derecho inherente a todos los venezolanos, o sea, que tanto para los trabajadores como los patronos tienen derecho a que se le apliquen las normas constitucionales, en este sentido, tenemos la norma constitucional, que establece:

Artículo 89: El trabajo es un hecho social y gozará de la protección del Estado. La ley dispondrá lo necesario para mejorar las condiciones materiales, morales e intelectuales de los trabajadores y trabajadoras. Para el cumplimiento de esta obligación del Estado
se establecen los siguientes principios: 5. Se prohíbe todo tipo de discriminación por razones de política, edad, raza, sexo o credo o por cualquier otra condición.

Las normas antes transcritas se encuentran en perfecta armonía con el artículo 2 eiusdem, el mismo implanta que Venezuela se constituye como un Estado Social de Derecho y de Justicia, el cual a la letra es del tenor siguiente:

Artículo 2: Venezuela se constituye en un Estado Democrático y Social de Derecho y de Justicia, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico y de su actuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la democracia, la responsabilidad social y en general, la preeminencia de los derechos humanos, la ética y el pluralismo político.

Con lo cual se quiere participar que el Derecho del Trabajo y los principios constitucionales no son solo aplicables a los trabajadores sino también a los patronos, es decir a todos los venezolanos, porque lo contrario sería discriminación.

En esta ilación de ideas, es de resaltar que si la empresa no puede sostener o sustentar las condiciones económicas de los trabajadores por la anteriormente vigente Contratación Colectiva suscrita por el patrono sustituido, debe privar la primacía de la realidad sobre las formas, por cuanto es un principio aplicable para todas las personas y surte todos sus efectos, en consecuencia si el nuevo patrono no puede cumplir económicamente con estas prerrogativas,
perfectamente puede sobreponer el derecho constitucional del trabajo, más concreto el empleo, por encima de las condiciones laborales suscritas con el antiguo patrono, por lo que es perfectamente viable que se pueda realizar una nueva Contratación Colectiva a través de la modificación in peius de la Convención Colectiva por iniciativa negocial del empleador, motivado a las condiciones económicas que puedan influenciar de manera negativa en la estabilidad de la empresa.

Tal tesis, la sostenemos con el fundamento legal establecido en el artículo 525 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual es al tenor de la letra siguiente:

Artículo 525: Cuando el patrono, en razón de circunstancias económicas que pongan en peligro la actividad o la existencia misma de la empresa, decida proponer a   los  trabajadores aceptar determinadas modificaciones en las condiciones de trabajo, presentará ante el Inspector del Trabajo un pliego de peticiones en el cual expondrá sus planteamientos y aspiraciones...

El Art. 525 incorpora en nuestro ordenamiento jurídico-laboral la teoría de la imprevisión, como fundamento para la revisión de la convención colectiva de trabajo. (...), cuando concurrieran circunstancias económicas capaces de poner en peligro la fuente de trabajo, para proponer a sus trabajadores  la  revisión  o  modificación  de  las  condiciones  de  trabajo vigentes, no obstante que otras legislaciones, como la mexicana, que le sirvieron de inspiración, consagran esta alternativa, sin duda mejor que la irremediable quiebra o cierre de la empresa. (...) Ello ocurre porque, ante una circunstancia de grave emergencia económica, el legislador social prefiere, como mal necesario, mantener la fuente de producción y de trabajo, aun al costo de un desmejoramiento en las condiciones de trabajo, mientras subsistan los factores que originan la crisis. 
Siendo además,  que la norma sustantiva laboral permite una convalidación tácita, si existe una modificación en las condiciones de trabajo y la misma no es invocada dentro de los treinta (30) días continuos al momento en que el trabajador haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que constituya causa justificada para terminar la relación por voluntad unilateral, de conformidad con lo establecido en el artículo 101 de la Ley Orgánica del Trabajo, que dispone:

Cualquiera  de  las  partes  podrá  dar  por  terminada  la relación de trabajo, sin previo aviso, cuando exista causa justificada para ello. Esta no podrá invocarse si hubieren transcurrido treinta (30) días continuos desde aquel en que el patrono o el trabajador haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que constituya causa justificada para terminar la relación por voluntad unilateral.

Es decir, que si es posible una convalidación tácita por el trabajador, más aun es permisible un convenimiento expreso sobre las modificaciones de las condiciones laborales antes existentes, entre el patrono sustituto y sus empleados, incluso cuando exista en esa nueva Convención Colectiva un desmejoramiento de las condiciones laborales anteriormente estatuidas, siempre y cuando no desmejore los derechos mínimos establecidos en la Ley.

En todo caso, al modificarse las condiciones laborales de los trabajadores en forma peyorativa por vía del artículo 525 de la LOT, éstos quedan amparados por la inamovilidad, mientras dure la disminución de las condiciones laborales afectadas, de conformidad con la norma antes citada y comentada, de acuerdo a lo previsto en el artículo 526 eiusdem, que preconiza:

Artículo 526: En caso de lograrse acuerdo, las condiciones de trabajo modificadas permanecerán en ejecución durante un plazo no mayor del que falte para que termine su vigencia la convención colectiva que rija las relaciones laborales en la empresa, y durante dicho lapso, los trabajadores afectados quedarán investidos de inamovilidad en condiciones similares a las previstas en el artículo 506 de esta Ley. 

En conclusión: es posible por vía legal modificar las condiciones laborales que rigen en una empresa cuando existe una sustitución de patronos, aun en desmejora de las condiciones de trabajo sostenidas con el patrono sustituido, cuando concurran los requisitos de la existencia de una emergencia grave económica que represente una amenaza inminente para la vida o funcionamiento de la empresa y que los costos laborales por causa de la convención colectiva incidan de manera directa o indirecta en la crítica situación económica de la empresa.

Otra de las interrogantes sobre los efectos de la sustitución de patrono, es definir si el sistema de seguridad social, el régimen prestacional de pensiones y otras asignaciones económicas, son susceptibles de ser transferidas de un patrono a otro, cuando se materializa la sustitución patronal.

En este sentido, tenemos que la sustitución de patrono comporta una carga para el nuevo patrono, de soportar todos los pasivos laborales de sus nuevos trabajadores, siendo así el patrono sustituto debe soportar también la obligación de cumplir y seguir cumpliendo con el sistema de seguridad social, con el régimen prestacional de pensiones y otras asignaciones económicas.

Para reforzar esta tesis y darle fundamento legal, se hace necesario transcribir el artículo 114 de la nueva Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social, que nos despeja claramente cualquier duda al respecto, el mismo establece:

En caso de sustitución de patrono, el patrono sustituyente será solidariamente responsable con el patrono sustituido por las obligaciones derivadas de la presente Ley y de la Ley que regule el Régimen Prestacional de Pensiones y Otras Asignaciones Económicas.

Siendo un mandato legal expreso, no hay dudas de que el sistema de seguridad social, el régimen prestacional de pensiones y otras asignaciones económicas, estén protegidas por la institución jurídica laboral de la sustitución de patrono.

Señala al respecto Alfonso-Guzmán, lo siguiente: “Bajo las Leyes anteriores al 20-12-1990, cuando el trabajador, a pesar de la disposición legal que le garantizaba su estabilidad en el trabajo y la permanencia de su contrato, manifestaba su voluntad de retirarse de la empresa por efecto del cambio de patrono, se encontraba en situación de retiro injustificado, siempre que el contrato de trabajo no hubiera sido  celebrado en atención a ciertas cualidades o condiciones del empleador (intuito personae). Bajo la LOT., la situación de patronos se convierte en una causa legítima de retiro justificado (Art. 91), con efectos idénticos al despido (injustificado), basado en los motivos económicos que se refiere el artículo 104 ejusdem”.
El Dr. Rafael Caldera expresa que “Siempre que hay sustitución de patronos, los efectos legales suponen, no sólo el mantenimiento de los derechos  de  naturaleza  económica,  sino  también  de  todos  aquellos  que origina la duración de relación de trabajo. La antigüedad del trabajador, sobre todo, no sufre alteración alguna: con lo cual resulta que el tiempo para el pago de prestaciones legales, goce de jubilación, etc., se calcula uniendo, sin solución de continuidad, la antigüedad anterior al tiempo posterior a la sustitución”.

II. Obligatoriedad o Exigibilidad que tienen los Trabajadores  

Propiamente el Art. 95 LOT, es el efecto directo del contrato de trabajo, salvo otras consecuencias accesorias que puedan pactarse, es el de crear una relación de trabajo. Si la relación no se establece por culpa de alguna de las partes, deberá a la otra la correspondiente indemnización de daños y perjuicios. Y como la relación laboral reside principalmente en dos aspectos, a saber, la prestación de servicios y la remuneración del mismo, podemos decir, siguiendo a Gallart Folch, citado por Longa Sosa, que “los efectos del contrato de trabajo son de una parte, la prestación de los servicios por el trabajador y la transferencia al patrono de todos los derechos que el primero pueda tener sobre el producto del trabajo, y de otra, el derecho del trabajador a la remuneración convenida o a la que jurídicamente le corresponda, en virtud de la Ley, del ordenamiento corporativo o del pacto colectivo”. 

Al configurarse alguna de las causales estudiadas en el comentario del Art. 94 LOT, estas obligaciones emanadas del contrato de trabajo, quedan en una especie de “limbo jurídico”, no se extinguen, sino que ambas partes, trabajador y patrono, quedan eximidos de la prestación de servicios y del pago de salario respectivamente, durante la vigencia de la suspensión, no obstante lo dicho, los beneficios establecidos por la Ley permanecen produciendo sus efectos en lo atinente a las prestaciones establecidas por la Seguridad Social y otras que dimanen de los contratos colectivos.
f.- Terminación. Art. 98 al 106 LOT 

Artículo 98. “La relación de trabajo puede terminar por despido, retiro, voluntad común de las partes o causa ajena a la voluntad de ambas”.

La regulación jurídica contenida en este capítulo, persigue triple finalidad: a) la protección del trabajador en el momento en que se encuentre desocupado por circunstancias de las que no son responsables; b) el amparo al patrono contra una ruptura unilateral y abusiva por parte del subordinado y; c) dar al trabajador un interés de permanencia y estabilidad en la empresa y recompensarle por la colaboración prestada a través de sus servicios por largo tiempo. 

Caldera Rodríguez, citado por Longa Sosa, nos dice que “Las causas de terminación aunque en algunos casos coinciden con las admitidas en el Derecho Común para la extinción de los contratos, presentan características especiales. Su clasificación conviene hacerla, para la más clara interpretación de sus consecuencias especificas, según la intervención que la voluntad de las partes haya tenido en cada caso. Por ello, después de haber ensayado en la cátedra diversos criterios, me inclino como lo mas práctica, por aquella que clasifica los casos de terminación en tres grupos: a) terminación por voluntad de ambas partes; b) terminación por causas ajenas a la voluntad de ambas partes; c) terminación por voluntad unilateral del patrono o del trabajador”. 
a) La terminación por voluntad de ambas partes o mutuo disenso, se basa en la revocabilidad de los contratos establecida por el derecho común en el Art. 1159 CC: “Los contratos tienen fuerza de Ley entre las partes. No pueden revocarse sino por mutuo consentimiento o por las causas autorizadas por la Ley”. 
Se admite pues, que así como la voluntad interviene en la formación de la relación laboral, la misma voluntad es suficiente para extinguirla. 
El mutuo disensus tiene plena validez a menos que se pruebe que se vició la voluntad del trabajador al momento de manifestarla obligándolo a rescindir el contrato, tal sería el caso de la celebración de un nuevo contrato con condiciones inferiores al que se acaba de extinguir. 
Los efectos del mutuo disenso son ex nunc y no hacia el pasado, en este supuesto, el trabajador tiene derecho a lo que le corresponda por indemnización de antigüedad de conformidad con el artículo 108 LOT. 
Se considera como mutuo disenso la llegada del término fijado por el contrato de trabajo o la terminación de la obra objeto del mismo, la fijación de plazo cierto o la terminación de la obra pueden interpretarse como un mutuo disenso diferido. 
Alfonzo Guzmán, considera que pueden incluirse, además, en este grupo, el cumplimiento de la condición resolutoria estipulada por las partes válidamente; la jubilación del trabajador y cualesquiera otra cónsona con las exigencias de la Ley y de las buenas costumbres. 
b) La relación jurídica puede terminar también por la imposibilidad real de continuar el trabajo, sin que la voluntad de las partes tenga intervención alguna en dicha imposibilidad. La fuerza mayor constituye una causa de extinción de relación laboral cuando su consecuencia necesaria, inmediata y directa sea el cierre definitivo de la empresa. Las dificultades doctrinarias en la diferenciación entre los conceptos de fuerza mayor y caso fortuito se ha resuelto en usar ambos indistintamente. 
Debe tratarse pues, de un hecho extraño no imputable a culpa de las partes, cuya consecuencia irremediable será la terminación definitiva de las actividades de la empresa o de aquella parte de ésta en la cual se desempeñe el trabajador. El ejemplo típico son los siniestros de cualquier clase (incendio, inundaciones, terremotos, etc.). 
La muerte del trabajador extingue la relación de trabajo, en virtud de que la prestación de sus servicios es intuitu personae respecto del patrono. 
La incapacidad laboral como resultado de un accidente o enfermedad profesionales es también causa de extinción de la relación de trabajo siempre y cuando la incapacidad sea definitiva y permanente, de lo contrario se causaría sólo la suspensión. 
Dentro de este grupo de causas de terminación de relación laboral, podemos considerar también, la muerte del patrono, aunque no lo sea en principio ya que por lo general, el contrato laboral se celebra intuitu personae respecto sólo del trabajador. Sin embargo, hay que distinguir si en realidad la muerte del patrón va a influir en la marcha o no de la empresa o centro de trabajo. 
Por ejemplo, si se tratara de un banco, la muerte de uno o varios de los directivos en nada afectará la marcha de la institución, cosa que no sucedería por ejemplo en el caso de un arquitecto, el cual tiene su estudio y emplea a dos o mas trabajadores, cuya actividad es generada por la profesión del patrono, el cual, al desaparecer, desaparecería necesariamente la actividad de la empresa. La jurisprudencia ha establecido que la muerte del patrono se asimila al caso de fuerza mayor, cuando por tratarse de un contrato de trabajo celebrado intuitu personae también respecto de él, aquella determina la resolución de la relación laboral. 
La cesación o quiebra no culpable de la empresa produce igualmente la terminación de la relación laboral. El cierre definitivo de la empresa y su quiebra, cuando son fortuitos, constituyen causas de terminación asimilables a la fuerza mayor, ello no ocurre cuando la quiebra es culpable o fraudulenta o debido a otras causas, o en caso de que el cierre no sea definitivo. Se entiende como cierre definitivo de la empresa, toda cesación de actividades que ocasione la liquidación del negocio de manera que no podrían subsistir los contratos de trabajo por falta de uno de los elementos contratantes. La liquidación voluntaria no exonera del pago de las prestaciones, tampoco la quiebra culpable o fraudulenta, pero la quiebra fortuita sólo da lugar al pago de antigüedad. 
c) Cuando la relación de trabajo termina por la voluntad unilateral de las partes, la ley va a regular las consecuencias de tal acto de voluntad, es la aplicación del principio general de que cualquiera de las partes puede terminar en cualquier momento el vínculo laboral, sin embargo, el ejercicio de esta facultad se va a ver reducido por sus consecuencias patrimoniales si no se funda en hechos previamente calificados por la Ley como justo motivo. 
Alfonzo Guzmán define al despido como “el hecho jurídico mediante el cual el patrono pone fine al contrato de trabajo”. Benítez de Lugo, citado por el aludido autor lo define como “la acción en virtud de la cual el empresario, fundado o no en causa justa, provoca la ruptura del vínculo laboral que le une con el trabajador”; Hugo L. Sylvester, en su Diccionario Jurídico del Trabajo, citado por Longa Sosa, estima que es “la declaración de voluntad unilateral que extingue el vínculo jurídico engendrado por el contrato de trabajo. Para Alfonzo Olea, citado por el mismo autor, el despido es “la extinción del contrato de trabajo por voluntad unilateral del empresario”. 
En oposición al despido – continua Alfonzo Guzmán – el retiro es un hecho jurídico mediante el cual el trabajador extingue la correspondiente relación. Debido a que ambas categorías de acciones humanas son manifestaciones de la voluntad individual de los contratantes, hay tautología al decir: retiro voluntario, como corrientemente ocurre, de modo especial en nuestros medios sindicales. 
Artículo 99. “Se entenderá por despido la manifestación de voluntad del patrono de poner fin a la relación de trabajo que lo vincula a uno o más trabajadores.

Parágrafo Único: El despido será:

a) Justificado, cuando el trabajador ha incurrido en una causa prevista por la Ley; y

b) Injustificado, cuando se realiza sin que el trabajador haya incurrido en causa que lo justifique”.

La terminación de la relación de trabajo por voluntad unilateral se denomina despido cuando proviene del patrono, continúa siendo la forma más corriente de terminación del vínculo laboral no obstante las restricciones que se han venido estableciendo. 
En el despido no hace falta ni hay necesidad de aprobación o conformidad alguna, el hecho del despido se produce en el momento en que el patrono manifiesta al trabajador su voluntad de despedirlo o bien, cuando el patrono realiza con respecto al trabajador, determinada conducta tendente a alterar las condiciones existentes de trabajo, lo que se ha denominado como despido indirecto. 
En el primero de los casos se exige que tal manifestación de voluntad sea clara, inequívoca, determinada y concluyente. La simple amenaza del patrono – dice Caldera Rodríguez, citado por Longa Sosa – de despedir al trabajador o la de éste de retirarse, no constituirían por si solas un acto de terminación por voluntad unilateral; a lo mas, configurarían un hecho de falta de consideración que puede dar ocasión a la otra parte para poner fin al contrato. 
El despido se considera justificado si el trabajador ha incurrido en alguna de las causales establecidas taxativamente en el Art. 102 LOT, todas las cuales representan acciones u omisiones del trabajador contra sus obligaciones ético-patrimoniales. 
Será injustificado, por argumento a contrario, cuando el despido no se ha fundamentado en alguna de las causales señaladas por la Ley. 
Artículo 100. “Se entenderá por retiro la manifestación de voluntad del trabajador de poner fin a la relación de trabajo.

Parágrafo Único: El retiro será justificado cuando se funde en una causa prevista por esta Ley, y sus efectos patrimoniales se equipararán a los del despido injustificado”.

Se usa el término retiro para indicar la manifestación de voluntad del trabajador, de dar fin al vínculo laboral existente entre éste y el patrono. Algunos emplean el término “renuncia” pero ésta implica acuerdo de voluntades, aunque sea por iniciativa del trabajador, ya que supone su aceptación por parte del patrono. 
Según el léxico, retiro es “acción y efecto de retirarse”; y una de las acepciones de retirarse es “marcharse, irse”. “Retirarse” era la palabra empleada por los Código Civiles anteriores; al hablar de que “los asalariados contratados por cierto tiempo para su obra determinada no podían “retirarse ni ser despedidos sin justa causa”. El uso de término “retiro” como equivalente a terminación del contrato de trabajo por voluntad unilateral del trabajador fue definitivamente incorporado a nuestra legislación laboral en la reforma de la Ley del Trabajo de 1945. 
El retiro es pues, un hecho jurídico en virtud del cual, el subordinado pone fin, extingue el nexo laboral que lo unía con el patrono.
La unilateralidad del retiro hace que, una vez manifestada la voluntad en tal sentido y llegada a conocimiento del patrono, se torne irrevocable. 
Al igual que el despido, el retiro será justificado cuando la separación definitiva del trabajador se funde en un acto del patrono que pueda tipificarse como incumplimiento de las obligaciones provenientes del contrato de trabajo de las previstas en el Art. 103 LOT, se considera injustificado cuando se funda en causales diferentes a las señaladas en el mentado artículo. 
Artículo 101. “Cualquiera de las partes podrá dar por terminada la relación de trabajo, sin previo aviso, cuando exista causa justificada para ello. Esta causa no podrá invocarse si hubieren transcurrido treinta (30) días continuos desde aquel en que el patrono o el trabajador haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que constituya causa justificada para terminar la relación por voluntad unilateral”.

Las causas justificadas de la terminación de la relación de trabajo, forman parte de una relación binaria vistas desde las perspectivas opuestas del patrono y del trabajador, son comunes a ambos en casi su totalidad. 
Así, las causas justificadas de despido o de retiro implican el incumplimiento grave, por hechos activos u omisivos que van contra las obligaciones derivadas de la relación laboral, o también derivadas de éste en virtud de la Ley, el uso o la equidad. Son de orden público, no se pueden relajar ni convenir, aunque hay algunas causales que pueden ser convenidas por el patrono, porque afectan su interés de modo directo, tal como la establecida en el literal “F” del Art. 102 LOT, otras como la falta de probidad o conducta inmoral en el trabajo o las omisiones o imprudencias que afecten gravemente a la seguridad o higiene del trabajo no permiten negociación privada por ser estrictamente imperativas. 
Las causas justificadas son taxativas, constituyen numerus clausus, ni el patrono puede establecer otra, ni el trabajador pretender que se elimine alguna de ellas. 
Esta disposición exime del preaviso a la parte que lo invocare. La Ley otorga un término perentorio de treinta días continuos para que el patrono o el trabajador invoquen la causa de la terminación de la relación de trabajo, es un lapso de caducidad, el cual no es susceptible de suspensión ni interrupción, por lo cual transcurrido éste, se pierde el derecho a invocar la falta sufrida. 
Artículo 102. “Serán causas justificadas de despido los siguientes hechos del trabajador:

a) Falta de probidad o conducta inmoral en el trabajo;

b) Vías de hecho, salvo en legítima defensa;

c) Injuria o falta grave al respeto y consideración debidos al patrono, a sus representantes o a los miembros de su familia que vivan con él;

d) Hecho intencional o negligencia grave que afecte a la seguridad o higiene del trabajo;

e) Omisiones o imprudencias que afecten gravemente a la seguridad o higiene del trabajo;

f) Inasistencia injustificada al trabajo durante tres (3) días hábiles en el período de un (1) mes.

La enfermedad del trabajador se considerará causa justificada de inasistencia al trabajo. El trabajador deberá, siempre que no exista circunstancias que lo impida, notificar al patrono la causa que lo imposibilite para asistir al trabajo;

g) Perjuicio material causado intencionalmente o con negligencia grave en las máquinas, herramientas y útiles de trabajo, mobiliario de la empresa, materias primas o productos elaborados o en elaboración, plantaciones y otras pertenencias;

h) Revelación de secretos de manufactura, fabricación o procedimiento;

i) Falta grave a las obligaciones que impone la relación de trabajo; y j) Abandono del trabajo.

Parágrafo Único: Se entiende por abandono del trabajo:

a) La salida intempestiva e injustificada del trabajador durante las horas de trabajo del sitio de la faena, sin permiso del patrono o de quien a éste represente;

b) La negativa a trabajar en las faenas a que ha sido destinado, siempre que ellas estén de acuerdo con el respectivo contrato o con la Ley.

No se considerará abandono del trabajo la negativa del trabajador a realizar una labor que entrañe un peligro inminente y grave para su vida o su salud; y

c) La falta injustificada de asistencia al trabajo de parte del trabajador que tuviere a su cargo alguna faena o máquina, cuando esa falta signifique una perturbación en la marcha del resto de la ejecución de la obra”. 

a) Del Diccionario Grijalbo, citado por Longa Sosa, extraemos la siguiente definición del término probidad: “moralidad, honradez en el proceder”, en la Enciclopedia Jurídica OPUS, citado por el mismo autor, encontramos la siguiente definición: “Bondad, rectitud de ánimo, hombría de bine, integridad y honradez en el obrar”, debiéndose pues, aplicar estos conceptos al cumplimiento de las obligaciones derivadas de la relación de trabajo. Para Caldera Rodríguez, citado por el mismo Longa Sosa, la amplitud del concepto abarcaría todas las justas causas de despido, debiéndose, sin embargo, limitar la calificación de improbidad a las prácticas que traducen deshonestidad, abuso, fraude y mala fe. La ausencia de probidad abarca desde el hurto o aprovechamiento de los bienes de la empresa, hasta la inducción a error sobre las cualidades del trabajador. El abuso de confianza, la competencia desleal, la revelación de secretos de manufactura, la disminución del rendimiento debido, son de modo amplio manifestaciones de la falta de probidad. 
Con respecto a la competencia desleal, lo constituye el hecho de que el trabajador se convierta en competido de la persona física o moral a quien presta sus servicios, así como cualquier otro acto contrario a lo que exige la rectitud. No hay competencia desleal cuando el patrono ha convenido en las actividades del trabajador para otros, aunque sea en el lugar de trabajo y con las herramientas del patrono. No es falta de probidad trabajar para otro patrono una vez concluidas las labores. 
Entre los casos de falta de probidad decididos por nuestra jurisprudencia están: La sustitución de materiales sin la anuencia del patrono; el suministro de datos numéricos falsos en relación con el trabajo para el cual fue contratado. 
La conducta inmoral, implica actos contrarios a las normas morales cometidos por el trabajador dentro de sus labores. La censura morum excluye a contrario sensu, la conducta del trabajador fuera del centro de trabajo, sin embargo, si esa conducta externa repercute sobre la prestación del trabajo podría ser causal de despido. 
b) Alfonzo Guzmán considera que las vías de hecho son una manifestación de la justicia por propia mano. Se configura cuando el trabajador incurre en acciones violentas bien sea contra el patrono o sus representantes o contra sus propios compañeros. No sólo se requiere que sea agresión física sino que también la moral la constituye. 
c) La injuria es el agravio o ultraje de palabra o de obra, con intención de deshonrar, afrentar, envilecer, desacreditar. Conforme al texto legal venezolano, la acción en la injuria se concreta en la ofensa al honor, la reputación o el decoro de alguna persona, hecha por medio de comunicación con varias personas juntas o separadas, además son las ofensas a la dignidad de una persona puestas en manifiesto por palabras, gestos o ademanes que revelan la intención de menospreciar. 
d) La intención es la decisión y propósito, dirección de la voluntad hacia determinado fin; la negligencia consiste en desarrollar una actividad negativa, un no hacer, es una simple abstención. Ocurre cuando el trabajador no desarrolla una actividad que estaba obligado a ejecutar, o cuando, si bien actúa, lo hace de un modo insuficiente. En la culpa negativa o negligencia se dice que el trabajador tiene una obligación preexistente de hacer que es violada por él cuando no la ejecuta o cuando la ejecuta defectuosamente. Se toma en cuenta la gravedad de la falta, es decir no debe alcanzar el mínimo de diligencia media exigible al buen padre de familia según la doctrina civil. 
e) La omisión es la abstención de hacer o de decir. Es la falta por haber dejado de hacer algo necesario o conveniente en la ejecución de una cosa o por no haberla ejecutado. Es la flojedad o descuido del que está encargado de un asunto. La imprudencia es una culpa positiva, el sujeto realiza una actividad o conducta que no debería desarrollar. En la culpa positiva o imprudencia, se dice que el deudor tiene una obligación preexistente de no hacer que es violada por él cuando realiza el acto que le estaba prohibido. Esta causal puede constituir también falta a las obligaciones que impone la relación de trabajo contenidas en el reglamento de la empresa, por ejemplo, si el fumar contra lo prohibido en el reglamento es leve en determinado lugar, será falta grave si se hace en un lugar donde existan sustancias altamente inflamables. 
f) La inasistencia al trabajo de manera injustificada durante tres días hábiles en el período de un mes, faculta al patrono para resolver de manera unilateral el contrato de trabajo. Cuando el literal se refiere al mes, no lo está haciendo de manera cronológica sino que se empieza a contar desde que se produce la primera falta injustificada de asistencia, de interpretarse de manera contraria, pudiera llegarse a pensar que un trabajador tendría tácitamente autorizada la inasistencia de dos días mensuales. El período de un mes a que se refiere este literal no es por calendario sino por un lapso fijo de treinta días continuos. 
La justificación de la inasistencia es una cuestión de hecho que el Juez debe apreciar en cada caso concreto. La enfermedad es considerada expresamente como causa justificada de inasistencia al trabajo. 
Las inasistencias reiteradas, aun cuando no se den en el número y en el lapso requerido en este supuesto puede ser causal justificado de despido por constituir falta grave a las obligaciones derivadas de la relación de trabajo y hasta para configurar en algunos casos abandono de trabajo. 
g) Esta causal – afirma Caldera Rodríguez, citado por Longa Sosa -, suficientemente clara se explica por sí misma. Las oscuridades o deficiencias notadas en la redacción original, fueron aclaradas en la reforma de 1945. Ya la doctrina había establecido que al “perjuicio intencional” de que hablaba la Ley, había que asimilar la culpa lata o “negligencia grave”, como se agregó entonces. Siempre será más fácil probar la falta grave, como la inobservancia flagrante de las reglas establecidas por la técnica, por la costumbre o por la disciplina de la empresa, que la intencionalidad. 
h) En la Ley del Trabajo derogada se exigía además que la revelación de secretos de 

manufacturas, fabricación o procedimientos perjudique los intereses del patrono, dando a entender la norma, por argumento a contrario que dicha revelación si no causaba tal perjuicio no era causal de despido. En este caso, el patrono debía probar no sólo que se había divulgado tales secretos y procedimientos, sino que también le causaban perjuicio por tal actitud del trabajador. En la Ley Orgánica del Trabajo se eliminó tal mención, siendo suficiente la sola divulgación. 
El secreto, o mejor dicho, el deber de guardarlo es una de las obligaciones derivadas de la relación de trabajo. Es una falta de fidelidad del trabajador hacia el patrono, mejor aún, implica la violación de la buena fe que debe existir entre los contratantes. 
Alfonzo Guzmán hace descansar el fundamento de dicha prohibición, en una amplia concepción del deber de probidad. 
i) La falta grave a las obligaciones que impone la relación de trabajo, es la más amplia, y se podría decir que abarca a todas las demás. La mención “que impone la relación de trabajo” va a significar también aquellas obligaciones derivadas de las que envuelven la Ley, los contratos colectivos y los reglamentos empresariales. La gravedad de la falta es una cuestión fáctica que debe ser apreciada por el Juez en cada caso concreto. 
j) El abandono de trabajo constituye, en cualquiera de sus tres modalidades, incumplimiento grave de la obligación contractual de la prestación de servicios por la cual se está percibiendo una remuneración. Es la separación voluntaria, definitiva e injustificada del trabajador, de la labor ejercida. El abandono supone un corpus y un animus, o sea el hecho de la separación y la voluntad de no volver. Hay que distinguir el abandono de la inasistencia, es sabido que una o dos inasistencias no constituyen causal de despido, pero si la constituye el dejar abandono el lugar de trabajo después de haber estado allí desempeñando sus labores. Sin embargo, a pesar de lo dicho, si el trabajador tiene a su cargo alguna faena o máquina y su falta significa una perturbación en la marcha del resto de ejecución de la obra, la sola inasistencia injustificada lo hace incurrir en esta causal. 
Artículo 103. “Serán causas justificadas de retiro, los siguientes hechos del patrono, sus representantes o familiares que vivan con él:

a) Falta de probidad;

b) Cualquier acto inmoral en ofensa al trabajador o a miembros de su familia que vivan con él;

c) Vías de hecho;

d) Injuria o falta grave al respeto y consideración debidos al trabajador o a miembros de su familia que vivan con él;

e) Omisiones o imprudencias que afecten gravemente a la seguridad o higiene del trabajo;

f) Cualquier acto que constituya falta grave a las obligaciones que le impone la relación de trabajo; y g) Cualquier acto constitutivo de un despido indirecto.

Parágrafo Primero: Se considerará despido indirecto:

a) La exigencia que haga el patrono al trabajador de que realice un trabajo de índole manifiestamente distinta de la de aquel a que está obligado por el contrato o por la Ley, o que sea incompatible con la dignidad y capacidad profesional del trabajador, o de que preste sus servicios en condiciones que acarreen un cambio de su residencia, salvo que en el contrato se haya convenido lo contrario o la naturaleza del trabajo implique cambios sucesivos de residencia para el trabajador, o que el cambio sea justificado y no acarree perjuicio a éste;

b) La reducción del salario;

c) El traslado del trabajador a un puesto inferior;

d) El cambio arbitrario del horario de trabajo; y

e) Otros hechos semejantes que alteren las condiciones existentes de trabajo.

Parágrafo Segundo: No se considerará como despido indirecto:

a) La reposición de un trabajador a su puesto primitivo, cuando sometido a un período de prueba en un puesto de categoría superior se le restituye a aquél. El período de prueba no podrá exceder de noventa (90) días;

b) La reposición de un trabajador a su puesto primitivo después de haber estado desempeñando temporalmente, por tiempo que no exceda de ciento ochenta (180) días, un puesto superior por falta del titular de dicho puesto; y

c) El traslado temporal de un trabajador, en caso de emergencia, a un puesto inferior, dentro de su propia ocupación y con su sueldo anterior, por un lapso que no exceda de noventa (90) días”.

El retiro, al igual que el despido, también puede fundarse en causa legal, en otras palabras, que puede realizarse por culpa del patrono, por sus representantes o por familiares que vivan con él. 
Con respecto a la falta de probidad, nos remitimos a lo tratado en el Art. 103 LOT. Esta vez referido al patrono por su falta de rectitud y corrección, amén de la honestidad. Ejemplos de esta falta de probidad patronal sería el pago, incompleto de comisiones que le puedan corresponder al trabajador, haciéndole creer que algunas ventas no se cerraron; o el menoscabo que le corresponda por utilidades, o la imputación al trabajador de la comisión de una falta inexistente. 
El resto de las causales presentan similares características que las que se trataron supra con respecto al trabajador, debiéndonos detenernos a analizar el despido indirecto, que es lo peculiar en esta norma. 
De acuerdo con Alfonzo Guzmán, el despido indirecto es una forma de retiro justificado del trabajador. Si el despido presupone la voluntad unilateral del patrono, manifestada en forma clara y categórica, de terminar el contrato de trabajo, los hechos constitutivos del despido indirecto descubren la voluntad velada del patrono de no seguir vinculado en las condiciones originalmente convenidas. 
Según lo expresado por Caldera Rodríguez, citado por Longa Sosa, el llamado “despido indirecto” es una justa causa de retiro, es decir, de terminación de la relación de trabajo por voluntad del trabajador. Constituye despido indirecto las modificaciones impuestas por el patrono, sin consentimiento del trabajador, que envuelven una alteración sustancial de las condiciones de trabajo. 
La enumeración que hace la Ley de las causales que constituyen el despido indirecto, es meramente enunciativa y no taxativa, ya que en el último literal se deja abierta la posibilidad  a “otros hechos semejantes que alteren las condiciones existentes de trabajo”. 
a) En el contrato de trabajo se ha debido especificar con claridad cuáles van a ser las funciones especificas que va a cumplir el trabajador; de no haberse hecho así, la Ley dispone que el trabajador deberá desempeñar los servicios que sean compatibles con sus fuerzas, aptitudes, estado o condición, y dichas tareas deben ser del mismo género de los que formen el objeto de la actividad a que se dedique el patrono. En consecuencia, éste no puede imponerle al subordinado que realice un trabajo que no guarde relación para lo que fue contratado. Si se contrata un trabajador para operar una máquina determinada, mal se le puede destinar a chofer por ejemplo. La incompatibilidad con la dignidad del trabajador y con la capacidad profesional de éste se considera igualmente despido indirecto, a menos que, ab initio se hubiera pactado las condiciones de trabajo sin tomar en cuenta la preparación formal y profesional de éste, un profesional, contratado para trabajos de oficina, mal podría alegar después de un tiempo, que por no habérsele ascendido o pagado mejor de acuerdo a su grado de preparación, está siendo despedido de manera indirecta. 
La exigencia de que el trabajador preste sus servicios fuera del lugar de su residencia, es causal de despido indirecto si nada se previó al respecto al inicio de la relación laboral, tal sería el caso de una empresa que se traslada a otra localidad fuera del lugar de residencia del trabajador. El cambio o traslado de una empresa, por si sólo no constituye despido indirecto. Ello dependerá de las circunstancias de hecho que rodeen la prestación personal de los servicios de cada trabajador y de las modalidades de cada contrato de trabajo. 
Tratándose de cuestiones que deberían comprobarse adecuadamente, se considera prudente analizar en cada caso concreto si la mudanza o traslado de la empresa implica para sus trabajadores o para alguno de ellos la necesidad de cambiarse de residencia y que ese cambio produzca un perjuicio serio en el patrimonio del trabajador. 
Si el trabajador no acepta, por causarle perjuicio, el traslado impuesto por el patrono, debe entenderse que la terminación de esta relación laboral toma las características de despido indirecto, es decir, aquel despido que ocurre cuando el trabajador se ve obligado, debido a circunstancias creadas exclusivamente por el patrono, a considerar extinguida su relación laboral, con evidente perjuicio patrimonial. 
Sin mayor gravedad y perjuicio reviste tal situación, cuando no obstante que el trabajador acepta el traslado derivado de una medida del patrono, éste estima que no está en capacidad de absorberlo, en este caso, el trabajador no puede continuar prestando sus servicios y se da por finalizado el contrato de trabajo sin que él haya propiciado causa alguna para que esto ocurra, configurándose, con mayor énfasis, el despido indirecto. 
Sin embargo, no es tal cuando en el contrato se ha pactado expresamente que el servicio subordinado se va a prestar en lugar distinto a la residencia del trabajador, como por ejemplo, cuando se contrata para trabajar en determinada ciudad del país, o bien en el exterior de la República. La naturaleza del trabajo puede implicar cambios sucesivos de residencia, así sería el caso de un supervisor o de un gerente, nombrado para determinado lugar, es común ver en la prensa diaria ofertas de trabajo señalando expresamente que es para residenciarse en determinada ciudad o que el aspirante al puesto esté dispuesto a viajar o radicarse en distintas localidades. 
b) El Art. 69 LOT, prevé que, si no ha estipulado expresamente lo atinente a la remuneración, ésta deberá ser adecuada a la naturaleza y magnitud de los servicios y no podrá ser inferior al salario mínimo ni a la que se pague por trabajos de igual naturaleza en la región y en la propia empresa, no se distingue si la reducción del salario es justificada o injustificada, toda reducción de salario no aceptada por el trabajador constituye causa de retiro. El problema se presenta si el salario ha sido estipulado por unidad de obra, por pieza o destajo, ya que si bien es sabido el carácter aleatorio de esta forma de remuneración, se considera despido indirecto cuando el patrono de manera maliciosa e injustificamente, reduce el volumen de trabajo, habiéndolo disponible, al trabajador para en consecuencia reducirle el salario. En el caso de los vendedores a comisión, es despido indirecto por reducción de salario la limitación de su zona territorial anterior, también el traslado a lugares de menor movimiento comercial ya que ello influye directamente en el monto de la remuneración. 
c) Puede ocurrir que aun sin reducir el salario, se traslade al trabajador a un puesto inferior, esta es una actitud que va contra la dignidad y autoestima del subordinado. Incluso puede acarrear disminución de atribuciones y de rango cuando se crea un puesto superior que le quite en gran parte potestades que antes tenía. Hay decisiones judiciales y administrativas en el sentido de que, no constituye causal de despido indirecto el traslado a un puesto inferior, cuando esto se debe a la impericia e ineptitud del trabajador. 
d) El cambio arbitrario de horario. El jus variandi, es la facultad que tiene el patrono para dirigir, organizar, vigilar y disciplinar el desarrollo de la actividad contratada. La naturaleza de la empresa requiere de una constante actualización debido a las cambiantes situaciones que se producen en su mercado natural, las cuales repercuten necesariamente y de manera directa sobre la organización de su estructura interna, de manera que el patrono, en virtud del jus variandi puede alterar discrecionalmente, de modo permanente o transitorio, la ocupación del trabajador, su cargo en la empresa, el horario y el lugar de labores bajo determinadas reglas. 
En el caso del horario, los trabajadores no podrían negarse a un cambio de horario sin motivo justo, el cambio de horario, para que sea causal de despido indirecto, debe ser arbitrario, es decir, aquel acto o proceder caprichoso, contrario a la justicia o a las leyes (Diccionario de la Lengua). El trabajador debe demostrar que el nuevo horario le acarrea perjuicios considerables o que, por lo menos, produce alteraciones sustanciales en las condiciones pactadas en el  contrato de trabajo, de tal entidad, que lo hace inaceptable. 
e) Otros hechos semejantes que alteren las condiciones existentes de trabajo. Habíamos dicho que la enumeración de las causas de despido indirecto era meramente enunciativa. Esta norma autoriza al Juez para apreciar en cada caso concreto, si se trata o no de hechos que van a cambiar, en perjuicio del trabajador, las condiciones que existen en el contrato de trabajo. 
No se considera despido indirecto: 
a) A menudo, en las empresas se considera que a ciertos trabajadores por el tiempo que llevan en el desempeño de sus labores, el conocimiento de su trabajo y otras circunstancias, se les debe dar oportunidad para ascender a puestos superiores. Pero la decisión del patrono en este sentido es guiada por la prudencia, ya que no puede prever si el trabajador se va a desempeñar con solvencia en el nuevo puesto. En tal virtud, la Ley lo autoriza a ascenderlo “provisionalmente”, por decirlo así, por un lapso que no exceda de noventa días (hábiles pensamos nosotros, ya que si ese lapso se otorga para probar sus aptitudes laborales se deben exceptuar los días feriados y no laborables), transcurridos los cuales, puede reponerlo a su puesto primitivo si el patrono considera que carece de las aptitudes como para desempeñar definitivamente el cargo en donde fue probado, sin que ello constituya un despido indirecto. 
b) Las suplencias también son frecuentes en el campo laboral, bien sea porque el ocupante original del puesto esté enfermo, o exista alguna causa de suspensión de la relación de trabajo, etc., puede ocurrir que dicho puesto superior este vacante, realmente, pero el patrono opta primero por buscar entre su propio personal al que pueda encargarse de éste interinamente sin considerarlo para que lo ocupe definitivamente, porque de ser así, estaríamos ante la hipótesis anterior del período de prueba. Acá se trata simplemente de una sustitución temporal sin que ello implique compromiso por parte del patrono de dejar definitivamente al trabajador en dicho puesto superior, por lo que, antes de los ciento ochenta días puede reponerlo a su puesto primitivo sin configurarse el despido indirecto. 
c) El traslado a un puesto inferior, no constituye despido indirecto, si es por: emergencia, con el mismo sueldo, dentro de su misma ocupación y por un lapso que no debe exceder de noventa días. La Consultoría Jurídica del Ministerio del Trabajo opina que la duración de la suplencia “no debe exceder del tiempo que emplee el patrono para solicitar con toda su diligencia a la persona que debe encargarse”, ello significa que no necesariamente deben esperarse los noventa días, aunque la ley lo faculte para ello, si es antes, mejor para el trabajador. 
Artículo 104. “Cuando la relación de trabajo por tiempo indeterminado finalice por despido injustificado o basado en motivos económicos o tecnológicos, el trabajador tendrá derecho a un preaviso conforme a las reglas siguientes:

a) Después de un (1) mes de trabajo ininterrumpido, con una semana de anticipación;

b) Después de seis (6) meses de trabajo ininterrumpido, con una quincena de anticipación;

c) Después de un (1) año de trabajo ininterrumpido, con un (1) mes de anticipación;

d) Después de cinco (5) años de trabajo ininterrumpido, con dos (2) meses de anticipación; y e) Después de diez (10) años de trabajo ininterrumpido, con tres (3) meses de anticipación. 

Parágrafo Único: En caso de omitirse el preaviso, el lapso correspondiente se computará en la antigüedad del trabajador para todos los efectos legales”.

Para Caldera Rodríguez, citado por Longa Sosa, el preaviso es sencillamente el anuncio previo dado por una de las partes a otra, con determinada anticipación a la fecha en que va a consumarse la extinción del vínculo, de su decisión de poner fin a la relación de trabajo por su voluntad unilateral. El Ministerio del Trabajo considera al preaviso como “la notificación que hace una de las partes a la otra, de su propósito de resolver el contrato de trabajo, a fin de que el trabajador pueda buscar, con la debida anticipación, un nuevo empleo, o la empresa pueda buscar un nuevo trabajador”. 
Para el mismo autor, con Littala, opina que “la naturaleza jurídica de la indemnización por falta de preaviso puede asimilarse a la de una cláusula penal o de un resarcimiento de daños, pero aun queriendo constituir un resarcimiento de daños, tiene además la naturaleza de una prestación de carácter social, estando establecida, no solamente como un resarcimiento, sino también para el caso de que el trabajador no llegue a encontrar inmediatamente otra ocupación”. 
El preaviso en sí, no es una indemnización, sino una notificación anticipada para que el trabajador o el patrono puedan hallar nuevo trabajo o nuevo trabajador respectivamente. Lo que sí constituye indemnización, es el pago que se hace en caso de omitirse el preaviso. 
Caldera Rodríguez, citado por Longa Sosa, fundamenta la institución del preaviso en la teoría del abuso del derecho. La cuestión que se plantea en esta figura jurídica, es la de determinar si una persona puede causar un daño a otra mediante el ejercicio de su derecho, y si el daño causado de este modo debe ser reparado por quien ejerció ese derecho. Se trata pues de la situación que se presenta cuando una persona causa un daño a otra ejerciendo un derecho que le acuerda el ordenamiento jurídico positivo. Alfonzo Guzmán prefiere fundamentarla en la buena fe. – Reglas de conducta – dice el mencionado autor, que se traduce en la obligación de todo contratante de obrar de un modo honrado y consciente, cuya violación intencional engendra culpa y la consecuente reparación. Como observa Planiol y Ripert, citado por el mismo autor, es inútil por lo común hablar de abusos de derecho en materia contractual, porque la indicada noción de culpa explica la responsabilidad. Por otra parte, aun dentro de la imprecisión característica de la teoría del abuso de derecho es sabido que ella sirve para explicar la obligación de indemnizar el perjuicio causado a otra persona por el ejercicio de una facultad legítimamente reconocida. 
Adherimos esta ultima opinión, porque consideramos además, que, tal como lo dicen Planiol y Ripert, la expresión de abuso de derecho es absurda y contradictoria, una fórmula sin sentido, una logomaquia, pues una persona puede actuar dentro o fuera de su derecho, pero no puede actuar simultáneamente dentro y fuera de su derecho. Un mismo acto no puede ser al mismo tiempo conforme y contrario a derecho; el derecho cesa donde comienza el abuso y no puede haber uso abusivo de los derechos. 
Para algunos autores, aceptar la teoría del abuso de los derechos constituye la consagración de una intolerable intromisión de la moral dentro del campo del derecho. 
Artículo 105. “El despido deberá notificarse por escrito con indicación de la causa en que se fundamenta, si la hay. Hecha la notificación al trabajador, el patrono no podrá después invocar otras causas anteriores para justificar el despido.

La omisión del aviso escrito no impedirá al trabajador demostrar el despido por cualquier otro medio de prueba”.

La Ley dispone expresamente, que el despido debe darse por escrito, se trata de una formalidad ad probationem, ya que su omisión, dispone la norma, no impide que el trabajador pueda demostrar el despido por cualquier medio de prueba de los permitidos por la Ley. 
La indicación de la causa del despido no es indispensable, ya que, como se dijo con anterioridad, la sola declaración de voluntad del patrono es suficiente para dar por terminada la relación de trabajo, no hay necesidad de aquiescencia alguna por parte del trabajador, no es necesario alegar causal alguna, debiendo el patrono pagar en este caso, la indemnización que ordena la ley. Lo que se exige es que tal manifestación de voluntad sea clara e inequívoca, expresa, aunque puede ser tácita (tal es el caso del despido indirecto). 
El despido tiene carácter de irrevocable, sin embargo si el patrono consciente podría anularse, pero si el trabajador se niega a ello el despido queda firme. El despido no surte efecto cuando no es consumado en la oportunidad correspondiente. 
Artículo 106. “El aviso previsto en el artículo 104 de esta Ley puede omitirse pagando al trabajador una cantidad igual al salario del período correspondiente”.

Otorga el ordenamiento jurídico laboral, la facultad al patrono de preavisar o no. Puede elegir entre avisar anticipadamente o liberarse pagando la indemnización correlativa. 
El monto de la indemnización sustitutiva del preaviso equivale a los salarios correspondientes al tiempo de tal preaviso. De manera que en tal virtud, la obligación de hacer, cual es prestar el servicio por parte del trabajador durante el lapso de preaviso, se transforma para el patrono en una obligación de dar mediante el pago sustitutivo al que veníamos haciendo referencia. 
I. Relación 

1. Reclamo del Trabajador. Art. 98, 112 y 125 LOT 

Artículo 98. La relación de trabajo puede terminar por despido, retiro, voluntad común de las partes o causa ajena a la voluntad de ambas.

Como se explicó en el punto de la Terminación, se podría decir lo siguiente: La regulación jurídica contenida en este capítulo, persigue triple finalidad: a) la protección del trabajador en el momento en que se encuentre desocupado por circunstancias de las que no son responsables; b) el amparo al patrono contra una ruptura unilateral y abusiva por parte del subordinado y; c) dar al trabajador un interés de permanencia y estabilidad en la empresa y recompensarle por la colaboración prestada a través de sus servicios por largo tiempo. 

Caldera Rodríguez, citado por Longa Sosa, nos dice que “Las causas de terminación aunque en algunos casos coinciden con las admitidas en el Derecho Común para la extinción de los contratos, presentan características especiales. Su clasificación conviene hacerla, para la más clara interpretación de sus consecuencias especificas, según la intervención que la voluntad de las partes haya tenido en cada caso. Por ello, después de haber ensayado en la cátedra diversos criterios, me inclino como lo mas práctica, por aquella que clasifica los casos de terminación en tres grupos: a) terminación por voluntad de ambas partes; b) terminación por causas ajenas a la voluntad de ambas partes; c) terminación por voluntad unilateral del patrono o del trabajador”. 

a) La terminación por voluntad de ambas partes o mutuo disenso, se basa en la revocabilidad de los contratos establecida por el derecho común en el Art. 1159 CC: “Los contratos tienen fuerza de Ley entre las partes. No pueden revocarse sino por mutuo consentimiento o por las causas autorizadas por la Ley”. 

Se admite pues, que así como la voluntad interviene en la formación de la relación laboral, la misma voluntad es suficiente para extinguirla. 

El mutuo disensus tiene plena validez a menos que se pruebe que se vició la voluntad del trabajador al momento de manifestarla obligándolo a rescindir el contrato, tal sería el caso de la celebración de un nuevo contrato con condiciones inferiores al que se acaba de extinguir. 

Los efectos del mutuo disenso son ex nunc y no hacia el pasado, en este supuesto, el trabajador tiene derecho a lo que le corresponda por indemnización de antigüedad de conformidad con el artículo 108 LOT. 

Se considera como mutuo disenso la llegada del término fijado por el contrato de trabajo o la terminación de la obra objeto del mismo, la fijación de plazo cierto o la terminación de la obra pueden interpretarse como un mutuo disenso diferido. 

Alfonzo Guzmán, considera que pueden incluirse, además, en este grupo, el cumplimiento de la condición resolutoria estipulada por las partes válidamente; la jubilación del trabajador y cualesquiera otra cónsona con las exigencias de la Ley y de las buenas costumbres. 

b) La relación jurídica puede terminar también por la imposibilidad real de continuar el trabajo, sin que la voluntad de las partes tenga intervención alguna en dicha imposibilidad. La fuerza mayor constituye una causa de extinción de relación laboral cuando su consecuencia necesaria, inmediata y directa sea el cierre definitivo de la empresa. Las dificultades doctrinarias en la diferenciación entre los conceptos de fuerza mayor y caso fortuito se ha resuelto en usar ambos indistintamente. 

Debe tratarse pues, de un hecho extraño no imputable a culpa de las partes, cuya consecuencia irremediable será la terminación definitiva de las actividades de la empresa o de aquella parte de ésta en la cual se desempeñe el trabajador. El ejemplo típico son los siniestros de cualquier clase (incendio, inundaciones, terremotos, etc.). 

La muerte del trabajador extingue la relación de trabajo, en virtud de que la prestación de sus servicios es intuitu personae respecto del patrono. 

La incapacidad laboral como resultado de un accidente o enfermedad profesionales es también causa de extinción de la relación de trabajo siempre y cuando la incapacidad sea definitiva y permanente, de lo contrario se causaría sólo la suspensión. 

Dentro de este grupo de causas de terminación de relación laboral, podemos considerar también, la muerte del patrono, aunque no lo sea en principio ya que por lo general, el contrato laboral se celebra intuitu personae respecto sólo del trabajador. Sin embargo, hay que distinguir si en realidad la muerte del patrón va a influir en la marcha o no de la empresa o centro de trabajo. 

Por ejemplo, si se tratara de un banco, la muerte de uno o varios de los directivos en nada afectará la marcha de la institución, cosa que no sucedería por ejemplo en el caso de un arquitecto, el cual tiene su estudio y emplea a dos o mas trabajadores, cuya actividad es generada por la profesión del patrono, el cual, al desaparecer, desaparecería necesariamente la actividad de la empresa. La jurisprudencia ha establecido que la muerte del patrono se asimila al caso de fuerza mayor, cuando por tratarse de un contrato de trabajo celebrado intuitu personae también respecto de él, aquella determina la resolución de la relación laboral. 

La cesación o quiebra no culpable de la empresa produce igualmente la terminación de la relación laboral. El cierre definitivo de la empresa y su quiebra, cuando son fortuitos, constituyen causas de terminación asimilables a la fuerza mayor, ello no ocurre cuando la quiebra es culpable o fraudulenta o debido a otras causas, o en caso de que el cierre no sea definitivo. Se entiende como cierre definitivo de la empresa, toda cesación de actividades que ocasione la liquidación del negocio de manera que no podrían subsistir los contratos de trabajo por falta de uno de los elementos contratantes. La liquidación voluntaria no exonera del pago de las prestaciones, tampoco la quiebra culpable o fraudulenta, pero la quiebra fortuita sólo da lugar al pago de antigüedad. 

c) Cuando la relación de trabajo termina por la voluntad unilateral de las partes, la ley va a regular las consecuencias de tal acto de voluntad, es la aplicación del principio general de que cualquiera de las partes puede terminar en cualquier momento el vínculo laboral, sin embargo, el ejercicio de esta facultad se va a ver reducido por sus consecuencias patrimoniales si no se funda en hechos previamente calificados por la Ley como justo motivo. 

Alfonzo Guzmán define al despido como “el hecho jurídico mediante el cual el patrono pone fine al contrato de trabajo”. Benítez de Lugo, citado por el aludido autor lo define como “la acción en virtud de la cual el empresario, fundado o no en causa justa, provoca la ruptura del vínculo laboral que le une con el trabajador”; Hugo L. Sylvester, en su Diccionario Jurídico del Trabajo, citado por Longa Sosa, estima que es “la declaración de voluntad unilateral que extingue el vínculo jurídico engendrado por el contrato de trabajo. Para Alfonzo Olea, citado por el mismo autor, el despido es “la extinción del contrato de trabajo por voluntad unilateral del empresario”. 

En oposición al despido – continua Alfonzo Guzmán – el retiro es un hecho jurídico mediante el cual el trabajador extingue la correspondiente relación. Debido a que ambas categorías de acciones humanas son manifestaciones de la voluntad individual de los contratantes, hay tautología al decir: retiro voluntario, como corrientemente ocurre, de modo especial en nuestros medios sindicales. 

Artículo 112. Los trabajadores permanentes que no sean de dirección y que tengan más de tres (3) meses al servicio de un patrono, no podrán ser despedidos sin justa causa.

Parágrafo Único: Los trabajadores contratados por tiempo determinado o para una obra determinada gozarán de esta protección mientras no haya vencido el término o concluido la totalidad o parte de la obra que constituya su obligación.

Este privilegio no se aplica a los trabajadores temporeros, eventuales, ocasionales y domésticos.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada como recomendación por la IX Conferencia Interamericana reunida en Bogotá del 30 de marzo al 2 de mayo de 1948, estableció que: “Toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones dignas y a seguir libremente su vocación, en cuanto lo permitan las oportunidades existentes de empleo”. 
De acuerdo a Longa Soda, el cual expresó que Juan Pablo decía en la Encíclica Laborem Exercens promulgada con ocasión del noventa aniversario de la Rerum Novarum, en el punto 18 que: “Considerando los derechos de los hombres del trabajo, precisamente en relación con este ‘empresario indirecto’, es decir, con el conjunto de las instancias a nivel nacional e internacional responsables de todo el ordenamiento de la política laboral, se debe prestar atención en primer lugar a un problema fundamental. Se trata del problema de conseguir trabajo, en otras palabras, del problema de encontrar un empleo adecuado para todos los sujetos capaces de él”. 
Alcalá Zamora y Cabanellas de Torres, citado por Longa Sosa, sostienen que: “Siempre que se traduzca en prestación eficiente desde los puntos de vista social y económico, la plenitud de empleo, la ocupación habitual y debidamente remunerada de la totalidad de la población laboralmente hábil, integra un postulado político-económico de evidencia absoluta”. Dentro del espíritu de las legislaciones que propugnan el pleno empleo, juega un papel preponderante la estabilidad en la relación individual de trabajo que en la Ley Orgánica del Trabajo, se da en la figura del contrato de trabajo para tiempo indeterminado y en los de contratos de trabajo para tiempo determinado o para obra determinada. 
Goyzueta Herrera, citado por el mismo autor, define la estabilidad absoluta como “el derecho que tiene el trabajador de permanecer en el empleo mientras sea plenamente capaz de laborar (hasta que sea jubilado o se incapacite), vale decir, a no ser despedido, si no media justa causa o justificado, motivo previamente establecido en la Ley, debidamente comprobado y calificado por la autoridad competente y a ser reintegrado en su puesto de trabajo con pago de los salarios correspondientes, en el caso de despido injusto o incausado”, el mismo autor define a la estabilidad relativa como “los medios indirectos (sanciones económicas, etc.) con que el legislador trata de que el patrono no ponga fin a la relación de trabajo, cuando no medie justa causa, con lo cual busca limitar el despido injusto, pero a pesar de esto, cuando el mismo se produzca, el despido es legal”. 
La estabilidad relativa, imperfecta, indirecta o impropia es a la que se refiere este artículo. Relativa porque no obstante el carácter tuitivo, ello es posible siempre y cuando el patrono pague los salarios caídos, mas el doble de la prestación de antigüedad y el doble de lo que le corresponde por concepto de preaviso no utilizado, así como el equivalente del preaviso en forma sencilla, en los casos en los cuales el trabajador haya prestado servicios por mas de cinco años y por mas de diez años, todo de conformidad con los Arts. 125 y 104 LOT. No tiene pues, el subordinado, garantía absoluta de conservar su empleo, como si lo tendría en los casos que prevé el sistema de estabilidad absoluta. Podríamos decir que, en nuestra legislación laboral, encontramos este tipo de estabilidad en los casos de inamovilidad (por fuero sindical, por maternidad, por negociación colectiva o tramitación de huelga, etc.). 
Los Códigos y Leyes de Trabajo reconocen la estabilidad en el empleo como un objetivo cierto y determinado del derecho del trabajo. Los sistemas de protección de la estabilidad, además de limitar el poder del patrono de despedir libremente al subordinado sin la existencia de una justa causa predeterminada expresamente por el ordenamiento jurídico, varían de una estabilidad relativa – caso de Venezuela – hasta una estabilidad absoluta. La primera reconociendo algún tipo de indemnización económica al trabajador, que tiene mucho de sanción pecuniaria contra el patrono que ilegalmente despide al trabajador y la segunda reintegrando a éste a su puesto primitivo del cual fue injustamente cesanteado. 
Al respecto, y refiriéndose a las perspectivas de la estabilidad, el costarricense Bejarano Coto, citado por Longa Sosa, nos dice: 
“Corresponde al ordenamiento jurídico determinar las nuevas condiciones económicas que deben proteger a los trabajadores bajo contratos atípicos cuando realicen funciones que corresponden a necesidades ordinarias del empleador. Ello es necesario para evitar que se distorsione la figura jurídica del contrato por tiempo indefinido. 
La legislación debe reconocer que es necesario flexibilizar las condiciones de ejecución y terminación de la relación de trabajo por tiempo indefinido de manera que sea la seguridad social la que comparta, si no es que se pueda hacer cargo del todo, la carga económica que representa este tipo de contratos. 
Deben comprenderse y regularse nuevas formas de contratación especial, al lado de las tradicionales por obra determinada o plazo fijo, tales como el trabajo de temporada, permanente o no, el trabajo por aprendizaje, el trabajo de los jóvenes en programas especiales sobre todo de carácter técnico dentro de la revolución tecnológica producida sobre todo en el sector de servicios (el de comunicaciones, computación). 
Deben implementarse programas que aceleren la jubilación anticipada con el objeto de que las generaciones jóvenes accedan a algún tipo de trabajo. 
Las anteriores soluciones han sido planteadas y ejecutadas en algunos países, sobre todo del viejo continente como España e Italia. No afirmamos que en América Latina debamos hacer lo mismo, pero siempre es bueno partir de lo ya experimentado y no tratar de experimentar en cabeza propia. 
Nuestros países afrontan un proceso de cambio en sus económicas que tiende a exportar, ciertamente mano de obra más o menos barata, a los exigentes mercados internacionales en donde competimos con la disciplinada mano de obra oriental. Esta sustitución del tipo de trabajo nos enfrenta a la necesidad de dotar a la economía con los medios y formas legales que se ajusten a sus necesidades. Considero que éste es, en el momento actual, el papel primordial que la historia asigna a los laboralistas. El derecho del trabajo debe proveer la solución a los múltiples problemas apuntalados. 
Las perspectivas de la estabilidad en el empleo ante los nuevos procesos de flexibilización de la mano de obra que hemos esbozado anteriormente nos colocan ante el panorama de un nuevo Derecho del Trabajo, que será el de finales de este siglo y comienzos del que viene; se precisa de un enorme esfuerzo de los laboralistas para la creación del nuevo marco jurídico que dentro de las condiciones planteadas determine cuáles serán los derechos de los trabajadores ante el empuje de los patronos, sobre todo en punto a la libertad de contratación. 
No puede desconocerse la existencia en estos momentos de una importante corriente doctrinaria, derivada de la experiencia europea, en el sentido de reconocer la validez de la autonomía, individual y colectiva, de la voluntad en los métodos de contratación laboral. 
Nuestros ordenamientos jurídicos en Latinoamérica se oponen a esas nuevas corrientes, pero es preciso reconocer que si queremos transformar el aparato productivo y asumir las nuevas tecnologías del futuro, debemos reformar las leyes laborales con vista de las experiencias de esos nuevos regímenes laborales”. 
Artículo 125. Si el patrono persiste en su propósito de despedir al trabajador, deberá pagarle adicionalmente a lo contemplado en el artículo 108 de esta Ley, además de los salarios que hubiere dejado de percibir durante el procedimiento, una indemnización equivalente a:

1) Diez (10) días de salario si la antigüedad fuere mayor de tres (3) meses y no excediere de seis (6) meses.

2) Treinta (30) días de salario por cada año de antigüedad o fracción superior de seis (6) meses, hasta un máximo de ciento cincuenta (150) días de salario.

Adicionalmente el trabajador recibirá una indemnización sustitutiva del preaviso previsto en el artículo 104 de esta Ley, en los siguientes montos y condiciones:

a) Quince (15) días de salario, cuando la antigüedad fuere mayor de un (1) mes y no exceda de seis (6) meses;

b) Treinta (30) días de salario, cuando fuere superior a seis (6) meses y menor de un (1) año;

c) Cuarenta y cinco (45) días de salario, cuando fuere igual o superior a un (1) año;

d) Sesenta (60) días de salario, cuando fuere igual o superior a dos (2) años y no mayor de diez (10) años; y

e) Noventa (90) días de salario, si excediere del límite anterior.

El salario de base para el cálculo de esta indemnización no excederá de diez (10) salarios mínimos mensuales.

Parágrafo Único.-. Lo dispuesto en este artículo no impide a los trabajadores o sus causahabientes el ejercicio de las acciones que puedan corresponderles conforme al derecho común.

Una vez realizado el despido del trabajador, éste tiene la posibilidad de introducir ante un Juez de Estabilidad Laboral su solicitud de reenganche y pago de salarios caídos, y el patrono, a su vez, cuenta con el derecho de presentar igualmente ante el Juez, una participación de despido para así darse inicio al procedimiento correspondiente donde será el Tribunal competente el que decidirá si el despido fue justificado o injustificado. De decidirse en este último sentido, el patrono puede persistir en el despido del trabajador por lo cual deberá pagar a éste, una indemnización de diez días si la antigüedad o fracción de año fuere mayor de tres meses y no mayor de seis; y de treinta días de salario por cada año de antigüedad o fracción mayor de seis meses. Hasta un máximo de ciento cincuenta días de salario. 
Al tocar este punto, la Comisión Especial de la Cámara de Diputados que estudió el proyecto de Reforma de la Ley Orgánica del Trabajo, se pronunció así: 
“Efectivamente, esto que consagra el actual artículo 125 LOT, lo que se denomina corrientemente el pago doble de las prestaciones sociales, consiste en el pago de una cantidad equivalente al pago de la indemnización contemplada en el Art. 108 LOT, es decir, otro pago de un mes de salario por año de servicio o fracción mayor de seis meses, además del doble de lo que le hubiere correspondido por preaviso en los literales A, B y C del Art. 104 LOT, o lo que es lo mismo, de una vez dos meses de salario para los trabajadores con mas de un año de servicio y un mes para los comprendidos entre seis meses y un año de servicio, y luego lo establecido en los literales D y E, o sea dos y tres meses de salario, respectivamente. Todo esto ya lo establecía la Ley contra Despidos Injustificados, cuyo proyecto original lo que contemplaba era el reenganche del trabajador, consagrando la llamada estabilidad absoluta. Pero los patronos, en un acto de dudosa legalidad, porque vulneraba la facultad legislativa del Congreso de la República, y de todas maneras, de un escaso contenido ético, llegaron a un acuerdo con el Gobierno, que tenía mayoría absoluta en ambas Cámaras del Congreso, para que se les concediera la facultad de sustituir la orden de reenganche por un pago doble de las prestaciones. Este acuerdo concitó el rechazo incluso de patronos conscientes, como es el caso de Alberto Quiroz Corradi, quien fuera Presidente de una empresa petrolera, primero transnacional y luego nacionalizada, que expresó: “nuestros empresarios mostraron la misma miopía que siempre les ha caracterizado, en la comprensión de las relaciones obrero-patronales y prefirieron seguir pagando para proteger un presunto derecho gerencial obsoleto de poder despedir sin causa justificada, y las federaciones obreras se olvidaron de la ideología del derecho del hombre al trabajo y cambiaron ese derecho por un plato costoso de lentejas. En la debacle resultante, los dos sectores comparten la responsabilidad”. 
Con esto queremos decir, que los trabajadores no crearon el pago doble de prestaciones sociales, que no lo querían, que no lo buscaron, los trabajadores querían la estabilidad en el trabajo, que se les reenganchara y se les conservara en su empleo, única fuente de sustento. Fueron los patronos quienes impusieron en un pacto, muy similar al ahora llamado acuerdo tripartito, con el Gobierno y una cúpula descalificada de la burocracia sindical, eso que se llama el pago doble. 
Al mismo tiempo, muy destacados y brillantes teóricos de la filosofía empresarial, han reiteradamente sostenido que ese pago doble es un mecanismo de estabilidad, que el costo del despido es una forma de la garantía de estabilidad en el trabajo que contempla el encabezamiento del Art. 88 de la Constitución de la República, perfectamente interpretada por ese mecanismo denominado de estabilidad relativa o indirecta, suerte de “estabilidad endógena, convenida y voluntaria”, como la denomina el insigne jurista, hombre público y teórico patronal, Dr. Horacio Guillermo Villalobos, para quien “pareciera que el precepto constitucional quiso referirse a lo que tradicionalmente se ha entendido por estabilidad (la relativa o impropia) entre nosotros, en la mayoría de los países del mundo occidental y en las Conferencias Internacionales” . Concepto que hay que adminicular con el criterio constitucional del Dr. Carvallo Mena, citado por Longa Sosa, sobre la inconstitucionalidad de todo intento de deprimir los avances legales en materia de estabilidad en el trabajo, que ya citamos. 
Es evidente que dentro de la modalidad de la llamada estabilidad relativa o indirecta; Ley contra Despidos Injustificados, primero y la Ley Orgánica del Trabajo, posteriormente, consagraron una indemnización en cierto sentido satisfactoria, que ubicaba a la legislación nacional entre las de mayores beneficios obreros, porque no establecía límites temporales, una verdadera sanción forfetaria, que duplicaba la prestación ordinaria del derecho adquirido y la correspondiente al pago de la indemnización sustitutiva del preaviso, además de los salarios caídos hasta el momento del reenganche o de la manifestación de persistencia en el despido por parte del patrono. No podían los patronos renegar de esa sanción, por dos razones; en primer lugar, porque fue creada por ellos mismos, que la pidieron en sustitución del reenganche, y en segundo término, porque no se les establecía como una sanción sino como un derecho suyo, que no se les convertía en obligación si ellos mismos no la optaban con una manifestación expresa de persistencia. Extrañamente, el Proyecto, en concordancia con el pacto tripartito, limita la indemnización a un máximo de ciento cincuenta (150) días de salario, es decir a cinco (5) meses de salario. Disminución esa que implica, no sólo un verdadero abaratamiento del despido, que compromete seriamente el presunto carácter de controlador de la estabilidad atribuido a la indemnización; sino que niega el efecto de recompensa de la antigüedad en el servicio que el Art. 88 de la Constitución de la República exige a las prestaciones e incursiona, también, en el campo de la inconstitucionalidad por la vía de la violación del Art. 87 Constitucional, que obliga a mejorar las condiciones económicas, sociales y morales de los trabajadores. 
La lucha contra el abaratamiento del despido constituye la mas importante bandera de lucha de los trabajadores del mundo contemporáneo, planteamiento fundamental de los sectores políticos comprometidos con la economía del bienestar durante las últimas contiendas electorales del viejo continente, incluidas las mas recientes del Reino Unido y sostén de acciones sindicales y judiciales, como en el caso de la República Argentina, donde la combinación de ambos frentes condujo a la declaración de inconstitucionalidad de la ley desreguladora. Por eso nos extraña el planteamiento de la central obrera venezolana proponiendo la limitación a diez meses de salario, y, posteriormente, su resignada y complaciente actitud ante la comparsa empresario-gubernamental de reducir la indemnización a cinco meses de salario. 
Dentro de la misma modificación del Art. 125 LOT, que consagra el Art. 2 del Proyecto, se contempla lo que correspondería al pago doble de la indemnización sustitutiva del preaviso; pero con dos modificaciones muy negativas. En primer lugar, en el literal c) de la segunda parte del artículo se contempla un pago de cuarenta y cinco (45) días de salario cuando el trabajador tuviere una antigüedad igual o superior a un año, y por supuesto, menos de dos años, que es el límite contemplado en la siguiente literal, el d), y en esa hipótesis el trabajador tendría derecho a dos (2) meses. Es decir, sesenta (60) días de salario, por la disposición del actual Art. 125 LOT, en concordancia con el literal c) del Art. 104 LOT. En segundo lugar, el último aparte de ese párrafo, limita el salario de cálculo de la indemnización a diez (10) salarios mínimos, cuando en la actualidad no hay cuantitativo al salario de base para el cálculo. 
(a) Libelo

El libelo de la demanda debe hacer mención expresa de varios elementos relevantes a la litis o al desarrollo del proceso. “Es una normativa dirigida a la parte actora de un determinado proceso, a los fines de que el escrito de demanda se encuentre bien estructurado de manera que el Juez que deba pronunciarse sobre la admisibilidad del mismo pueda motivarlo acertadamente”. Los requisitos de forma han sido adecuados a las particularidades propias de las causas de tipo laboral, adicionándose aquellas que conviene señalar en las acciones indemnizatorias por accidentes o enfermedades de trabajo. 
La disposición no exige, a diferencia de la legislación ordinaria, el señalamiento del Tribunal ante el cual se presenta la demanda, determinado por el ordinal que lo singulariza o por su carácter de distribuidor de causas o por la circunscripción o circuito judicial al que se encuentra adscrito. Sin embargo, dicha omisión en nada perjudica la certeza ni el ejercicio de la defensa, pues la denominación constará inmediatamente después en la nota de Secretaria o en el auto de admisión de la demanda. 
También debe indicarse la dirección del demandante y del demandado, a los fines de practicar el acto de comunicación por el que se notifica al demandado de la demanda incoada en su contra y de la carga procesal que tiene que asistir, en día y hora señalada, a la audiencia preliminar, so pena de ser juzgado ipso facto en rebeldía. 
(b) Estabilidad 

La Ley de 1990 incorporó un Capítulo en el que regula el régimen de la protección legal del empleo en nuestro país. Con ello se persigue, a nuestro modo de ver, desarrollar la garantía constitucional contenida en el Art. 88 de la Carga Magna, así como también, la de armonizar la legislación nacional con el Convenio 158 de la OIT, sobre la terminación de la relación de trabajo por iniciativa del empleador del año 87. 
El capítulo se denomina “De la Estabilidad en el Trabajo”. En él no se define lo que se entiende por estabilidad, concepto que ha sido definido por la doctrina, que distingue entre estabilidad absoluta y relativa. Se entiende por estabilidad absoluta el derecho que tiene el trabajador de permanecer en el empleo mientras tras sea plenamente capaz de laborar (hasta que sea jubilado o se incapacite), vale decir, a no ser despedido si no media justa causa o justificado motivo, previamente establecido en la Ley, debidamente comprobado y calificado por la autoridad competente y a ser reintegrado en su puesto de trabajo con pago de los salarios correspondientes, en el caso de despido injusto o incausado; y por estabilidad relativa, a los medios indirectos (sanciones económicas, etc.) con que el legislador trata de que el patrono no ponga fin a la relación de trabajo, cuando no medie justa causa, con lo cual busca limitar el despido injusto, pero a pesar de esto, cuando el mismo se produzca, el despido es legal. 
La nueva normativa consagra la forma de estabilidad relativa, ya que si bien el régimen en ella previsto tiene como finalidad la de proteger al trabajador de ser despedido sin justa causa (Art. 117 LOT), sin embargo, en el mismo, no se le garantiza su reincorporación efectiva al puesto de trabajo (Art. 125 LOT). Algunas situaciones de estabilidad absoluta o inamovilidad están especialmente contempladas por la Ley. 
El sistema seguido por nuestro legislador del año 90 es el característico de otros países. En él se trata de lograr un punto de equilibrio en esta materia tan controvertida. Tal sistema confirmó, con importantes modificaciones, el establecido por la Ley contra Despidos Injustificados de 1975. En la reforma de 1997 reformó el Art. 125 LOT. 
El régimen, de acuerdo a la normativa en él contenida, se aplica en una forma amplia a todas las actividades reguladas por la Ley, que conllevan la prestación de servicios personales, donde haya patronos y trabajadores, con las modalidades que en la misma se establecen, como por ejemplo, con relación al número de trabajadores exigido y las excepciones en ella consagradas. 
(c) Composición Procesal. Art. 13 LOPT


Artículo 13. “La jurisdicción laboral se ejerce por los Tribunales del Trabajo, de conformidad con las disposiciones de esta Ley”.

Como voy a decir a propósito de la especialidad de los jueces laborales, la organización judicial nacional ha experimentado indefectiblemente – a causa de recursos económicos insuficientes – la presencia de tribunales de “competencia múltiple”, particularmente en aquellas circunscripciones de alta densidad demográfica. Esto constituye un serio impedimento para la ductibilidad de los procesos, y presupone, de una parte, la negación de la especialidad del juez y, de otra, un conocimiento enciclopédico en jueces y abogados que desdice de esa especialización. Así ha ocurrido particularmente en los tribunales superiores en los que, a la par que se reúnen en un solo órgano distintas jurisdicciones especiales – y a veces distintas jurisdicciones ordinarias (civil y penal) -, las demandas deben tramitarse de acuerdo a itinerarios procedimentales disimiles entre sí. De allí que el estreno del proceso oral en sede laboral reclame urgentemente la instrumentación de un procedimiento “ordinario” oral, uniformador, para todos los juicios de la jurisdicción civil (lato sensu). 
La solución reside – haciendo acá una consideración de lege ferenda – en el Art. 880 CPC. De acuerdo a lo previsto en el Art. 257 de la Constitución de la República, el Ejecutivo Nacional puede adoptar medidas tendientes a convertir el procedimiento oral previsto en este Título XI en “procedimiento ordinario”, de suerte que las disposiciones del procedimiento escrito ordinario (Libro Segundo del Código) sean supletorias para todo lo no previsto, como ya lo señala el Art. 860 de dicho Código. Para una cabal eficacia de este cambio radical en la jurisdicción civil ordinaria, es menester también adoptar otras medidas, como por ejemplo extender el juicio oral a todas las acciones que deben resolverse por el Procedimiento Breve – escrito – (Art. 881); extenderlo a las acciones que no tengan asignada un procedimiento especial en el Código o en leyes especiales (para lo cual autoriza el Art. 880 in fine), y elevar la cuantía señalada en el 878 in fine, expresándola en Unidades Tributarias. Entendemos que la referencia a Unidades Tributarias no tiene el efecto indexador, nocivo a la economía, que presenta por ejemplo la indexación de deudas, ya que sólo constituye una referencia estática para determinar, en este caso, la apelabilidad del fallo. 
La implementación del proceso oral exige igualmente una reforma estructural de la justicia en sede civil. Consideramos que los Juzgados de Distrito y de Parroquia deben ser elevados a la categoría de Juzgados de Primera Instancia, ya que su limitación cuantitativa crea un recargo de actividad jurisdiccional en estos últimos Juzgados, pues deben actuar como Tribunales de alzada para la cuantía menor y de Primera Instancia para la cuantía mayor. Los nuevos Juzgados aumentarán el número de Tribunales de Primera Instancia en beneficio del potencial jurisdiccional del país. Consecuencialmente, la competencia por valor – modificable por la Comisión Judicial del Tribunal Supremo de Justicia – debe ser eliminada (no así la cuantía mínima del recurso), a fin de que no haya reparto de causas en el orden cuantitativo, y asimismo debe ser excluida la pertinencia procedimental que señala el Art. 859 CPC en doscientos cincuenta mil bolívares para que tampoco exista una dicotomía de procedimientos “ordinarios” – oral y escrito – que contradiga el principio de uniformidad que preconiza la doctrina procesal y que reconoce el Art. 257 de la Constitución de la República. 
II. Obligación de las Partes 

Prestación de Servicio por Parte del Trabajador

De acuerdo con Alfonzo Guzmán, la prestación del servicio, en la forma y condiciones establecidas en el contrato, o que sean consecuencias de éste según la equidad, el uso o la Ley. La diligencia y la fidelidad, como expresiones de la buena fe, obligan a la puntualidad, al aviso de daños en los materiales e instrumentos de trabajo; a evitar las omisiones e imprudencias que puedan afectar la higiene y seguridad industriales; al rendimiento en el empleo y a proscribir las vías de hecho que pueda perturbarlo. Por esta razón, y porque afecta la seguridad de las aeronaves y vehículos, a cargo de los tripulantes, la prohibición de ingerir bebidas alcohólicas y drogas, a que se contraen los artículos 267 y 332 LOT, puede ser incluida como prestación integrante de la obligación de trabajar propia de esa categoría de empleados. Igual puede decirse del contenido de los artículos 352, 361, 362, del literal “c” del Art. 367, 369 y 370. Por disposición de la Ley Orgánica del Trabajo (Art. 369), es obligación del trabajador; velar porque en la aeronave a su cargo no sean transportados pasajeros o efectos que no satisfagan los requerimientos legales, y cumplir las normas de importación y exportación de mercancías. Por idéntico motivo, el deportista debe respetar a los jueces o árbitros y a los jugadores contrarios. 
Consecuencias de la obligación de prestar el servicio son las de trabajar horas extras, suplir al compañero enfermo, o en otros casos de emergencias. La obligación del tripulante, de asistir a los zafarranchos de incendio, abandono del buque y a otras prácticas y ejercicios de salvamento (Art. 350), puede incluirse también en este grupo, lo mismo que las referidas en los Arts. 343, 363 y en el literal “c” del Art. 370. 
1. Contraprestación de Servicio Recibido 

De acuerdo con lo expresado por Alfonzo Guzmán, la principal obligación del patrono es pagar el salario puntualmente en el lugar, forma y demás modalidades convenidas. El salario es el objeto de la obligación del patrono y la causa de la del trabajador; contrapuesta a la prestación personal del servicio por parte de éste, complementa la reciprocidad e interdependencia prestacional que el contrato individual de trabajo, o la relación, crea. 
g.- Previaso Art. 107 LOT

Artículo 107. Cuando la relación de trabajo por tiempo indeterminado termine por retiro voluntario del trabajador, sin que haya causa legal que lo justifique, éste deberá dar al patrono un preaviso conforme a las reglas siguientes:

a) Después de un (1) mes de trabajo ininterrumpido, con una semana de anticipación;

b) Después de seis (6) meses de trabajo ininterrumpido, con una quincena de anticipación; y c) Después de un (1) año de trabajo ininterrumpido, con un (1) mes de anticipación; 

Parágrafo Único: En caso de preaviso omitido, el trabajador deberá pagar al patrono como indemnización una cantidad equivalente al salario que le habría correspondido en el lapso del preaviso.

La norma presupone el retiro por voluntad unilateral del trabajador, sin que se haya configurado ninguna de las causales de retiro justificado establecidas en el Art. 103 LOT, es decir por causas no imputables al patrono. La extensión del preaviso se gradúa de acuerdo al tiempo de servicio que ha venido prestando el trabajador, hasta llegar a un tope máximo de un mes, que es el lapso que el legislador ha considerado suficiente para que el patrono pueda reemplazar al renunciante. 
Al igual que en el artículo 106 LOT, pero en este caso el trabajador, puede optar entre preavisar o dar por terminado en el mismo acto la relación de trabajo, debiendo en ese caso indemnizar al patrono pagándole a éste una suma de dinero equivalente al salario que devengaba normalmente en el lapso de preaviso. 
h.- Definición del Contrato de Trabajo. Art. 67 LOT


Artículo 67. El contrato de trabajo es aquel mediante el cual una persona se obliga a prestar servicios a otra bajo su dependencia y mediante una remuneración.

En la definición de la Ley Orgánica del Trabajo se aprecian nítidamente los elementos constitutivos del contrato de trabajo, a saber: la prestación personal de servicios, la dependencia o subordinación y la remuneración. 
a) La prestación de servicios es la actividad, el trabajo mismo y es inseparable de la persona física del trabajador. El servicio debe ser personal, lícito, subordinado, remunerado y no ejecutado para sí, sino en provecho y bajo el riesgo del patrono. 
b) Cardozo, citado por Longa Sosa, considera que el concepto de subordinación en el contrato de trabajo ha evolucionado de modo extraordinario en el decurso del tiempo. En relación con la flexibilización del concepto de subordinación, el doctor Hernández Álvarez, citado por el mismo autor, se expresa así: “Las tendencias de flexibilización están afectando un concepto de gran importancia en el Derecho del Trabajo, cual es el de la subordinación, que requiere ser examinado a la luz del marco que, como hemos visto, plantean las nuevas realidades laborales. La innovación tecnológica no supone, al menos en nuestro criterio, un cambio total en la noción de subordinación, pero si requiere una revisión de los criterios que la doctrina y jurisprudencia han venido tradicionalmente empleando para determinar los supuestos de hecho que la configuran”. 
La determinación de la subordinación no podrá apoyarse fundamentalmente en hechos tales como la obligación de cumplir horarios previamente establecidos por el patrono y de prestar servicios en la sede de la empresa, atendiendo a las órdenes e instrucciones emitidas por la misma a través de capataces y supervisores. Y es que tales circunstancias se están modificando y se modificarán notablemente en un mundo industrial en que el trabajador llegará a no estar sujeto a horarios rígidos, ni obligado a asistir la empresa o a depender de las órdenes de su capataz para la realización de su trabajo. 
c) La remuneración: En el Título III, Capítulo I de la Ley Orgánica del Trabajo se define al salario, además en el Derecho comparado encontramos que “es la retribución que el patrono debe pagar al trabajador como compensación del trabajo realizado” (República Dominicana), “Salario es la retribución que el empleador debe pagar al trabajador con motivo de la relación de trabajo, y comprende no sólo lo pagado en dinero y especie, sino también las gratificaciones, percepciones, bonificaciones, primas, comisiones, participación en las utilidades y todo ingreso o beneficio que el trabajador reciba por razón del trabajo o como consecuencia de éste” (Panamá); “Es la remuneración o ganancia, sea cual fuere su denominación o método de cálculo, que pueda evaluarse en efectivo, debida por un empleador a un trabajador en virtud de los servicios u obras que éste haya efectuado o deba efectuar, de acuerdo con lo estipulado en el contrato de trabajo” (Paraguay); es evidente que en la mayoría de los textos legales definen a la remuneración como la suma total devengada por el trabajador como retribución o compensación de su trabajo. 
Clases de Contratos de Trabajo 

1. Determinado 

El contrato celebrado por tiempo determinado concluirá por la expiración del término convenido y no perderá su condición específica cuando fuese objeto de una prórroga.

En caso de dos (2) o más prórrogas, el contrato se considerará por tiempo indeterminado, a no ser que existan razones especiales que justifiquen dichas prórrogas y excluyan la intención presunta de continuar la relación.

Otro concepto es el siguiente, el contrato definido es aquel en el cual se culmina la relación de servicios en una fecha previamente acordada entre las partes. Conforme a lo señalado en el artículo 74 de la Ley Orgánica del Trabajo, esta modalidad es: “El contrato celebrado por tiempo determinado que concluirá por la expiración del término convenido y no perderá su condición específica cuando fuese objeto de una prórroga”.

Aunado a ello, el mencionado estatuto indica que después de dos prórrogas consecutivas, el contrato pasará a ser indefinido, con la salvedad de que las partes renueven la relación laboral en el mes siguiente al vencimiento del último acuerdo. Asimismo, los trabajadores no podrán ofrecer sus servicios por un período mayor a los tres (3) años, quedando distribuido de la siguiente manera:

· Obreros: No más de un (1) año.

· Empleados y los obreros calificados: No más de tres (3) años. 

2. Indeterminado 

El artículo 73 de la Ley Orgánica del Trabajo, afirma que un contrato se considerará indefinido cuando ninguna de las partes exprese abiertamente una relación de servicios basada en una obra determinada en un tiempo preestablecido.

De acuerdo a la abogada laboral Rayza Torres, un contrato indefinido puede definirse como: “son aquellos que no fijan fecha para el inicio o fin de la relación laboral. Sin embargo, una vez que se renueva por 3 veces consecutivas el trabajador pasa a ser fijo y empieza a ser amparado por la inamovilidad laboral y prestaciones sociales”.

Según la Ley Orgánica del Trabajo, el contrato de trabajo podrá celebrarse por tiempo indeterminado, por tiempo determinado o para una obra determinada. Cuando hablamos de un contrato a tiempo indeterminado, artículo 73 establece que "El contrato de trabajo se considerará celebrado por tiempo indeterminado cuando no aparezca expresada la voluntad de las partes, en forma inequívoca, de vincularse sólo con ocasión de una obra determinada o por tiempo determinado". 

Asimismo, según el artículo 74 de la LOT "El contrato celebrado por tiempo determinado concluirá por la expiración del término convenido y no perderá su condición específica cuando fuese objeto de una prórroga", pero continua, "En caso de dos (2) o más prórrogas, el contrato se considerará por tiempo indeterminado, a no ser que existan razones especiales que justifiquen dichas prórrogas y excluyan la intención presunta de continuar la relación.

Lo anterior, según doctrina del Tribunal Supremo, es incluso aplicable en el caso que el trabajador continúe laborando habiendo vencido el término del contrato a tiempo determinado sin que se le hubiesen hecho prórrogas.

De esta forma queda claro que aunque se haya pactado un contrato a tiempo determinado, si el trabajador quedó laborando sin que se haya prorrogado el contrato se considerará que se encuentra bajo el régimen del contrato a tiempo indeterminado. Caso distinto es el de aquellos trabajadores temporeros, eventuales, ocasionales y domésticos, cuya relación de trabajo termina al concluir la labor encomendada; así como de aquellas relaciones mercantiles, comerciales y profesionales de servicios prestados.

3. Contratos Especiales 

a.- Para una Obra Determinada 

En este tipo de contrato de similar naturaleza al celebrado por tiempo determinado, se deberá exteriorizar, con toda precisión, la obra a ejecutarse por el trabajador. 
La duración de este contrato es temporal, por lo que durará todo el tiempo requerido para la ejecución de la obra y finalizada la misma, se considera que ha concluido, cuando haya terminado la parte que corresponde al trabajador, dentro de la totalidad proyectada por el patrono, el cual ya lo encontrábamos regulado en el Art. 11 del derogado Reglamento de la Ley contra Despidos Injustificados. 
De igual forma que en los contratos por tiempo determinado, se prevé, que si en el mes subsiguiente a la terminación del contrato, las partes celebraren uno nuevo, se entenderá que han querido obligarse, desde el inicio de la relación, por tiempo indeterminado. 
Nos permitimos sugerir, utilizar la forma escrita en este tipo de contrato y en él hacer constar la parte de la obra que realizará el trabajador. 
La nueva normativa le da un tratamiento diferente a los contratos celebrados para una obra determinada en la industria de la construcción, ya que este carácter no se desvirtúa, sea cual fuere el número sucesivo de ellos (Art. 75). Criterio éste que respetamos pero no compartimos, por cuanto esto conducirá, en la práctica, a reducir a su expresión mínima, la finalidad de esta normativa, en virtud de que la fuente principal de este tipo de contrato, la encontramos precisamente en esta actividad. 
Cabe señalar, que este tratamiento especial, no lo contemplaba ni la Ley del Trabajo anterior, ni su Reglamento, y que esta normativa al extender el tratamiento en forma genérica, flexibiliza totalmente la previsión que ya se contemplaba en el único aparte del Art. 10 del Reglamento de la derogada Ley contra Despidos Injustificados, que disponía que: “A los efectos de la protección establecida por la Ley contra Despidos Injustificados, en la industria de la construcción la naturaleza del contrato para una obra determinada no se desvirtúa cualquiera que sea el número de ellos”; lo cual no es lógico, por cuanto no es conveniente generalizar en esta materia, en virtud de que puede acontecer que una empresa de la construcción, requiera en determinados casos, de contratación temporal de personal, pero también de la permanente, por cuanto el mismo concepto de empresa le quita el carácter de transitoriedad. A esta situación se le adiciona el hecho de que nuestro legislador no tomó la precaución de señalar los casos en que se puede celebrar este tipo de contrato, como si lo hace la legislación Mexicana. (Art. 36) y la misma Ley nuestra que comentamos, para los contratos por tiempo determinado (Art. 77). 
Regímenes Especiales de Trabajo. Art. 247 hasta Art. 378 LOT

TRABAJO DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES
La legislación venezolana en materia de menores, varones y hem​bras, se caracteriza:
1°)    Por la marcada intervención del Estado, tendiente:
a) A limitar la autonomía de la voluntad de las partes con miras a la protección física y moral del menor; y
b) A mantener y facilitar un efectivo control sobre los empleado​res de menores de edad.
2°) Por la ampliación de la capacidad jurídica del menor, en relación con las previsiones del Código Civil y de la LOT sobre la materia.
3°) Por la formalidad escrita requerida con preferencia para la celebración y prueba del contrato o relación de trabajo.
La Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente contiene disposiciones sobre el trabajo de los menores de dieciocho años de edad. Estas normas deben aplicarse con preferencia a las de la LOT, por su índole especial y por ser posteriores en el tiempo. La LOPNA deroga los siguientes artículos de la Ley Orgánica del Trabajo: 247 (edad mínima para trabajar; autorización excepcional a menores de 14 y mayores de 12 años); 248 (autorización a mayores de 14 y menores de 16 años); 254 (jornada de trabajo de los menores); 263 (provisión de libreta a los que prestan trabajo dependiente); 264 (carnet para los menores que laboran de manera independiente), y el encabezamiento del artículo 404 (edad mínima para constituir o formar parte de sindicatos y para participar en la dirección y administración sindical).
El nuevo sistema legal de protección al niño y al adolescente está integrado por los siguientes órganos: a) Administrativos (Consejos Nacional, Estadal y Municipal de Derechos del Niño y del Adolescente); b) Jurisdiccionales (Tribunales de Protección del Niño y del Adolescen​te, y Sala Social del Tribunal Supremo de Justicia); c) Ministerio Público; d) Entidades de Atención; y e) Defensorios del Niño y del Adolescente (Artículo 115 LOPNA).
Los Consejos de Protección del Niño y del Adolescente, órganos administrativos permanentes encargados de asegurar la protección del menor en el ámbito territorial de cada municipio, son los competentes para autorizar a los adolescentes para trabajar y llevar el registro de adolescen​tes trabajadores, así como para denunciar ante el Ministerio Público las infracciones de carácter administrativo, civil o penal contra niños o adolescentes (LOPNA 158 y 160).

Capacidad. Menores de 14 años: El menor de 14 años es inhábil para el trabajo. En ningún caso el menor perderá, sin embargo, su derecho a remunera​ciones y prestaciones por el trabajo realizado (Artículo 96, Parág. Segundo LOPNA). Excepcionalmente, el menor de 14 años y mayor de 12 puede trabajar, si es autorizado por los Consejos de Protección del Niño y del Adolescente (Artículo 96, Parág. Tercero LOPNA).
Mayores de 14 años: Pueden celebrar libremente contratos de trabajo, individuales y colectivos, asociarse en sindicatos y ejercer las acciones derivadas de su actividad laboral y económica, con los límites que imponen las facultades legales de los padres (Artículo 101 LOPNA).
Es decir, que la persona del menor trabajador continúa sujeta al poder de protección legalmente reconocido a quienes detentan el derecho y el deber de dirección, guarda y corrección sobre él (Padres, representantes o responsables). La facultad de vigilar las relaciones del menor y de prohibirle las que se juzguen peligrosas e inoportunas, sin duda correlativa con el deber de guarda según la doctrina civil (Colin y Capitant, Tratado Elemental de Derecho Civil, Tomo II, Vol. 1, pág. 25, ed. 1942), es la misma a la que el artículo 101 de dicha L.O.P.N.A. alude cuando declara las libertades del adolescente para asociarse, en general, o asociarse en sindicatos, con "los límites derivados del ejercicio de las facultades legales que corresponden a sus padres, representantes o responsables".
Ello nos lleva a creer que la L.O.P.N.A., implícitamente, cimenta sus reglas sobre el derecho de asociación del niño y del adolescente (art. 84, Parág. Primero), de sindicación (art. 101), y de huelga (art. 103), en las mismas bases de nuestras viejas leyes laborales: esto es, sobre la libertad del menor para asociarse y sindicarse sin necesidad de autoriza​ción de sus representantes o autoridades de protección, pero no contra la voluntad de éstos. Lo mismo puede decirse con respecto al ejercicio del derecho de huelga por el menor o adolescente.
Jornada Máxima. La jornada de trabajo de los adolescentes no podrá exceder de seis horas diarias, divididas en dos períodos, ninguno de los cuales será mayor de cuatro horas. Entre esos dos períodos, los adolescentes disfrutarán de un descanso de una hora.
La jornada semanal no puede exceder de treinta (30) horas (art. 102 LOPNA). Esta misma regla prohíbe el trabajo del adolescente en horas extraordinarias, igual que lo hacía el artículo 28 de la Ley Tutelar del Menor.
Excepciones. Constituyen excepciones los trabajos discontinuos o de sola presencia, cuya jornada puede alcanzar las ocho horas diarias con descanso mínimo de una hora. (Art. 255 LOT).
Tiempo hábil para el trabajo. Entre 6 am y las 7 pm (Art. 257 LOT). Excepcionalmente, por razones especiales, puede autorizarse el trabajo nocturno del menor por el Consejo de Protección del Niño y del Adolescente del respectivo municipio.
Trabajos y comportamientos prohibidos. Se prohíbe el trabajo de menores y adolescentes en minas, talleres de fundición, empresas que acarreen riesgos para la vida o salud, o en trabajos superiores a su fuerza o que retarden su desarrollo físico normal (Artículo 249 LOT).
El artículo 189 del Reglamento de la Ley del Trabajo de 1973, integrante del Título IV de este ordenamiento (no derogado, excepcionalmente por el Reglamento de 1999) establece, a modo de ejemplos, diez tipos de trabajos riesgosos para la salud y la vida de menores y adolescen​tes, entre los cuales podemos citar: los de carga y descarga de buques; carga y descarga con empleo de grúas o cabrias, trabajos subterráneos y submarinos, destilación y expendio de bebidas alcohólicas, fabricación de explosivos, etc.
El artículo 250 de la LOT, que prohíbe el trabajo de menores en labores que puedan perjudicar su formación intelectual y moral, o en detalles de licores, excluye de esta última clasificación a los hoteles, restaurantes, comedores de buques y aeronaves, y demás establecimien​tos y lugares análogos.
Prohíbe, asimismo, la LOT, en relación con la remuneración del menor: a) Establecer diferencias con los demás trabajadores en condicio​nes iguales (Art. 258), y b) Estipular el salario del menor por unidad de obra, por piezas, a destajo y, aunque la norma lo omite, a comisión (Art. 259 ejusdem).
Otras exigencias de la LOT y de la LOPNA. 
a) Registro de trabajadores. Todo adolescente debe ser inscrito en el Registro de Adolescentes Trabajadores llevado, a tal efecto, por el Consejo de Protección. Los datos de ese Registro, que se especifican en el artículo 98 LOPNA, deben ser enviados mensualmente al Ministerio del Trabajo, a los fines de la inspección y supervisión del trabajo. La inscrip​ción da derecho a una credencial de trabajador con vigencia de un año (art. 99 ejusdem).
b) Examen médico. El patrono está obligado a denunciar ante los Consejos de Protección los casos de sus trabajadores adolescentes que no puedan someterse a esos exámenes anuales por causas injustificadas imputables a los centros de salud (art. 105 LOPNA).
El patrono debe facilitar trabajo adecuado, si fuere posible, al menor cuyo trabajo menoscabe su salud o retarde su desarrollo (Art. 253 LOT).
c) Libro de registro, para ser llevado en toda empresa, con los datos específicos de cada menor de 18 años, inclusive los relativos a la escuela a la que asiste y su grado de instrucción (artículo 265 LOT).
d) Notificación obligatoria al Consejo de Protección y a la Inspectoría de haberse contratado a un menor para el servicio doméstico, dentro de los quince (15) días siguientes a ese acto (Art. 262 LOT, 31 LTM).
e) De acuerdo con lo estatuido por el artículo 261 LOT, el patrono está obligado a conceder a los menores que emplee, facilidades para que puedan cumplir sus deberes escolares y asistir a escuelas de capacitación profesional.
Jurisdicción. Los asuntos contenciosos del trabajo de niños y adolescentes, que no correspondan a la conciliación ni al arbitraje, serán competencia de los Tribunales de Protección del Niño y del Adolescente. El procedimiento aplicable es el preceptuado en los artículos 454 y ss. de la LOPNA, excepto en materia de fuero sindical, la cual se regirá por el Capítulo Vil del Título VII de la LOT.
Prescripción. Las acciones provenientes de las relaciones de trabajo del niño y del adolescente prescriben a los cinco (5) años (art. 114 LOPNA).
Vacaciones y facilidades escolares. El menor tiene derecho a un período de veintidós (22) días hábiles de vacaciones remuneradas, cuyo disfrute es impostergable (art. 104 LOPNA). '
El art. 261 LOT prevé, sin embargo, la posibilidad de que el patrono adelante la concesión del descanso del menor hasta por un término de tres (3) meses, con el fin de hacerlo coincidir con las vacaciones escolares previstas en la Ley Orgánica de Educación. Si todavía no fuera posible que coincida el derecho a la vacación del menor con uno de esos períodos de vacaciones escolares, podrá retrasarse el goce del derecho por un mes más de los seis autorizados como máximo por el artículo 230 LOT.

APRENDICES
Son trabajadores mayores de 14 años y menores de 18, sometidos a formación profesional sistemática del oficio en el cual trabajan, y sin que previamente a su colocación hubieren egresado de cursos de formación para dicho oficio (Art. 267 LOT).
Régimen general: El mismo de los menores de 14 a 18 años.
Particularidad
1°) El tiempo de aprendizaje se considera parte de la jornada (Art. 271 LOT).
2°) Obligación del patrono de notificar a la Inspectoría del Trabajo el nombre y los datos correspondientes a los aprendices que emplea (Art. 270 LOT).
3°) Obligación del patrono de hacer que el menor termine los cursos de aprendizaje en los establecimientos del INCE (Arts. 20 y 21, L. INCE).
Participación Ciudadana. Las disposiciones protectoras del trabajo de menores son de eminen​te orden público. El artículo 273 de la Ley Orgánica del Trabajo venezo​lana, influido por el artículo 319 del Código chileno, autoriza a cualquier ciudadano para denunciar la infracción de tales normas ante el Ministerio del Trabajo o las autoridades civiles. El art. 91 de la LOPNA se pronuncia en sentido semejante.

Aporte de la Jurisprudencia. Existe reiterada jurisprudencia que ratifica la competencia de los Tribunales de Protección del Niño y el Adolescente para conocer los casos de conflictos laborales donde estén involucrados niños y adolescentes, pudiendo citar como referencia la sentencia N° AA60-S-2007-001755, de fecha 09 de Octubre de 2007, emanada de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en el “juicio por Cobro de Prestaciones Sociales e Indemnización por Accidentes de Trabajo, de la cual se extrae el siguiente criterio: “Según el criterio jurisprudencial, aquellas causas de naturaleza laboral en las que figuren niños o adolescentes, bien como demandantes o como demandados, serán resueltos por los Tribunales de Protección del Niño y del Adolescente”. 
TRABAJADORES DOMÉSTICOS
Son definidos como tales "los que prestan sus servicios en un hogar o casa de habitación o a una persona determinada para su servicio personal o el de su familia" (Art. 274 LOT). Si el doméstico trabaja "indistintamen​te" en el hogar y en la empresa, establecimiento, explotación o faena del patrono, será considerado trabajador de la empresa (ibídem, Parág. Único).
Jornada de descanso mínimo. No están sujetos a horario, ni a las reglas de los Títulos II, III y IV de la LOT, pero deberán gozar de un descanso continuo de diez horas como mínimo. Cuando no habitan en el hogar del patrono estarán sujetos a la jornada normal de trabajo (Art. 275 LOT).
El trabajador doméstico adolescente debe disfrutar de un descanso no menor de dos horas durante la jornada (art. 113 LOPNA).
Derechos pertinentes. Disfrutan de una vacación anual remunerada de 15 días continuos y tienen derecho al pago de una quincena (la mitad) del sueldo devengado en el mes anterior, por cada año de servicios contado desde la vigencia de la LOT, a la terminación de su contrato por despido injustificado, retiro justificado o causas ajenas a su voluntad (Art. 281 LOT).
El preaviso, obligatorio para ambas partes, no es gradual, como en el resto de los contratos de trabajo, según el tiempo de servicio, sino fijo, de 15 días, cualquiera que sea la antigüedad del trabajador. El nuevo ordenamiento establece el derecho de esos trabajadores a una bonifica​ción especial, exigible en el mes de diciembre, de cinco días de salario después de 6 meses de servicios, y de 15 días de salario después de 9 meses.
La enfermedad contagiosa es causal justificada de extinción de la relación de trabajo, sin preaviso, pero no sin el pago de la indemnización de antigüedad, ni de la prima de navidad.
La contratación de un menor para el servicio doméstico debe notificarse obligatoriamente al Consejo de Protección y a la Inspectoría, dentro de los quince días siguientes a ese acto (Art. 262 LOT).

Aporte de la Jurisprudencia. En este caso ha quedado suficientemente evidenciado de la decisión emanada del Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda; EXP. N° 05136, de fecha 03 de Junio de 2003; que los trabajadores, cuando pretendan demandar indemnizaciones distintas a las referidas al Trabajo Domestico, deben demostrar fehacientemente su condición distinta en la relación laboral y para adquirir el derecho a ser indemnizado como trabajador doméstico deben haber cumplido un año en sus labores como tales. 
EL TRABAJO DE LOS CONSERJES
Los conserjes son definidos por el artículo 282 de la LOT como "trabajadores que tienen a su cargo la custodia de un inmueble, la atención, aseo y mantenimiento del mismo". No se consideran conserjes, añade el artículo 283 ejusdem, los trabajadores de empresas que proporcionen únicamente servicios de vigilancia y custodia de inmuebles, ni quienes realicen labores de atención y limpieza en oficinas o dependencias particulares, o en áreas comunes.
Sin demasiada exactitud técnica, puede decirse que la vivienda del conserje es un derecho accesorio de otro principal, el de percibir el salario en retribución del servicio. Extinguido el contrato del trabajo, y con él el derecho a la retribución, se extingue también el derecho de ese trabajador a la vivienda de que goza, sobre la cual no poseía más título que el mencionado contrato. El conserje disfruta de la protección general de la LOT, con excepción del régimen de participación en los beneficios, aunque conserva el derecho a la bonificación de Navidad prevista en el artículo 183 LOT.
Descanso mínimo y devolución de la vivienda. Otra regla digna de ser destacada es la referente al reposo mínimo de nueve horas consecutivas de que debe gozar este trabajador, a partir de las 10 de la noche (Art. 285 LOT). La que se contrae al deber del conserje de entregar la vivienda que le ha sido proporcionada por el patrono a la terminación del contrato de trabajo tiene también relevancia: cuando las partes no se hayan acordado sobre la fecha para desocupar la vivienda, el Inspector del Trabajo o la primera autoridad civil del Municipio o Parroquia, la fijará prudencialmente (Art. 288 LOT). Con ello revela el legislador su intención de divorciar absolutamente la cuestión del desalojo de la habitación del conserje, del procedimiento ordinario sobre desalojo de viviendas, en general.

Aporte de la jurisprudencia. El Tribunal Supremo de Justicia, en reiterada jurisprudencia ha diferenciado suficientemente las figuras de conserje y vigilante, a objeto de determinar el régimen que debe seguirse a los fines de determinar las indemnizaciones correspondientes al término de la relación laboral. Una muestra de ello se evidencia del extracto tomado del EXP. N° 822-05, de fecha 26 de Mayo del 2006, del Juzgado Tercero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, que expresa lo siguiente:

“Ha sido criterio jurisprudencial de antigua data, que los que trabajan en calidad de vigilantes, para una empresa que se dedica a la vigilancia de inmuebles de propiedad horizontal, no pueden ser considerados conserjes,-pues éstos últimos- deben efectuar labores de vigilancia y mantenimiento al mismo tiempo, en forma habitual y exclusiva, a diferencia de los vigilantes, quienes no realizan labores de mantenimiento; en base a tal criterio, y tomando en cuenta que no consta de las pruebas producidas, medio alguna que demuestre que el actor realizara labores de vigilancia del inmueble, labores de mantenimiento; es razón por la cual este tribunal, tomando la naturaleza real de los servicios prestados, califica al trabajador en conformidad con el artículo 46 y 283 de la Ley Orgánica del Trabajo, como vigilante”. 
DEL TRABAJO A DOMICILIO
Según el artículo 291 de la LOT, se considera trabajador a domicilio a toda persona que en su habitación, con o sin ayuda de miembros de su familia, ejecuta un trabajo remunerado bajo la dependencia de uno o varios patronos, pero sin su vigilancia directa, utilizando materiales o instrumen​tos propios o suministrados por el patrono o su representante.
Presunción de la condición de patrono y de trabajador. Cuando una persona (reza el artículo 293 ejusdem) con cierta regularidad, o de manera habitual, vende a otra materiales a fin de que ésta los elabore o confeccione en su habitación, para luego adquirirlos por una cantidad determinada, aquélla se considera patrono y ésta trabajador a domicilio. Este señalamiento constituye una presunción juris et de jure, erigida por el legislador laboral para cobijar una relación cuyas caracte​rísticas podrían delinear un contrato de naturaleza mercantil entre las partes. Así como el vigilante del trabajo de obreros es declarado obrero por la ley, el contrato de venta de materiales para la posterior adquisición del producto terminado, es declarado, ex-lege, de índole laboral, cuales​quiera que sean las condiciones estipuladas por los celebrantes.
Horas extras y trabajo nocturno. Por las condiciones especiales en que ejecutan sus labores, a estos trabajadores no se les aplican las disposiciones de la ley sobre jornadas, horas extraordinarias y trabajo nocturno (Art. 294).
Igualdad de Salario. Es regla expresa (Art. 295) que el salario no puede ser inferior al que se pague por idéntica labor e igual rendimiento en la misma localidad, a trabajadores que presten servicios en el local del patrono. Si el empleador utilizare solamente trabajadores a domicilio, para fijar el importe del salario deberá tomarse en consideración la naturaleza del trabajo y la remunera​ción que se paga por labores similares en la localidad (Art. 296).
Libretas de trabajo y Libros de Registro. El trabajador a domicilio, lo mismo que los conserjes, deben ser provistos de libretas por el funcionario del trabajo de la jurisdicción, con objeto de facilitar el control de esta especie de trabajo por parte de la autoridad. En todo caso el patrono debe llevar, al mismo fin, un Libro de Registro con indicación de los datos referentes al nombre e identificación de los trabajadores que emplee; naturaleza de sus labores; fecha de comienzo de su contrato, forma, monto y fecha de remuneración, días y horas para entrega y recepción del trabajo e indicación de los familiares que colaboran con él (Art. 297, LOT). Finalmente, el patrono de trabaja​dores a domicilio debe inscribirse en el Registro llevado a ese efecto en la Inspectoría del Trabajo de la jurisdicción. (Art. 298, LOT). 

Aporte de la Jurisprudencia. Cundo se trate de trabajos a domicilio, la jurisprudencia señala que por el parecido de esta actividad con una actividad de tipo mercantil, es necesario aclarar que la actividad en la cual se basa la demanda no constituye un acto de comercio para que opere la figura del trabajo a domicilio, ya que muchas veces “este tipo de trabajo ha sido catalogado también en la doctrina como una relación de trabajo atípica, por la forma muchas veces clandestina y en fraude de la ley en que se desenvuelve esta modalidad de trabajo; mas sin embargo el hecho de que este tipo de relación se encuentra expresamente regulada por la ley las convierte mas que en una relación atípica o modalidad de contrato de trabajo en una forma especial o parcialmente atípica de prestación de servicio”. (Extracto de sentencia N° 2007-000042, de fecha 19 de Julio del 2007, emanada del Juzgado Tercero de Primera Instancia de Juicio de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón). 
DE LOS DEPORTISTAS PROFESIONALES
Declara el artículo 302 de la LOT que los deportistas que actúan con carácter profesional y mediante una remuneración, bajo la dependencia de otra persona, empresa o entidad deportiva, son trabajadores. Los directo​res técnicos, entrenadores y preparadores físicos, son considerados por esta disposición como deportistas, cuando trabajan en las condiciones señaladas.
Forma escrita. A diferencia de la generalidad de los contratos de trabajo regulados por la ley, esta modalidad requiere expresamente la forma escrita:
Artículo 303. "En el contrato de trabajo que suscriban los deportistas, el cual deberá hacerse por escrito, se establecerán expresamente todas las condiciones pertinentes a la relación de trabajo y, especialmente, el régimen de cesiones, traslados o transferencias a otras entidades o empresas".
La importancia de la forma escrita no radica en que mediante ella se pruebe la existencia del contrato, pues éste se presume con la sola prestación del servicio, sino en que el escrito facilita la prueba de las condiciones y circunstancias a que se refiere el artículo antes copiado. La exigencia de la forma escrita tiene, en este caso, el mismo alcance que le atribuye el artículo 70 LOT.
Cesión de derechos sobre el servicio. El trabajador tendrá derecho a una participación equitativa no menor del veinte y cinco por ciento (25%) del beneficio económico del patrono, proveniente de las cesiones, traslados o transferencias de sus servicios a otro empleador. El Ministerio del Trabajo, por Resoluciones Especiales, determinará las condiciones conforme a las cuales se ejercerá ese derecho (Art. 304 LOT).
Una causal específica de retiro justificado del deportista profesional se halla contenida en el Art. 312 LOT, al consagrar su derecho a oponerse, con razones que justifiquen la oposición, a la cesión, traslado o transferen​cia de su contrato o relación. Este derecho es, por naturaleza, el mismo reconocido a todo trabajador, de retirarse justificadamente, si considera contraria a su interés la sustitución del patrono (Art. 91 LOT).
Jornada y descanso. Sobre las condiciones del trabajo de esta clase de profesionales, la L.O.T. es previsora de algunas reglas especiales: la duración de la jornada no podrá exceder de 44 horas semanales, dentro de las cuales se computará el tiempo requerido para los entrenamientos. En casos excep​cionales, en que se exceda la jornada semanal, el patrono establecerá compensaciones especiales (Art. 306 LOT)
Cuando el deportista no disfrute del descanso semanal en día domingo, la empresa o entidad deportiva a la cual preste servicios deberá concederle un día de descanso compensatorio (Art. 307).
Horas extras, trabajo nocturno y tiempo de transporte. Igual que a los trabajadores a domicilio, no se aplica a los deportistas el régimen legal sobre horas extraordinarias y trabajo nocturno; tampoco les son pertinentes las reglas sobre tiempo de transporte (Art. 308).
Convenios y acuerdos internacionales. Finalmente, merece destacarse el reconocimiento que la LOT hace de los convenios y acuerdos "con organizaciones deportivas de otros países", como fuente normativa inmediata supletoria del contrato de trabajo del deportista profesional, siempre que tales convenios y acuerdos no colidan con el ordenamiento jurídico vigente en Venezuela.

Aporte de la Jurisprudencia. La sentencia emanada del Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, EXP. N° GP02-R-2005-000841, de fecha 08 de Febrero del 2006, suscrita por la Juez Superior Bertha Fernández de Mora, afirma que en los casos referidos al trabajo de los deportistas profesionales tanto la jurisprudencia como la doctrina han reiterado que “…si la parte demandada niega de manera absoluta la existencia de la relación laboral, se convierte en un hecho negativo absoluto, correspondiéndole al trabajador, la carga de la prueba…”, esto, según el artículo 303 de la LOT, consiste en demostrar la relación con la existencia de un contrato escrito que la determine, vale decir, la condición de deportista profesional no se presume, debe demostrarse con prueba documental. 
DE LOS TRABAJADORES RURALES
El trabajo rural se regía en Venezuela por el Reglamento del Trabajo en la Agricultura y en la Cría, de 4 de mayo de 1945, dictado por el Ejecutivo Nacional en ejercicio de la delegación expresa que a tal fin le hizo el Congreso de la República, al sancionar la Constitución de 1936. El ordenamiento promulgado en aquel entonces para regular los derechos y obligaciones emergentes del trabajo rural, afincaba la diferencia de sus normas con las de la Ley del Trabajo en la menor cuantía de las cargas económicas impuestas al empleador. Privó en los autores de aquel Reglamento la consideración de que el mandato del poder constituyente era exclusivamente debido a la debilidad económica del sector. En efecto, la obligación del preaviso se redujo a tres (3) días, tratándose de trabajadores temporeros, y a seis (6) en caso de trabajadores permanen​tes. La indemnización sustitutiva del aviso anticipado se hizo equivalente a los días del aviso omitido. A la terminación del contrato por despido injustificado, la indemnización por antigüedad se fijó en seis (6) días de salario por cada año de servicios del trabajador que, sin interrupción, hubiese trabajado durante el año no menos de las dos terceras partes de los días hábiles. El régimen de las utilidades se hizo obligatorio para las empresas que obtuvieran beneficios líquidos superiores a Bs. 12.000 anuales; el lapso anual de vacaciones fue precisado en cuatro (4) días hábiles, inacumulable más de dos períodos; y, para acomodarse a la naturaleza de la actividad desempeñada, se permitió elevar la jornada de trabajo semanal de 48 horas hasta el límite de 60 horas.
Disposiciones copiadas prácticamente de la Ley del Trabajo en materia de sindicatos, contratos y conflictos, y las reglas del derecho común en lo no expresamente estatuido, fueron aplicadas desde entonces, haciéndose caso omiso de ostensibles peculiaridades del trabajo en el campo. El Reglamento sancionado el 31 de diciembre de 1973, vigente a partir del primero de febrero de 1974, equiparó el trato legal del trabajador urbano con el del trabajador rural, entendiendo por tal aquella persona que preste servicios en un fundo agrícola o pecuario, en actividades permanen​tes, temporeras y ocasionales, que sólo pueden cumplirse en el medio rural, siempre que no sean de naturaleza industrial, comercial o de oficina, desarrollados en un fundo agrícola o pecuario.
La legalidad del Reglamento de 1973 fue seriamente cuestionada, por aducirse que el ordenamiento de 4-5-45, no obstante su forma reglamentaria, poseía un verdadero carácter de ley material por efecto de la delegación de poderes a que antes nos hemos referido. Por ante la Corte Suprema de Justicia cursa un recurso de nulidad de las disposiciones sobre el trabajo rural contenidas en dicho Reglamento de 1973.
Empero, la más grave observación que podía formularse a ese ordenamiento, cuyas normas acoge mayoritariamente la LOT, no estaba en el vicio formal que padecía, sino en el hecho de que el Ejecutivo Nacional procedió al dictarlo con la misma superficialidad que el de 1945, al no entender que la conducta social en el medio campesino no puede ser regida adecuadamente por reglas jurídicas ideadas y sancionadas para un conglomerado urbano.
Idéntica objeción nos merece, lamentablemente, la Ley Orgánica del Trabajo: pretender que el sindicalismo en el campo se atenga a normas dispuestas para sectores de alta concentración humana, con una clara y experimentada conciencia de clase; con amplias facilidades de comunicación y de acceso a los órganos de conciliación y de justicia, y con una larga tradición de acatamiento pacífico al orden legal establecido, es descono​cer una verdad que se distingue precisamente por signos contrarios a los descritos: una población diseminada en un inmenso medio geográfico, incomunicada ente sí y bisoña en el ejercicio de sus derechos individuales y colectivos.
La misma justicia laboral, administrada en las grandes ciudades, demasiado costosa y excesivamente lenta, se muestra inaccesible, com​plicada y dispendiosa, al trabajador campesino. La encuesta realizada en 1968 por la Sección de Derecho del Trabajo de la Facultad de Derecho de la Universidad Central de Venezuela, reveló que en los Tribunales de justicia de todo el país sólo se había ventilado durante la vigencia del Reglamento sobre el Trabajo en la Agricultura y en la Cría una cantidad menor de cincuenta (50) casos.
Hacia las metas de una profunda modificación de la estructura del sindicato rural; de los procedimientos y requisitos para la tramitación de los conflictos, así como de la administración de justicia, debe dirigirse la inteligente mirada del Poder Público, al normar con sentido sincero y realista las relaciones de trabajo en el medio agrícola y pecuario.
El régimen general aplicable al trabajo rural sufre en la LOT las siguientes modificaciones principales:
a) Jornada máxima: Ocho (8) horas por día y cuarenta y ocho (48) por semana, prolongable hasta sesenta (60) horas sema​nales, "cuando la naturaleza de la labor lo exija".
Los trabajadores de dirección, vigilancia, confianza: en labores intermitentes que requieran la sola presencia, o en funciones que por naturaleza no están sometidas a jornadas, pueden permanecer en el trabajo hasta doce (12) horas diarias, como máximo, con un descanso mínimo de una hora (Art. 325).
b) Jornada nocturna: Entre las 6 pm. y las 4 am. (Art. 326).
c) Trabajo en feriado obligatorio en labores de urgencia o no susceptibles de aplazamiento (Art. 322).
d) Vacaciones anuales remuneradas para los trabajadores permanentes o sea, los que se obligan a prestar servicios en el fundo agrícola o pecuario por un período continuo no menor de seis (6) meses al año para un solo patrono—, siempre que en el año hubieren trabajado no menos de las 2/3 partes de los días hábiles, salvo permisos del patrono y en caso de enferme​dad (Art. 323).
e) Porcentaje de trabajadores venezolanos en la actividad agrícola: ochenta por ciento (80%), como mínimo, salvo en los supuestos de excep​ción contemplados en el artículo 317 ejusdem (tiempo de cosechas, escasez de mano de obra, explotaciones rurales organizadas con inmigrantes).
f) El patrono pierde su derecho al cobro de la deuda, si perjudica al trabajador en el arreglo de cuentas (Art. 319). Esta sanción carece de paralelo en todo el dispositivo legal.
El patrono de más de veinte (20) trabajadores permanentes está obligado a llevar un Libro detallado de Cuentas con sus trabajadores, que permanecerá a la orden del Inspector del Trabajo.

Aporte de la Jurisprudencia. La sentencia emanada del Tribunal Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Guárico, EXP. N° JP31-L-1996-4016, de fecha 15 de Junio del 2005, suscrita por la Jueza Dra. Zurima Bolívar Castro, ratifica lo establecido en el artículo 315 de la LOT, referente al trabajador rural al referir; “…a pesar de que en el momento en que el legislador clasificó al trabajador del campo, se contaba con un escenario natural de trabajo muy distinto al de esta época, donde se ha generalizado, hoy en día con la tecnificación y modernización para la prestación del servicio en el campo o en el área rural, es de conocimiento común que existen diferentes tipos de maquinarias para desarrollar las diferentes actividades que se realizan en la explotación de un fundo agrario…” omissis “… y por conocimiento común se sabe que en la explotación de un fundo se ejecutan obras que involucran el empleo de maquinarias de diferentes tipos, es decir, para realizar deforestación, rastreo, siembras, abrir caminos internos, hacer lagunas, etc. Todas estas actividades propias del medio rural y que necesariamente hoy en día las ejecuta el hombre trabajador con ayuda de esa importante herramienta de trabajo… llevando al actor a confundir la naturaleza del servicio de un trabajador rural con un trabajador ordinario amparado por normas como lo son las convenciones colectivas, creadas para reglar una condición de trabajo determinada…” omissis “… sin embargo, analizando las características del mismo se aprecia que el oficio no deja de ser rural, por cuanto el mismo no podría ser prestado en lugar distinto al natural como lo es la finca…”.  
DEL TRANSPORTE  TERRESTRE
El trabajo de conductores y demás trabajadores en vehículos de transporte urbano e interurbano, públicos o privados, de pasajeros, de carga o mixtos, se rigen especialmente por las disposiciones de los artículos 327-332 de la LOT, además de las del régimen general que resulten aplicables.
Jornada. La jornada ha de establecerse, con preferencia, mediante conven​ciones colectivas o Resoluciones conjuntas de los Ministerios del Trabajo y de Transporte y Comunicaciones. Los límites máximos legales fijados para las jornadas diaria y semanal de trabajo son los mismos del régimen general.
Salario. Se introducen como modalidades especiales del salario, las del salario por viaje, por distancia, por unidad de carga o por un porcentaje del valor del flete, además del salario por unidad de tiempo (Art. 327). Examinadas con atención pudiera descubrirse en las dos primeras formas salariales (por viaje y por distancia), variantes del salario por obra determinada o por tarea, porque toma en cuenta el tiempo (Art. 329, Parágrafo Primero); en la tercera (por unidad de carga), una forma del destajo, y en el porcentaje del valor del flete, de la comisión.
Los gastos de comida y alojamiento corren a cargo del patrono en casos del transporte extraurbano y de pernocta fuera de la residencia del trabajador (Arts. 329, Parágrafo 2°; 330).
Obligaciones especiales. Con el erróneo nombre de prohibiciones (son, en verdad, obliga​ciones, cuyo incumplimiento ocasiona la resolución justificada del contra​to, pero no su nulidad), el artículo 332 LOT tipifica dos faltas graves del conductor de vehículos: la ingestión de alcohol durante el trabajo, y la de drogas dentro o fuera del mismo. Técnicamente, ninguno de estos dos hechos modifican el cuadro general de las causas de despido justificado (Art. 102 LOT), ya que ambos están manifiestamente comprendidos en los literales d), e) o i) de esta disposición; pero entendemos que el propósito legislativo de enfatizarlos como faltas graves propias del trabajo en el transporte, no es otro que poner de relieve el peligro que el alcohol y las drogas representan para la seguridad de los pasajeros, de la carga y del mismo conductor del vehículo.

Aporte de la Jurisprudencia. “La calificación de una relación jurídica como de naturaleza laboral, depende de la verificación en ella de los elementos característicos de este tipo de relación, a tal efecto la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, ha asumido por vía jurisprudencial, para calificar como de laboral la relación, la presencia en la relación de los siguientes tres elementos: ajenidad, dependencia y salario”. (EXP. N° LH22-L-2003-000065; emanada por el Tribunal Segundo de Primera Instancia de Juicio de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, en fecha 14 de Diciembre del 2005). 
NAVEGACIÓN MARITIMA, FLUVIAL Y LACUSTRE (ARTÍCULOS 333 A 357 L.O.T.)

Las más importantes disposiciones especiales del régimen legal del trabajo a bordo de buques mercantes; en embarcaciones para el transpor​te de personas y cosas, y en accesorios de navegación, son las siguientes:
I. Contrato de enganche preferentemente escrito, formalizado ante la Capitanía de Puerto del lugar de enrolamiento, con el contenido obligatorio que se precisa en los literales a, b y c del artículo 335 LOT.
Principales obligaciones del patrono (Art. 346)
A)    Alojamiento y alimentación sana y nutritiva:
a) En puerto extranjero, si el trabajador no puede permanecer a bordo;
a.l.) En domingos y feriados de descanso caídos en puertos distintos del de contratación, en supuesto igual al anterior, el equivalente del valor de la comida, así como del transporte, debe ser pagado en moneda de curso legal en ese puerto;
a.2.) Asistencia médica, hospitalaria y farmacéutica en caso de accidente o enfermedad de cualquier clase.
B) Permisar al trabajador para el ejercicio del voto si no compro​mete la seguridad del buque y la fecha y horas de salida.
C) Repatriación del trabajador, o traslado al lugar del enrolamien​to, al término de la relación por cualquier causa, incluso por apresamiento o siniestro del buque (Art. 355).
Adicionalmente, el patrono queda obligado legalmente:
A inscribir al trabajador en el rol de tripulantes (Art. 333).
A no permitir que ningún buque sea tripulado por menos de dos (2) hombres, y a no ordenar a ningún tripulante salir a navegar, si el buque no reúne las condiciones mínimas de navegabilidad y seguridad e higiene industriales (Art. 349).
A no despedir al trabajador mientras el buque esté en el mar o en un puerto extranjero, salvo que éste sea el lugar del enrolamiento,
A pagar un aumento proporcional de salario al trabajador contratado por viaje, si éste se retarda (Art. 336).
A permitir un delegado sindical que gozará de fuero en los buques de bandera venezolana con más de quince (15) tripulantes, elegido por éstos. (Art. 356).
Jornada - Descansos - Vacaciones. Cuarenta y cuatro (44) horas semanales, modificable por acuerdo, siempre que el promedio de duración del trabajo no exceda de cuarenta y cuatro (44) horas por semana en un lapso de ocho (8) semanas (Art. 339).
La duración de los reposos y comidas no se computa como parte de la jornada efectiva (Art. 192).

El trabajo en días domingos y feriados será remunerado y el descanso compensatorio podrá acumularse al período de vacaciones (Art. 339).
Descanso diario de ocho (8) horas ininterrumpidas dentro de las 24 horas del día, salvo en buques de poco porte, en los que puede establecerse el servicio en dos turnos (Art. 341).
Descanso de cuatro (4) horas inmediatamente anteriores al turno de guardia, salvo en caso de emergencia o iniciación del contrato de enganche (Art. 340).
El trabajador tiene derecho a gozar sus vacaciones anuales en tierra; adicionalmente al período de vacación a que tiene derecho, gozará de tres (3) días de descanso remunerado "cuando el buque no permanezca regularmente más de 24 horas en el puerto" (Art. 345).
Horas extraordinarias. Se pagan con el recargo mínimo del cincuenta por ciento (50%) previsto en el artículo 155 LOT. Pero no se consideran extraordinarias las horas invertidas en trabajos exigidos por causas de fuerza mayor que hagan peligrar la seguridad del buque, o reduzcan el personal de éste; para instruir al personal en ejercicio de zafarranchos; para rectificar errores náuticos; para reparación del aparejo del buque o de las máquinas, cuando el capitán, después de comenzado el viaje, lo considere necesario para la seguridad del buque (Art. 343).
Cada buque llevará un registro de horas extraordinarias (Art. 344).
Obligaciones especiales del trabajador. 

1. Respetar la disciplina de a bordo (Art. 335, Parág. 3°) y realizar las prácticas destinadas a prevenir los riesgos del mar (Art. 350).
2. Permanecer a bordo cuando lo disponga la Capitanía del Puerto en previsión del mal tiempo (Art. 347); en casos en que el buque sea declarado en cuarentena (Art. 348), y cuando ha sido seleccionado para servir como guardia de puerto, en el supuesto contemplado en el artículo 342 LOT.
3. Informar al Capitán del uso de drogas por prescripción médica (Art. 352, c).
4. Abandonar el buque en caso de huelga, salvo los trabajadores que tienen la responsabilidad de custodiarlo (Art. 500 LOT).
Preaviso especial al patrono. Con 72 horas de anticipación a la salida del buque, cuando el viaje previsto tenga una duración mayor de ocho días y el contrato de enganche deba vencerse en los ocho días anteriores a la conclusión del viaje (Art. 335, Parágrafo Primero LOT).
Causas especiales de resolución del contrato de enganche:
1. El cambio de nacionalidad del buque venezolano.
2. Las previstas en el artículo 352 LOT, aunque todos los hechos allí tipificados no son más que variantes o modalidades de las causas generales de despido justificado determinadas en el artículo 102, ejusdem (p. ej.: la embriaguez y el uso de drogas a bordo pueden ser comprendidas en el literal i) del artículo 102, lo mismo que la insubordinación).
3. El apresamiento o siniestro del buque por falta del patrono, si éste no puede colocar al trabajador en otro buque (Art. 355).
Restricción del derecho de huelga. No puede declararse la huelga durante la navegación, sino cuando la embarcación se halle en territorio nacional. El buque no podrá abando​nar el puerto, salvo razones técnicas o económicas que lo hagan indispen​sable (Art. 500 LOT).
Privilegio sobre el buque. Los salarios y demás créditos del trabajador a causa de su relación de trabajo, gozarán del privilegio especial sobre el buque, y se pagarán independientemente de cualquier otro privilegio (Art. 33 7). Este privilegio, por su carácter prendario, priva sobre el general de los créditos de los demás trabajadores sobre los bienes del patrono.
El Reglamento de 1992. Mediante Decreto N° 2298, de 4 de junio de 1992 (G.O. N° 34.981, de 9-6-92), fue dictado el Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo en la navegación marítima, fluvial y lacustre, destinado a regir los servicios de la navegación de esta especie "a bordo de los buques mercantiles o accesorios de navegación en beneficio de un armador o fletador, tanto durante la navegación como puerto".
Dicho Reglamento, que se apoya especialmente en el artículo 357 LOT (facultad del Ejecutivo Nacional para establecer por decretos reglamentarios o resoluciones "modalidades específicas en relación a las condiciones de trabajo de los trabajadores en el transporte marítimo, fluvial y lacustre"), preceptúa las menciones adicionales a las previstas en el artículo 335 LOT, que obligatoriamente deben ser incluidas en el contrato de enganche del tripulante (identificación de los contratantes, nacionali​dad, domicilio, edad, estado civil, y cédula marina del trabajador, labor convenida, salario, forma y lugar de pago, duración de la jornada y del contrato) (Art. 2, Reg.). El trabajador debe estar inscrito ante la autoridad marítima respectiva (Art. 3, Reg.).
A diferencia del artículo 353, que limita la voluntad del empleador para resolver por despido la relación del trabajo, el artículo 5 del Regimentó de 1992, está dirigido a restringir la voluntad de ambos celebrantes del contrato de enganche, al prescribir que éste no podrá darse por terminado mientras el buque está navegando; se halle en aguas extranjeras o en lugares despoblados, o esté expuesto a riesgos que, a juicio del capitán, hagan necesaria la presencia de todo el personal.
En otro orden de disposiciones, el Reglamento sobre el trabajo en la navegación pauta que los días adicionales de descanso remunerado a que se refiere el artículo 345 LOT, se otorgarán al trabajador en la oportunidad de sus vacaciones anuales (Art. 6); que el lapso de treinta días considerado como de condonación de la falta comenzará desde el arribo del buque a puerto venezolano (Art. 7); que no se considerarán horas extras las causadas en el aprovisionamiento de víveres o agua para su utilización en el buque (Art. 8); finalmente, en concordancia con el artículo 500 LOT, el artículo 10 de la misma normativa reglamentaria entredice la huelga mientras el buque se encuentre en puerto extranjero. Declarado el conflicto, el personal de custodia de la nave será designado por su capitán.

Aporte de la Jurisprudencia. La jurisprudencia reconoce el alcance de lo dispuesto en el artículo 335 de la LOT para resolver las controversias relativas al trabajo marítimo, el cual establece que: “A falta de una convención colectiva, antes de que los trabajadores entren a prestar servicio en un buque, deberán celebrar un contrato de enganche el cual se formalizará ante la Capitanía de Puerto del lugar de enrolamiento.  Cuando dicho contrato no se celebre por escrito bastará la inclusión del trabajador en el rol de tripulantes del buque o el simple aprovechamiento de sus servicios”. (Subrayado de la Sala).
Y observa: “que el legislador señala que el contrato de enganche deberá celebrarse, preferentemente, por escrito y posteriormente formalizarse ante la Capitanía de Puerto del lugar de enrolamiento, es decir, que en principio debe atenerse a la declaración formal.  Pero adicionalmente señala la norma que el patrono estará obligado, legalmente, a inscribir al trabajador en el rol de tripulantes tal y como lo señala el artículo 333 eiusdem.  Vemos pues, cómo el legislador salvaguarda los intereses de los trabajadores del transporte marítimo estableciendo una forma o apariencia, mas sin embargo prevé y suple la falta o inexistencia del contrato al determinar que de no cumplirse con el primer supuesto de la norma será subsanado con la simple inclusión del trabajador en el rol de tripulantes, por lo tanto, el legislador determinó que en las relaciones laborares prevalece la realidad sobre las formas o apariencias.

Atendiendo a los anteriores principios, se observa que en el caso sub júdice si bien es cierto que no consta en el expediente, tal y como lo señala el artículo en comento, el contrato de enganche formalizado ante la Capitanía de Puerto del lugar de enrolamiento, no es menos cierto que riela al folio 12 del mismo, el instrumento conocido como “rol de tripulantes” que es el documento expedido por el Capitán de Puerto a solicitud del capitán de la nave, con la lista del personal destinado al servicio de la nave, para que ese funcionario pueda autorizar la salida del buque, que en términos marinos se conoce como “Zarpe”.  Además, es de observar que todo buque debe llevar a bordo este documento, ya que es requisito obligatorio para poder desarrollar la actividad de navegación”. (EXP. N° 14308, Sent.  00818, de fecha 07 de Mayo del 2001, emanado de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia). 

En este sentido, queda suficientemente aclarado tanto por la Ley como por la Jurisprudencia, que la condición de trabajador marítimo puede demostrarse de las dos maneras antes señaladas. 

DEL TRABAJO EN EL TRANSPORTE AEREO
Es el prestado por tripulantes de aeronaves civiles durante el tiempo de navegación y el de su permanencia en tierra (Art. 358 LOT). Se rige por las disposiciones especiales de la Sección III del Cap. VII, Título V de la LOT, y por las generales de este mismo ordenamiento que resulten aplicables.
Jornada: Establecida por convenciones colectivas o Resoluciones conjuntas de los Ministerios del Trabajo y Transporte y Comunicaciones (Art. 360).
Vencida la jornada, el tripulante no podrá interrumpir el servicio en un aeropuerto distinto al de su destino, a menos que se requieran todavía más de tres horas para cumplir su itinerario (Art. 362).
El tripulante deberá prolongar su jornada en vuelos de auxilio, búsqueda o salvamento.
Descanso semanal: Deberá coincidir con el domingo una vez al mes, por lo menos.
Obligaciones espéciales de los tripulantes. Están contenidas en los artículos 369 y 370 de la LOT, y, además, bajo la denominación de "prohibiciones", en el artículo 367 ejusdem. Entre ellas destacamos: a) Velar porque los pasajeros y efectos transportados cumplan los requisitos legales exigidos, b) Mantener vigentes la documen​tación personal y de la nave para la prestación del servicio; c) cumplir las normas legales para la importación y exportación de mercancías (Art. 369). Del artículo 370 enfatizamos, además del deber de cuidado y vigilancia de la seguridad de la nave, el de efectuar vuelos de auxilio, búsqueda o salvamento, cuando se le requiera, y hacer anotar en la bitácora de la nave los datos del vuelo y toda contingencia que en él se produzca.
Queda prohibida, es decir, se consideran incumplimientos graves, la ingestión de alcohol dentro de las 24 horas anteriores al vuelo, y de drogas durante o fuera del servicio, así como efectuar vuelos remunerados para terceros, cuando haya sido pactada expresamente la exclusividad de servicios.

Obligaciones especiales del patrono
A) Alimentación, transporte y alojamiento del tripulante mientras permanezca fuera de su base, de acuerdo con el artículo 366, o su equivalente en dinero.
B) Utilizar personal de refuerzo en los vuelos que excedan regularmente de la jornada (Art. 362).
C) Actualizar, mediante cursos de entrenamiento al tripulante que hubiere dejado de prestar servicios durante treinta (30) días consecutivos (Art. 361).
D) Cumplir las disposiciones legales sobre seguridad aérea (Art. 368, b).
Excepción a la regla sobre el salario. La estipulación de un salario diferente para el servicio de una aeronave de categoría distinta, o de categoría igual en rutas o itinerarios diversos, o en atención a la clase y complejidad de los equipos, o a la antigüedad del trabajador, no constituye violación al principio de igualdad del salario (Art. 365).

Aporte de la Jurisprudencia. En referencia a este tema, el Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social; EXP. Nº AA60-S-2007-180, de fecha 20 de Noviembre de 2007, sostiene:
“Constituye criterio reiterado de esta Sala de Casación Social, que en caso de que el actor demande conceptos que superen los límites legalmente establecidos, le corresponde la carga de la prueba, en virtud de que su procedencia en principio está condicionada a los términos establecidos en la Ley.
En este orden de ideas, corresponde a la parte demandante demostrar las circunstancias exorbitantes a los límites legales, entre ellas, la ocurrencia de las horas extras nocturnas, el cumplimiento de jornada en días domingos y días feriados”.  
DEL TRABAJO DE LOS MOTORIZADOS
La última Sección legal del trabajo en el transporte (Sección Cuarta, Cap, VIL Titulo V, LOT), está dedicada al trabajo de los motorizados, o sea, de quienes prestan servicios como repartidores, mensajeros u otros semejantes, con vehículos propios, o de sus patronos (Art. 371).
Son obligaciones especiales del empleador de esta especie de trabajadores: a) el mantenimiento del vehículo; b) los gastos del combus​tible necesario para la prestación del servicio (estimado por acuerdo de ambas partes, o por los Ministerios del Trabajo y de Transporte y Comunicaciones, previa consulta a los organismos sindicales y empresa​riales en el ramo); c) el costo del seguro contra accidentes y riesgos civiles del vehículo y de su conductor, en la medida que dichos Ministerios determinen en Resolución conjunta; y d) el suministro de uniformes, cascos y demás implementos de seguridad, una vez al año, por lo menos (Arte. 372-373).

DEL TRABAJO DE ACTORES, MÚSICOS, FOLKLORISTAS Y DEMÁS TRABAJA​DORES INTELECTUALES Y CULTURALES
Las condiciones de trabajo especiales de este importante núcleo de trabajadores serán fijadas por el Ejecutivo Nacional, mediante Decretos o Resoluciones. En las páginas introductorias del presente Capítulo, dedicado a los Regímenes Especiales de Trabajo, manifestamos nuestra extrañeza por el trato esquivo que esta apreciable categoría de trabajado​res recibió de un legislador minucioso, hasta la redundancia, en la regulación de otras especies de trabajo.

DEL TRABAJO DE LOS MINUSVALIDOS
Minusválida es, según el artículo 375 de la LOT, "toda persona cuyas posibilidades de aprendizaje y de obtener y conservar un empleo adecuado y de progresar en el mismo están sustancialmente reducidas a causa de una deficiencia física o mental".
El Ejecutivo Nacional establecerá los términos y condiciones en que las empresas públicas y privadas deberán conceder empleo a los minusválidos (Art. 376), y elaborará programas de "concientización" para ayudar a esta categoría de trabajadores, en coordinación con las asocia​ciones de patronos y trabajadores, el I. V.S.S. y cualquier otro ente público o privado dedicado a la atención de los minusválidos (Art. 378).

De la Protección Laboral de la Maternidad y la Familia. Art. 379 y siguientes LOT 

PROTECCIÓN LABORAL DE LA MATERNIDAD Y LA FAMILIA
Aunque la L.O.T. está rigurosamente asentada en el principio de igualdad en el trabajo —es decir, de remuneración y demás condiciones de trabajo— por razón del sexo del trabajador ella dedica su Título VI a la protección de la mujer "en su vida familiar, su salud, su embarazo y su maternidad".
El sistema de protección laboral de la mujer, como eje biológico del núcleo familiar, consiste en:
1. Prohibición al patrono de exigir exámenes médicos o de labora​torio destinados a diagnosticar el embarazo de la aspirante a un empleo, o de solicitar la presentación de certificados médicos con ese mismo fin (Art. 381). Este tipo de "prohibición" encierra realmente una limitación legal de la capacidad del patrono para contratar trabajadores de sexo femenino.
2. Inamovilidad en el empleo durante el embarazo, hasta un año después del parto. Este derecho tiene en común con la inamovilidad reconocida a ciertos trabajadores —(p. ej.: a los proponentes de un sindicato, artículo 450; o a los directivos del sindicato, art. 451); o a trabajadores en especial situación de peligro de pérdida del empleo por el ejercicio de sus derechos (p. ej.; durante la negociación colectiva o la tramitación y desarrollo del conflicto de trabajo, arts. 458 y 506)—, el hecho de que en ambos tipos de situaciones se requiere la calificación de la falta por el Inspector del Trabajo, de modo previo al despido (confróntese los arts. 384 y 453 LOT). Pero se diferencia en que la inamovilidad de la embarazada no suspende eljus variandi del patrono, dentro de las limitaciones impuestas por el artículo 382 para procurar el normal desarrollo del feto e impedir el aborto. El empleador puede trasladar a la trabajadora por razones de servicio justificadas, siempre que no se perjudique su estado de gravidez, se le rebaje el salario o, en general, se desmejoren sus condiciones de trabajo por ese motivo (Art. 383).
3. Descansos: prenatal de seis (6) semanas, y post-natal de doce (12) semanas; este último puede tener una duración mayor a causa de enfermedad que, según dictamen médico, sea consecuencia del embarazo o del parto, e incapacite para el trabajo.
Cuando el parto sobrevenga después de la fecha prevista, el descanso prenatal se prolongará hasta la fecha del parto, y la duración del descanso post-natal no podrá ser reducida (Art. 388 LOT).
Durante el lapso total de ambos descansos de maternidad la relación de trabajo se considerará suspendida, con los efectos previstos en los artículos 95 y 96 LOT, salvo para la antigüedad.
A nuestro modo de ver, los lapsos semanales de descanso deben considerarse de siete (7) días continuos cada uno, anteriores y posteriores al día del parto, que no se cuenta entre los de descanso (el Art, 385 concreta los períodos semanales mediante los adverbios: "antes" y "después" del parto, o sea, que no incluyen el día del alumbramiento).
Acogida a los lineamientos del Convenio N° 3 de la O.I.T., suscrito por Venezuela, relativo al empleo de mujeres antes y después del parto, la LOT declara irrenunciable, en el sentido de obligatorio, el descanso post-natal, a cuya duración debe acumularse el tiempo no utilizado del período prenatal a que la trabajadora tiene derecho, en los casos en que ella no haga uso de todo ese descanso por autorización médica, adelanto del parto, o por cualquier otra circunstancia (Art. 386).
4. Derecho a gozar de las vacaciones vencidas y no disfrutadas a continuación inmediata del descanso de maternidad, cuando así sea solicitado por la trabajadora.
5. Los períodos de descanso por maternidad deben computarse como tiempo de servicios, a los efectos de la antigüedad de la trabajadora (Art. 389). El conflicto colectivo (Art. 505 LOT) y la maternidad son excepciones únicas dentro del régimen general de la suspensión del contrato de trabajo, en cuanto al trato que recibe la antigüedad.
6. La trabajadora adoptante de un niño menor de tres (3) años tiene derecho a un descanso de maternidad de diez (10) semanas, como máximo, contado "a partir de la fecha en que le sea dado en colocación familiar autorizada por el Consejo de protección del niño y del adolescente con miras a la adopción" (Art. 387). Alude esta regla al período de prueba de por lo menos seis meses, en que el menor debe permanecer en el hogar del solicitante de la adopción.
Durante dicho lapso de suspensión de la relación de trabajo, así como también durante el año siguiente a la adopción, contado desde la fecha antes indicada, la trabajadora gozará de inamovilidad en su empleo.
7. Los períodos anuales de inamovilidad posteriores al parto y a la adopción están legalmente concebidos como medios de estrechar los nexos de familia y de facilitar la relación natural entre la madre y el hijo. En los supuestos de nacer muerto el hijo, o de morir en el curso del año de inamovilidad, la protección especial que este derecho de excepción concede a la trabajadora carece del objeto práctico para el cual fue instituido, por lo cual ha de entenderse extinguido, en el primer supuesto, al vencimiento del reposo post-natal; y, en el segundo, el día mismo del deceso del hijo que causa la inamovilidad.
8. Derecho a dos (2) descansos diarios de media (1/2) hora cada uno, para amamantar el hijo en la guardería respectiva. De no haber guarderías, dichos descansos serán de una (1) hora cada uno (Art. 393 LOT). Según el artículo 100 del RLOT, el período de lactancia no será inferior de seis (6) meses.
9. Los patronos que ocupen más de veinte (20) trabajadores deberán mantener una guardería infantil donde puedan dejar a sus hijos durante la jornada de trabajo. El cumplimiento de esta obligación podrá hacerse mediante acuerdo, aprobado por el Ministerio del ramo, de varios patronos para instalar y poner en funcionamiento una sola guardería equidistante a los diversos lugares de trabajo, o mediante el pago de los servicios de guardería a instituciones dedicadas a tal fin (Art. 392).
10. Durante la gravidez y la lactancia, el salario de la trabajadora no sufrirá diferencias con el de los demás trabajadores del establecimiento que ejecuten una labor igual (Art. 394).
11. Entre los diversos tipos prohibidos de discriminación, el artículo 89 de la Constitución de 24 de Marzo de 2000 (G.O. No. 5453 Ext.), incluye la originada por razones del sexo. En concordancia con el artícu​lo 43 de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, el artículo 12 del Reglamento L.O.T., considera ex​presión arbitraria de discriminación por razón del género de la persona del trabajador, el acoso u hostigamiento sexual, falta en que incurre "quien solicitare favores o respuestas sexuales para sí o para un tercero, o procurare cualquier tipo de acercamiento sexual no deseado, pre​valiéndose de una situación de superioridad y con la amenaza ex​presa o tácita de afectar el empleo o condiciones de trabajo de la víctima".
Se hace notar, sin embargo, que la indicada norma reglamentaria, no obstante estar inspirada en el mencionado texto legal sobre la violen​cia contra la mujer, parece reprimir por igual el acoso u hostigamiento contra el trabajador de sexo masculino.
El acoso sexual constituye una causa de retiro justificado del trabajador, sus​ceptible de ser incluida en el literal b) del artículo 103 de la Ley Orgánica del Trabajo, sin perjuicio de la acción de amparo constitucional a que se refiere el artículo 11 ejusdem.

Aporte de la Jurisprudencia. La Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, en referencia a este tema, en su sentencia N° 025-14-02-1658-2002-2295, del año 2002, dispone:

“En este sentido, es importante señalar que la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela consagra en su artículo 76 la estabilidad laboral de la mujer embarazada, en los siguientes términos: 

“La maternidad y la paternidad son protegidas integralmente, sea cual fuere el estado civil de la madre o del padre. Las parejas tienen derecho a decidir libre y responsablemente el número de hijos o hijas que deseen concebir y a disponer de la información y de los medios que les aseguren el ejercicio de este derecho. El Estado garantizará asistencia y protección integral a la maternidad, en general a partir del momento de la concepción, durante el embarazo, el parto y el puerperio, y asegurará servicios de planificación familiar integral basados en valores éticos y científicos”. 

De lo anterior se desprende que, que efectivamente existe protección constitucional a toda mujer que se encuentre en estado de gravidez, por lo que deben gozar de protección especial durante el tiempo de la concepción, embarazo, parto y puerperio. 

En cuanto al alcance de dicha protección, esta Corte en sentencia de fecha 20 de mayo de 1998, (caso: Silvia Contramaestre vs. Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Funcionarios o Empleados de la Administración Pública Nacional de los Estados y Municipios) señaló que para desincorporar a una trabajadora en estado de gravidez, es necesario esperar el tiempo que falte del embarazo, así como también que se hayan extinguido todos los permisos correspondientes, de lo contrario se incurriría en una violación de los derechos constitucionales referidos a la protección maternal”. 

DE LAS GUARDERÍAS INFANTILES
Patronos Obligados. La Ley del Trabajo, hasta 1983, descansaba la obligación de mantener la guardería infantil en los patronos que ocupasen más de veinte obreras. La sustitución de este último vocablo por el genérico: trabaja​dores, en el texto del artículo 391 de la Ley Orgánica del Trabajo, introduce motivos de severas discrepancias en torno a su recta interpre​tación.
A nuestro juicio, recogido en la sentencia de 01 -06-94 dictada por la extinta C.S.J. en Pleno, examinada la doble razón de la regla (permitir al trabajador el ejercicio de la ocupación habitual y asegurar el cuidado integral del menor), el cambio de palabras en referencia no es una errata, ni constituye un desatino, dado que no sólo la mujer, sino también el hombre, puede hallarse comprendido en el supuesto de tener menores bajo su guarda, requeridos de una constante y responsable atención.
Según el artículo 360 de la LOPN A, que modifica el 264 del Código Civil, la guarda de los hijos menores de siete años corresponde a la madre, salvo por razones de salud o que no tenga ella la patria potestad. Ese deber de guarda comprende la custodia, la vigilancia y la orientación de la educación del menor (Art. 265 ejusdem). El artículo 192 del citado Código previene en idéntico sentido, en los supuestos de divorcio o de separación de cuerpos. Ello quiere decir que, de ordinario, son trabajadoras las que, por tener los menores de siete años (o de seis, según el Reglamento de la LOT) bajo su guarda, requieren de la guardería durante sus jornadas de trabajo.
Sólo por excepción trabajadores varones podrían estar colocados en situación análoga, tal como sucedería en los supuestos en que la madre hubiere sido privada de la patria potestad por incurrir en las causales previstas en los ordinales 4°, 5° y 6° del artículo 185 del Código Civil; o, en caso de muerte del padre, o de la madre en ejercicio de la patria potestad, en los supuestos de tutela del menor, o de atribución de la guarda a un tercero por graves motivos, según providencia del juez de Menores. (Después del 01-04-2000, el Juzgado competente es el Tribunal de Protección del Niño y del Adolescente).
Sin embargo, en todas estas hipótesis de excepción, creemos que el patrono puede dar cumplimiento a su obligación, mediante la entrega de la cantidad requerida para el cuidado y vigilancia del menor "a instituciones dedicadas a tales fines" (Art, 392, b, LOT).

Sentencia N° 609. Expediente N° 09-0849. Sala Constitucional. Fecha: 10-06-2010. Magistrado: Pedro Rafael Rondón Haaz.

Consta en autos que, el 16 de julio de 2009, el ciudadano INGEMAR LEONARDO AROCHA RIZALES, introdujo, ante esta Sala, solicitud de revisión de la sentencia n.° 00741 que dictó, el 28 de mayo de 2009, la Sala Político-Administrativa de este Tribunal Supremo de Justicia, en la que se declaró que el Poder Judicial sí tiene jurisdicción para el conocimiento y decisión de la demanda por calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos que el aquí requirente incoó contra Grupo Transbel C.A.
Luego de la recepción del expediente, se dio cuenta en Sala por auto del 20 de julio de 2009 y se designó ponente al Magistrado Pedro Rafael Rondón Haaz.
El 4 de febrero de 2010, la parte solicitante requirió pronunciamiento.
DE LA SOLICITUD DE REVISIÓN. El representante judicial del solicitante alegó:

1.  Que “la empresa accionada llamó a (su) poderdante a su oficina para una reunión informal con la intención de preguntarle que pensaba hacer para el momento del nacimiento de su hija, y sin imaginar cual era la intención de la pregunta realizada, le comunicó que iba a tomar sus vacaciones del período 2007-2008, que (…) y que adicionalmente iba a disfrutar de los ocho (8) días de vacaciones que habían quedado pendientes del período de vacaciones anterior 2006-2007, así como que iba a disfrutar de los catorce (14) días continuos de permiso o licencia de paternidad remunerada que le correspondía por el nacimiento de su hija, que está establecido en el artículo 9 de la Ley para la Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad, que en resumidas cuentas hacían un total de treinta y cinco (35) días hábiles de descanso (…) y que agregando además, como muy bien lo sabía el representante del patrono, el trabajador accionante iba a quedar revestido de inamovilidad absoluta por el fuero paternal hasta un (1) año después del día del alumbramiento (…) razones que llevaron al patrono a tomar la decisión de despedir a (su) mandante sin causa que lo justificara”.

2.  Que intentó demanda por calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos, pero el Tribunal Segundo de Primera Instancia de Juicio del Circuito Judicial del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas, en acto decisorio del 9 de marzo de 2009, declaró su falta de jurisdicción para el conocimiento de la demanda y ordenó la remisión de la causa, en consulta, a la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, “dando como resultado la citada decisión que vulneró los derechos laborales de (su) representado, ya que (…) no se han aplicado aquellos derechos y garantías constitucionales que protegen al núcleo familiar en forma integral y a los trabajadores en general”.

3.  Que el fallo objeto de la solicitud “viola o desconoce preceptos, derechos, principios y valores garantizados por nuestra Constitución, como son el derecho a una tutela efectiva y al ejercicio pleno e indivisible de los derechos humanos, por la errónea interpretación del contenido del artículo 8 de la Ley para Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad…”.

4. Que la decisión de la Sala Político-Administrativa debía “tomar en consideración los principios constitucionales y legales (…), así como analizar el propósito del legislador y las Convenciones Internacionales suscritas por el Estado Venezolano, con el objeto de garantizar la verdadera tutela del bien jurídico que se persigue defender, que es el derecho del trabajador a la protección del estado frente a decisiones arbitrarias del patrono que atentan contra los derechos humanos y contra los principios y garantías constitucionales que protegen tanto a los trabajadores como las que protegen a las familias…”. 

5.  Que cuando la sentencia consideró que no se encontraba bajo el supuesto de protección de la norma de fuero paternal, por cuanto había sido despedido antes del nacimiento de su hija, se interpretaron erradamente los derechos humanos y la seguridad jurídica. Además, ahora ningún trabajador le comunicará al patrón que será padre para evitar que sea despedido.

6. Que “esta circunstancia en la que a (su) representado se le niega una tutela judicial efectiva por un procedimiento o tecnicismo jurídico, está en total detrimento de los legítimos derechos e intereses como padre y como trabajador, consecuencia de ello, ha dictado una sentencia que comporta en su contenido una injusta desventaja para el demandante, siendo esta circunstancia la que hace posible y procedente el recurso de revisión constitucional de sentencia que (han) solicitado…”.

7. Que la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia “negó totalmente (su) reclamo de que el trabajador accionante se encontraba amparado por el fuero paternal, sin tomar en consideración toda la argumentación jurídica que expusieron en la oportunidad de desarrollarse la audiencia de juicio, en la cual citaron especialmente las garantías constitucionales establecidas en los artículos 75 y 76 de nuestra Constitución, que versan sobre la protección en forma integral y sin ninguna discriminación a todos los integrantes de la familia como núcleo fundamental de la sociedad”.

8.  Que el fallo que somete a revisión “incurrió en un error de interpretación acerca del contenido y alcance de una disposición expresa de la ley que protegía a (su) representado, así, se cercenó (su) derecho constitucional, como es el derecho a la justicia, en primer lugar al declarar erróneamente que el trabajador accionante no se encontraba amparado por el fuero paternal, siendo esto totalmente contrario a los Principios de Derecho, Justicia y Equidad enmarcados en nuestra Constitución Bolivariana de Venezuela; de allí que denuncian la infracción del artículo 313, en su ordinal segundo (2°) del Código de Procedimiento Civil (CPC), por la violación de la sentencia recurrida de disposiciones expresas de nuestras normas jurídicas, específicamente al haberse negado la aplicación de garantías constitucionales al caso marras (…) quitándole a (su) representado su derecho y el acceso a la aplicación de la Justicia, apartándose totalmente de los preceptos constitucionales que deben ser garantizados por esta Sala Constitucional, especialmente sobre el DERECHO A UNA TUTELA EFECTIVA Y AL ACCESO A LA JUSTICIA, razón por la cual (pueden) asegurar que la conducta de la Sala Político-Administrativa en la sentencia sobre la cual se solicita Revisión Constitucional, viola el derecho a Una Tutela Efectiva instituido específicamente en el artículo 26 de nuestra Carta Magna”. 

Pidió:

HABER LUGAR AL RECURSO DE REVISION sobre la inconstitucionalidad de la sentencia número 00741, producida por la Sala Político-Administrativa de este Tribunal Supremo de Justicia, de fecha Veintiocho (28) de mayo de 2009, al haber incurrido en grave violación de los artículos 7, 25, 26, 27, 75, 76, 87, 88, 89, numerales 1, 2, 4 y 5, 91, 93 y 257 de nuestra CARTA MAGNA, conforme a los motivos de hechos y de derecho expresados y demostrados, declarando en consecuencia, la nulidad de la mencionada sentencia número 00741, producida por la Sala Político-Administrativa de este Tribunal Supremo de Justicia, de fecha Veintiocho (28) de mayo de 2009…

 DECISIÓN CUYA REVISIÓN SE SOLICITÓ. La Sala Político-Administrativa de este Supremo Tribunal, en el fallo n.° 741/09, objeto de la solicitud de revisión, falló en los siguientes términos:

Corresponde a esta Sala pronunciarse acerca de la consulta planteada por el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Juicio del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en virtud de la sentencia dictada en fecha 09 de marzo de 2009, mediante la cual declaró su falta de jurisdicción para conocer de la demanda por calificación de despido, reenganche y pago de salarios incoada por el ciudadano Ingemar Leonardo Arocha Rizales contra la sociedad mercantil Grupo Transbel, C.A., al considerar que le corresponde a la Inspectoría del Trabajo respectiva, el conocimiento de la presente causa, en virtud de que la parte actora alegó que se encontraba amparado por fuero paternal.
En efecto, el artículo 29 de la Ley Orgánica del Trabajo establece lo siguiente:
2. Las solicitudes de calificación de despido o de reenganche, formuladas con base en la estabilidad laboral consagrada en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y en la legislación laboral; (…). (Destacado de la Sala).
Sin embargo, si bien en principio corresponde a los tribunales del trabajo el conocimiento de la acción incoada, debe precisarse que la Ley Orgánica del Trabajo establece situaciones en las cuales es exigida la calificación previa del despido a la Inspectoría del Trabajo, en virtud de la inamovilidad que podrían disfrutar los trabajadores en un momento determinado. En efecto, entre los trabajadores que para ser despedidos necesitan de la calificación previa por el ente administrativo figuran: a) la mujer en estado de gravidez, b) los trabajadores que gocen de fuero sindical, c) los trabajadores que tengan suspendida su relación laboral, y d) los que estén discutiendo convenciones colectivas.
Adicionalmente, requieren de la calificación de despido previa ante el respectivo órgano administrativo, los supuestos de inamovilidad laboral decretados por el Ejecutivo Nacional en uso de las potestades que la Constitución y la Ley le confieren, además de los previstos en leyes especiales.
DECISIÓN. Atendiendo a los razonamientos antes señalados, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara que el PODER JUDICIAL SÍ TIENE JURISDICCIÓN para conocer y decidir la demanda por calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos, incoada por el ciudadano INGEMAR LEONARDO AROCHA RIZALES contra la sociedad mercantil GRUPO TRANSBEL, C.A. 
En consecuencia, se REVOCA la decisión consultada de fecha 09 de marzo de 2009, dictada por el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Juicio del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.

MOTIVACIÓN PARA LA DECISIÓN. En el caso sub examine se pretende la revisión del acto de juzgamiento n.° 741/09 que emitió la Sala Político-Administrativa de este Tribunal Supremo de Justicia, mediante el cual se declaró que el Poder Judicial sí tiene jurisdicción para el conocimiento y decisión de la demanda por calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos que el aquí requirente incoó contra Grupo Transbel C.A.
DECISIÓN. Por los razonamientos que anteceden, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la Ley:
1. Declara que HA LUGAR a la petición de revisión que solicitó el ciudadano INGEMAR LEONARDO AROCHA RIZALES, respecto de la sentencia n.° 00741 que dictó, el 28 de mayo de 2009, la Sala Político-Administrativa de este Tribunal Supremo de Justicia.
2. ANULA PARCIALMENTE la sentencia n.° 00741 que dictó, el 28 de mayo de 2009, la Sala Político-Administrativa de este Tribunal Supremo de Justicia, en lo tocante a la interpretación del artículo 8 de la Ley para Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad.
3. ANULA todo lo que fue actuado en el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Juicio del Circuito Judicial del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas y en el Juzgado Séptimo Superior del Trabajo del mismo Circuito Judicial, en relación con la demanda que el ciudadano Ingemar Leonardo Arocha Rizales incoó contra el Grupo Transbel C.A.

4. REPONE la causa laboral al estado de que la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos del Circuito Judicial del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas distribuya el expediente a un tribunal de primera instancia distinto al Juzgado Segundo de Primera Instancia de Juicio del Circuito Judicial del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas, para la tramitación y decisión de la demanda, con acatamiento a la interpretación que aquí se dispuso sobre el artículo 8 de la Ley para Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad.

5. ORDENA la publicación de este fallo en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, bajo el título “Interpretación constitucional del artículo 8 de la Ley para Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad”, así como su publicación, con especial reseña en la página principal del sitio web de este Tribunal Supremo de Justicia.

6. FIJA los efectos de este fallo desde de su publicación.

Quien suscribe, Magistrada Luisa Estella Morales Lamuño, salva su voto por disentir del fallo que antecede el cual declaró ha lugar la solicitud de revisión interpuesta por el ciudadano Ingemar Leonardo Arocha Rizales, contra la decisión dictada el 28 de mayo de 2009, por la Sala Político Administrativa de este Tribunal Supremo de Justicia, que declaró que el Poder Judicial sí tiene jurisdicción para conocer y decidir la demanda por calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos, incoada por el referido ciudadano, contra la sociedad mercantil Grupo Transbel, C.A, y, en consecuencia, se revocó la decisión del 9 de marzo de 2009, dictada por el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Juicio del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.
1.- En criterio de la mayoría sentenciadora, la presente solicitud de revisión constitucional resulta ha lugar, toda vez que la decisión dictada por la Sala Político Administrativa de este Tribunal Supremo de Justicia desconoció el derecho constitucional a la igualdad, cuando le dio un trato desigual al fuero paternal, que reconoce la Ley para la Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad, respecto al fuero maternal que preceptúa la Ley Orgánica del Trabajo, al determinar que la inamovilidad del padre, por fuero paternal, comienza desde el nacimiento del hijo y no desde cuando se tiene conocimiento del embarazo, tal como lo regula la Ley Orgánica del Trabajo para la mujer.
2.- Para quien disiente del fallo de la mayoría, la Sala en el presente caso excede sus funciones de revisión constitucional, las cuales no son otras que velar por la interpretación uniforme de la Constitución y de los criterios que al respecto establezca esta Sala Constitucional, toda vez que con la presenten decisión se efectuó una interpretación erga omnes de una disposición legal, específicamente de la norma contenida en el artículo 8 de la Ley para la Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad.
3.- Efectivamente, en el caso de marras se interpretó el alcance de la referida norma, al establecer con carácter vinculante que la inamovilidad laboral por fuero paternal “comienza desde la concepción”, alterando el espíritu de la norma que le otorgó el legislador. No niega quien disiente, la facultad que tiene esta Sala de conocer y resolver las interpretaciones constitucionalizantes que se les presentan, llenando las lagunas y dando un sentido conforme al orden constitucional a las disposiciones sometidas al análisis respectivo, no obstante ello, debe resaltarse que la norma que se interpretó, con carácter vinculante, es una norma de rango legal y que dicha interpretación se realizó dentro de una solicitud de revisión constitucional, en la cual no constó una participación jurisdiccional del órgano emisor del acto.
4.- Tales hechos, sirven de sustento para determinar que la Sala desvirtuó la institución de la revisión, pues realizó la interpretación de una norma legal –artículo 8 de la Ley para la Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad-, en el marco de una solicitud de revisión constitucional, procedimiento que a todas luces no es el idóneo para realizar tal análisis. Aunado al hecho de que la misma carece de competencia, pues dada la naturaleza de la misma su eventual interpretación correspondería a la Sala de Casación Social de este Tribunal Supremo Justicia.
5.- A la par de lo antes expuesto, estima quien disiente que la decisión de la mayoría sentenciadora, no analizó suficientemente el capítulo referente a la determinación de la paternidad. Efectivamente, el artículo 384 de la Ley Orgánica del Trabajo dispone que “La mujer trabajadora en estado de gravidez gozará de inamovilidad durante el embarazo y hasta un (1) año después del parto”, dicha disposición legal no hace mención alguna respecto a la determinación de la maternidad pues no existe duda respecto a quien es la madre, no obstante ello, no ocurre lo mismo respecto a la paternidad , ya que esta solo se demuestra mediante las presunciones establecidas en el ordenamiento jurídico o a través de la realización de pruebas científicas durante el embarazo, las cuales pueden representar un riesgo para la salud del feto y la eventual trasgresión del derecho a la intimidad en los términos del artículo 60 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.
6.- Tal circunstancia podría crear un clima de incertidumbre legal respecto a la paternidad –en lo que respecta a su aplicación al ámbito laboral- y a quienes realmente se encuentran protegidos por este fuero paternal, lo cual obviamente no fue la intención del legislador.
7.- Comparte quien disiente, la interpretación progresiva del derecho a la igualdad que como norte de nuestro ordenamiento jurídico, se realizó en el proyecto, no obstante se estima que la misma escapa al análisis que debió efectuar la Sala en el presente caso, pues no era esta la oportunidad ni el medio judicial para analizar tal circunstancia, aunado al hecho que una eventual interpretación del artículo 8 de la Ley para la Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad, correspondería a la Sala de Casación Social. Aunado a lo anterior, estima quien salva su voto que la interpretación efectuada requiere de un análisis más profundo y mesurado, con la debida ponderación  de los intereses jurídicos y sociales que la misma envuelve.
En fuerza de tales argumentos, considera quien aquí salva su voto, que la presente revisión constitucional no debió realizar, con carácter vinculante la interpretación constitucional del artículo 8 de la Ley para la Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad.
 Quien suscribe, Magistrada Carmen Zuleta de Merchán, respetuosamente se permite salvar su voto por disentir del criterio sostenido por la mayoría sentenciadora que interpretó el artículo 8 de la Ley para Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad, y con base en dicha interpretación: a) REVISÓ y ANULÓ, en lo que respecta a la interpretación del aludido precepto, la sentencia N° 00741 dictada por la Sala Político Administrativa el 28 de mayo de 2009; b) ANULÓ todo lo actuado ante el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Juicio del Circuito Judicial del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas y el Juzgado Séptimo Superior del Trabajo del mismo Circuito Judicial, en relación con la demanda que el ciudadano Ingemar Leonardo Arocha Rizales interpuso en contra del Grupo Transbel, C.A.; y d) REPUSO la causa laboral al estado de que la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos del Circuito Judicial del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas distribuyera el expediente a un tribunal de primera instancia y resolviera el asunto con acatamiento a la interpretación realizada del artículo 8 de la mencionada Ley.
Para arribar a esta conclusión la sentencia disentida se basó erróneamente en tres aspectos constitucionales; a saber, el derecho a la igualdad, la protección que el Estado le brinda a la Familia y la tutela del hecho social trabajo.
En primer lugar, observa la Magistrada disidente que la competencia para la interpretación de los textos legales, según la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, corresponde a la Sala cuya competencia está vinculada por la materia de que trata el instrumento legal a interpretar, a menos que del texto de la ley se haga una interpretación constitucionalizante, como parece ser el caso a propósito de la solicitud de revisión de la sentencia N° 00741 dictada el 28 de mayo de 2009 por la Sala Político Administrativa. De modo que se está obviando sin razones la interpretación que del artículo 8 de la Ley para Protección de las Familias, la Maternidad y la Paternidad ha hecho la Sala de Casación Social, elemento este adicional que nos lleva a disentir de la interpretación de la mayoría sentenciadora por cuanto ésta lleva a perturbar la aplicación pacífica que ha tenido la Ley en comento en el ámbito de las relaciones laborales.
En lo que atañe a los principios constitucionales fundamento de la interpretación disentida, traemos a colación la sentencia N° 266/2006 de esta misma Sala Constitucional -erróneamente invocada por la mayoría sentenciadora- consagratoria de la justicia formal la cual se concretiza en la fórmula de trato igual para los iguales y desigual para los desiguales. Y precisamente se han equiparado para su protección a la maternidad y a la paternidad que no son situaciones ni siquiera biológicamente asimilables; por lo que el bien tutelado en cada una de ellas no es equiparable.
Si bien el artículo 76 del texto constitucional establece que la maternidad y la paternidad son situaciones protegidas integralmente sea cual fuere el estado civil de los padres; no es menos cierto que la misma norma constitucional garantiza la protección integral a la maternidad desde el momento de la concepción, durante el embarazo, el parto y el puerperio. Esta protección integral a la maternidad desde la concepción se establece en beneficio no únicamente de la madre sino principalmente del niño desde su estado fetal; y para ello basta acreditar el estado de gestación de la madre por cuanto la maternidad es un hecho cierto (presunción iuris et de iure); y no así la paternidad que es un hecho jurídicamente incierto y desvirtuable (presunción iuris tantum). Por ello es que la protección integral de la paternidad la refiere el texto constitucional desde el nacimiento del hijo, que es cuando el padre puede acreditar su paternidad con el reconocimiento legal respectivo.
Reconocer la inamovilidad laboral al padre desde la concepción del hijo es un hecho que sólo puede acreditar el matrimonio o la unión estable de hecho; de modo que no hay manera cierta ni legal de darle otros efectos a la paternidad fuera de estas dos situaciones. La extensión del concepto de igualdad para proteger a la paternidad fuera de estos casos se hace entonces insuficiente, con lo cual el argumento de la mayoría sentenciadora resultaría una falacia porque todos los potenciales padres no podrían legalmente acreditar la inamovilidad desde la concepción de un supuesto hijo. ¿A qué viene entonces introducir un nuevo elemento -más allá de la Ley especial- para equiparar la inamovilidad laboral a la maternidad y a la paternidad? De esta manera, pareciera que la interpretación disentida no deja de ser un mero ejercicio teórico que distorsiona la práctica laboral hasta ahora pacífica.
Finalmente, en criterio de la Magistrada disidente, la interpretación progresiva de los derechos laborales no debe dar cabida a la desfiguración del derecho, pues tras ello se está yendo más allá de la labor interpretativa. Corresponde al legislador ampliar los límites de la ley. No existe entonces ningún vacío legal que amerite la interpretación constitucionalizante del texto legal.
Conclusión
Según la Constitución de 1999, Venezuela es un Estado democrático y social de Derecho y de Justicia, federal descentralizado en los términos que la misma Constitución consagra.

En efecto, la Constitución consagra el derecho al trabajo y el deber de trabajar, en un plano de igualdad entre hombres y mujeres, y asegura que el Estado adoptará medidas para que toda persona pueda tener ocupación productiva y adaptada a sus condiciones, en el caso de ancianos y ancianas, así como de personas con discapacidades o necesidades especiales, y para el ejercicio de los derechos laborales por los trabajadores no dependientes. Dispone que la ley mejore las condiciones de los trabajadores, sobre la base de los principios de intangibilidad, progresividad de los derechos y beneficios laborales, primacía de la realidad, irrenunciabilidad, e interpretación más favorable al trabajador, y prohíbe la discriminación en el empleo y el trabajo de adolescentes en labores que puedan afectar su desarrollo. 

Los principales instrumentos normativos relativos al trabajo son: la ley orgánica del trabajo, la ley orgánica de prevención, condiciones y medio ambiente de trabajo, la ley orgánica de tribunales y procedimientos del trabajo y el reglamento de la ley orgánica del trabajo.

La ley orgánica del trabajo protege el trabajo sin distinciones, y admite, por ejemplo, la posibilidad de que los trabajadores no dependientes constituyan sus propios sindicatos o adhieran a los sindicatos profesionales, sectoriales o de industria. No obstante, la mayoría de sus disposiciones se refieren al trabajo dependiente. 

La ley presume la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba y declara que esa relación será remunerada.

Asimismo, la ley define el contrato de trabajo y a las personas a quienes concierne: trabajador, patrono o empleador y sus representantes, intermediario y contratistas. Además regula la sustitución de patronos y establece las responsabilidades de intermediarios y contratistas. El Reglamento, por su parte, complementa estos aspectos, trata de la responsabilidad solidaria de los empleadores que integren un grupo de empresas y regula la situación de las empresas de trabajo temporal y las relaciones de éstas con sus trabajadores. 

El contrato de trabajo es consensual, aunque de preferencia debe ser celebrado por escrito. Se considera en principio celebrado por tiempo indeterminado, pero también puede ser por tiempo determinado o para una obra determinada. 

La relación de trabajo queda suspendida en ciertos supuestos (accidente o enfermedad profesional, enfermedad no profesional, servicio militar, descanso pre y postnatal, conflicto colectivo legalmente declarado, detención preventiva, licencia, casos fortuitos o de fuerza mayor y otros que añade el Reglamento). Esto significa que durante la suspensión no hay obligación de trabajar ni de pagar salario, pero se mantiene la relación de trabajo y el trabajador no puede ser despedido. Dicho período no cuenta para el cálculo de la antigüedad en el empleo.

La relación de trabajo puede terminar por voluntad de ambas partes, por causa ajena, o por voluntad de una de ellas (bien sea por despido, si es por iniciativa del empleador; o por retiro, si es por iniciativa del trabajador). El despido y el retiro pueden a su vez ser por causa justificada o injustificada, relativa al comportamiento del trabajador, o del empleador. El despido puede deberse también a motivos económicos o tecnológicos. En todo caso, por disposición de la Constitución, la ley garantizará la estabilidad en el trabajo y limitará toda forma de despido no justificado; además, los despidos contrarios a la Constitución serán nulos.

Cuando la terminación del contrato de trabajo por decisión de una de las partes sea injustificada, o se trate de un despido por motivos económicos o tecnológicos, mediará la obligación de dar un aviso ("preaviso") a la otra parte con la anticipación que fija la ley (variable entre una semana y tres meses, en el despido; y una semana y un mes, en el retiro) según el tiempo de servicios; en su defecto, habrá la obligación de pagar una indemnización equivalente a la otra parte. Según el Reglamento, el trabajador disfrutará durante el preaviso de licencias o permisos interdiarios remunerados, de media jornada ininterrumpida, para buscar otro empleo. 

Los trabajadores despedidos sin justa causa tienen derecho a solicitar su reincorporación y en su defecto, a recibir, además de la prestación antes mencionada, una indemnización de antigüedad equivalente a 30 días de salarios por año de servicios o fracción superior a seis meses, hasta un máximo de ciento cincuenta días de salarios. Recibirán, adicionalmente, como indemnización sustitutiva del preaviso, quince días de salarios, por servicios de más de un mes y menos de seis meses; treinta días, por servicios de más de seis meses y menos de un año; cuarenta y cinco días, por servicios de duración igual o superior a un año; sesenta días de salarios, por más de dos años de servicios y menos de diez; o noventa días de salario por más de diez años de servicios. El salario base para el cálculo de esta indemnización no excederá de diez salarios mínimos mensuales. 

La ley dispone que el trabajo debe prestarse en condiciones adecuadas y seguras, y regula la jornada, los días de trabajo y los de descanso, así como también lo relativo al medio ambiente de trabajo, la higiene y la seguridad.

La ley protege en forma igualitaria a la mujer en el trabajo, salvo en lo referente a su vida familiar, salud, embarazo y maternidad, materias en las cuales es objeto de protección especial. 

La trabajadora embarazada estará exenta de realizar trabajos inadecuados para su estado, no podrá ser trasladada de su lugar de trabajo sino en ciertas condiciones, gozará de inamovilidad durante el embarazo y hasta un año después del parto y tendrá derecho a un descanso irrenunciable durante seis semanas antes del parto y doce semanas después del mismo o por un tiempo mayor en caso de enfermedad que sea consecuencia del embarazo y la inhabilite para el trabajo, o de retraso en el parto sobre la fecha prevista. El derecho al descanso, durante hasta diez semanas, se concede también a la trabajadora que adopte un hijo, la cual, además, conserva el derecho a empleo y a las indemnización correspondiente para su mantenimiento y el del niño. Los períodos de descanso pre y post-natal cuentan para el cálculo de la antigüedad en el servicio. 

Según la ley, el salario es la remuneración, provecho o ventaja, evaluable en efectivo, cualquiera que fuere su denominación o método de cálculo, que corresponda al trabajador por la prestación de su servicio. Y el salario normal, que sirve de base de cálculo para diversos pagos salariales, es la remuneración devengada por el trabajador en forma regular y permanente por la prestación de su servicio.

Todo trabajador tiene derecho a un salario suficiente para llevar, con su familia, una vida digna, con las necesidades básicas cubiertas, dispone la Constitución. El salario comprende, entre otros elementos, las comisiones, primas, gratificaciones, participación en los beneficios o utilidades, sobresueldos, bono vacacional, así como recargos por días feriados, horas extraordinarias o trabajo nocturno, alimentación, vivienda, porcentajes usuales sobre el consumo de los clientes y el valor del derecho a recibir propinas. 

El salario puede ser convenido libremente por las partes mientras no sea inferior al mínimo, fijado por el Ejecutivo Nacional, el cual, según la Constitución, debe ser ajustado cada año. La ley contiene normas relativas a la estipulación del salario, la libre disposición, irrenunciabilidad e insensibilidad del mismo, el principio de igualdad, la obligación del empleador de informar al trabajador sobre sus asignaciones salariales y las deducciones correspondientes y la relación entre el monto del salario y el costo de vida.

El salario puede ser convenido por tiempo, por unidad de obra, por pieza o a destajo, o por tarea. 
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� Ha que armar el hecho social con la relación laboral, y todas las incidencias que se presentan para desvirtuar la relación laboral en cuanto a la defensa del demandado, para desvirtuar que la relación es mercantil, es civil, es de sociedad, o que es un trabajador independiente. Cualquier alegato que cae dentro del régimen de las pruebas, siempre se va a imponer el principio de la realidad prestacional, los hechos que es lo que se corte y se desaliñar que en caso de duda, a través del Test de la Laboralidad. Simplemente que si el trabajador se ampara y en realidad prospera el beneficio de estabilidad laboral, hay no vale ningún Test, al menos que en la contestación de la demanda, en ese juicio se logre demostrar que la relación es la que está planteada en la Sentencia del Corredor de Seguros Funerarios, porque siempre chocó, en aquella oportunidad cuando se planteó que los corredores de seguros no eran trabajadores y hubo la necesidad para la solucionar ese punto de la existencia de una relación laboral en materia de seguros, porque se logró demostrar la continuidad en esa prestación de servicio. 


Planteamiento del Caso. Era un grupo de corredores de seguros que vendían durante un tiempo determinado, bastante largo, un paquete de seguros para un grupo de trabajadores petroleros, entonces, la Compañía Panamerican Life, consideraba que esos trabajadores o corredores de seguros, están en el Art. 4 CCo, que es el acto o motivo de comercio que es la venta de seguros. Ellos lograron demostrar que trabajaban continuamente durante años para ese grupo de trabajadores y promocionando ese producto. 


Ahí se declaró la sentencia de la relación laboral por la exclusividad y la dedicación que tenían esos trabajadores de esa empresa para coronar ese trabajo, y abstenerse a la disposición de los trabajadores. Eso dio origen a una serie de cosas como el nacimiento de la Escuela de Corredores de Seguros, de que el seguro es visto desde otro punto de vista, no especulativo y empezó de la base del desconocimiento de la relación laboral, por considerar que esa actividad aparece tasada en el modelo económico, pero cuando esa tasación de esa labor deja de ser mercantil, está dentro del amparo de la relación laboral, que es el Art. 9 LOT, en cuanto al profesional universitario, y la divergencia, que se puede hacer una acotación, con relación a la diferencia entre los honorarios profesionales y el salario





� Comentarios sobre la Simulación en el Derecho del Trabajo Venezolano. Cesar Augusto Carballo Mena. Derecho Laboral Venezolano. Esta simulación de la relación laboral, no es otra cosa que aquel convenio que celebra las partes en donde se establece cualquier tipo de negocio, que lo que se da no es salario, que la bonificación de fin de año, no está incluida en el salario, etc., son todas esa serie de modalidades que son irregulares a la verdadera especie de la relación laboral, son desechadas por el Tribunal. 


Mecanismos del Derecho del Trabajo para Enfrentar las Practicas Simulatorias. La Declaración de la Nulidad Absoluta y de Pleno Derecho de todos los Actos Destinados a Encubrir la Relación de Trabajo bajo la Apariencia de un Contrato Civil o Mercantil o de otra naturaleza. 


Esto sirve como base, como revisión del Art. 89 Constitución, cuando habla del hecho social en el Ordinal Tercero, cuando habla de la simulación, cuando habla del velo corporativo. 


Cuando el Juez puede decidir, que en los campos que ha realizado y ha estudiado tienden a presentar un fraude jurídico que simula la relación laboral, y por tanto, que tenga todo ese tramado, que representa la parte patronal, para que descubrir que lo que existe es una relación de naturaleza laboral, que es la Tesis del Velo Corporativo. En este caso, la conducta que impone el patrono, es simular la relación laboral. 


La Declaración Absoluta o de Pleno Derecho de los Actos Destinados a Encubrir la Relación con el Contrato de Trabajo. En caso de presunción del carácter laboral de la prestación de servicio, la misma debe declararse con lugar. 


La consulta seria entonces, bajo la acumulación del Decreto por parte del Tribunal de la nulidad absoluta del convenio presenta como distinto a la relación laboral, y segundo, aplicación de la presunción, de la laboralidad del Art. 45, 46 y 47 LOT.


En ese caso para la declaración de nulidad, debe aplicarse el principio de la reglamentación de la prueba, Art. 1394 CC. 


Cuando se opone cualquier alegato distinto a la relación laboral, se está haciendo uso de la excepción de legitimidad o la falta de cualidad, por parte del trabajador para reclamar las prestaciones sociales.





� Se debe hablar de la simulación, de la firma de cualquier convenio distinto al laboral, está encuadrada dentro de la definición de la simulación, y como no hay simulación, como juez dice no hay contrato de cualquier cosa, sino una relación laboral, por ende, se aplica el salario, y manda a pagar las prestaciones en base al tipo de salario, que generalmente es un salario variable








